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Introducción*

Este libro es el resultado de otra etapa de un proyecto de investiga-
ción de larga duración que inició a finales de los años ochenta del si-
glo xx en el Instituto de Investigaciones Sociales de la Universidad 
Nacional Autónoma de México (iis-unam). De mi autoría hay cin-
co libros previos1 y una cierta cantidad de artículos en revistas es-
pecializadas y libros colectivos editados en México y otros países. 
En estas publicaciones hay una reflexión epistemológica acerca de 
las etiquetas más comunes y predominantes empleadas en los dis-
cursos sobre las drogas ilegalizadas, los traficantes y la delincuencia 
organizada. También hay un análisis de una parte de la producción 
simbólica asociada al universo de los traficantes y de un proceso so-
ciohistórico relacionado con ciertas sustancias psicoactivas (mari-
huana, cocaína, opiáceos) desde finales del siglo xix en México y su 
configuración al decretar su prohibición como subcampo delictivo a 
inicios del siglo xx. Hay un análisis de los vínculos estructurales de 
éste con el campo político en posición originaria de subordinación, 
de las transformaciones cualitativas de ambos y de la reconfiguración 

* Agradezco el valioso apoyo de Óscar Nava García para ordenar las citas en el texto y 
la lista de las fuentes consultadas.

1  Luis A. Astorga A., Mitología del “narcotraficante” en México, México: Plaza y Val- 
dés, 1995 (1996); Luis Astorga, El siglo de las drogas, México: Espasa-Calpe, 1996 (Plaza y 
Janés, 2005; Penguin Random House, 2016); Luis Astorga, Drogas sin fronteras, México: 
Grijalbo, 2003 (2015); Luis Astorga, Seguridad, traficantes y militares. El poder y la sombra, 
México: Tusquets, 2007; Luis Astorga, “¿Qué querían que hiciera?” Inseguridad y delincuencia 
organizada en el gobierno de Felipe Calderón, México: Grijalbo, 2015.
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de las relaciones de poder que tuvieron al interior y entre ellos. Los  
libros anteriores están disponibles para quienes se interesen en cono-
cer este proceso sociohistórico con mayor detalle, la manera en que 
lo he abordado, y compararlo, discutirlo, criticarlo, corregirlo (o reto-
marlo) y complementarlo con trabajos de otros colegas. Este corpus  
previo, que yo desearía que se conociera, es sustento y guía de este 
texto que analiza los aspectos particulares de un periodo de gobier-
no (2012-2018) en tres casos particulares, pero que obviamente no  
se limita al calendario formal del inicio y la terminación de un sexe-
nio. El texto actual hace referencia también al pasado, sin abundar 
en lo ya tratado en los libros anteriores, a algunos posicionamientos 
políticos y a decisiones del gobierno federal posterior al del periodo 
analizado como preludio de investigaciones futuras.

Las fuentes utilizadas para esta investigación fueron principal-
mente la prensa mexicana y de otros países; documentos oficiales de 
los gobiernos de México, Estados Unidos y Colombia, así como de or-
ganismos internacionales, y diccionarios y libros. En temas como el 
tratado en esta obra, la información está muy dispersa y no siempre 
es asequible, de ahí la necesidad de utilizar varias fuentes con carac-
terísticas distintas pero complementarias como herramientas para 
construir un objeto de estudio. Hay diferencias cualitativas importan-
tes relacionadas con la transparencia entre la información oficial del 
gobierno estadounidense y el gobierno mexicano, por ejemplo. En la 
prensa de estos países es posible encontrar filtraciones de informa-
ción de entes gubernamentales, o información adicional de agentes 
estatales sobre un tema o algún personaje que no es incluida en do-
cumentos oficiales, pero es útil como indicio de lo que se oculta, de 
lo que se puede o no comprobar posteriormente, o que se filtra para 
desviar la atención. Hay innumerables notas periodísticas que hacen 
eco de información oficial; otras que agregan antecedentes históri-
cos y datos contextuales; unas más son entrevistas con personajes del 
campo delictivo, y las menos provienen de un periodismo de investi-
gación cuidadoso y bien fundamentado que puede resultar fatal para 
quienes lo realizan. En temas de seguridad y delincuencia organizada 
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no hay fuentes menores y descartables por principio; lo importante es 
qué se hace con esa información, cómo se procesa para construir un 
objeto de investigación delimitado, con reglas del juego bien estable-
cidas, y un resultado que los lectores juzgarán según su capital cultu-
ral, sus deseos; lo que les hubiera gustado leer y no está incluido, sus 
convicciones u otras perspectivas existentes en el campo académico 
y sus respectivas reglas del juego.

Como parte de las reglas del juego establecidas en este trabajo, he 
optado por utilizar de manera general sólo el primer nombre y el pri-
mer apellido de los agentes sociales de los distintos campos, y con 
raras excepciones precisar cuándo se trata de padres e hijos —nada 
raro en otros países, desde los presidentes y ex presidentes hasta el 
presunto delincuente de más baja jerarquía—, y evitar el uso de los 
apodos, excepto en las citas textuales. Los medios y los cuerpos poli-
ciacos son muy afectos a usar los alias de manera sistemática y obse-
siva al hablar de presuntos delincuentes y personas sentenciadas por 
algún delito, pero no de otros agentes sociales, como los presidentes 
u otros personajes políticos, por ejemplo. Como si esta práctica fue-
ra algo natural y no hubiera una intención, a veces inconsciente, de 
resaltar ciertos rasgos físicos, de carácter, patologías, y estigmatizar 
a quienes frecuentemente son condenados antes de ser enjuiciados 
con ese trato diferencial. En el campo delictivo también es frecuente 
el uso de apodos por sus propios agentes sociales, en muchos casos 
para resaltar aspectos que se consideran no estigmáticos sino emble-
máticos de algunos de sus integrantes.

El presente texto posee evidentemente un alcance limitado; tiene 
como objetivo analizar sólo algunos aspectos de la política de segu-
ridad en el gobierno de Enrique Peña (2012-2018), particularmente 
el discurso que se generó en esa administración para tratar de dife-
renciarse del predominante en el gobierno de Felipe Calderón (2006-
2012); las acciones llevadas a cabo contra algunas organizaciones 
delictivas; las prácticas y reacciones de estas organizaciones y otros 
grupos armados, legales e ilegales, en tres estados emblemáticos del 
país de donde son originarios, Sinaloa, Michoacán y Guerrero, y los 
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resultados nada presumibles en estos y otros lugares de una estrategia 
que pretendió ser diferente y mejor en la construcción de su imagen 
que la del gobierno anterior. Hay que retener como guías y enlaces en-
tre los capítulos para la lectura de este libro las dimensiones mencio-
nadas: discurso, acciones, prácticas, reacciones y resultados, pues todas 
están presentes en el texto, aunque no se mencionen con insistencia 
como recordatorio, y algunas tienen mayor peso que otras, según los 
capítulos y la información obtenida, no siempre la deseable y posible 
para cada uno de los casos.

El estudio de los casos no es exhaustivo, pues un análisis de estos temas 
en el país implicaría una tarea colectiva de más largo alcance. Los que pre-
sentamos son sólo indicativos y representativos de situaciones similares, o 
peores, que se dieron también en otras partes del territorio nacional 
con presencia, influencia y a veces control territorial de organizacio-
nes delictivas de distinto tamaño, distinta composición, división del 
trabajo, distinto peso relativo en el campo delictivo, nacional y trans-
nacional, y con diversos tipos de relación establecidos con los campos 
político, económico y social. Lo que se presenta en este trabajo es parte de  
una configuración de relaciones, sin duda diversas, complejas y difíciles  
de capturar de manera simbólica con un lenguaje apropiado y preciso, que 
no reproduzca las sobresimplificaciones de las etiquetas mediáticas más 
socorridas, que implique una ruptura con éstas, distanciamiento y crítica, 
y represente un estímulo para pensar de otra manera y tratar de compren-
der mejor algunos fenómenos sociales de alto impacto.

El primer capítulo del libro trata sobre los niveles del lenguaje que 
deben tomarse en cuenta para entender mejor (eso espero) el origen 
y significado de las categorías y los esquemas de percepción que con-
forman el discurso predominante en asuntos de seguridad, en la eco-
nomía de las sustancias psicoactivas ilegalizadas, en lo relativo a lo 
que a partir de cierto momento histórico se denominó “delincuencia 
organizada” en México y en la manera de referirse a los agentes so-
ciales y las organizaciones del campo delictivo. El objetivo es mostrar 
lo inadecuado del uso, abuso y reproducción acrítica de un lenguaje 
que pretende explicar fenómenos complejos con etiquetas simplifi-
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cadoras, que a fuerza de repetición adictiva se han impuesto en la co-
municación cotidiana y a veces en la codificación jurídica, como si 
revelaran algo sustantivo de manera mágica. Aquí he optado por se-
guir el camino de la deconstrucción de ese lenguaje engañoso, com-
placiente y fetichista.

A partir de esta precisión, en el segundo capítulo se analizan discu-
siones de funcionarios y medios en Colombia y México, se muestran 
las luchas en el terreno simbólico para tratar de imponer una clasifi-
cación legítima de las organizaciones delictivas realmente existentes 
en estos países, con resultados cuestionables en la codificación jurídi-
ca de Colombia y el predominio de fantasmagorías lingüísticas en Mé-
xico. Se analizan también las actividades de dos de las organizaciones 
delictivas más grandes e importantes de Colombia, conocidas como 
“Urabeños” y “Rastrojos”, las acciones gubernamentales en su contra y 
la manera oficial de catalogarlas para tener un punto de comparación 
con las clasificaciones más usuales de los funcionarios mexicanos so-
bre las organizaciones delictivas mexicanas que realizan actividades 
similares y tienen relaciones de negocios con las colombianas.

El tercer capítulo está dedicado al análisis del posicionamiento de 
Enrique Peña en asuntos de seguridad desde que era gobernador del 
Estado de México, luego como candidato a la Presidencia de la Repú-
blica por el Partido Revolucionario Institucional (pri) y después como 
presidente de México. Se muestra una parte del proceso de construc-
ción de un discurso que integró aspectos que los críticos del gobierno 
de Felipe Calderón (2006-2012) señalaron con más insistencia como 
ausentes: Estado de derecho, respeto a los derechos humanos, coope-
ración y coordinación entre las instituciones de seguridad y los go-
biernos estatales y el federal, y utilización de la inteligencia más que 
de la fuerza, entre otros. En este proceso se destaca la introducción 
de otros elementos, como evitar el lenguaje bélico frecuente de Cal-
derón, insistir en la reducción de la violencia, evitar la impunidad y 
anunciar las capturas de líderes delictivos “sin disparar un solo tiro”. 
Un discurso lejano de la realidad vivida en gran parte del país.
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En el capítulo cuatro se presenta la clasificación que hizo la Procu-
raduría General de la República (pgr) de las organizaciones delictivas 
que consideraba más importantes en el país en un momento determi-
nado. El capítulo está dedicado a las que tienen su origen en el estado 
de Sinaloa, a sus características, tanto colectivas como de sus lideraz-
gos, según la información pública disponible, a sus actividades, alian-
zas, escisiones, confrontaciones, mitificaciones, a sus vínculos con 
organizaciones colombianas, a sus negocios en varios países de Amé-
rica Latina, Europa y Asia, y a la importancia atribuida a cada una y a 
sus líderes, según las autoridades mexicanas y estadounidense y los 
medios de comunicación.

En el quinto capítulo se aborda una parte del proceso de reconfi-
guración de los vínculos entre los campos delictivo, político y social 
en el estado de Michoacán. Se muestra una situación de inseguridad 
crónica donde coexisten y se interrelacionan organizaciones delicti-
vas que he denominado de “tipo mafioso-paramilitar” con otros gru-
pos armados legales e ilegales de la sociedad civil, algunos apoyados 
por autoridades federales, en diversos municipios gobernados por di-
ferentes partidos políticos y algunas alianzas partidistas. Se analiza 
un contexto en donde las fronteras entre los campos delictivo y polí-
tico son borrosas o inexistentes, donde los gobiernos federal, estatal 
y municipal no han logrado imponer su autoridad, recuperar territo-
rios dominados por organizaciones delictivas y aplicar la ley de ma-
nera eficaz.

En el sexto capítulo se presenta el contexto de un colapso institu-
cional en el estado de Guerrero, donde los secuestros, los homicidios, 
los ataques armados contra las fuerzas de seguridad, los bloqueos de 
las vías de comunicación y otra larga serie de delitos han sido lo más 
común. Se exponen ejemplos de la proliferación de organizaciones 
delictivas y su presencia territorial, de sus presuntos nexos con auto-
ridades políticas de distinto signo político y nivel de gobierno, de la 
violencia entre ellas, contra las fuerzas de seguridad y la población, 
de la desconfianza de los pobladores en las autoridades de todos los 
niveles, de las luchas por la representación y la imposición legítima 
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de la seguridad entre las policías comunitarias y las fuerzas de segu-
ridad del Estado mexicano, y de las disputas entre partidos políticos, 
gobierno federal, organizaciones civiles y organismos internaciona-
les por la versión e imposición legítima de la responsabilidad sobre 
la desaparición forzada de los estudiantes de la Escuela Normal Rural 
Raúl Isidro Burgos (Ayotzinapa).
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Hay varios niveles en el uso del lenguaje donde ciertas palabras y no-
ciones relacionadas con la transgresión a las leyes vigentes en un 
país tienen un determinado significado, no necesariamente conoci-
do por los hablantes en la comunicación cotidiana, verbal o escrita. 
Hablaremos de tres. De estos, el primer nivel es el significado etimoló-
gico consignado en los diccionarios, donde se incluye, no necesaria-
mente de manera exhaustiva, el que tienen en varias disciplinas del 
conocimiento, y también el de los usos comunes permeados por un 
lenguaje mediático que mezcla etiquetas generadas sin ton ni son por 
diversos agentes sociales dentro y fuera de las instituciones de gobier-
no, además de las inventadas por los propios periodistas. El segundo 
nivel es el de la codificación jurídica, que establece los límites entre lo 
permitido y lo prohibido en una sociedad determinada y define san-
ciones para los transgresores, que delimita, asimismo, el universo de 
validación de palabras, nociones y conceptos con un grado de elabo-
ración mayor, como producto de un saber especializado que cambia 
según las circunstancias, los intereses y las luchas dentro y fuera del 
campo jurídico, y ciertamente no infalible, pues también ese ámbito 
es susceptible de incorporar, a veces sin saberlo, e imponer etiquetas 
mediáticas como si fueran producto de un trabajo conceptual, cuan-
do en realidad se trata de una falta de reflexión sobre lo que se copia. 
El tercer nivel es el de la investigación académica, donde la reflexión 
epistemológica es necesaria para romper con las nociones del sentido 
común y los usos arbitrarios e imprecisos del lenguaje, con la finali-
dad de mejorar la comprensión de fenómenos complejos. Las disci-
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plinas de las ciencias sociales tampoco son ajenas a la falta de rigor 
en los usos del lenguaje, como se puede constatar fácilmente en in-
numerables textos de carácter académico que incorporan etiquetas 
mediáticas sin explicación alguna; o peor, que presuponen que todo 
lector les otorga el mismo significado que imaginaron. Lo que sigue a 
continuación es un breve repaso crítico de algunos componentes del 
lenguaje utilizado para hablar de la transgresión a las leyes. Al mis-
mo tiempo, se especifica el lenguaje que se utilizará en este texto y 
debe tenerse presente.

Crimen, delito y delincuencia organizada

Crimen, del latín crimen, significa originalmente acusación. Delito, 
del latín delictum, significa originalmente desatender, descuidar. En 
el derecho francés, por ejemplo, existe una distinción entre crimen, 
delito y contravención. “Crimen” se refiere a una categoría de infrac-
ciones juzgadas por un tribunal penal, sancionadas con detención o 
reclusión, cuya duración va de diez años a cadena perpetua, con mul-
tas o penas restrictivas de derechos (Encyclopédie Larousse, s.f.; Lé-
gifrance, 1994, artículo 131-1 y 131-2). Los “delitos” son infracciones 
sancionadas con penas como la prisión, la multa, el trabajo de inte-
rés general, las penas privativas o restrictivas de derechos y las penas 
complementarias. Son infracciones que implican penas máximas de 
diez años; transgresiones intencionales, como el robo, las amenazas, 
el chantaje; o no intencionales, como las heridas causadas por impru-
dencia, desatención, torpeza o descuido. Son infracciones cuya escala 
de gravedad se sitúa entre el crimen y la contravención (Encyclopédie 
Larousse, s.f.; Légifrance, 1994, artículo 131-4). Las contravenciones 
son infracciones que la ley castiga con una multa no mayor a tres mil 
euros (Légifrance, 1994, artículo 131-13). Las tres categorías son trans-
gresiones a las leyes penales existentes que delimitan el universo, el 
campo de los actos punibles, pero se diferencian por la gravedad atri-
buida a cada una y las características de las sanciones. Crimen, delito 
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y contravención son modalidades de la categoría general “infracción” 
(de las leyes penales).

En Estados Unidos (eu) cada estado decide qué conducta es de-
signada como “crimen”, lo que significa que cada uno tiene su propio 
código criminal. Para la legislación estadounidense, “crimen” es cual-
quier acto u omisión que viole una ley que lo prohíbe o lo ordena. Es 
un comportamiento que la ley hace punible como una ofensa públi-
ca. Los crímenes, siguiendo el lenguaje de la legislación de Estados 
Unidos, se dividen en cuatro categorías: felonies (delitos graves) son 
crímenes graves que implican castigos de más de un año de prisión o 
pena de muerte; misdemeanors (delitos menores) son crímenes cuya 
sanción es de menos de doce meses de prisión; inchoate offense (delito 
incipiente) es un tipo de crimen que se concluye cuando se da un paso 
objeto de sanción hacia la comisión de otro crimen, como la tentativa 
y la conspiración; y strict liability (responsabilidad objetiva o estricta), 
cuando el acusado es responsable de la comisión de una acción, inde-
pendientemente de cuál era su intención o su estado mental cuando 
se cometió la acción (Corner Law School-Legal Information Institu-
te, s.f.). En Estados Unidos, crimen es la infracción misma de la ley, no 
una modalidad de la infracción, como en Francia, y las categorías en 
las que se subdivide son modalidades de la categoría general “crimen”.

En Colombia, el Código Penal de ese país establece en su artículo 19 
que “las conductas punibles se dividen en delitos y contravenciones”. 
La conducta punible puede ser dolosa, culposa o preterintencional. La  
palabra “crimen” está ausente, pero la palabra “criminal” aparece una 
sola vez, en el artículo 29: “Son coautores los que, mediando un acuer-
do común, actúan con división del trabajo criminal atendiendo la im-
portancia del aporte” (Código Penal, Ley 599 de 2000). No se define 
“crimen”, “criminal” ni “trabajo criminal”. Al calificar cierto tipo de 
trabajos como “criminales” introduce una noción ausente en la clasi-
ficación de las conductas punibles, con lo cual hace equivalentes las 
nociones de “crimen” y “delito”. La categoría general sería “conductas 
punibles” y las derivadas “delitos” y “contravenciones”. Lo “criminal” 
se introduce sin explicación alguna.
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Según el diccionario de la Real Academia Española (rae), “crimen” 
significa “delito grave”, “acción indebida o reprensible” y “acción vo-
luntaria de matar o herir gravemente a alguien”. Mientras que “delito” 
significa “culpa, quebrantamiento de la ley”, “acción o cosa reproba-
ble”, y en derecho “acción u omisión voluntaria o imprudente penada 
por la ley” (Real Academia Española, 2020). En otras palabras, según 
la Real Academia Española, todo crimen es un delito, pero no todo de-
lito es un crimen. El Diccionario jurídico mexicano dice, al igual que la 
Real Academia Española, que “crimen” significa “delito grave”. Y para 
“delito” señala: “En derecho penal, acción u omisión ilícita y culpable 
expresamente descrita por la ley bajo la amenaza de una pena o san-
ción criminal [sic]” (Instituto de Investigaciones Jurídicas, 1983: 62). 
En la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos la pala-
bra “crimen” no está registrada, pero “criminal” aparece cuatro veces: 
“responsabilidad criminal” (artículo 11), “juicios del orden criminal” 
(artículo 14), “juicio criminal” (artículo 23) y “proceso criminal” (ar- 
tículo 38); y la palabra “criminalísticos” una: “bases de datos crimina-
lísticos” (artículo 21) (Instituto de Investigaciones Jurídicas, 2021). El 
Código Penal Federal de México (cpf), en su artículo 7º, define “delito” 
como “el acto u omisión que sancionan las leyes penales” (Congreso 
de la Unión, 2021: 3). Las palabras “crimen” y “criminal” no existen en 
este código ni en el Código Federal de Procedimientos Penales (cfpp) 
ni en el Código Nacional de Procedimientos Penales (cnpp) (Código 
Federal de Procedimientos Penales, 2016; Código Nacional de Proce-
dimientos Penales, 2021). En el Código de Justicia Militar (cjm) tam-
poco existe la palabra “crimen”, pero “criminal” aparece cuatro veces: 
“estadística criminal militar” (artículo 68), “estadística en materia cri-
minal” (artículo 81), “todo delito de orden militar produce responsabi-
lidad criminal” (artículo 99) y “responsabilidad criminal del acusado” 
(artículo 120) (Código de Justicia Militar, 2018). Tanto el Diccionario 
jurídico mexicano como la Constitución y el Código de Justicia Militar 
emplean la palabra “criminal” como equivalente a “penal”, mientras 
que el Código Penal Federal, el Código Federal de Procedimientos Pe-
nales y el Código Nacional de Procedimientos Penales eliminan la ca-
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tegoría de “crimen” y en su lugar establecen como categoría principal 
la de “delito”. El artículo 8º del Código Penal Federal señala: “Las ac-
ciones u omisiones delictivas solamente pueden realizarse dolosa o 
culposamente” (Congreso de la Unión, 2021: 3). No hay homologación 
de las categorías empleadas en la Constitución y los distintos códigos 
ni explicación de las posibles diferencias.

Algunos juristas, al analizar “los sistemas penales (…), su jurispru-
dencia y doctrina” en varios países de América Latina, al “interpelar 
las realidades nacionales desde normas y estándares internaciona-
les”, han observado que la clasificación francesa de crimen, delito y 
contravención “ha ido perdiendo terreno”, pero “mantiene todavía al-
guna relevancia” (Binder, Cape y Namoradze, 2015: 51). También han 
señalado:

la diferenciación entre crímenes y delitos (…) conserva alguna importan-
cia para la competencia de los tribunales o para la competencia del juicio 
por jurados, por ejemplo, pero no cumple una función más relevante en 
el sistema. En ese sentido, no debe quedar ninguna duda de que los es-
tándares internacionales tienen aplicación a todo caso, se trate de un de-
lito o un crimen sin que esa distinción tenga influencia alguna, por más 
que existan diversos procedimientos aplicables a algunos delitos, según 
la gravedad, o se siga utilizando la palabra crimen para los casos más gra-
ves (Binder, Cape y Namoradze, 2015: 51).

Esto ha sido parte de un proceso histórico de legitimación, donde ha 
logrado imponerse un cierto modelo con sus categorías y esquemas  
de percepción: “Desde mediados de los años ochenta (…) los sistemas de  
justicia penal de la región son ya cercanos al modelo anglosajón (sis-
tema acusatorio o adversarial) con las variantes propias de la región, 
de la historia de cada país o del particular diseño que se ha hecho en 
cada una de las realidades” (Binder, Cape y Namoradze, 2015: 51).

Como se puede apreciar en estos ejemplos, distintas sociedades 
han establecido criterios diferentes en sus códigos penales para las ca-
tegorías “crimen” y “delito”. Han impuesto, para efectos prácticos, el 
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universo epistémico en el que deben ser comprendidas las acciones u 
omisiones que transgredan la ley y el lenguaje que deberá emplearse 
para referirlas y conformar los expedientes de las personas indiciadas. 
En el habla cotidiana, en los medios de información, en los discursos 
políticos e incluso en algunos trabajos académicos se usa un lengua-
je que mezcla de manera abigarrada categorías de diversos universos 
epistémicos y eso da lugar a una miríada de interpretaciones y creen-
cias, a una polisemia que ignora los referentes originales de las cate-
gorías empleadas y su universo de validación, el marco conceptual 
en el que tienen un sentido preciso. De ahí provienen ciertas confu-
siones, discusiones estériles y discursos que se disputan la manera 
“más adecuada” o, de manera más pretenciosa, “verdadera” de nom-
brar cosas, grupos sociales y fenómenos sin tener conciencia de los  
niveles de lenguaje que emplean, de las categorías y esquemas de per-
cepción que movilizan, para tratar de imponer ideas que les han sido 
también impuestas sin saberlo.

Veamos ahora el Código Penal Federal de México. En el capítulo 
iv, denominado “Asociaciones delictuosas”, menciona tres categorías 
de infractores: “asociaciones”, “bandas” y “pandillas”. Lo que distin-
gue a las dos primeras de las pandillas sería la finalidad de sus activi-
dades. El artículo 164 señala: “Al que forme parte de una asociación 
o banda de tres o más personas con propósito de delinquir…” Y el ar-
tículo 164 bis establece la definición de “pandilla”: “Se entiende por 
pandilla, para los efectos de esta disposición, la reunión habitual, oca-
sional o transitoria, de tres o más personas que sin estar organizadas 
con fines delictuosos, cometen en común algún delito”. El Código Fe-
deral de Procedimientos Penales consigna la “asociación delictuosa” 
y la “pandilla” (artículo 399 bis), pero no la “banda”. El Código Nacio-
nal de Procedimientos Penales, la Ley de Seguridad Nacional (lsn) y 
la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada (lfdo) no hacen re-
ferencia a ninguna de las tres categorías, pero consignan la de “delin-
cuencia organizada”.

Al respecto, Klaus von Lampe ha establecido el inicio del uso del 
término “delincuencia organizada” (organized crime) en las delibera-
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ciones de la Chicago Crime Commission, una organización civil crea-
da en 1919 por empresarios, banqueros y abogados preocupados por 
los delitos predatorios en Chicago. Dice Von Lampe que el término no 
era usado de manera frecuente y a veces era reemplazado por el de “ex-
torsión sistematizada” (racketeering). En los años cincuenta y sesenta 
del siglo xx se asocia con grupos de la mafia italiana en Estados Uni-
dos. En Europa, agrega, se empezó a usar desde los años sesenta y se-
tenta del siglo xx y en el resto del mundo por lo menos desde los años 
noventa, en el periodo previo a la Convención de las Naciones Uni-
das contra la Delincuencia Organizada Transnacional, adoptada el 15 
de noviembre de 2000. También señala que no hay consenso acerca 
de la definición de “delincuencia organizada” (organized crime) y que: 
“En algunos aspectos, parece ser una decisión política” (Von Lampe, 
2016: 15-21, 29). Este autor ha recopilado más de doscientas definicio-
nes de organized crime.1

En 1988, la Organización de las Naciones Unidas (onu) aprobó un 
tercer documento sobre fiscalización internacional de las drogas: la 
Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estu-
pefacientes y Sustancias Sicotrópicas de 1988 (United Nations Con-
vention against Illicit Traffic in Narcotic Drugs and Psychotropic 
Substances of 1988). Los anteriores eran de 1961 y 1971. En la Conven-
ción de 1988 se introdujeron nociones como “actividades delictivas 
organizadas” (organized criminal activities), “actividad delictiva inter-
nacional” (international criminal activity), “organizaciones delictivas 
transnacionales” (transnational criminal organizations), “grupo delic-
tivo organizado” (organized criminal group) y “actividades delictivas 
internacionales organizadas” (international organized criminal activi-
ties). En los títulos y contenido de esa convención en inglés y español 
no se habla de “narcotráfico” ni de “cárteles”. El documento se apega 
a las figuras jurídicas existentes y predominantes en las tradiciones 

1  Klaus von Lampe, Definitions of Organized Crime [en línea]. Disponible en <http://
www.organized-crime.de/organizedcrimedefinitions.htm>.
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anglosajona (“crime”) e hispánica (“delito”), e introduce nociones que 
serán retomadas en las leyes de otros países.

Como eco de la Convención de 1988, un decreto expedido el 2 de 
septiembre de 1993, y publicado en el Diario Oficial de la Federación 
(dof) al día siguiente, reformó el artículo 16 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos e introdujo el término “delincuencia 
organizada” sin definirlo: “Ningún indiciado podrá ser retenido por 
el Ministerio Público por más de cuarenta y ocho horas, plazo en que 
deberá ordenarse su libertad o ponérsele a disposición de la autori-
dad judicial; este plazo podrá duplicarse en aquellos casos que la ley 
prevea como delincuencia organizada” (Congreso de la Unión, 1993). 
En ese momento no había ninguna ley específica sobre esto. El 7 de 
noviembre de 1996 fue publicada en el Diario Oficial de la Federación 
la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, que entró en vigor 
al día siguiente. El artículo 2º estableció lo que se entendería a partir 
de ese momento por “delincuencia organizada”:

Artículo 2º Cuando tres o más personas acuerden organizarse o se orga-
nicen para realizar, en forma permanente o reiterada, conductas que por 
sí o unidas a otras, tienen como fin o resultado cometer alguno o algu-
nos de los delitos siguientes, serán sancionadas por ese solo hecho, como 
miembros de la delincuencia organizada:
I. Terrorismo, previsto en el artículo 139, párrafo primero; contra la salud 
[el subrayado es mío], previsto en los artículos 194 y 195, párrafo prime-
ro; falsificación o alteración de moneda, previstos en los artículos 234, 
236 y 237; operaciones con recursos de procedencia ilícita, previsto en el 
artículo 400 Bis, todos del Código Penal para el Distrito Federal en Mate-
ria de Fuero Común y para toda la República en Materia de Fuero Federal;
II. Acopio y tráfico de armas, previstos en los artículos 83 Bis y 84 de la 
Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos;
III. Tráfico de indocumentados, previsto en el artículo 138 de la Ley Ge-
neral de Población;
IV. Tráfico de órganos, previsto en los artículos 461, 462 y 462 Bis de la 
Ley General de Salud, y
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V. Asalto, previsto en los artículos 286 y 287; secuestro, previsto en el ar-
tículo 366; tráfico de menores, previsto en el artículo 366 Ter, y robo de 
vehículos, previsto en el artículo 381 Bis del Código Penal para el Distrito 
Federal en Materia de Fuero Común, y para toda la República en Materia 
de Fuero Federal, o en las disposiciones correspondientes de las legisla-
ciones penales estatales.

Al Código Penal Federal se le han hecho adiciones y reformas a tra-
vés de los años, pero incluso las posteriores a la reforma del artículo 
16 de la Constitución Política en 1993 y la entrada en vigor de la Ley 
Federal contra la Delincuencia Organizada en 1996 siguen incluyen-
do las categorías “asociación”, “banda” y “pandilla”. Se introdujo la ca-
tegoría “delincuencia organizada”, pero la redacción del artículo 178 
Bis se presta a confusión, pues incluye como si fueran cosas comple-
tamente distintas algunas modalidades de la categoría general “de-
lincuencia organizada”: “investigaciones en materia de delincuencia 
organizada, delitos contra la salud, secuestro, extorsión, amenazas”. 
Los delitos contra la salud y el secuestro pueden entrar en la categoría 
“delincuencia organizada” si cumplen con lo establecido en el artícu-
lo 2º de la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada. Este artícu-
lo y sus apartados han sido reformados o han tenido adiciones desde 
2009. Así, por ejemplo, la primera frase del artículo 2º, que desde la 
reforma del 23 de enero de 2009 dice: “Cuando tres o más personas 
se organicen de hecho para realizar…” También se ha ampliado la lis-
ta de delitos considerados como “delincuencia organizada”.2

2  Estos son: “I. Terrorismo, previsto en los artículos 139 al 139 Ter, financiamiento al 
terrorismo previsto en los artículos 139 Quáter y 139 Quinquies y terrorismo internacional 
previsto en los artículos 148 Bis al 148 Quáter; contra la salud, previsto en los artículos 194, 
195, párrafo primero y 196 Ter; falsificación, uso de moneda falsificada a sabiendas y altera-
ción de moneda, previstos en los artículos 234, 236 y 237; operaciones con recursos de pro-
cedencia ilícita, previsto en el artículo 400 Bis; y en materia de derechos de autor previsto en 
el artículo 424 Bis, todos del Código Penal Federal; (Fracción reformada mediante decreto 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 16 de junio de 2016). II. Acopio y tráfico de 
armas, previstos en los artículos 83 Bis y 84 de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos; 
III. Tráfico de personas, previsto en el artículo 159 de la Ley de Migración; (Fracción reforma-
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da mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 16 de junio de 2016) 
IV. Tráfico de órganos previsto en los artículos 461, 462 y 462 Bis, y delitos contra la salud en 
su modalidad de narcomenudeo previstos en los artículos 475 y 476, todos de la Ley General 
de Salud; (Fracción reformada mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federa-
ción el 16 de junio de 2016) V. Corrupción de personas menores de dieciocho años de edad  
o de personas que no tienen capacidad para comprender el significado del hecho o de per-
sonas que no tienen capacidad para resistirlo previsto en el artículo 201; Pornografía de 
personas menores de dieciocho años de edad o de personas que no tienen capacidad para 
comprender el significado del hecho o de personas que no tienen capacidad para resistir-
lo, previsto en el artículo 202; Turismo sexual en contra de personas menores de dieciocho 
años de edad o de personas que no tienen capacidad para comprender el significado del 
hecho o de personas que no tiene capacidad para resistirlo, previsto en los artículos 203 y 
203 Bis; Lenocinio de personas menores de dieciocho años de edad o de personas que no 
tienen capacidad para comprender el significado del hecho o de personas que no tienen 
capacidad para resistirlo, previsto en el artículo 204; Asalto, previsto en los artículos 286 y 
287; Tráfico de menores o personas que no tienen capacidad para comprender el significa-
do del hecho, previsto en el artículo 366 Ter, y Robo de vehículos, previsto en los artículos 
376 Bis y 377 del Código Penal Federal, o en las disposiciones correspondientes de las le-
gislaciones penales estatales o del Distrito Federal; (Fracción reformada mediante decreto 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 30 noviembre 2010); VI. Delitos en materia 
de trata de personas, previstos y sancionados en el Libro Primero, Título Segundo de la Ley 
General para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en Materia de Trata de Personas 
y para la Protección y Asistencia a las Víctimas de estos Delitos, excepto en el caso de los 
artículos 32, 33 y 34; (Fracción reformada mediante decreto publicado en el Diario Oficial 
de la Federación el 16 de junio de 2016) VII. Las conductas previstas en los artículos 9, 10, 
11, 17 y 18 de la Ley General para Prevenir y Sancionar los Delitos en Materia de Secuestro, 
Reglamentaria de la fracción XXI del artículo 73 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. (Fracción adicionada mediante decreto publicado en el Diario Oficial 
de la Federación el 30 noviembre 2010) VIII. Contrabando y su equiparable, previstos en los 
artículos 102 y 105, cuando les correspondan las sanciones previstas en las fracciones II o III 
del artículo 104 del Código Fiscal de la Federación; (Fracción adicionada mediante decreto 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 16 de junio de 2016) IX. Los previstos en las 
fracciones I y II del artículo 8; así como las fracciones I, II y III del artículo 9, estas últimas en 
relación con el inciso d), y el último párrafo de dicho artículo, todas de la Ley Federal para 
Prevenir y Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos. (Fracción adicio-
nada mediante decreto publicado en el Diario Oficial de Oficial de la Federación el 12 de 
enero de 2016) X. Contra el Ambiente previsto en la fracción IV del artículo 420 del Código 
Penal Federal. (Fracción adicionada mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 7 de abril de 2017) Los delitos a que se refieren las fracciones previstas en el 
presente artículo que sean cometidos por algún miembro de la delincuencia organizada, 
serán investigados, procesados y sancionados conforme a las disposiciones de esta Ley. 
(Párrafo adicionado mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 16 
de junio de 2016)” (Congreso de la Unión, 2021: 1-3).
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En resumen, hay todo menos homogeneidad y coherencia concep-
tual en los distintos códigos y leyes mencionados anteriormente. Es 
un trabajo pendiente para varias disciplinas y aquí sólo se mencionan 
algunos de los problemas que dan pie a la polisemia y al uso arbitra-
rio y la mescolanza de categorías jurídicas y etiquetas.

El poder de nombrar e imponer el sentido

Hace más de un siglo, el 17 de diciembre de 1914, fue aprobada en Es-
tados Unidos la Ley Harrison (Harrison Narcotics Tax Act), que esti-
pulaba la obligación de registrarse ante el recaudador de impuestos y 
la aplicación de un impuesto especial a todas las personas que produ-
cían, importaban, manufacturaban, mezclaban, negociaban, expen-
dían, vendían, distribuían o regalaban opio u hojas de coca, sus sales, 
derivados o preparaciones, y para otros fines. La cocaína fue incluida 
en esa ley de manera errónea como droga narcótica, siendo un estimu-
lante. Fue una subsunción conceptual arbitraria y constituyó un vicio 
de origen que dio lugar al uso y abuso posterior del multiplicador lin-
güístico “narco” como prefijo, sufijo, adjetivo y sustantivo, a un proceso 
de universalización e imposición de sentido. Es un ejemplo de violen-
cia simbólica, para utilizar la terminología de Bourdieu,3 o de una  

3  “La violence symbolique est, pour parler aussi simplement que possible, cette forme 
de violence qui s’exerce sur un agent social avec sa complicité” (“La violencia simbólica es, 
para hablar de la forma más sencilla posible, esta forma de violencia que se ejerce sobre un 
agente social con su complicidad”) (Bourdieu y Wacquant, 1992: 142). En ese mismo texto, 
y otros más de la obra de Bourdieu, hay explicaciones sobre varios conceptos utilizados en 
este libro, como campo y habitus. Por ejemplo: “En termes analytiques, un champ peut être 
définie comme un réseau, ou une configuration de relations objectives entre des positions. 
Ces positions sont définies objectivement dans leur existence et dans les déterminations 
qu’elles imposent à leurs occupants, agents ou institutions, par leur situation (situs) actue-
lle et potentielle dans la structure de la distribution des différentes espèces de pouvoir 
(ou de capital) dont la possession commande l’accès aux profits spécifiques qui son en jeu 
dans le champ, et, du même coup, par leur relations objectives aux autres positions (do-
mination, subordination, homologie, etc.)” (“En términos analíticos, un campo puede ser 
definido como una red, o una configuración de relaciones objetivas entre posiciones. Estas 
posiciones están definidas objetivamente en su existencia y en las determinaciones que 
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especie de “imperialismo” lingüístico que ha colonizado las mentes y 
por supuesto el habla cotidiana, las leyes, las notas periodísticas, los 
discursos políticos y también los textos académicos.

Las convenciones sobre drogas de la onu han reproducido ese vi-
cio de origen. En el apartado de definiciones de la Single Convention 
on Narcotic Drugs of 1961 as amended by the 1972 Protocol” (tradu-
cida por la onu al español como Convención Única de 1961 sobre Es-
tupefacientes enmendada por el Protocolo de 1972 de Modificación 
de la Convención Única de 1961 sobre Estupefacientes) se establece el 
significado de “droga”: “cualquiera de las sustancias de las listas i y ii, 
naturales o sintéticas”. Enumera cuatro listas. En la lista primera (i) 
se incluye al cannabis, la resina, los extractos y tinturas de cannabis, 
la hoja de coca, la cocaína, la heroína, la morfina, el opio, etc. En la se-
gunda (ii) están la codeína, la etilmorfina, etc. No menciona el signi-
ficado de “narcótico”, pero el título mismo en inglés de la Convención 
da a entender que todas las sustancias que enlista son “narcóticas”. 
Es una subsunción claramente arbitraria de todas las sustancias psi-
coactivas en la categoría de “narcóticas”, pero no todas lo son. Repro-
duce el error clasificatorio de la Ley Harrison de 1914, al igual que la 
Real Academia Española al definir “estupefaciente”: “Sustancia nar-
cótica que hace perder la sensibilidad; p. ej., la morfina o la cocaína”.

El Convenio sobre Sustancias Sicotrópicas de 1971 no define “dro-
ga”, ni “narcótico”, pero sí “sustancia sicotrópica”: “cualquier sustan-
cia, natural o sintética, o cualquier material natural de las listas i, ii, 

imponen a sus ocupantes, agentes o instituciones, por su situación (situs) actual y poten-
cial en la estructura de la distribución de diferentes especies de poder (o de capital) cuya 
posesión ordena el acceso a beneficios específicos que están en juego en el campo, y, al 
mismo tiempo, por sus relaciones objetivas con otras posiciones (dominación, subordina-
ción, homología, etc.)” (Bourdieu y Wacquant, 1992: 72-73). “(…) les habitus, systèmes dura-
bles et transposables de schèmes de perception, d’appréciation et d’action qui résultent de 
l’institution du social dans les corps (ou dans les individus biologiques)” (“(…) los habitus, 
sistemas durables y extrapolables de esquemas de percepción, apreciación y acción que se 
derivan de la institución de lo social en los cuerpos (o en los individuos biológicos)” (Bour 
dieu y Wacquant, 1992: 102). Categorías y esquemas de percepción también son parte del 
lenguaje de Bourdieu que aquí se retoma.
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iii y iv”. La United Nations Convention against Illicit Traffic in Nar-
cotic Drugs and Psychotropic Substances of 1988 (traducida como 
Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estu-
pefacientes y Sustancias Sicotrópicas de 1988) consigna el significado 
de “droga narcótica”: “cualquiera de las sustancias, natural o sintética, 
en las listas i y ii de la Convención Única de 1961 sobre Estupefacien-
tes enmendada por el Protocolo de 1972 de Modificación de la Con-
vención Única de 1961 sobre Estupefacientes. También el significado 
de “sustancia sicotrópica”: “cualquier sustancia, natural o sintética, o 
cualquier material natural de las listas i, ii, iii y iv del Convenio so-
bre Sustancias Sicotrópicas, de 1971. Así, tendríamos que el contenido 
de todas las listas sería el conjunto universal de las “sustancias sico-
trópicas”, mientras que el subconjunto de las listas i y ii es clasifica-
do como “drogas narcóticas”.

Los nombres de las convenciones y la clasificación de las sustan-
cias psicoactivas que incluyen se prestan a confusión y contribuyen a 
imponer una cierta manera de percibirlas. La Organización Mundial 
de la Salud (oms) ha optado por una categoría distinta, genérica, ba-
sada en las neurociencias: “las sustancias psicoactivas [el subrayado 
es mío], conocidas más comúnmente como drogas psicoactivas, son 
sustancias que al ser tomadas pueden modificar la conciencia, el es-
tado de ánimo o los procesos de pensamiento de un individuo” (Orga-
nización Mundial de la Salud et al., 2004: 2, 105-107). Hace referencia 
a varias sustancias y sus efectos sobre la conducta, que pueden ser 
muy variados, por ejemplo: estimulantes, como la cocaína, el éxtasis 
y las anfetaminas; alucinógenos, como el lsd; de analgesia, sedación, 
como los opioides; de relajación, analgesia, efectos antiepilépticos, 
como los cannabinoides; de sedación y anestesia, como los hipnóti-
cos y sedantes, etc. Otro documento, de la Organización Panamerica-
na de la Salud (ops, 2009: 3), señala que es posible agrupar en cuatro 
grandes categorías las sustancias sicoactivas más comunes, a saber:

1. Alucinógenos: cannabis, fenciclidina (pcp) y dieltilamida de 
ácido lisérgico (lsd).
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2. Estimulantes: cocaína, anfetaminas y éxtasis.
3. Opioides: morfina y heroína.
4. Depresores: alcohol, sedantes/hipnóticos e inhalantes/solven-

tes volátiles.

Esto nos muestra que el lenguaje de la oms difiere del empleado en 
las convenciones organizadas por la onu. Ninguno de los dos docu-
mentos de la oms menciona los “narcóticos”. Por su parte, el us Code 
(usc),4 en su capítulo 21, párrafo 802, presenta una lista de las sustan-
cias que incluye en el rubro “droga narcótica”: el opio, los opiáceos y 
sus derivados, la paja de adormidera, la hoja de coca, la cocaína y la 
ecgonina (FindLaw, 2018). Como en la Ley Harrison, repite la clasifi-
cación de la hoja de coca y la cocaína como “drogas narcóticas”, sien-
do, como lo señala claramente la oms, estimulantes. Además, el usc 
clasifica como “sustancias depresoras o estimulantes” las drogas que 
contengan cualquier cantidad de ácido barbitúrico o sus sales, cual-
quier cantidad de anfetaminas o sus sales y al lsd, mientras que este 
último es clasificado por la oms como alucinógeno. En sentido estric-
to, y de acuerdo con lo establecido en las leyes de Estados Unidos, el 
tráfico de narcóticos se refiere a las sustancias incluidas como “dro-
gas narcóticas”; el problema es que están mal clasificadas, de acuerdo 
con lo señalado por la oms. De ahí la distorsión y la imposición arbi-
traria legitimada de sentido del usc, con repercusiones en las legis-
laciones de otros países.

La subsunción nominativa

Pocos años después de la entrada en vigor de la Ley Harrison en Esta-
dos Unidos, el gobierno de Álvaro Obregón promulgó en México un 
documento, el 15 de marzo de 1920, publicado en el Diario Oficial, in-

4  “The United States Code is a consolidation and codification by subject matter of the 
general and permanent laws of the United States” (Office of the Law Revision Counsel, 2021).
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titulado “Disposiciones sobre el cultivo y comercio de productos que 
degeneran la raza”, que prohibía el cultivo y la comercialización de la 
marihuana. El de la adormidera y sus derivados se permitía siempre 
y cuando se solicitara el permiso correspondiente.

Las leyes ya referidas, más las prohibiciones señaladas en el capítu-
lo sexto sobre “drogas enervantes” del Código Sanitario mexicano, del 
8 de junio de 1926 (gobierno de Plutarco Elías Calles), particularmen-
te el artículo 202, que dice: “Queda prohibido en la República Mexi-
cana, el cultivo de la marihuana y el de la adormidera”, constituyen el 
marco jurídico que crea a su vez el respectivo campo de la economía 
de las drogas ilegalizadas en México y Estados Unidos, pero también 
el transfronterizo. Dada la mayor demanda en el mercado estadouni-
dense, los traficantes mexicanos desarrollarán desde una época tem-
prana una vocación transnacional.

El título séptimo del Código Penal Federal del 14 de agosto de 1931 
(gobierno de Pascual Ortiz Rubio) consignó los llamados “delitos con-
tra la salud”. El Código Penal para el Distrito Federal y Territorio de la 
Baja California sobre Delitos del Fuero Común, y para toda la Repúbli-
ca sobre Delitos contra la Federación, expedido el 7 de diciembre de 
1871, ya incluía los denominados “Delitos contra la salud pública”. La 
Ley General de Salud (publicada en el Diario Oficial de la Federación el 
7 de febrero de 1984, en vigor a partir del 1 de julio de 1984) habla de 
“estupefacientes” y “sustancias psicotrópicas”. El título séptimo del 
Código Penal Federal, intitulado “Delitos contra la salud”, en su capí-
tulo i, artículo 193 (reformado mediante decreto publicado en el Dia-
rio Oficial de la Federación el 10 de enero de 1994), consigna lo que los 
legisladores impusieron en un acto de autoridad como la definición 
legítima de “narcóticos”: “los estupefacientes, psicotrópicos y demás 
sustancias o vegetales que determinen la Ley General de Salud, los 
convenios y tratados internacionales de observancia obligatoria en 
México y los que señalen las demás disposiciones legales aplicables 
en la materia [sic]” (Congreso de la Unión, 2021: 55). El 20 de agosto de 
2009 entró en vigor el decreto que reforma, adiciona y deroga diversas 
disposiciones de la Ley General de Salud, del Código Penal Federal y 
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del Código Federal de Procedimientos Penales. Allí se establecen dosis 
máximas de consumo personal e inmediato de marihuana, opio, co-
caína, heroína, metanfetaminas, lsd, etc. Se le agregó a la Ley Gene-
ral de Salud el capítulo séptimo, intitulado “Delitos contra la salud en 
su modalidad de narcomenudeo”. En la legislación mexicana no exis-
te la figura jurídica de “narcotráfico”, pero sí la de “narcomenudeo”.  
Éste es un ejemplo de la arbitrariedad e ignorancia de los legislado-
res. El artículo 473, apartado v de la Ley General de Salud, repite la 
definición del artículo 193 del Código Penal Federal, citado anterior-
mente. Con base en esta arbitrariedad conceptual, los legisladores le 
dieron nombre y estatus jurídico a la venta al por menor de sustancias 
sicoactivas diversas que englobaron en una sola categoría (“narcóti-
cos”), sin mayor sustento que el de su ignorancia, su pereza mental, 
con la incorporación acrítica de la clasificación arbitraria estadouni-
dense y la imposición de su voluntad.

Los legisladores mexicanos incluyeron, de manera arbitraria, e 
independientemente de las clasificaciones farmacológicas y los efec-
tos neurofisiológicos basados en la investigación científica, como la 
realizada por la oms, sustancias diversas que tienen efectos narcóti-
cos, estimulantes, deprimentes y alucinógenos. Es como decir que a 
partir de un momento determinado se entenderá como hipopótamo 
a los hipopótamos, las jirafas, los leones y los gorilas. Si se prohibiera 
su crianza, comercio y consumo problemático se hablaría de “hipo-
criadores”, “hipotraficantes”, “hipoadictos”. A los traficantes también 
se les etiquetaría como “hipos”, “hipomenudistas”, y al negocio como 
el “hipo”, el “hipotráfico” o el “hipomenudeo”. Las mitologías versifi-
cadas y musicalizadas de la sociodisea de esos negociantes ilegales, 
acompañada con música norteña, tambora sinaloense o mariachi, se 
llamarían “hipocorridos”. Los periodistas, e incluso los académicos, 
no podrían escribir un solo artículo sobre el negocio sin utilizar de 
manera adictiva el prefijo o sustantivo “hipo”.

Sirva esto para ilustrar la mescolanza de palabras y significados en 
diferentes niveles de lenguaje. En algunos casos la arbitrariedad lin-
güística se ha legitimado e impuesto en la codificación jurídica y en 
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otros representa un esfuerzo de clasificación y comprensión que as-
pira a una mayor precisión conceptual.

Las etiquetas

Las críticas que en los últimos años se han hecho a las políticas de 
drogas y seguridad generalmente no incluyen un análisis epistemo-
lógico; es decir, una crítica al lenguaje, las categorías y los esquemas 
de percepción empleados en los discursos oficiales que se han veni-
do construyendo desde los inicios de las políticas prohibicionistas, a 
comienzos del siglo xx. La preocupación original de los gobiernos in-
teresados en instaurar un sistema prohibicionista global, principal-
mente centrado en los usos y la comercialización de drogas narcóticas, 
como el opio y sus derivados, se reflejó en las leyes que incluyeron en 
el rubro de “narcóticos” otras sustancias psicoactivas con característi-
cas distintas. Fue un problema de origen, una designación incorrecta, 
un “obstáculo epistemológico”, para utilizar la terminología de Bache-
lard (1934), que se ha venido reproduciendo no sólo por funcionarios 
de gobierno, sino por policías, periodistas y académicos. En el caso 
mexicano, tanto la Ley General de Salud (lgs) como el Código Penal 
Federal (cpf) subsumen todo tipo de sustancias psicoactivas ilegali-
zadas al rubro de “narcóticos”, lo que da pie al uso y abuso de un len-
guaje fetichista. Por ejemplo, es tanto el encantamiento y el regodeo 
de periodistas, políticos, policías y académicos cuando usan “narco” 
como prefijo, sufijo, adjetivo o sustantivo, o la etiqueta “cártel”, inexis-
tente como categoría jurídica en las leyes mexicanas, para cualquier 
grupo delictivo, independientemente de sus características particu-
lares, que da la impresión de que por el solo hecho de escribir o pro-
nunciar esas palabras han capturado de manera simbólica y mágica, 
y de una vez y para siempre, la “esencia” de fenómenos multicausa-
les, multifacéticos y cambiantes. Les otorgan, así, significados univer-
sales, mágicos, míticos, inamovibles. Es un lenguaje que no permite 
distinguir las características propias de diversas sustancias psicoac-
tivas ilegalizadas (por ejemplo, narcóticas, estimulantes, depresoras, 
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alucinógenas) ni las estructuras y modalidades de organización de  
los grupos sociales que transgreden las leyes que prohíben producir-
las y comercializarlas, o poseerlas en cantidades mayores a las per-
mitidas.

La palabra “narcotráfico” aparece en la prensa nacional de México 
a finales de los años cincuenta de manera esporádica, pero será uti-
lizada de manera más frecuente en el discurso oficial a partir de los 
años setenta. Ha pasado a formar parte del lenguaje común y es muy 
probable que mucha gente se imagine cosas distintas y podría pen-
sar que el “narcotráfico” es un delito, pero no lo es, porque en las le-
yes mexicanas no existe como figura jurídica, el delito es “contra la 
salud”. Tampoco es un concepto en las ciencias sociales. Otra pala-
bra de uso frecuente que tampoco está tipificada como delito es “eje-
cución”. El delito es “homicidio”. Ejecutar, según la Real Academia 
Española, es “dar muerte al reo”. Señala otro verbo equivalente: “ajus-
ticiar”, que significa “dar muerte al reo condenado a ella”. Es decir, en 
los países donde la legislación incluye la pena de muerte es correcto 
hablar de “ejecución”, o de “ejecución judicial” cuando se ha dictado 
esa pena, pero no lo es en donde no existe. Ese es el significado de la 
palabra execution en inglés. De ahí se deriva en la legislación interna-
cional, influida por los países donde existe la pena de muerte, la ca-
racterización de “ejecución extrajudicial” para referirse al homicidio 
cometido por un agente estatal, particularmente por policías y mili-
tares, sin haber existido un proceso judicial. Quienes se refieren a la 
legislación internacional y a este tipo de delito no se detienen en estas 
distinciones en el uso del lenguaje, ni en la imposición de sentidos im-
portados de legislaciones que contemplan la pena de muerte a países 
donde no existe. En México, por ejemplo, no existe la pena de muer-
te; por lo tanto, no sería correcto, en sentido estricto, hablar de “eje-
cución”, ni de “ejecución extrajudicial”, sino de homicidio cometido  
por una persona, sea servidor público o no, con las modalidades y pe-
nalidades según el caso. En la práctica predomina lo establecido en 
la legislación internacional, sin hacer las distinciones necesarias. Lo 
que muestra el uso y abuso frecuente de estas palabras es que donde 
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hay un convencimiento y un habitus, en el sentido de Bourdieu, hay 
resistencias a las rupturas epistemológicas, y por lo tanto a los avan-
ces del conocimiento de fenómenos complejos.

Asimismo, en la literatura académica sobre delincuencia organi-
zada se ha popularizado nombrar como “venta de protección”, en re-
ferencia a lo que se ha estudiado como una parte importante de las 
actividades de las mafias, a ciertas acciones de grupos delincuenciales 
en México contra una población que está bajo su dominio. En realidad, 
algunos grupos delincuenciales presentan e imponen como “protec-
ción” su monopolio de la amenaza extorsiva creíble y su realización 
permanente por la vía armada. Las víctimas no están protegidas, son 
rehenes de los verdugos, de quienes tienen ese monopolio o de quie-
nes se lo disputan. Las organizaciones delincuenciales de tipo ma-
fioso-paramilitar en México, por ejemplo, ejercen acciones con estas 
características para expoliar de manera reiterada a la población que 
tienen bajo su dominio. Habrá, sin duda, quienes hayan interioriza-
do y naturalizado estas coacciones como “protección”, sobre todo si se 
benefician en cierta medida de las actividades de los que actúan fuera 
de la ley y las legitiman, pero también habrá otros que resistan, se or-
ganicen y, en su desesperación, se armen para liberarse de ese yugo, 
ya sea de manera espontánea o con el apoyo de instituciones de un 
Estado que no ha podido contener y desarticular con sus propios me-
dios jurídicos, policiales y militares a las organizaciones delictivas, 
o que otros grupos delictivos les faciliten las armas para enfrentar a 
los otros “protectores” rivales y a las fuerzas de seguridad del Estado.

Por otra parte, hay que distinguir también entre el proceso de ile-
galización y su resultado, que es la codificación jurídica. En el proce-
so hay diversos agentes sociales que proponen que algunas sustancias 
psicoactivas y los actos relacionados con su circuito económico sean 
considerados como problema, que discuten, polemizan y finalmente 
logran imponer una versión que en la deliberación legislativa puede 
ser o no modificada, y ahí se decide que a partir de un momento de-
terminado se prohíban ciertas sustancias psicoactivas y se penalice a 
los agentes sociales involucrados en su circuito económico. Para ha-
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cerlo se establece la codificación jurídica, que marca los límites entre 
lo permitido y lo prohibido y las sanciones a los transgresores de la ley.

En cuanto a la etiqueta “cártel”, la más usada para designar a cual-
quier grupo delictivo, independientemente de sus características 
particulares, es posible decir que no existe ningún grupo delictivo o 
coalición nacional o internacional de organizaciones delictivas que 
se dedique a negociar con cocaína, heroína, marihuana, metanfeta-
minas, fentanilo, etc., que tenga la capacidad de controlar la produc-
ción, la distribución, los precios y las reglas de los mercados de esas 
sustancias psicoactivas y la ejerza. Por eso no es adecuado ni útil ha-
blar de “cárteles” de la droga. No hay correspondencia entre las organiza-
ciones delictivas realmente existentes y el significado de la palabra “cártel” 
en la economía, que tiene que ver con la unión voluntaria de empre-
sas que producen una misma mercancía en un mercado oligopólico 
y se unen con el objetivo de controlar el precio de esa mercancía y las 
reglas de ese mercado. “Cártel” tampoco es una categoría jurídica en las 
leyes mexicanas. Es sólo una etiqueta en uno de los sentidos que con-
signa la Real Academia Española de esa palabra: “Calificación este-
reotipada y simplificadora”. Sirva esto para advertir que en este texto 
no se utilizarán las etiquetas más usadas en los discursos sobre el circuito 
económico de las drogas ilegalizadas, sus agentes sociales y sus acciones, 
como “narco”, “narcotraficante”, “narcotráfico”, “cártel”, “ejecución” y otras, 
excepto en las citas textuales.

El uso y abuso del prefijo “narco”, por ejemplo, hace recordar la 
letra de la canción popular “Batijugando” de los años sesenta del si-
glo xx, del compositor Homero Aguilar, interpretada por Sonia Ló-
pez. Sólo hay que cambiar el prefijo “bati” por el de “narco”: “Y sigue 
la corriente y háblame como la gente. / Y sigue la corriente y hábla-
me como la gente. / Ahora están de moda las batipalabras. / Si tú no 
dices bati dicen que no hablas. / Hoy todo es lenguaje batirrenovado. 
/ Y si tú no lo usas eres anticuado…”
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delictivas en México y Colombia

La mercancía

La historia de los vínculos estrechos, complementarios y duraderos 
entre organizaciones delictivas de traficantes de México y Colombia 
desde los años setenta del siglo xx se ha desarrollado en torno a una 
mercancía, la cocaína, en cuya producción y exportación las organi-
zaciones colombianas lograron rápidamente una supremacía en el 
mercado internacional. De ahí la importancia de resaltar, para empe-
zar, algunos datos de los últimos años que muestran el peso de esta 
mercancía en la producción colombiana y en la cadena de tráfico in-
ternacional en la que México es un eslabón clave por las ventajas com-
parativas y competitivas de su posición geográfica, sus organizaciones 
delictivas y su experiencia y grado de penetración en el mercado es-
tadounidense. El gobierno de Estados Unidos ha incluido la cocaína 
en sus clasificaciones como una “amenaza” por el alto consumo que 
existe en ese país y les ha dado un peso político internacional impor-
tante a las medidas contra su producción, trasiego y comercialización, 
así como a los traficantes en los países involucrados.

Un documento de la dea Strategic Intelligence Section (Drug En-
forcement Administration, 2017), de agosto de 2017, señala que la 
oferta de cocaína en Estados Unidos era en ese momento la más alta 
por lo menos desde 2007 y que también se observaba un incremen-
to significativo en el consumo doméstico por lo menos desde 2009. 
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Asimismo, consideraba probable el aumento de esas tendencias por 
lo menos en 2018. Con base en los datos sobre la cocaína decomisa-
da en Estados Unidos en 2016, 92% provenía de Colombia y 6% de 
Perú, y del 2% restante no se sabía. Entre 2007 y 2012, la producción 
de hoja de coca en Colombia se redujo en 53%, de 167 mil hectáreas a 
78 mil, pero entre 2013 y 2016 el número de hectáreas cultivadas, se-
gún las estimaciones del Departamento de Estado, pasó de 80 500 a 
188 000, es decir, un incremento de 134%. Las razones mencionadas 
para explicar este aumento fueron: la reducción de las fumigaciones 
aéreas y la destrucción manual, así como los bloqueos de los campe-
sinos a las brigadas encargadas de esta última y la realización del cul-
tivo en lugares más remotos e inaccesibles, como parques nacionales 
y reservas indígenas. Otra de las razones señaladas en el documento 
fueron las negociaciones para el proceso de paz del gobierno colom-
biano con las llamadas Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colom-
bia (farc), que empezaron en 2014 y culminaron el 24 de noviembre 
de 2016. El gobierno colombiano disminuyó las operaciones de des-
trucción de cultivos en las zonas controladas por las farc y algunos 
miembros de esta organización impulsaron a los campesinos a culti-
var más coca, dice el documento, pues se esperaba que el gobierno co-
lombiano destinara mayores inversiones y subsidios a las zonas con 
mayor densidad de cultivos.

En Colombia, entre 2007 y 2016, las estimaciones sobre produc-
ción potencial de cocaína “pura” y con “calidad exportación” y los 
decomisos en territorio colombiano muestran variaciones significa-
tivas. Por ejemplo, en 2007 los valores fueron —siguiendo el orden 
anterior— 530, 630 y 195 toneladas métricas. Hay una reducción im-
portante y constante entre 2008 y 2012 de cocaína pura y con calidad 
exportación e incrementos notables de decomisos: pasa de 320, 400 
y 253 en 2008 a 210, 270 y 199 en 2012, pero a partir de 2013 empieza 
a haber un crecimiento paulatino en la producción de cocaína pura 
y con calidad exportación y una disminución de decomisos en pro-
porción con la producción potencial. Los valores en 2013 fueron 235, 
305 y 181, mientras que en 2016 las cifras alcanzaron niveles muy su-



39

Maneras de etiquetar a las organizaciones delictivas

periores en los dos primeros indicadores: 710 y 910, y los decomisos 
sólo llegaron a 323 toneladas métricas.

Según el mismo documento, entre 2013 y 2015 menos de 1% de la 
cocaína ingresó directamente a Estados Unidos. Cuando la mercan-
cía sale de Sudamérica, pasa primero por el Pacífico y el Caribe, an-
tes de ser introducida a territorio estadounidense. Las estimaciones 
para 2016 mostraron que 93%-94% del flujo de cocaína se dio por 
México y América Central, y de ese total 82% por la parte del Pacífi- 
co y 11% por el Caribe, mientras que en términos globales 6%-7%  
circuló por el Caribe. Entre 2013 y 2015 se observa un crecimiento del 
porcentaje de los flujos de cocaína a través del  denominado por el in-
forme como “corredor” México-América Central: 82%-86% en 2013, 
87% en 2014 y 90% en 2015. Y una disminución por el “corredor” del 
Caribe: 14%-18% en 2013, 13% en 2014 y 10% en 2015.

La frontera con México es considerada la principal puerta de entra-
da de cocaína a Estados Unidos, especialmente por vía terrestre, en ve-
hículos de carga o en compartimientos secretos en autos particulares. 
Comparados con Colombia, los decomisos de cocaína en los estados 
fronterizos de Estados Unidos con México son relativamente bajos.  
Colombia decomisó 323 toneladas en 2016 y Estados Unidos 10.8 
(10 839 kilogramos, de los cuales 5 447 se incautaron  en el corredor 
de San Diego y 2 474 en el corredor del Valle del Río Grande). En cuan-
to al consumo de cocaína en Estados Unidos, los datos de 2015 mues-
tran incrementos entre quienes iniciaron el consumo en el último año  
—personas de 12 años y más— en niveles superiores a los de 2007: 
de 906 mil a 968 mil. El informe señala una correlación entre el in-
cremento de la producción potencial de cocaína en Colombia y el ini-
cio del consumo en el último año. El consumo de los mismos grupos  
de edad en el último mes de 2015 también muestra una tendencia cre-
ciente, aunque en niveles inferiores a los de 2006 y 2007: un total de 
1.9 millones en 2015, de los cuales 1.2 millones eran mayores de 26 
años, y luego 2.4 millones en 2006 y 2.1 millones en 2007. Respecto 
al porcentaje de pureza anual y los precios por un gramo de cocaína 
en Estados Unidos, las estimaciones de 2009 a 2015 muestran valo-
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res promedio relativamente estables: 45.3%-49.1% de pureza contra 
61.1% en 2007 y 56.4% en 2016. El precio promedio del gramo de co-
caína pasó de 116 dólares en 2007 a 202 en 2015 y luego bajó a 165 en 
2016. El documento señala que la relación entre la producción de co-
caína y los precios en el mercado estadounidense es débil; y agrega 
que otros factores, como la competencia en los mercados de drogas y 
los cambios en la población de usuarios, influyen en los precios do-
mésticos más de lo que se había reconocido.

Finalmente, el documento presenta información sobre el grado de 
amenaza de la cocaína, según la clasificación de agencias policiales 
estatales, locales y tribales en Estados Unidos, que la consideran una 
amenaza de nivel bajo comparada con otras drogas, como los opioi-
des en los estados del este y las metanfetaminas en los del oeste. En 
cuanto a las 21 oficinas de la Drug Enforcement Administration (dea) 
en territorio estadounidense, en la primera mitad de 2016 cuatro cla-
sificaron la cocaína como la cuarta amenaza más grande y sólo dos, 
Florida y el Caribe, la pusieron en el primer lugar. Asimismo, quince 
afirmaron que la disponibilidad de cocaína era moderada y estable 
comparada con el periodo anterior y cuatro reportaron que era alta: 
Houston, Los Ángeles, Filadelfia y Washington, d.c.

Las organizaciones delictivas

La producción y comercialización de cocaína las han realizado diver-
sas organizaciones delictivas de Colombia y México, cuya denomina-
ción legítima ha sido objeto de disputa entre diversos agentes sociales. 
En 2011 se dio una discusión en Colombia entre las autoridades de Bo-
gotá, el ministro de Defensa, Rodrigo Rivera, y el director del Centro 
de Estudio y Análisis en Convivencia y Seguridad Ciudadana, quie-
nes sostenían que en la capital colombiana y en Cundinamarca no 
había presencia de las denominadas “bandas criminales” (Bacrim), y 
quienes decían lo contrario basados en un estudio que comenzó en  
2009 encabezado por el politólogo Mauricio Acosta y apoyado por el  
concejal Antonio Sanguino. El estudio mostraba —con base en da-
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tos de varias asociaciones civiles y testimonios de líderes en el traba-
jo de campo— que en al menos ocho localidades de Bogotá operaba 
el autodenominado Ejército Revolucionario Popular Anticomunista 
de Colombia (Erpac), fundado y liderado por Pedro Guerrero, una or-
ganización delictiva dedicada al tráfico de drogas, lo mismo que al 
homicidio, las desapariciones forzadas, los ataques a líderes sociales 
y desplazados, los juegos de azar, el préstamo de dinero, las casas de 
cambio y el robo de combustible (El Espectador, 2011).

Una discusión similar se dio en la Ciudad de México entre au-
toridades y diversos agentes de la sociedad civil en 2017, pero acer-
ca del uso o no de la etiqueta “cártel” para denominar a una o varias 
de las organizaciones delictivas que operaban en ese momento en la  
capital del país. En Colombia se trataba de reconocer o negar la aplica- 
ción de una designación oficial a ciertos grupos delictivos a partir de 
un momento determinado, sin cuestionar la pertinencia o no de la de-
signación. En México, la disputa no era por una definición oficial, sino 
por una etiqueta que todo el mundo creía saber qué significaba, dada 
su repetición obsesiva en los medios y el lenguaje cotidiano.

A raíz de la muerte de quien las autoridades señalaron como el 
líder (Felipe Pérez) y otros miembros de una organización delictiva 
en un enfrentamiento con elementos de la Secretaría de Marina-Ar-
mada de México (Semar) en la delegación Tláhuac de la Ciudad de  
México, que gobernaba en ese momento Rigoberto Salgado, del partido 
Movimiento Regeneración Nacional (Morena), se inició una discusión 
ociosa, una feria polisémica, entre autoridades, medios de comuni-
cación y opinadores acerca de la manera “más adecuada” de nom- 
brar a esa organización. Una lucha simbólica por impulsar las ideas de 
cada uno sobre lo que sería un “cártel” para ver quién tenía más capa-
cidad performativa; es decir, de crear la cosa al nombrarla, para impo-
ner en la mente del gran público la definición “verdadera”. El jefe de 
gobierno de la Ciudad de México, Miguel Mancera, dijo que ese gru-
po delictivo no podría ser calificado como “cártel”, clasificación que le 
correspondería hacer al gobierno federal (!!!), afirmó, sino como “una 
organización delictiva grande, fuerte y que requería intervención só-
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lida”, “una organización delictiva amplia, violenta”, conformada por 
“gente violenta, armada, que están vinculados con homicidios, con 
narcomenudeo, que estaban expandiendo su actividad, no solamen-
te al área de Tláhuac, sino alcanzando parte de Xochimilco, Iztapa-
lapa y algunas otras zonas” (Juárez, 2017). Mancera aseguró que en 
las acciones contra el grupo delictivo había habido un trabajo de in-
teligencia de más de seis meses de parte de la Secretaría de Marina, 
la Procuraduría General de la República (pgr) y su gobierno (Ruiz, 
2017), aunque el operativo federal se llevó a cabo cuando Mancera 
se encontraba en Chihuahua donando patrullas y aparentemente 
sin estar enterado  (Gobierno del Estado de Chihuahua, 2017). Seña-
ló que el grupo delictivo tenía armas largas y sicarios y que “si fuera 
un cártel no podríamos incidir nosotros, lo tendría exclusivamente 
la autoridad federal” (El Universal, 2017). No hay ninguna ley que se-
ñale semejante invención. Por su parte, la Secretaría de Marina, en 
voz del titular de Comunicación Social de esa institución, el viceal-
mirante Benjamín Mar, afirmó, correctamente, refiriéndose a la or-
ganización delictiva: “no utilizo la palabra cárteles, porque no existe 
como tal, pero sí la delincuencia organizada” (Romero Sánchez, 2017). 
Efectivamente, la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada (lfdo) 
habla de delincuencia organizada, no de “cárteles”. La Secretaría de 
Marina indicó que ese grupo se dedicaba al tráfico de drogas al me-
nudeo, la extorsión y el secuestro, y se le adjudicaban más de treinta 
homicidios. En agosto de 2016, gente al servicio de Pérez amenazó a 
un mando de la Policía de Investigación de la Ciudad de México y en 
noviembre el propio Pérez hizo lo mismo. En ese año, la Procuradu-
ría General de Justicia (PGJ) había arrestado a varios miembros de su 
organización (Nieto, 2016).

En el imaginario de medios, periodistas, caricaturistas y analistas, 
la organización delictiva liderada por Pérez era sin duda para ellos un 
“cártel”. Para las autoridades federales, de la Ciudad de México y de 
otros niveles de gobierno ese estatus, también sin duda para ellos, sólo 
lo tienen ciertas organizaciones. No se sabe qué entendían los fun-
cionarios cuando utilizaban la palabra. Ni el Código Penal Federal ni 
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la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada la incluyen. Es de-
cir, en términos estrictamente jurídicos no existe en las leyes mexica-
nas dicha figura. En este sentido, Mancera tendría razón, pero no en  
decir que la clasificación le correspondería al gobierno federal, sin 
especificar. Esto es competencia y decisión del Poder Legislativo, que 
tiene autoridad para crear, reformar o derogar leyes, para establecer 
el marco legal del Estado mexicano, aunque sus clasificaciones pue-
dan ser incorrectas.

La Real Academia Española consigna dos significados de “cár-
tel”. El que se le dio originalmente en economía: “Convenio entre va-
rias empresas similares para evitar la mutua competencia y regular 
la producción, venta y precios en determinado campo industrial”. Y 
otro, muy general e inútil, para diferenciar a las organizaciones de-
lictivas: “Organización ilícita vinculada al tráfico de drogas o de ar-
mas” (Real Academia Española, 2020a). Si tomamos la definición de 
la economía en sentido estricto, ni la organización delictiva de Pérez 
era un “cártel” ni todas las demás que las autoridades políticas, las po-
liciales, la gente común o incluso los académicos nombran como tal  
lo son. En las economías de las sustancias psicoactivas ilegalizadas y 
las de tipo mafioso la competencia es feroz y las alianzas son coyun-
turales, inestables, efímeras, lo que hace imposible la cartelización y 
limita la esfera de influencia de las organizaciones delictivas y su ca-
pacidad de control de la cadena de valor de las mercancías con las que 
negocian. Lo que existe es un campo delictivo donde predomina, en la 
actualidad, una estructura oligopólica, conformada por organizacio-
nes y coaliciones de distinto tamaño y composición en competencia 
permanente por la hegemonía, que coexiste con una proliferación de 
grupos delictivos armados de menor tamaño que pueden o no estar 
vinculados con los más grandes para actividades específicas, subor-
dinadas o subcontratadas.

La segunda acepción es más problemática, pues para la Real Aca-
demia Española una organización es la “asociación de personas regu-
lada por un conjunto de normas en función de determinados fines”. 
No establece un número mínimo de personas, así que cualquier or-
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ganización ilícita, independientemente del tamaño y la estructura 
interna dedicada al tráfico de drogas o armas, podría ser clasificada 
como “cártel”. Da lo mismo que esté compuesta por dos personas, cien, 
mil, cinco mil o más, que su estructura sea vertical, horizontal o reti-
cular. En esa lógica, el mundo delictivo estaría “cartelizado”. Esto es 
simplemente absurdo, delirante. Esa acepción de “cártel” reduce un 
fenómeno complejo a una etiqueta sin utilidad epistemológica. Quie-
nes asumen ese significado piensan y están convencidos, o parecen 
estarlo, de que su percepción es una especie de verdad revelada y no 
un simple fetiche lingüístico.

La autoridad política no especifica qué entiende por “cártel”; no se 
refiere a lo que señala la Real Academia Española, pero tampoco puede 
invocar las leyes mexicanas porque en éstas la figura jurídica no exis-
te. Sin un referente conceptual ni una tipología que distinga claramen-
te las razones para etiquetar como “cárteles” a unas organizaciones 
delictivas y a otras no, la autoridad política muestra la arbitrariedad de 
su discurso. Mancera, aburrido y cansado de una discusión que con-
tribuyó a generar con sus declaraciones, y que él y sus colaboradores 
nunca supieron argumentar de manera fundamentada y convincente, 
concluyó: “Llámense como se llamen, cualquier brote de delincuen-
cia la vamos a combatir con toda fuerza y energía. No nos importa la 
nomenclatura” (Proceso, 2017). Interrogado sobre la posible presencia 
permanente de traficantes poderosos y de las organizaciones delicti-
vas más fuertes del país en la Ciudad de México, Mancera declaró en 
septiembre de 2015: “las capturas… los seguimientos no quiere decir 
que estén establecidos [en la ciudad] (…) revisen las declaraciones que 
han hecho los capos cuando los capturan y una de las preguntas recu-
rrentes que les hacen es si estaban establecidos en la Ciudad de Méxi-
co y ellos mismos dicen que operativamente no les resulta compatible 
[!!!]” (Sarabia, 2015). En enero de 2013, Mancera afirmó: “el informe 
que tengo es que no tenemos asentado ningún cártel de la droga en 
el df” (Aristegui Noticias, 2013). El mismo mes, el entonces subsecre-
tario de Planeación y Protección Institucional de la Secretaría de Go-
bernación (Segob), Manuel Mondragón, ofreció el apoyo de las fuerzas 
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federales al jefe de gobierno de la Ciudad de México para combatir la 
inseguridad, y Mancera respondió: “No requerimos en este momento 
ningún otro tema más allá de la coordinación, el diálogo” (Vanguardia.
mx, 2013). En junio del mismo año, luego del asesinato de cuatro per-
sonas en el barrio de Tepito, Mancera dijo: “Lo que tenemos en Tepi-
to son brotes de violencia y algunas pandillas, pero siempre el propio 
barrio rechaza este tipo de grupos [sic]” (Crónica, 2013). Algunas no-
tas de prensa dieron cuenta de varias ocasiones en que Mancera negó, 
por lo menos desde 2008, el asentamiento de grandes organizaciones 
delictivas en la capital del país. Sólo aceptó que existía el tráfico al me-
nudeo (León, 2017). La dea aseguraba lo contrario.

En julio de 2015, un informe de esa agencia con un mapa de la 
República Mexicana señaló que en la Ciudad de México tenían una 
“presencia dominante” cinco grandes organizaciones delictivas, que 
llamaba “cárteles”, y también “organizaciones de tráfico de drogas” 
(drug trafficking organizations, o dto). A saber: “Sinaloa”, “Zetas”, 
“Golfo”, “Caballeros Templarios” y hermanos Beltrán. El documento 
se basó en “una revisión exhaustiva de informes actuales de la dea, 
datos de las oficinas de la dea en México, e información de libre acce-
so” (dea Intelligence Report, 2015). El 2 de agosto de 2017, la Primera 
Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y de Justicia, de  
la Comisión Permanente del Congreso de la Unión, acordó: 1. Exhortar 
al jefe de gobierno de la Ciudad de México “para que, en coordinación 
con las instancias federales competentes, continúen con la implemen-
tación de acciones coordinadas en materia de seguridad pública”; y 2. 
Exhortar a la Procuraduría General de la República para que investi-
gue “los presuntos vínculos del jefe delegacional de Tláhuac, con in-
tegrantes del crimen organizado”. Para esta comisión, en la Ciudad de 
México no había simples grupos del tráfico al menudeo y las fuerzas 
de seguridad de la capital del país, incluso siendo las más numero-
sas, necesitaban el apoyo de las federales (Comisión Permanente del 
H. Congreso de la Unión, 2017).

Para quienes asumen una actitud religiosa, creen, tienen fe y se 
oponen, por principio, a la etiqueta que la autoridad política niega 
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para algunas organizaciones delictivas, pero la acepta para otras, de 
manera totalmente arbitraria, la palabra “cártel” tiene un significado 
mágico: homogeneiza lo que habría que diferenciar. Por ejemplo, la 
organización delictiva presuntamente liderada por Nemesio Oseguera 
(Jalisco Nueva Generación) se caracterizaría de la misma manera que 
la de Pérez, la de Guzmán-Zambada y la de Tepito, etc. Todas esas orga-
nizaciones delictivas serían, en esa lógica, “cárteles”, sólo que unas lo 
serían “más” que otras, como admitirían algunos al estilo orwelliano.

Desde principios de los años ochenta, la dea, algunos fiscales de 
Florida y la prensa que les hizo eco popularizaron la palabra “cártel” 
para referirse a las organizaciones delictivas colombianas traficantes 
de cocaína que estaban operando en esa región. El us Code no consig-
na la figura jurídica de “cártel”. En las leyes de Estados Unidos hay “cri-
men organizado” (organized crime), pero no “cárteles”, que es la palabra 
que las autoridades de esa nación emplean para referirse a organiza-
ciones delictivas de otros países, particularmente a las mexicanas que 
trafican droga y tienen presencia en Estados Unidos. En Colombia se 
hablaba de “cárteles” en la época de Pablo Escobar y los hermanos Ro-
dríguez, y luego el gobierno colombiano los desapareció oficialmente 
del discurso de un plumazo al llamar a las organizaciones delincuen-
ciales “Bacrim” (bandas criminales) en la presidencia de Álvaro Uri-
be. Según el periódico colombiano El Espectador, es un “término que 
acuñó hace dos años [2009] el Ejército para referirse a los grupos de 
‘paras’ desmovilizados que se rearmaron”. Asimismo, desde el 22 de 
abril de 2016, la Directiva Permanente 0015 del Ministerio de Defen-
sa Nacional desapareció a las Bacrim y en su lugar comenzó a hablar 
de “grupos armados organizados” (gao) (El Espectador, 2011). No fue 
un simple cambio de nombre. Fue y sigue siendo un esfuerzo y una 
estrategia para deshacerse de una etiqueta estigmática e inadecua-
da, aunque la designación anterior y la más reciente también sean 
muy generales e imprecisas. En Colombia y Estados Unidos siguen 
existiendo organizaciones delictivas similares a las que en México se 
etiquetan como “cárteles”, pero en Colombia son grupos armados or-
ganizados y en Estados Unidos “pandillas”. Curioso, sin duda. Gracias 



47

Maneras de etiquetar a las organizaciones delictivas

a esto, y no a las características propias de las organizaciones delic-
tivas, ahora los “cárteles” se asocian con México, no con Colombia o 
Estados Unidos. Pura magia lingüística y política, y repetidores acrí-
ticos de la etiqueta.

Veamos. En Colombia, el 1 de julio de 2010, en el gobierno de Ál-
varo Uribe, el Ministerio del Interior y de Justicia publicó el decre-
to 2374, que creó la Comisión Interinstitucional contra las Bandas y 
Redes Criminales (Ministerio del Interior y de Justicia, 2010). En ese 
documento se mencionan varias organizaciones delictivas: los “Ras-
trojos”, los “Paisas”, los “Urabá” (o “Urabeños”), el Ejército Revolucio-
nario Popular Antiterrorista Colombiano (erpac), “Renacer” y los 
“Machos”. En la descripción que hace se dice que están conformadas 
por “varias personas”, que se dedican a varios delitos, sin especificar, 
que se despliegan hacia zonas donde convergen las fases de la cadena 
del tráfico de drogas y que tienen alianzas con grupos considerados 
terroristas, como las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia 
(farc) y el Ejército de Liberación Nacional (eln). El documento dis-
tingue “componentes estructurales”: se localizan particularmente en 
zonas rurales, tienen armas de guerra, cuentan con niveles jerárqui-
cos, buscan ejercer el control de zonas estratégicas para el tráfico de 
drogas y “otras modalidades delictivas”. Otro componente son las re-
des delictivas. No forman parte de la estructura, dice el documento. 
Son contratadas de manera informal para tareas específicas, portan 
armas cortas y se identifican como miembros de la organización para 
la cual realizan sus actividades. Las llamadas “Bacrim” complemen-
tan “la actividad criminal a través de rutas y contactos nacionales e 
internacionales para el tráfico y microtráfico de drogas, armas, muni-
ciones y explosivos”. Es decir, lo mismo que hacían los anteriormente 
llamados “cárteles”. En otro apartado se reconoce que las denomina-
das bandas y redes criminales “desarrollan sus actividades delictivas 
tanto en zonas rurales como urbanas”.

El artículo 11 de dicho decreto 2374 agrega: “El Comando General 
de las Fuerzas Militares dispondrá un mecanismo interno, para que a 
solicitud de la Policía Nacional, se autorice el uso de la fuerza militar 
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contra las bandas criminales cuando su nivel de hostilidad y organiza-
ción así lo amerite. En todo caso, los comandantes militares y de poli-
cía en la respectiva jurisdicción, deberán coordinar el tipo de apoyo”.

Casi seis años después, el 22 de abril de 2016, el Ministerio de De-
fensa Nacional emitió la Directiva Permanente 0015, en la que esta-
blece los lineamientos “para caracterizar y enfrentar a los Grupos 
Armados Organizados (gao)” (Ministerio de Defensa Nacional, 2016). 
El documento señala que la Policía Nacional (pn) es la encargada de 
enfrentar a los grupos de la delincuencia, pero que tanto la Policía Na-
cional como la autoridad civil pueden solicitar la asistencia de las fuer-
zas militares. Aclara que la Policía Nacional “será la responsable de 
coordinar y realizar las labores investigativas y operacionales contra 
los grupos delictivos organizados”. El documento define a los grupos 
armados organizados como “los que bajo la dirección de un mando 
responsable, ejerzan sobre una parte del territorio un control tal que 
les permita realizar operaciones militares sostenidas y concertadas”. 
Para que un grupo sea caracterizado como tal debe haber otros ele-
mentos concurrentes, señala. Por ejemplo:

a. Que use la violencia armada contra la Fuerza Pública u otras 
instituciones del Estado, la población civil, bienes civiles o con-
tra otros grupos armados.

b. Que tenga la capacidad de generar un nivel de violencia arma-
da que supere la de los disturbios y tensiones internas.

c. Que tenga una organización y un mando que ejerce liderazgo o 
dirección sobre sus miembros, que le permitan usar la violen-
cia contra la población civil, bienes civiles o la Fuerza Pública, 
en áreas del territorio nacional.

Para las autoridades colombianas, algunos de los grupos que anterior-
mente se denominaban “Bacrim” ya podían ser caracterizados como 
grupos armados organizados, dado “el nivel de hostilidades y de orga-
nización de la estructura armada” que habían logrado. No tenían ideo-
logía política ni la directiva implicaba que se les otorgara un estatus 
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político. Como indicadores para medir la intensidad de las hostilidades 
que implicaría la necesidad de la participación de las fuerzas militares 
se mencionan, entre otros, “el tipo de armamento empleado, la utiliza-
ción de equipos militares, el bloqueo o el asalto a ciudades y la exten-
sión de su destrucción (…); la ocupación de un territorio, de ciudades 
y pueblos (…); y el cierre de carreteras”. El documento agrega que  
en el marco del derecho internacional humanitario “la finalidad o el 
móvil con que actúe un grupo no serán relevantes para la aplicación 
del uso letal de la fuerza”.

El documento distingue también al “grupo delictivo organizado” 
(gdo), en inglés organized criminal group, y retoma lo que señala la Con-
vención de Palermo del año 2000: “Se entenderá un grupo estructura-
do de tres o más personas que exista durante cierto tiempo y que actúe 
concertadamente con el propósito de cometer uno o más delitos gra-
ves o delitos tipificados con arreglo a la Convención de Palermo, con  
miras a obtener, directa o indirectamente, un beneficio económico u 
otro beneficio de orden material”. Aclara que esos grupos no tendrán 
que ser necesariamente de carácter transnacional y que se incluirán 
los delitos tipificados en el Código Penal colombiano. Quienes deci-
dirán sobre la clasificación de gao o gdo serán los miembros perma-
nentes del Acuerdo de Comandantes del Sector Defensa, con base en 
información de inteligencia. Marcar las diferencias y el nuevo esta-
tus de uno u otro grupo es una atribución exclusivamente militar, de 
acuerdo con ese documento.

Con base en esas caracterizaciones, resulta obvio que todo gao es 
también un gdo, que en la práctica todo gdo también esté armado y 
que pueda tener algunas de las capacidades atribuidas a los gao. Am-
bos pueden dedicarse también al mismo tipo de actividades. No hay 
manera de distinguir entre los distintos tamaños y estructuras de unos 
y otros grupos en su respectiva clasificación. De nuevo, es una forma 
muy general de abarcar en dos grandes conjuntos las relaciones com-
plejas entre las guerrillas, los paramilitares, los traficantes, los grupos 
económicos y políticos locales y las actividades ilícitas que comparten.
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“Urabeños”, Úsuga, “Golfo”

Veamos el ejemplo de los llamados “Urabeños” y las distintas maneras 
de clasificarlos a través del tiempo. Fredy Rendón fue jefe del Bloque 
Élmer Cárdenas de las Autodefensas Unidas de Colombia (auc), una 
organización paramilitar, entre cuyas actividades estaba el tráfico de 
drogas, que operó en el Urabá y el Chocó con apoyo de empresarios, 
militares y políticos. Rendón se sometió a la Ley 975 de Justicia y Paz 
en 2007 y salió libre en 2015 (Semana, 2015). Su hermano Daniel con-
formó luego un grupo paramilitar que llamó “Héroes de Castaño”, en 
el que integró a los hermanos Juan y Dairo (o Darío) Úsuga, y a Henry 
López, entre otros. Después le cambiaron el nombre y se hicieron lla-
mar “Autodefensas Gaitanistas” (ag). Daniel fue capturado en 2009. 
De esa matriz surgen los “Urabeños”, con presencia en los departa-
mentos de Urabá y Córdoba, cuyo líder era Juan Úsuga. Luego de que 
comandos jungla de la Policía Nacional le dieron muerte a principios 
de enero de 2012, su hermano Dairo, mejor conocido con el alias de 
Otoniel, se convirtió en la cabeza de la organización (Matta Colorado, 
2015). En la clasificación oficial de esa época, los “Urabeños” eran una 
“Bacrim”. Sus negocios: tráfico de cocaína, extorsiones, minería ilegal, 
entre otros. En 2012, la Corporación Nuevo Arco Iris estimaba que esa 
organización delictiva podría tener alrededor de “1 200 unidades de 
combate distribuidas en el Chocó, Antioquia, Córdoba y Sucre” (El Es-
pectador, 2012). En julio de 2012 fue detenido Alexander Montoya en 
Honduras, considerado el segundo al mando en esa organización. Las 
autoridades colombianas lo acusaban de enviar en 2012 más de veinte 
toneladas de cocaína hacia Centroamérica con destino final a Estados 
Unidos (Colprensa, 2012). En 2013 se consideraba que “Los Urabeños 
con Otoniel a la cabeza están detrás del control del monopolio del trá-
fico de estupefacientes, minería ilegal, propiedades y bienes de nar-
cos muertos o extraditados, de las oficinas de cobro desdoblándose 
en regiones estratégicas del país y de promover ‘combos’ de sicarios 
que operan en Cali, Buenaventura, Medellín, Santa Marta, Córdoba y 
el Eje Cafetero” (Arrázola, 2013). En 2014, fue capturado Andrés Pérez 
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por la Policía Nacional de Colombia, “quien coordinaba los envíos de 
droga de la banda criminal los Urabeños a Centroamérica, México y 
Estados Unidos” (Notimex, 2014).

Juan de Dios y Dairo Úsuga fueron miembros de la guerrilla del 
Ejército Popular de Liberación (epl), luego de las Fuerzas Armadas 
Revolucionarias de Colombia (farc) y después de las Autodefensas 
Campesinas de Córdoba y Urabá (accu), lideradas por los hermanos 
Carlos y Vicente Castaño. En 2015, información periodística basada en 
datos de la Policía Nacional y la Fiscalía de Colombia estimaba que en 
los últimos cinco años habían sido arrestados 6 700 miembros de esa 
“banda” en todo el país, incluidos elementos de la fuerza pública. Ese 
año, las autoridades calculaban que la organización tenía alrededor 
de 1 800 hombres. Un oficial antidrogas declaró: 

Ellos afirman que pueden ser 8 000 o más integrantes, pero realmente 
son muy pocos. Lo que hicieron fue crear una especie de confederación 
de criminales de todo tipo que actúa bajo la “marca” de Urabeños, lo cual 
explica en parte por qué actúan en muchos departamentos del país (…). 
Bandas como la Empresa, en Buenaventura; la Oficina de Envigado, en 
Antioquia; la Cordillera, en el Eje Cafetero; o Pijarvey o el llamado bloque 
Meta en el oriente del país, terminaron aliadas y trabajando para Otoniel 
y los Urabeños. Esa capacidad de articular y poner a su servicio crimina-
les de cualquier calaña ha sido parte de su poder, sumado a la inmensa 
capacidad que tienen para corromper y permear la fuerza pública en las 
regiones (Semana, 2015a). 

El gobierno colombiano inició una ofensiva contra los Úsuga en febre-
ro de 2015, llamada Operación Agamenón, y envió al golfo de Urabá 
una veintena de helicópteros Black Hawk, 1 200 policías, grupos de 
élite y “aviones especiales de inteligencia”. En resumen:

Para enero de 2011, cuando ordenaron un paro armado que paralizó tres 
departamentos, entre ellos el norte de Antioquia, Córdoba y Magdalena, 
el país entendió que los Urabeños no eran una banda criminal de poca 
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monta sino una organización criminal desafiante y llena de tentáculos 
(…). Para el gobierno es claro que los Urabeños no son una continuación 
de las antiguas auc y que son simple y llanamente una banda de crimen 
organizado (Semana, 2015a).

A esa organización, autoridades y medios de información la empeza-
ron a llamar también “clan Úsuga” —a partir del 25 de abril de 2015, 
cuando el general Rodolfo Palomino, director de la Policía Nacional, 
anunció este cambio de nombre para que no se relacionara con los ha-
bitantes de la zona geográfica del Urabá— y “clan del Golfo” —a partir 
del 13 de junio de 2016, según lo señalado por el ministro de Defensa, 
Luis Villegas, para no identificarla con las personas de apellido Úsu-
ga—. Ambas denominaciones se habían dado por decisión del propio 
presidente Juan Santos para evitar la estigmatización. Para el último 
cambio, una residente en Antioquia de apellido Úsuga le había soli-
citado al presidente Santos en abril de 2016 cambiarle el nombre a la 
organización delictiva. Señalaba dificultades para quienes llevaban 
ese apellido al tratar de ingresar a otro país para conseguir trabajo o 
una beca y llevar una vida común. Le dijo al presidente: “Estoy segura 
de que sus asesores podrán ayudarle a buscar una denominación más 
ajustada al quehacer delictivo de esta estructura criminal” (Cárdenas y 
Colprensa, 2016). El presidente Santos afirmó: “El cambio de nombre 
obedece a que la familia Úsuga solicitó que por favor no los siguieran 
estigmatizando” (Noticiasrcn.com, 2016). La organización delictiva li-
derada por Dairo Úsuga era sin duda una organización muy grande, 
diversificada por el origen de sus ingresos y poderosa en términos de 
armas y dinero para ser una simple “banda” o un “clan”; es decir, se-
gún esas designaciones ¡sólo se caracterizaría por estar armada y por 
los vínculos familiares de su dirigencia!

En la prensa se hace la distinción al nombrar a las diferentes orga-
nizaciones delictivas de Colombia y otros países. Por ejemplo, los Úsu-
ga son un “clan” o una “banda criminal” (El Espectador, 2014), mientras 
que sus socios mexicanos de “Sinaloa” y los “Zetas” son “cárteles” (efe 
en Bogotá, 2014) (Semana, 2017). Documentos de varios miembros 
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de la organización delictiva denominada Úsuga o del “Golfo” incau-
tados en los operativos es su contra mostraron que habían intentado 
que esta estructura fuera considerada como un agente social armado, 
para llegar a una negociación con el gobierno colombiano; también 
negaban estar relacionados con el tráfico de drogas. Estos documentos 
mostraron lo contrario; por ejemplo, que compraban el kilo de cocaí-
na en diferentes partes de Colombia con un costo de entre ochocien-
tos y mil dólares y lo revendían en el país con un costo de entre mil 
doscientos y mil quinientos dólares, principalmente, se dijo, a orga-
nizaciones mexicanas. Si enviaban la droga a Centroamérica, los so-
cios mexicanos compraban el kilo en tres mil dólares (Semana, 2017a).

Los cambios oficiales en la manera de nombrar a las organizacio-
nes delictivas en Colombia han contado con el apoyo de autoridades 
de Estados Unidos. Por ejemplo, un documento de la Office of Foreign 
Assets Control (ofac) de diciembre de 2013 se refiere a la organización 
liderada por Joaquín Guzmán como “cártel”, mientras que a las organi-
zaciones colombianas como los “Rastrojos” y los “Urabeños” (Úsuga) 
las llama “bandas criminales” (Swanson, 2013). Otro documento del 
Departamento de Justicia de Estados Unidos del 23 de junio de 2015, 
en el que dos fiscales federales y un funcionario de la dea anunciaron 
la apertura de cinco acusaciones hechas en los tribunales federales 
de Nueva York y Miami contra 17 miembros de la organización delic-
tiva Úsuga, asentó 19 veces la palabra “clan” para referirla, cuatro ve-
ces “Bacrim” y una sola vez “cártel”. El documento consigna también 
varias denominaciones: “grupo Bacrim narcotraficante”, “empresas 
narcotraficantes criminales”, “empresas criminales Bacrim”, “estruc-
tura Bacrim”, “bandas criminales estructuradas” y “red criminal”. En 
una de las acusaciones se dice: “El clan Úsuga coordinó la producción, 
compra y traslado de cargamentos de múltiples toneladas de cocaína, 
así también como la recepción de los cargamentos de cocaína en Mé-
xico y Centroamérica, para la importación final a los Estados Unidos” 
(Departamento de Justicia de los Estados Unidos, 2015). Es decir, los 
miembros de esa organización operan también fuera de Colombia y 
no sólo en los países mencionados, sino en Europa. Y entrarían en la 
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clasificación de “delincuencia organizada transnacional” (transnatio-
nal organized crime). Por ejemplo, en un operativo de la Guardia Civil 
española y la dea en diciembre de 2014 fue detenido en Madrid un su-
jeto identificado como miembro y sicario de los Úsuga, Víctor Alon-
so M.P., quien según las autoridades tenía la misión de expandir sus 
negocios en Europa y crear una red de sicarios para usarlos contra los 
deudores de droga (Infobae, 2014).

A los Úsuga les han decomisado en puertos de Colombia varias 
toneladas de cocaína con destino a distintos países de Europa, como 
Holanda, Portugal y Alemania (El Heraldo, 2015; El Espectador, 2014a). 
Otro de sus negocios es el tráfico de migrantes ilegales que llegan, por 
ejemplo, de Asia a Colombia, y de allí los introducen a Panamá (efe, 
2015). Para el lavado de dinero han utilizado a líderes de iglesias cris-
tianas evangélicas en los departamentos del Chocó y Antioquia y a 
organizaciones no gubernamentales (Protestante Digital, 2015). Se 
ha señalado, por ejemplo, que en algunas regiones de Antioquia los 
Úsuga han ocupado zonas para realizar sus delitos antes controladas 
por las farc (El Espectador, 2017). A los Úsuga se les ha vinculado con 
varias organizaciones delictivas de México, como los “Zetas” y la de 
Guzmán-Zambada. En 2013, autoridades colombianas decomisaron 
en el puerto de Cartagena 3.8 toneladas de cocaína, un cargamento 
que según el director de la Policía Nacional tenía como destino Vera-
cruz y era para los “Zetas” (ap, 2013). En México fue detenido un pre-
sunto contador de la organización Guzmán-Zambada, Juan Álvarez, 
quien, según la Dirección de Investigación Criminal e Interpol, an-
tes Dirección Central de Policía Judicial e Inteligencia, de la Policía 
Nacional de Colombia (mejor conocida como dijin), “movía desde 
México los hilos de una red de lavado de dinero para el pago de car-
gamentos de cocaína del ‘clan Úsuga’”. Enviaba giros a prestanombres 
en varias ciudades de Colombia desde casas de cambio en México (El 
Tiempo, 2016). Cuando Joaquín Guzmán se fugó del penal del Altipla-
no en julio de 2015, las autoridades colombianas señalaron que entre 
los apoyos de Guzmán en ese país estaban los Úsuga, quienes “brin-
dan apoyo militar a los mexicanos cuando están en Colombia y, ade-
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más, son sus anfitriones y grandes socios”. También señalaron ayuda 
de algunos dirigentes de las farc en Putumayo, Nariño y Cauca, así 
como de otras organizaciones delictivas, como una llamada “la Em-
presa”, que controlaría una parte del puerto de Buenaventura, y otra 
denominada “Oficina de Envigado” (El Tiempo, 2015).

El balance después de seis meses de la Operación Agamenón con-
tra los Úsuga en el Urabá de los departamentos del Chocó, Antioquia 
y Córdoba, coordinada por cuatro generales, era la captura de más de 
cuatrocientas personas, entre las cuales había una veintena de jefes y 
testaferros, y la destrucción de campamentos y laboratorios, así como 
la incautación de droga, propiedades y dinero. Pero también estaba 
el aspecto negativo, lo que el general Luis Martínez señaló como la 
“hegemonía criminal y el control” de los Úsuga durante treinta años 
en esa región, lo que implicaba tener una amplia red de apoyo en-
tre la población, vigilantes e informantes, y una desventaja para las 
acciones de la policía. El general Martínez afirmó: “Esto es una gue-
rra entre la Fuerza Pública y una organización criminal” (Martínez  
Hernández, 2015).

En marzo de 2016 murió Jairo Durango en un operativo de la Direc-
ción de Inteligencia de la Policía (Dipol) en la selva del Chocó. Se dijo 
que era un jefe militar de los Úsuga y muy cercano a su líder princi-
pal, Dairo. Se le consideraba también uno de los cinco dirigentes de la 
organización delictiva (El Espectador, 2015). Era una persona solicita-
da en extradición a la que se le adjudicaba el envío de diez toneladas 
mensuales de cocaína por el Pacífico. La organización delictiva res-
pondió ofreciendo dos millones de pesos colombianos por cada po-
licía asesinado en cualquier parte del país, al estilo de Pablo Escobar. 
Como resultado del llamado “plan pistola”, varios policías perdieron 
la vida en Cartagena y en los departamentos de Bolívar, Santander, 
Nariño y Cauca. A poco más de un año de la Operación Agamenón, 
las autoridades colombianas decían haber arrestado a más de tres mil 
quinientos miembros de los Úsuga y haberles incautado más de cin-
cuenta toneladas de cocaína, además de una gran cantidad de dinero. 
Se estimaba que aún contaban con unos dos mil quinientos miembros 
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y tenían presencia en veinte departamentos de Colombia (Semana, 
2016). En marzo de 2016, a través de panfletos distribuidos en varias 
poblaciones de Antioquia y el Urabá antioqueño, los Úsuga decreta-
ron un paro armado de dos días y ordenaron a los habitantes no salir 
a la calle ni realizar algún tipo de actividad. Información de mayo de 
2016 sostenía que dada la persecución contra Dairo Úsuga, el segun-
do al mando, Roberto Vargas, estaría a la cabeza de la organización, 
la cual contaría en ese momento con alrededor de tres mil personas. 
Vargas había logrado acumular un poco más de nueve toneladas de 
cocaína, cerca del municipio de Turbo, Antioquia, con un valor esti-
mado de 250 millones de dólares, que serían enviadas a sus socios 
mexicanos, pero un operativo de la Policía Nacional frustró el nego-
cio y la droga fue decomisada. Fuentes de la Fiscalía General y de la 
embajada de Estados Unidos en Colombia señalaron que Vargas, en 
represalia, planeaba asesinar a los generales responsables del deco-
miso y de la Operación Agamenón (Semana, 2016a). Otros miembros 
de los Úsuga habrían buscado contacto con dirigentes de la disidencia 
del frente primero de las farc en el Guaviare. Estos últimos habían 
repartido volantes en varias poblaciones de ese departamento en los 
cuales señalaban la prohibición de la sustitución de cultivos de hoja 
de coca (El Tiempo, 2017).

Diversos medios de comunicación han seguido utilizando indis-
tintamente las etiquetas de “cártel”, “clan” o “banda criminal”, pero no 
siempre para todas las organizaciones. Por ejemplo, la revista Semana, 
en una nota sobre la relación de negocios entre los Úsuga y la organi-
zación Guzmán-Zambada se refiere a ambos grupos en el encabezado 
como “cárteles” y en el contenido también son “estructuras” o “gru-
pos criminales”. Así, los Úsuga son un “clan”, una “banda criminal” o 
una “estructura narco-paramilitar” y la organización Guzmán-Zam-
bada es un “cártel”, una “mafia mexicana”. Las reuniones de negocios 
de estas organizaciones se habrían dado en Honduras y Guatemala. 
Del golfo de Urabá salían lanchas rápidas, con capacidad de hasta mil 
quinientos kilos de cocaína, hacia Costa Rica, Honduras y Guatemala. 
En estos dos últimos países, los mexicanos recibirían la droga para en-
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viarla a Estados Unidos y Europa (Semana, 2016b). Para las autorida-
des colombianas, una prueba de los nexos entre esas organizaciones 
sería el decomiso en septiembre de 2015 de dos toneladas de “cocaí-
na negra” en los principales aeropuertos de México y Colombia (Aris-
tegui Noticias, 2015). La droga enviada desde Bogotá iba camuflada 
en contenedores de madera y el destino final era el estado de Sinaloa 
(ap, 2015; Secretaría de Gobernación, 2015).

Los Úsuga han sometido a grupos delincuenciales locales para or-
ganizar el tráfico al menudeo, las extorsiones y los homicidios, según 
las autoridades colombianas. En Antioquia, por ejemplo, la Policía 
Nacional informó sobre la desarticulación en 2016 de 47 grupos al 
servicio de los Úsuga en 36 municipios y la captura de 1 158 indivi-
duos (Semana, 2017b). En cuanto al número estimado de miembros 
de la organización delictiva Úsuga, el ministro de Defensa, Luis Vi-
llegas, declaró, luego de la muerte de un jefe considerado importan-
te, Uldar Cardona, y cercano a Roberto Vargas, que el “clan mafioso”, 
según sus palabras, había pasado de cuatro mil miembros en 2010 a 
mil ochocientos en mayo de 2017 (afp, 2017). La misma cifra que se 
mencionaba en 2015, aunque en 2016 se hablaba de tres mil. En agos-
to de 2017 muere Vargas en un enfrentamiento con el ejército, como 
parte de las acciones de la Operación Agamenón II, en la zona rural 
de Turbo, Urabá antioqueño (El Espectador, 2017a). En julio de 2017, 
su hermano Efrén tuvo el mismo final en una zona rural del Chocó (El 
Espectador, 2017b). El presidente Santos calificó la muerte de Rober-
to Vargas como el resultado más importante de los dos últimos años 
contra la organización delictiva e hizo un llamado y una advertencia a 
los miembros del que llamó “clan del Golfo”: “sométanse a la justicia o  
todos tarde o temprano irán cayendo uno tras otro. Nuestras fuerzas 
militares garantizan que cualquier enemigo de la sociedad colombia-
na caerá con contundencia” (El Espectador/efe, 2017; El Espectador, 
2017c). Las cifras estimadas de miembros de la organización delicti-
va seguían cambiando al momento de la muerte de Vargas: 2 238, ni 
uno más ni uno menos (El Tiempo, 2017a). No se especificó si en esos 
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números se contabilizaban también los miembros de los muchos gru-
pos delincuenciales subordinados a los Úsuga.

Ante la presión y las acciones del gobierno colombiano contra su 
organización delictiva, Dairo Úsuga envió una carta al presidente San-
tos, el 3 de septiembre de 2017, en la que señaló su deseo de someter-
se a la justicia. El presidente instruyó al ministro de Justicia y al fiscal 
para que evaluaran esa solicitud del líder de la organización, que llamó 
“clan del Golfo”, y dijo: “Se trataría de un sometimiento a la justicia, no 
de una negociación política (…). Se les ha dicho no hay ninguna posi-
bilidad, ustedes no son actores políticos, son unos delincuentes, son 
unos narcotraficantes” (NotiCentro cm&, 2017: 1m28s). Úsuga, a tra-
vés de un video en YouTube, en el que se presentó como “comandante 
general de las Autodefensas Gaitanistas de Colombia (agc)”, leyó un 
mensaje que fechó en agosto de 2017, en el que señaló: “queremos ha-
cer parte del fin del conflicto para llegar al desarme total de todos los 
grupos armados del país” (Meridiano Cauca, 2017: 0m35s). Habló de 
una “salida digna y voluntaria” para todos los “combatientes”. Y en otro 
video dirigido al papa Francisco afirmó: “Su Santidad: somos hombres 
de Dios, respetuosos de la ley divina y con deseos intensos de retomar 
una vida normal al lado de nuestras familias (…). Creemos que con 
sus oraciones podremos salir adelante en nuestro propósito de dejar 
las armas” (Análisis Urbano Medellín, 2017: 2m28s). No habló de los 
múltiples pecados cometidos. El fiscal, Néstor Martínez, aclaró que la 
legislación colombiana no contemplaba “el sometimiento colectivo de 
organizaciones criminales” y que tendría que discutirlo con el minis-
tro de Justicia. Y agregó: “el sometimiento debe condicionarse cuan-
do menos al cese absoluto de las actividades delictivas, a la entrega 
del patrimonio ilícito de la organización y, claro está, de los cultivos y  
rutas del narcotráfico” (El Tiempo, 2017b).

El informe del monitoreo de cultivos ilícitos en Colombia de 2016, 
publicado en julio de 2017 por la Oficina de las Naciones Unidas con-
tra la Droga y el Delito (unodc), señaló un incremento importante 
de los cultivos de hoja de coca en todo el país: de 96 mil hectáreas en 
2015 a 146 mil en 2016, y una producción potencial de base de cocaína 
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de 797 toneladas métricas en 2015 a 1 069 toneladas métricas en 2016 
(El Tiempo, 2017c). Destacaban particularmente las zonas de influen-
cia de organizaciones delictivas y guerrillas. Por ejemplo, el norte de 
Antioquia, donde los Úsuga tenían control del tráfico de drogas y la 
minería ilegal; el Catatumbo, en lugares de donde salieron las farc 
y se los disputaban los llamados “Pelusos” y el eln; y en el sur de Bo-
lívar, de influencia creciente del eln. Sólo en tres departamentos no 
se registraron cultivos de hoja de coca: Caldas, Cundinamarca y Gua-
jira. Debido a los acuerdos de paz entre el gobierno colombiano y las 
farc, el informe señalaba acerca de esa situación: “ha generado en 
algunos territorios una tendencia hacia la reacomodación de las fuer-
zas y poderes, que incluye no solamente grandes esfuerzos por parte 
del estado para ocupar legalmente esos espacios, sino la aparición de 
estrategias por parte de otros grupos armados ilegales, para copar los 
espacios cedidos por las farc” (Oficina de las Naciones Unidas Con-
tra la Droga y el Delito/Gobierno de Colombia, 2017: 14-15, 21, 65). Un 
escenario que sigue siendo muy complicado y nada fácil de revertir.

“Rastrojos”

En abril de 2011 fue capturado en Cali, Colombia, Héctor Meneses, 
considerado en ese entonces uno de los diez líderes más importantes 
del tráfico de drogas en dicho país y quien tenía más de veinte años 
en ese negocio. Pertenecía a la organización paramilitar dedicada al 
tráfico de drogas, el secuestro y la extorsión llamada los “Rastrojos” 
—que comandaba Javier Calle, junto con sus hermanos Luis y Juan—,  
derivada de la antigua “Norte del Valle”. Meneses operaba en los de-
partamentos de Nariño y Putumayo y tenía alianzas con las farc (El 
Tiempo, 2011). La policía colombiana informó que era proveedor de co-
caína para la organización mexicana liderada por Joaquín Guzmán. A 
los hermanos Calle se les vinculó desde 2004 con Guzmán y los “Ze-
tas”. Sacaban la droga a través de Venezuela y Centroamérica. Juan fue 
detenido en Ecuador en marzo de 2012. Se dijo que era el encargado 
del lavado de dinero y de otra ruta: Colombia-Ecuador-Bolivia-Perú. 
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Javier, considerado el líder principal, se entregó a la dea en Aruba en 
mayo de 2012 (El Tiempo, 2012). Se le atribuía haber formado parte de 
un comando que atentó contra gente de los hermanos Rodríguez en 
1996, así como haber asesinado en Venezuela en enero de 2008, jun-
to con su hermano Luis, a Wilber Varela, uno de los líderes más im-
portantes de la organización delictiva “Norte del Valle”, derivada a su 
vez de los Rodríguez. “Rastrojos” era el nombre que Varela le había 
puesto a su ejército privado (Semana, 2008). Javier había sido sicario  
y mano derecha de Varela (El Tiempo, 2008). En mayo de 2012 se cal-
culaba que los “Rastrojos” contaban con unos dos mil hombres ar-
mados, con presencia en el Valle, Chocó, Arauca, Nariño, Putumayo, 
Antioquia, Atlántico, Córdoba, Bolívar, La Guajira y Norte de Santan-
der (El Espectador, 2012a).

Las negociaciones para la entrega de Javier y otros traficantes se 
habrían iniciado cuando fueron detenidos en México varios operado-
res de la organización, en febrero y abril de 2011. César Fabregat y Ar-
turo Culebro eran los encargados del traslado del dinero producto de 
la venta de droga en Europa hacia México y luego a Colombia (Refor-
ma, 2012). El vínculo con la organización de Guzmán se remontaba a 
la década de los noventa. En noviembre de 2010 fue detenido en Mé-
xico el colombiano Harold Poveda, presentado como proveedor de co-
caína a Guzmán y los hermanos Beltrán. Poveda, según información 
de las autoridades mexicanas, inició su relación con los sinaloenses 
en 1998 y para el año 2000 era el enlace entre Diego León, líder de la 
organización delictiva “Norte del Valle”, y la coalición Guzmán-Zam-
bada-Beltrán, conocida como “Sinaloa” por el origen geográfico de las 
principales cabezas visibles (Castillo García, 2010: 8). León fue deteni-
do en Colombia en septiembre de 2007 y extraditado a Estados Unidos 
en diciembre de 2008 (El Tiempo, 2007; Semana, 2008).

La fiscalía colombiana señaló que antes de entregarse a las auto-
ridades de Estados Unidos los hermanos Calle habían negociado con 
los Úsuga el control del puerto de Tumaco, en el departamento de Na-
riño (El Tiempo, 2012a). Otro puerto del Pacífico colombiano, Buena-
ventura, en Valle del Cauca, ha sido también una zona de influencia 
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tanto de los “Rastrojos”, principalmente en el área urbana, como de 
las farc, en el área rural, para la salida de sus cargamentos de cocaí-
na. El Frente 30 José Antonio Páez de las farc, con presencia en las 
cercanías de Buenaventura, también traficaba con marihuana y heroí-
na. Tanto la guerrilla como los “Rastrojos” estaban en ese momento 
relacionados con organizaciones delictivas de México, particular-
mente con la de Joaquín Guzmán. Una de las rutas identificadas era 
Buenaventura-Manzanillo. En el puerto colombiano se encontró en 
2009 un contenedor con 27 millones de dólares proveniente de Mé-
xico. Otro de los negocios de los “Rastrojos” era la minería ilegal (el 
oro) (Arango, 2012: 5-6, 51, 53). Un estudio publicado en 2012 seña-
ló que los “Urabeños” (Úsuga) estarían interesados en controlar Bue-
naventura y desplazar a los “Rastrojos”. La entrega de los hermanos 
Calle a Estados Unidos, como la de tantos otros traficantes, ha plan-
teado problemas a la justicia colombiana y a las víctimas, dado que 
negocian penas relativamente leves en ese país a cambio de entregar 
rutas de tráfico, nombres y dinero, mientras que en Colombia tienen 
un historial delictivo más largo, como homicidios, secuestros, desa-
pariciones forzadas, desplazamientos violentos, tráfico de armas, co-
rrupción y delitos sexuales (El Tiempo, 2012b).

La entrega de los hermanos Calle provocó  una ruptura en la orga-
nización delictiva. Por un lado, quienes los apoyaron y estaban dis-
puestos a desmovilizarse y, por el otro, los que no, al mando de Diego 
Pérez, quien fue capturado en Venezuela en junio de 2012, pero siguió 
dando órdenes desde la prisión en Colombia (Semana, 2012). Un lugar 
clave para el paso de la droga hacia el Pacífico es el cañón de Garrapa-
tas, con predominio de los “Rastrojos” desde 2008, donde se cultiva 
hoja de coca y amapola, en los límites del Valle del Cauca y el Chocó. 
Lugar de disputa entre Pérez, aliado con los “Urabeños” y las farc,  
y la gente de Calle. El anuncio de la desmovilización del grupo coman-
dado por Carlos Salazar, quien fue escolta de Miguel Rodríguez, cerca-
no a los Calle y quien tenía hasta ese momento el control armado de 
esa zona, le daría oportunidades a Pérez y las guerrillas para disputar 
lo que según la prensa colombiana se considera la “joya de la corona” 



62

¿Sin un solo disparo?

del mundo delictivo (Semana, 2012a). La entrega de los Calle no impi-
dió que los negocios con Joaquín Guzmán y su gente continuaran a tra-
vés de otro miembro de la organización cercano a Pérez, José Hortúa, 
quien estuvo a punto de ser capturado en Bogotá cuando preparaba 
una reunión con representantes de Guzmán (El Tiempo, 2012c). Otros 
miembros de su grupo no corrieron con la misma suerte (El Tiempo, 
2012d). En noviembre de 2012, Hortúa fue detenido (El Tiempo, 2012e). 
Días antes había sido capturado, en Bogotá, Carlos Agudelo, consi-
derado uno de los principales distribuidores de heroína y encargado 
de lavar dinero de los “Rastrojos” (El Espectador, 2012b). Esa pudo ha-
ber sido la razón por la cual, según algunos pobladores de Nariño, un 
grupo de mexicanos habría llegado a finales de 2012 a la zona de ese 
departamento cercana a la frontera con Ecuador, Ipiales, para “poner 
orden” en el tráfico de cocaína, desde el cultivo hasta la exportación. 
De gira por ese departamento, el presidente Santos ordenó investigar 
las versiones de que habría gente de la organización delictiva de Guz-
mán. Informes de inteligencia señalaron la presencia de un sobrino 
del sinaloense en el Valle del Cauca para hacer negocios con los “Ras-
trojos” y los “Urabeños” (El Tiempo, 2013). Pérez fue extraditado a Es-
tados Unidos en agosto de 2013 (El Tiempo, 2013a).

La policía colombiana señaló que Luis Calle era el contacto prin-
cipal de los traficantes de armas que provenían de China y Europa y 
que abastecía también a las farc. En octubre de 2012, el ministro de 
Defensa, Juan Pinzón, informó del hallazgo de un vehículo pertene-
ciente a los “Rastrojos” que transportaba fusiles, lanzagranadas, pisto-
las, escopetas, morteros, granadas y una ametralladora, destinados a 
la guerrilla y los disidentes de la organización delictiva (El Espectador, 
2012c). En diciembre del mismo año hubo un operativo de las autori-
dades colombianas en el principal aeropuerto del país. Para los envíos 
de cocaína a través del aeropuerto El Dorado de Bogotá, los “Rastro-
jos” tenían una red de funcionarios corruptos que enviaban maletas 
con cinco y hasta veinte kilos de la droga a Madrid y Ámsterdam. Diez 
de esos funcionarios fueron detenidos por la policía (El Espectador, 
2012d). La organización delictiva estaba lejos de desaparecer, a pe-
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sar de las numerosas acciones gubernamentales en su contra, y dis-
minuir su belicosidad o reducir su radio de acción. En septiembre de 
2014, los “Rastrojos” publicaron un panfleto en el que amenazaban a 
la senadora Claudia López y a varios defensores de derechos humanos 
(El Espectador, 2014b). Y en agosto de 2017 murieron seis miembros 
de los “Rastrojos” en un enfrentamiento con militares venezolanos 
en el estado de Táchira, frontera con Colombia (El Universal, 2017a).

Por mucho menos que todo lo anterior, a cualquier organización 
delictiva de México —sin comparación con la de los Úsuga, los “Ras-
trojos” y otras de Colombia en número de miembros, diversidad de 
actividades delictivas, poder de fuego, alianzas estratégicas, capaci-
dad exportadora, redes internacionales y estrategias para lavar dine-
ro— se le denomina de manera absurda como “cártel” y se le mitifica. 
Lo que muestran los ejemplos anteriores es una forma de etiquetar 
y una tipología que logran más o menos imponerse en un momento 
histórico determinado y en ciertos países, pero demuestran la dificul-
tad permanente para conceptualizar y tipificar de manera adecuada 
la multiplicidad de organizaciones transgresoras de la ley, para esti-
mar de manera confiable el número de miembros de las organizacio-
nes, para capturar física y simbólicamente la diversidad de estructuras 
delictivas, de sus rentas, de su composición interna, de la división del 
trabajo, de sus relaciones con la economía legal, así como con la polí-
tica y las sociedades donde surgen y se reproducen.
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Teniendo en mente lo analizado en los capítulos anteriores, veamos 
ahora cómo el gobierno del presidente Enrique Peña (2012-2018) pre-
tendió diferenciarse del de Felipe Calderón (2006-2012) en el discurso 
y la estrategia de seguridad, así como en sus resultados.

Peña, gobernador y candidato presidencial

En octubre de 2008, el entonces gobernador del Estado de México, 
Enrique Peña, visitó al presidente de Colombia, Álvaro Uribe, en la 
Casa de Nariño. Peña declaró que el “crimen organizado” había sido 
“encarado de una manera eficaz y con una gran determinación” por 
el presidente colombiano (Pineda, 2008). Uribe le ofreció a Peña co-
laboración para la capacitación de policías del Estado de México. Me-
ses antes de su viaje a Colombia, habían ocurrido varios asesinatos de 
colaboradores cercanos al director de Operación e Investigación de la  
procuraduría de su estado, adjudicados a la organización delictiva co-
nocida como la "Familia", y el asesinato del alcalde de Ixtapan de la 
Sal, Salvador Vergara, y Peña había visitado al titular de la Procuradu-
ría General de la República (pgr), presuntamente para hablar sobre la 
violencia en la entidad (Milenio, 2008). La pgr había iniciado el mis-
mo año una investigación sobre una empresa cuyo propietario era Luis 
Dena, ex delegado del Centro de Investigación y Seguridad Nacional 
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(Cisen) en el Estado de México, acusado de espionaje político, quien 
le había proporcionado servicios al gobierno de esa entidad (Barajas, 
2009). Tenía información recopilada por ex funcionarios del Cisen, 
la Policía Federal Preventiva (pfp) y la Secretaría de Hacienda, quie-
nes trabajaban en su empresa, de personajes políticos importantes de 
distintos partidos, como los gobernadores Fidel Herrera (pri, Vera-
cruz), Humberto Moreira (pri, Coahuila) y Mario Marín (pri, Puebla); 
del ex gobernador Eduardo Bours (pri, Sonora) y del jefe de gobierno 
del Distrito Federal, Marcelo Ebrard (prd); de Manlio Beltrones (pri), 
Beatriz Paredes (pri), Germán Martínez (pan), Andrés López (prd), 
Santiago Creel (pan), Manuel Espino (pan), entre otros; de periodis-
tas y hasta de Angélica Rivera, la actriz que se casaría posteriormen-
te con Peña (Barajas, 2009a). Del que no había información en esa red 
de espionaje, según la versión de la pgr, era del propio Peña, quien ya 
era mencionado como favorito para lograr la candidatura del pri a la 
Presidencia (Veledíaz, 2010). La versión de Dena y otro de los acusa-
dos, Alejandro Rodríguez, señalaba que habían recibido órdenes desde 
Los Pinos, que habían tenido el apoyo del Cisen, y además incluyeron 
también a Peña en la lista de los espiados (Carrasco Araizaga, 2010).

En marzo y mayo de 2010, miembros de la Policía Federal y del 
ejército realizaron cateos en varias zonas residenciales del Estado de 
México. En una casa encontraron armas y hubo un enfrentamiento a 
tiros. En mayo del mismo año, Peña aceptó por primera vez que desde 
hacía tiempo existían organizaciones delictivas en el valle de México y 
agregó: “lamentablemente aquí es un gran mercado que seguramen-
te grupos se están disputando, y por otro lado, la metropolización que 
vivimos a veces hace que para muchas cabezas de estos grupos sea su 
lugar de residencia y asiento, ante la posibilidad de pasar de manera 
inadvertida, casi anónima en su presencia, lo que no ocurre en luga-
res mucho más pequeños” (Montaño, 2010).

El líder estatal del prd, Luis Sánchez, criticó a Peña, a los mandos 
municipales, a la Agencia de Seguridad Estatal y al procurador, Alber-
to Bazbaz, y dijo que habían minimizado el problema de la delincuen-
cia organizada o habían sido omisos cuando se les había señalado su 
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presencia años atrás, particularmente en los municipios del sur. Men-
cionó que entre enero y mayo de 2010 se habían registrado doscien-
tos asesinatos relacionados con la delincuencia organizada. Culpó a 
los gobiernos del pri en los municipios por la situación de violencia 
(El Universal, 2010). El mismo mes de mayo, Peña y el titular de la Se-
cretaría de la Defensa Nacional (Sedena), general Guillermo Galván, 
inauguraron las instalaciones del 102 Batallón de Infantería del Ejér-
cito en Santa María Ixtapan. Galván declaró: “Esta unidad se estable-
ce aquí tras un análisis donde detectamos que el narcotráfico utiliza 
este corredor natural para el trasiego de estupefacientes a otras enti-
dades (…). Contaremos con efectivos militares acordes para combatir 
este flagelo que intenta establecerse en esta área para acrecentar su 
actividad delictiva” (Dávila, 2010: 9). El diputado del pri por el distri-
to viii, Noé Barrueta, señaló un aumento del tráfico de drogas espe-
cialmente en los municipios de Luvianos, Temascaltepec, Tejupilco y 
Sultepec (Mackenzie, 2010).

En un viaje a Washington, en agosto de 2010, Peña dio una confe-
rencia en el Woodrow Wilson Center y afirmó que el pri estaba a favor 
de la lucha que estaba librando el Estado mexicano contra la delin-
cuencia organizada, que había sido acertada la decisión de involucrar 
al ejército, pero que su papel en esa tarea no podía ser permanente: 
“su labor debe sustituirse por una policía especializada, bien prepa-
rada, bien formada” (López, 2010). También señaló que los “pactos” 
entre el pri y los traficantes nunca fueron probados. Y sobre la lega-
lización de las drogas dijo que “sería claudicar a la tarea esencial del 
Estado de combatir el crimen organizado” (Hernández, 2010). Peña 
refrendó el apoyo a la estrategia de la administración Calderón, vista 
como una decisión de Estado. En cuanto a los “pactos”, en efecto no los 
hubo, porque un partido que dominó la vida política del país durante 
siete décadas subordinó a los traficantes, quienes nunca tuvieron el 
peso necesario para oponerse al poder político, ni las intenciones. El 
poder político les impuso las reglas del juego, no pactó, y quien no las 
seguía tenía tres opciones: salir del negocio, ir a la cárcel o morir. En 
el tema de las drogas, Peña se mostró más ortodoxo que las autorida-
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des estadounidenses, en cuyo territorio varios estados habían apro-
bado ya legislaciones que permitían el uso médico de la marihuana. 
Casi dos años después de esa visita a la capital de Estados Unidos, los 
estados de Colorado y Washington legalizaron el uso recreativo de la 
marihuana; en 2014 se les unirían Alaska y Oregon, lo cual no impidió 
que Estados Unidos siguiera combatiendo a la delincuencia organi-
zada, que no se reduce sólo al tráfico de drogas. Tampoco el consumo 
legal de algunas drogas, hasta una cantidad limitada en México, Ho-
landa, Portugal, etc., implica que esos Estados hayan abandonado la 
lucha contra la delincuencia organizada.

En el Senado, el coordinador del prd, Carlos Navarrete, adelan-
tándose a cualquier propuesta milagrosa sobre la seguridad de los 
aspirantes a la candidatura de sus partidos a la Presidencia en las elec-
ciones de 2012 señaló: “Perdamos toda esperanza de que con un cam-
bio de gobierno, por obra y gracia de su voluntad, va a conjurar el tema 
del narcotráfico y sus secuelas (…) cualquier aspirante a presidente de 
la República, de cualquier partido político, hoy en el 2010 o en el fu-
turo, que crea que su sola llegada va a bastar para reordenar y conju-
rar el peligro del narcotráfico, está profundamente equivocado”. Por 
su parte, el ex secretario de Gobernación y senador del pan, Santia-
go Creel, se refirió a la necesidad de aprobar una ley contra el lavado 
de dinero: “Una ley que combata la economía de la delincuencia or-
ganizada, pero hay que pisar muchos intereses creados en el sistema 
financiero, partidos políticos, candidatos y asociaciones religiosas, en-
tre otros sectores” (Reforma, 2010). Ambos reconocieron la importan-
cia del problema y la dificultad para solucionarlo, o disminuir su peso 
en el corto plazo, por la sola voluntad presidencial y sin tocar intere-
ses de grupos de poder real en varios campos relacionados de alguna 
u otra manera con la lógica expansiva de la delincuencia organizada.

El 6 de enero de 2011, el Financial Times publicó un artículo firma-
do por Peña (Financial Times, 2011) donde asentaba que el reto prin-
cipal en México en 2011 y el que enfrentaría en el futuro era y sería la 
implementación de una estrategia nacional para reducir la violencia 
con un objetivo claro: disminuir el número de asesinatos, secuestros 
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y extorsiones de manera significativa en los cinco años siguientes.  
La estrategia estaría sostenida en cuatro pilares: 1. Prevenir: Para lo-
grar este objetivo habría que reducir la desigualdad de oportunidades, 
a través de una cobertura universal de la seguridad social, y propor-
cionar una educación de calidad. Para financiar estas tareas se reque-
riría una reforma tributaria. 2. Crear una policía especial entrenada 
específicamente para combatir a la delincuencia organizada, refor-
zar la inteligencia policial para atacar el lavado de dinero, promover 
el mando único policial en los estados y lograr una mayor eficiencia 
del Poder Judicial. 3. Focalizar la estrategia en los municipios con ma-
yor violencia, luego en los más vulnerables ante futuros episodios de 
violencia y finalmente en el resto del país. 4. Compartir la responsa-
bilidad con todos los niveles de gobierno y la sociedad civil para sus-
tentar una política de Estado de largo plazo, algo que “ha brillado por 
su ausencia en los últimos cuatro años”, señaló. Mencionó también 
la necesidad de una mayor cooperación para compartir y recopilar 
datos de inteligencia con los países de mayor producción y consumo, 
como Colombia, Perú y Estados Unidos. Y concluyó con la frase: “La 
única solución al problema es la reconstrucción del Estado para ha-
cerlo eficiente en un contexto global y democrático”. No habló de re-
formar sino de reconstruir. Veía quizás destrucción y ruinas. No hizo 
alusión a los militares.

La violencia desplegada por las organizaciones delictivas en el valle 
de México en 2011 llevó a un esfuerzo de coordinación entre el jefe de 
gobierno del Distrito Federal, Marcelo Ebrard (prd), y el gobernador 
Peña (pri), para tratar de contenerlas. Ebrard se refirió a la necesidad 
de una “coordinación” más estrecha contra la delincuencia organiza-
da y de otro tipo. Peña habló de un “blindaje” para evitar sus activi-
dades y de “acelerar” las detenciones (Durán, Sierra y Morales, 2011). 
Ambos aspiraban a la candidatura a la Presidencia por sus respecti-
vos partidos y habían reconocido la decisión del presidente Calderón 
de combatir a las organizaciones delictivas con el apoyo de las fuerzas 
armadas. Con sus acciones, los grupos delictivos demostraban que no 
tenían preferencias partidistas.
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En otro de sus viajes a Washington, Peña fue cuestionado por con-
gresistas de Estados Unidos, quienes querían saber si de llegar a la 
Presidencia el pri “pactaría” con los traficantes. Peña señaló que se 
trataba de una “campaña negra”, particularmente en Estados Unidos, 
para tratar de desvirtuar las posiciones del pri frente a la delincuencia 
organizada, que no sabía quién la había “sembrado” no sólo entre con-
gresistas, sino en otros espacios. En 2010 ya había hablado al respecto 
en el Woodrow Wilson Center. Y enfatizó: “de ninguna manera hemos 
ofertado, hemos propuesto como una medida de solución el acuerdo 
con el crimen organizado”. El demócrata Henry Cuellar, del Comité de 
Seguridad Interna, dijo que él le había hecho la pregunta porque “era 
algo importante”, “cosas que se oían”, pero que tenía “fe en la palabra 
del gobernador” (Díaz Briseño, 2011). En México, las declaraciones de 
Peña fueron apoyadas por el presidente del Comité Ejecutivo Nacional 
del pri, Humberto Moreira (El Universal, 2011). El ex presidente Fox 
(pan) vaticinó el regreso del pri a la Presidencia, el ascenso de miem-
bros de una nueva generación de priistas que habían crecido en un 
ambiente democrático, y uno de ellos era Peña, dijo. Criticó la estrate-
gia de seguridad de la administración Calderón y afirmó que el ejército  
no tenía “nada que hacer en (esa) batalla” (Reforma, 2011).

Entrevistado en octubre de 2011, y como respuesta a una pregunta 
sobre el posible regreso de los militares a los cuarteles, Peña dijo que 
“estaría sujeto a un análisis, a una planeación que partiera de un diag-
nóstico mucho más preciso de las condiciones de seguridad en el país  
(…) la participación de las fuerzas armadas en la lucha contra el nar-
cotráfico debe orientarse a que cada vez sea más el combate a estos 
grupos a través de una policía civil, preparada, con capacidad de fuer-
za, bien organizada” (Núñez, 2011). No habló de fechas para el retiro, 
sólo que tendría que prevalecer más la inteligencia que la fuerza y que 
la presencia de los militares se justificaba allí donde las instituciones 
eran débiles, pero que su participación debería reducirse de manera 
“gradual”. Negó una vez más la posibilidad de “pactar” con la delin-
cuencia organizada y reafirmó su rechazo a la legalización de las dro-
gas “como una solución para disminuir las organizaciones del crimen 
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organizado” o “remedio a la violencia”. El mismo mes, días después, 
The New York Times publicó una entrevista con el presidente Calderón, 
realizada a finales de septiembre, quien afirmó: 

En el viejo sistema político, en el viejo régimen político autoritario se pen-
saba que arreglándose con los criminales no pasaba nada (…). Hay mucha 
gente en el pri que coincide con la política que yo tengo, por lo menos lo 
dicen en corto, como decimos, aunque públicamente digan otra cosa. Hay 
mucha gente en el pri que piensa que los arreglos de antes funcionarían 
ahora (…). Si eso lo pensaran aplicar hoy el único arreglo posible es dejar-
les esta casa y la única decisión es si se la dejan al Chapo Guzmán o a los 
Zetas, pero yo no veo qué arreglo puedan tener. Pero esa es la mentalidad 
que campea en muchos de ellos, no digo que en todos. Si prevaleciera esa 
corriente de opinión, ahí si me preocuparía (The New York Times, 2011).

En respuesta a esas declaraciones, Peña invitó a los miembros de su 
partido a no “caer en ninguna provocación” (Ibarra, 2011) y aprove-
chó otros foros para repetir su postura: “No cabe la posibilidad de 
negociar con estos grupos ni tampoco es aceptable, ya que el Estado 
tiene la obligación de combatir al crimen” (Libertad Oaxaca, 2011). Y 
en otra plática en el Woodrow Wilson Center en noviembre de 2011, 
a una pregunta de José Vivanco, de Human Rights Watch (hrw), so-
bre los ajustes que haría a la estrategia de seguridad y el papel de los 
militares, dijo que la respuesta del Estado mexicano de combatir a la 
delincuencia organizada, llevada a cabo por el gobierno federal, ha-
bía sido “correcta y adecuada”, pero lo que estaba a discusión era la es-
trategia, pues si bien había habido “aciertos y algunos logros”, había 
sido “insuficiente para satisfacer la expectativa social” (Wilson Cen-
ter, 2011). Repitió lo que ya había escrito en el Financial Times sobre 
los militares y su retiro gradual, el mayor uso del trabajo de inteligen-
cia y la estrategia focalizada. Agregó la necesidad de un marco legal 
claro que estableciera protocolos para el uso de la policía y los mili-
tares. Interrogado sobre una denuncia contra el presidente Calderón 
ante la Corte Penal Internacional por delitos de lesa humanidad, Peña 
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declaró: “no estoy de acuerdo, descalifico y, por supuesto, no respal-
do ese tipo de denuncias que me parece carecen de sustento (…) la ta-
rea que tiene el Estado y su jefe de Estado para emprender una lucha 
contra el crimen organizado y contra la inseguridad, le corresponde 
a él o a quien quiera que esté en esta tarea y en esta responsabilidad” 
(Reséndiz, 2011). Con visiones de fondo afines entre él y Calderón en 
asuntos de seguridad, Peña se adelantaba a críticas y eventuales de-
nuncias similares en caso de llegar a la Presidencia y enfrentar esce-
narios parecidos en términos de violencia.

Como en otras ocasiones, en tiempos preelectorales surgieron 
preocupaciones sobre la posibilidad de financiamiento de campa-
ñas con dinero de la delincuencia organizada. Peña se comprometió 
a ser transparente en la rendición de cuentas, a “no aceptar una sola 
aportación, un solo apoyo del crimen organizado o de cualquiera que 
eventualmente lo represente”; dijo que no quería ni siquiera un voto 
de quienes estaban fuera de la ley (Guerrero, 2011). Hizo un llamado 
a sancionar a cualquier candidato que llegara a tener ese tipo de apo-
yos. Ya registrado como candidato único del pri a la Presidencia ha-
bló de combatir la inseguridad como tarea prioritaria y compromiso. 
Dijo que no era labor exclusiva de un partido, sino del Estado mexi-
cano (Reséndiz, 2012). Peña se mostró más crítico frente a la estrate-
gia de la administración Calderón al señalar que había resultado de 
“poca eficacia”, que no había surgido de un diagnóstico “muy claro” 
de la situación, que había sido una decisión “abrupta” (Vargas, 2012), 
pero al mismo tiempo dijo de manera contradictoria: “He sido el pri-
mero en reconocer que la decisión tomada por el gobierno federal de 
hacer un frente duro e, incluso, con la incursión del ejército al crimen 
organizado fue oportuna y conveniente” (Reséndiz y Gómez, 2012). 
Peña parecía más bien hacer eco de manera calculada a las críticas de 
distintas voces en los medios, luego de varios años de no haber dado 
muestras de tener una visión diferente a la que tenía la administra-
ción Calderón, que él mismo se encargó de señalar, sin caer en cuen-
ta en sus contradicciones, o sin darles importancia.
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Informaciones surgidas durante la campaña por la Presidencia 
obligaron a los candidatos a tomar postura. El del pri podría haber 
sido el más perjudicado. Una acusación de la Drug Enforcement Ad-
ministration (dea) ante una corte de Texas contra Tomás Yarrington, 
ex gobernador de Tamaulipas (1999-2004, pri), por haber recibido 
millones de dólares de las organizaciones delictivas “Golfo” y “Zetas” 
(Gómez, 2011), y otras acusaciones de la pgr sobre ese y otros dos ex 
gobernadores del mismo estado y partido, Manuel Cavazos (1993-1999) 
y Eugenio Hernández (2005-2010), por actividades relacionadas con el 
tráfico de drogas (Guerrero, 2012), llevaron a Peña a calificar de “sos-
pechosas” las investigaciones de la pgr en tiempos electorales, de una  
“campaña orquestada por el gobierno federal en contra del pri” (Gue-
rrero, 2012a). Peña le dio su apoyo a Cavazos, candidato a senador, 
pero no se refirió a las investigaciones de la dea. La precandidata del 
pan a la Presidencia, Josefina Vázquez, sin mencionar a los ex gober-
nadores, negó que la exigencia de la aplicación de la ley tuviese fines 
electorales y declaró: “No voy a dar tregua alguna a los políticos que, 
pactando con el crimen, se convierten en miembros de la mafia, ya no 
están en el terreno de la política, un político que pacta con el crimen 
no pertenece a la política, un político que pacta con el crimen perte-
nece ya al crimen organizado, es un capo más del crimen organizado” 
(Salazar, 2011). Las acusaciones eran fuertes, sensibles, pero los pro-
cesos no habían terminado todavía.

A medida que se acercaba la fecha de la elección presidencial, Peña 
subía el tono de la crítica a la estrategia de seguridad de la administra-
ción Calderón. En Nuevo León, un estado gobernado por el pri, evitó 
hablar de la responsabilidad de la autoridad local en la inseguridad y 
la concentró de manera exclusiva en el gobierno central, del cual dijo: 
“lamentablemente la política y la estrategia que el gobierno federal 
ha seguido ha detonado, desgraciadamente, en violencia” (García[e], 
2012). Pero en Veracruz afirmó que las fuerzas armadas, pilares de la 
estrategia que ahora criticaba, se mantendrían el tiempo que fuese 
necesario y donde fuese necesario (Navarro y Becerra, 2012). Y en el 
foro sobre Seguridad y Justicia, organizado por la Fundación Colosio, 
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Peña dijo acerca de la estrategia del gobierno federal: “si bien era in-
evitable y era obligada al Estado mexicano, no ha dado los resultados 
esperados para la sociedad. Y el balance, insisto, lamentablemente 
no es satisfactorio” (Peña Nieto, 2012). Habló de fortalecer a la Poli-
cía Federal, crear policías estatales únicas, aplicar medidas contra el  
lavado de dinero, y crear una gendarmería nacional, que estaría con-
formada por los elementos de la armada y el ejército, “que están de-
dicados a la seguridad pública”, y que estarían bajo un mando civil. 
Su tarea sería “apoyar a las policías que están debilitadas en aquellos 
municipios donde las más de las veces se esconde el crimen organi-
zado”. En otro momento de su campaña, en La Laguna, Peña se refi-
rió a la mayor “sofisticación” de la delincuencia organizada y dijo que 
el Estado “no estaba preparado para esa decisión de hacerle frente”  
(García[d], 2012). 

Recapitulemos. Según Peña, el Estado no estaba preparado (y aun 
así), la decisión del gobierno federal fue inevitable y obligada (es de-
cir, no podía dejar de hacer algo), oportuna y conveniente en relación 
al empleo de las fuerzas armadas (dada la situación desastrosa de las 
policías en el país y el poder de fuego y las acciones violentas de los 
delincuentes), pero también abrupta y sin diagnóstico claro (por la ne-
cesidad de actuar de inmediato con lo que se tenía), provocadora de 
violencia (¿per se y sin responsabilidad alguna de los delincuentes?), y 
con resultados insatisfactorios (evidentes). Es decir, sí, pero no, pero sí.

Cuando el general Tomás Ángeles, subsecretario de la Secretaría 
de la Defensa Nacional, fue detenido el 15 de mayo de 2012 por la pgr, 
acusado por el testigo protegido nominado con el alias “Jennifer” de 
haber recibido dinero de la organización delictiva liderada por los 
hermanos Beltrán a través de Édgar Valdés, Peña dijo haberlo cono-
cido cuando ocupaba ese puesto, pero negó que tuviese una relación 
personal o que el general fuese su asesor en seguridad (Flores, 2012; 
Vargas, 2012a). Días antes, el general había participado en una de las 
mesas organizadas por la Fundación Colosio sobre seguridad y justi-
cia. El periodista Carlos Marín mostró su escepticismo frente a tales 
acusaciones contra el general, dada su trayectoria en el ejército, y ca-
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lificó de “bochornoso deslinde” la declaración de Peña (Marín, 2012). 
Ángeles sería liberado posteriormente, en abril de 2013, ya con Peña 
como presidente (Otero, 2013), por considerar la pgr que las acusa-
ciones del testigo protegido alias “Jennifer” no tenían fundamento 
(Hernández y Jiménez, 2013). La Secretaría de la Defensa Nacional 
expresó su reconocimiento a las autoridades de procuración y admi-
nistración de justicia por la resolución, “como garantes del Estado de 
derecho actuando bajo los principios de legalidad e imparcialidad, 
que garantizan la certeza jurídica para todos los mexicanos” (Secre-
taría de la Defensa Nacional, 2013).

El candidato del pri continuaba su campaña y en una reunión con 
trabajadores del Grupo Salinas declaró que un gobierno de su partido 
había llevado a la cárcel a Joaquín Guzmán, mientras que gobiernos del 
pan lo habían puesto en la lista de los más buscados y también en la de 
Forbes (Guerrero, 2012b). Volvió a señalar que no pactaría con la delin- 
cuencia organizada. El ex gobernador de Aguascalientes y senador del 
pan, Felipe González, respondió diciendo que esas declaraciones eran 
para “desviar la atención de toda la sociedad de la podredumbre que 
está saliendo a flote de los miembros del pri” (López, 2012). Gonzá-
lez defendió al gobierno federal y afirmó que éste había “demostrado 
no tener complicidades con el crimen organizado”. La candidata del 
pan a la Presidencia, Josefina Vázquez, fue más aventurada y enfáti-
ca en su respuesta: “No tengo duda de que en la próxima administra-
ción, a más tardar, estaremos encarcelando al Chapo, a Yarrington, al 
ex tesorero de Moreira y a muchos otros que acompañan al candida-
to del pri y que están acusados de lavado de dinero y de ser cómplices 
del crimen organizado” (Melgar, 2012). Total, todos estaban en cam-
paña y acusar al adversario, con o sin razón, y prometer actos mila-
grosos era parte del juego.

En gira por Tampico, Tamaulipas, Peña dijo que no encubriría ni 
sería cómplice de los miembros de su partido que realizaran acciones 
ilegales (Guerrero, 2012c). La afirmación respondía a las investigacio-
nes anunciadas meses antes y en curso por autoridades mexicanas 
y de Estados Unidos contra tres ex gobernadores de Tamaulipas por 
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asuntos relacionados con el tráfico de drogas, uno de los cuales era ya 
candidato a senador, Cavazos, y al cual Peña había mostrado su apo-
yo en febrero. Otro de los implicados en el caso Yarrington era Pablo 
Zárate, director de la Policía Preventiva de Matamoros cuando aquél 
era alcalde de esa ciudad y titular del Instituto Tamaulipeco para la 
Vivienda cuando fue gobernador. Zárate pertenecía al equipo de la 
campaña de Peña y había coordinado actos para éste en Guanajuato 
y Tamaulipas (Hernández, 2012). En otro caso, esta vez acerca de pre-
suntos nexos del ex gobernador del pri en Veracruz, Fidel Herrera, 
con la organización delictiva los “Zetas”, Peña se manifestó a favor de 
que las instancias de procuración de justicia investigaran y aplicaran 
la ley. Según Miguel Yunes, ex candidato a la gubernatura de Veracruz 
por el pan, Herrera había protegido a los “Zetas” durante su adminis-
tración (Guerrero, 2012d).

Casi cuatro años después de su visita al presidente Uribe en Colom-
bia, Peña anunció que el general Óscar Naranjo, quien fuera titular de 
la Policía Nacional de Colombia con ese presidente y en la adminis-
tración de Santos, y que había anunciado su retiro de ese puesto días 
antes, sería su asesor externo en seguridad si resultaba electo (Refor-
ma, 2012a). Naranjo declaró: “Una política de seguridad pública debe 
motivarse y fundarse particularmente alrededor de las víctimas del 
delito” (Robles, Guerrero y Baranda, 2012). Las críticas no se hicieron 
esperar. La candidata del pan a la Presidencia, Josefina Vázquez, en 
un mitin en Veracruz, se hizo acompañar por un militar, el general 
Justiniano González, ex diputado federal del pan en la lx Legislatu-
ra (2006-2009), en la que presidió la Comisión de Defensa Nacional, 
y dijo, refiriéndose a Peña y Naranjo: “Hay otro candidato, mi gene-
ral, que trajo a un extranjero, yo no tengo problemas con los extran-
jeros, pero yo sí estoy orgullosa de mis soldados, yo sí estoy orgullosa 
de mis fuerzas armadas, yo sí estoy orgullosa de mi Marina, yo sí estoy 
orgullosa, general, de ustedes, porque ustedes son los que han dado la 
vida por nuestros hijos” (Robles, 2012). El militar opinó que Peña mar-
ginaba a los generales mexicanos, y agregó: “nos sentimos agravia-
dos y nos sentimos hasta confundidos” (Robles, 2012a). Andrés López, 



77

Gobierno de Enrique Peña: visión y estrategia de seguridad

candidato a la Presidencia de las llamadas izquierdas, quien ofrecía 
“serenar” al país con una estrategia distinta que no estaría caracteri-
zada por el uso de la fuerza, según decía, también criticó la decisión 
de Peña: “Aquí lo que está de por medio es que ellos están apostando 
también a que siga la misma política de fuerza” (Nieto, Gómez y Fer-
nández, 2012). Según el presidente del pan, Gustavo Madero, Peña 
debía leer la Constitución, en particular el artículo 32, que señala la 
prohibición para los extranjeros en tiempos de paz para servir en el 
ejército, las fuerzas de policía o de seguridad pública, y atacó: “Es de 
extrañar (…) que el señor Peña Nieto pretenda recurrir a asesores ex-
ternos para combatir al crimen organizado, cuando son los goberna-
dores de su propio partido quienes lo han dejado crecer e instalarse 
con toda libertad en las entidades que gobiernan” (Reforma, 2012b). 
Pasadas las elecciones presidenciales, en las que triunfó Peña, el ge-
neral Naranjo declaró en Washington: “Cuando he dicho al señor pre-
sidente electo Enrique Peña Nieto, que me vinculó como su asesor, lo 
he hecho sobre la convicción de que él tiene también unas profundas 
convicciones de que no habrá, como lo ha dicho repetidamente, ni tre-
guas, ni pactos con el narco” (Briseño Díaz, 2012). Consideró que el de-
safío más grande para México y América Central era contar con una 
política de seguridad de Estado, no sujeta a los cambios de gobierno.

Peña, presidente electo

Ya como presidente electo, Peña nombró en su equipo de transición 
a Miguel Osorio como coordinador de Diálogo Político y Seguridad. 
Acerca de la participación de los militares, Osorio señaló: “el ejército 
y la marina estarán en donde están, mientras las condiciones sigan 
siendo las mismas” (Milenio, 2012). Las policías seguían siendo débi-
les, corruptas, sin preparación adecuada para enfrentar a los grupos 
delictivos y estaban descoordinadas. Seis años de la estrategia de se-
guridad de la administración Calderón no habían resuelto los proble-
mas que encontró desde sus inicios y en función de los cuales justificó 
la necesidad de emplear a las fuerzas armadas (Rubio, 2012). En una 
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visita a Colombia, el diario El Tiempo publicó un artículo firmado por 
Peña en el cual decía que ese país representaba “un ejemplo exitoso 
de lucha contra la violencia y la criminalidad organizada bajo el mar-
co de la institucionalidad y la democracia” (Peña Nieto, 2012). Luego 
declaró: “Estoy convencido de que la experiencia y el trabajo desarro-
llado por Colombia sin duda será un referente que nutra y alimente 
las políticas, y acciones que emprendamos para los fines de la paz y 
la seguridad en nuestro país”. Era una percepción idealizada sobre la 
experiencia colombiana desde su primera visita en los años de la Pre-
sidencia de Uribe de un país que seguía teniendo altas tasas de homici-
dios (33.4 en 2010), incluso más altas que las de México (18.1 en 2010), 
la principal producción de cocaína para el mercado mundial, más un 
número importante de organizaciones de traficantes de distinto ta-
maño y peso, guerrilleros y paramilitares relacionados también con 
el negocio de las drogas y con organizaciones delictivas mexicanas 
(United Nations Office on Drugs and Crime, 2011). Esto lo llevó a con-
siderar necesaria y útil la asesoría del general Naranjo, dada su expe-
riencia en ese difícil contexto, pero la idealización de Peña acerca del 
“éxito” tendría que haber sido matizada y tomado también en cuenta 
el impacto que pudo haber tenido la ayuda de Estados Unidos a través 
del Plan Colombia durante más de diez años (afp, 2012). Lo mostra-
do en el capítulo anterior de este texto contrasta de manera evidente 
con la expresado por Peña sobre la situación que imaginaba en Co-
lombia. Como parte de sus labores en México, el general Naranjo fue 
nombrado director del Instituto Latinoamericano de Ciudadanía, en el 
Instituto Tecnológico y de Estudios Superiores de Monterrey (itesm). 
Hizo referencia a una presunta campaña de desprestigio en su contra: 
“Bastó que esos narcotraficantes supieran que llegaba Naranjo aquí 
a trabajar por la ciudadanía, a trabajar en seguridad para que se des-
atara una campaña sobre dichos, afirmaciones y sobre acciones que 
para nada se corresponden con la realidad” (Ibarra, 2012). Se refería, 
tal vez, a las notas relacionadas con su hermano, preso en Alemania 
por tráfico de cocaína, que trataban de implicarlo. El escritor peruano 
y premio Nobel, Mario Vargas, expresó su deseo de que Peña cambiara 
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“la estrategia insensata del presidente Calderón de combatir las dro-
gas mediante la represión”. Vargas era partidario de la legalización, 
una opción descartada por Peña en repetidas ocasiones.

En Monterrey, Osorio anunció que el nuevo equipo de gobierno es-
taba pensando en la creación de una nueva fuerza de seguridad para 
enfrentar a la delincuencia organizada (Santacruz, 2012). Dijo que no 
sería una nueva dependencia, sino que aprovecharían las fuerzas de 
seguridad existentes para especializarlas contra delitos como la ex-
torsión, el secuestro y la delincuencia organizada. Y advirtió: “No qui-
taremos al ejército, a las fuerzas armadas de las calles, por lo pronto” 
(Martínez, 2012). Una nota periodística basada en información de 
funcionarios federales no identificados reveló que la gendarmería 
nacional, que Peña había mencionado en mayo de 2012 en la Funda-
ción Colosio, iniciaría sus actividades bajo mando civil en 2015, con 
treinta mil elementos del ejército y llegaría a cuarenta mil a finales 
del sexenio. Tendría inicialmente 15 bases regionales (Vega, 2012). El 
reclutamiento se haría mediante una convocatoria dentro de la Secre-
taría de la Defensa Nacional. El retiro de las fuerzas armadas de los 
operativos contra las organizaciones delictivas empezaría en 2015. La 
nota no hacía referencia al reclutamiento también en la armada, como 
Peña lo había afirmado. Días después, Peña anunció que la gendarme-
ría iniciaría sus operaciones con diez mil elementos en una primera 
etapa (López[a], 2012).

El Pacto por México y la inseguridad

Poco antes de la toma de posesión de Enrique Peña como presidente 
de la República se dio a conocer en los medios de comunicación el lla-
mado Pacto por México, un acuerdo del nuevo presidente con las di-
rigencias de los tres principales partidos, pri, prd y pan, presentado 
formalmente el 2 de diciembre en una ceremonia en el castillo de Cha-
pultepec. Las negociaciones fueron realizadas por el equipo de transi- 
ción del presidente electo. Los participantes reconocieron que “quin-
ce años de gobiernos divididos habían impedido concretar muchos 
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acuerdos” (Aristegui Noticias, 2012). Había que ir más allá de los intere-
ses partidistas si se quería avanzar en las necesarias reformas que nece-
sitaba el país. El documento constaba de cinco apartados y 95 acuerdos 
específicos: 1. Sociedad de derechos; 2. Crecimiento económico, 
empleo y productividad; 3. Seguridad y justicia; 4. Transparencia, 
rendición de cuentas y combate a la corrupción; 5. Gobernabilidad de-
mocrática. El presidente los llamó “acuerdos básicos para emprender  
la gran transformación de México” que le darían “viabilidad y rum-
bo”. Entre los compromisos en seguridad y justicia se incluyó la im-
plementación de un Plan Nacional de Prevención y Participación 
Comunitaria, la creación de la Gendarmería Nacional, las Policías Es-
tatales Coordinadas, la generalización del sistema de justicia penal, 
acusatorio y oral, el Código Penal Único, el Código de Procedimien-
tos Penales Único, la reforma a la Ley de Amparo y la reforma integral 
del sistema penitenciario. El calendario de inicio de esos compromi-
sos sería el primer y segundo semestres de 2013 (Presidencia de la Re-
pública-epn, 2012).

En la II Sesión Extraordinaria del Consejo Nacional de Seguridad 
Pública (Aristegui Noticias, 2012a), llevada a cabo el 17 de diciembre de 
2012, el titular de la Secretaría de Gobernación (Segob), Osorio, señaló 
que la inseguridad era el problema que más lastimaba a la sociedad y 
era percibido como el más importante a resolver. Con base en los da-
tos del sexenio anterior, estimaba que sólo uno de cada cien delitos era 
castigado. En su visión, la captura y eliminación de líderes de organi-
zaciones delictivas había implicado una “fragmentación”, una modi-
ficación de su lógica operativa y sus estructuras, que habrían pasado 
de ser verticales a horizontales y eso las habría hecho más violentas 
y peligrosas. El grado de generalización de sus afirmaciones no per-
mitía diferenciar entre escisiones que dieron lugar a nuevas configu-
raciones de coaliciones y una presunta fragmentación absoluta. Por 
ejemplo, las antiguas coaliciones Guzmán-Zambada-Beltrán-Carrillo y 
“Golfo-Zetas”, que dieron lugar, según las propias autoridades mexica-
nas y de Estados Unidos, a las alianzas Guzmán-Zambada-“Golfo”, por 
un lado, y “Zetas”-Beltrán-Carrillo, por el otro. Y no necesariamente 
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todas transitaron o mutaron de manera automática a estructuras ho-
rizontales. Podrían haber funcionado en redes con un núcleo central 
y con nodos cuyo liderazgo interno era vertical. Los enfrentamientos 
más sangrientos se dieron precisamente entre esas coaliciones con 
apoyos de grupos asociados que podrían o no haber tenido un ma-
yor grado de autonomía respecto a las organizaciones que conforma-
ron las principales coaliciones del campo delictivo en ese momento.

La mayor o menor violencia de las organizaciones no depende tan-
to de las modalidades de sus estructuras, sino de la capacidad de las 
instituciones de un Estado determinado para aplicarles la ley en caso 
de que utilicen la violencia, ya sea que se dediquen de manera exclu-
siva o prioritaria al tráfico de drogas ilegalizadas o tengan una renta 
delictiva más diversificada. Estados Unidos cuenta con un gran nú-
mero de organizaciones delictivas en su territorio, es decir, el campo 
delictivo está más fragmentado, pero no por eso hay necesariamente 
más violencia. Ahí, las instituciones de seguridad y procuración de 
justicia son más fuertes y lo suficientemente disuasivas para reducir 
las probabilidades del uso de la violencia y la impunidad, que nunca 
es igual a cero. El titular de la Procuraduría General de la República, 
Murillo, señaló en el mismo evento que esa institución “fue acondicio-
nándose (…) de manera desordenada para responder a la coyuntura; 
provocando hoy una fragmentación descoordinada que bloquea y des-
fasa el ejercicio de su función en el detrimento claro del cumplimien-
to de sus funciones”. Este diagnóstico, más otros elementos, como la 
debilidad y los niveles de corrupción de las más de dos mil corpora-
ciones policiales del país y la pluralidad política en estados y muni-
cipios, sin cooperación y coordinación entre ellos y el poder central, 
tienen más poder explicativo que la sola modificación de la estruc-
tura de las organizaciones delictivas. Osorio afirmó: “No creemos en 
el discurso que reparte culpas, justificaciones, ineficiencias o pretex-
tos. Entendemos que el éxito o fracaso, es responsabilidad de todos”. 
Esto era una alusión a la situación vivida durante la administración 
Calderón, en la que estados, municipios y gobierno federal con dife-
rentes partidos políticos y coaliciones en esas posiciones de poder se 
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culpaban mutuamente por la situación de violencia, con los resulta-
dos catastróficos observados.

En ese mismo evento (Presidencia de la República-epn, 2012a), el 
presidente Peña anunció lo que llamó “las principales líneas de ac-
ción de la nueva política de Estado por la seguridad y la justicia de los 
mexicanos”, que implicaban “corresponsabilidad entre Poderes y ór-
denes de gobierno, ajena a intereses de partido”. Dijo que habría seis 
líneas: 1. Planeación y metas claras, no improvisación, y que la políti-
ca de seguridad y justicia no sería reactiva; 2. Prevención del delito, a 
través de varias medidas, como “combatir las adicciones, rescatar es-
pacios públicos, ampliar las escuelas de tiempo completo y promover 
proyectos productivos”; 3. Protección y respeto a los derechos huma-
nos; 4. Coordinación y cooperación con los tres órdenes de gobierno, 
a cargo de la Secretaría de Gobernación. El país se dividiría en cinco 
regiones operativas; 5. Transformación institucional. La Secretaría 
de Gobernación se encargaría de las funciones de seguridad pública, 
se reorganizaría la Policía Federal, se crearía la gendarmería nacional 
inicialmente con diez mil elementos, también bajo la responsabilidad 
de esa secretaría, cuya función sería “fortalecer el control territorial en 
los municipios con mayor debilidad institucional, así como en insta-
laciones estratégicas como puertos, aeropuertos y fronteras”. Hizo un 
reconocimiento al apoyo de las fuerzas armadas a la seguridad y dijo 
que continuarían en esa tarea hasta que se consolidaran y reestruc-
turaran las policías estatales: “Como presidente de la República, hago 
extensivo a todos los integrantes de las fuerzas armadas del país, la 
gratitud y reconocimiento del pueblo de México a esta acción que, sin  
duda, ha contribuido a mejorar las condiciones de seguridad que me-
recen y que demandan todos los mexicanos”; 6. Evaluación y retroa-
limentación. Habrá indicadores “claros, medibles y transparentes”, y 
si fuera el caso ajustes a la política, dijo. El balance sangriento de la 
administración Calderón no apoyaba la visión de la mejoría en la se-
guridad del recién investido presidente Peña.
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La Iniciativa Mérida continúa

Estados Unidos también preparaba a su manera la continuidad del 
esquema de cooperación en seguridad con el nuevo gobierno mexi-
cano. El 31 de diciembre de 2012, Leon Panetta, titular del Departa-
mento de Defensa de Estados Unidos, firmó un memorándum que 
establecía el llamado Special Operations Command-North (The Asso-
ciated Press, 2013). Se anunció que ese centro de operaciones especia-
les aprovecharía un programa existente en el que militares, agentes 
de inteligencia y policías de México habían estudiado las operacio-
nes antiterroristas de Estados Unidos y la manera en que las tropas 
de operaciones especiales habían creado una red entre varias agen-
cias para atrapar a Osama Bin Laden y sus seguidores. Ese programa 
le había ayudado al gobierno mexicano a crear un centro de inteli-
gencia en la capital del país. Las misiones de entrenamiento de ope-
raciones especiales formaban parte de los acuerdos de la Iniciativa 
Mérida para proporcionarle a México ayuda militar (Isacson, 2013). 
Se dijo que otro grupo de militares y agentes de inteligencia mexica-
nos también habían visitado un centro del comando en Irak (Esquivel, 
2013). Oficiales estadounidenses aclararon que los grupos especiales 
no conducirían ataques en México ni entrarían al país con armas. La 
experiencia de los grupos de operaciones especiales que regresaban 
de Irak y Afganistán, de acuerdo con la estrategia del Pentágono, se-
ría empleada en otras partes del mundo, como México. El embajador 
mexicano en Washington, Eduardo Medina, señaló en una entrevista 
que la Iniciativa Mérida continuaría, incluso con el mismo nombre, 
en la administración de Peña, pero con mayor énfasis en la preven-
ción y el fortalecimiento de las capacidades institucionales. Dijo que 
eso lo había ya acordado el secretario de Gobernación en la visita que 
había realizado a Estados Unidos en abril de 2013. De la capacitación 
y el equipamiento afirmó que eran “instrumentos para lograr objeti-
vos”, no objetivos en sí mismos (Muñoz, 2013). No hizo comentarios 
sobre el comando de operaciones especiales, pero es claro que si sus 
programas eran de capacitación y estaban enmarcados en la Iniciati-
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va Mérida estarían incluidos en la ratificación de la misma, hasta el 
anuncio de lo contrario.

La gendarmería nacional

También se dijo que Francia participaría en la reorganización de las 
fuerzas de seguridad mexicanas (Notimex, 2013). Al presentar sus 
cartas credenciales como embajadora de Francia en México, Elizabeth 
Beton-Delègue señaló que ya había pláticas con autoridades mexica-
nas para proporcionar asesoría, formación y capacitación relaciona-
das con la gendarmería nacional, inspirada en el modelo francés. El 
comisionado nacional de seguridad, Manuel Mondragón, habló sobre 
la gendarmería en el Senado y dijo que sería una policía de proximi-
dad y se ocuparía de delitos del fuero común. Afirmó que al princi-
pio estaría formada por militares, “para poder caminar rápidamente, 
pero la lógica será establecer convocatorias, selección, formación con 
militares y navales, formación con policías y pasar con esa formación 
castrense perfecta a formar parte de la gendarmería, coordinada por la 
cns [Comisión Nacional de Seguridad]” (Mercado, 2013). En otro mo-
mento precisó que de los diez mil elementos iniciales, ocho mil qui-
nientos provendrían del ejército y mil quinientos de la armada; que 
tendría mando civil y estaría bajo las órdenes de la cns, que pagaría 
sus salarios; que no perderían su antigüedad en esas instituciones mi-
litares y conservarían los derechos de la seguridad social de las fuer-
zas armadas (Castillo García, 2013: 12; Baranda, 2013).

El titular de la Secretaría de Gobernación, Osorio, declaró que la 
Secretaría de la Defensa Nacional ya estaba “haciendo toda la instru-
mentación” para poner en marcha la gendarmería en 2013, y acerca 
de la colaboración francesa señaló: “vamos a usar mucha de la ins-
trumentación que ocuparon ellos para su nación” (Hernández, 2013). 
En respuesta a la solicitud de información de un periodista sobre la 
gendarmería, la Secretaría de la Defensa Nacional respondió a fines 
de marzo de 2013: “a la fecha no se ha materializado ninguna capa-
citación o curso relacionado a dicho organismo propuesto por el go-
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bierno federal”. La Secretaría de Marina dijo que tenía prevista la 
transferencia de 1 787 elementos y la Secretaría de Gobernación re-
servó precisiones sobre fecha de funcionamiento, composición, sede, 
requisitos para el ingreso de civiles, y se limitó a contestar: “la infor-
mación relacionada al tema de la gendarmería se encuentra en fase 
de planeación, revisión, análisis e integración” (Jiménez, 2013). En 
otras palabras, hasta ese momento la gendarmería era una promesa 
de la cual se sabía sólo aquello que el presidente Peña y algunos fun-
cionarios habían declarado.

El 26 de marzo de 2013, varias organizaciones no gubernamenta-
les, entre ellas el Instituto para la Seguridad y la Democracia (Insyde), 
México sos, México Unido contra la Delincuencia y otras, publicaron 
un comunicado en el que mostraban su preocupación por la posibi-
lidad de que la gendarmería se estableciera con base en un decreto 
administrativo, y consideraron que eso sería un error. Hicieron dos 
solicitudes a las autoridades sobre la creación de la gendarmería:  
“1. Debe estar precedida por una discusión pública amplia, con con-
sultas a especialistas, académicos y organizaciones de la sociedad ci-
vil; 2. Debe darse, en su caso, por la vía legislativa —como la Policía 
Federal— para que cuente con un basamento jurídico sólido y con la 
legitimidad que otorga la aprobación del Congreso de la Unión” (Ins-
tituto para la Seguridad y la Democracia, 2013).

Pero en mayo de 2013, Carlos Toledo, inspector general de la Comi-
sión Nacional de Seguridad Pública de la Secretaría de Gobernación, 
confirmó lo dicho por Mondragón en el Senado acerca de la composi-
ción inicial de la gendarmería, con miembros del ejército y la armada, 
y anunció que empezaría a funcionar en fecha próxima, y la posibili-
dad de que elementos de esa nueva institución desfilaran el 16 de sep-
tiembre de ese mismo año. De su formación militar dijo: “está siendo 
readaptada, para convertirlos en policías de proximidad” (Álvarez, 
2013). Se dijo que los militares no pensaban que la gendarmería es-
tuviera lista antes de diciembre de 2013 y que había que delimitar las 
funciones entre esa institución y la Policía Federal. También, que la 
Secretaría de Gobernación había intentado “desactivar” las declaracio-
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nes de ese funcionario. Por su parte, el relator especial de la Organiza-
ción de las Naciones Unidas (onu) sobre ejecuciones extrajudiciales, 
sumarias o arbitrarias, Christof Heyns, de visita en México, destacó 
la necesidad de alejarse del paradigma militar para el resguardo del 
orden, pues propicia situaciones de abuso contra la sociedad civil y 
una rendición de cuentas insuficiente cuando se aplica la justicia mi-
litar, dijo; habló también de establecer un marco legal para el uso de la 
fuerza por la policía. Sobre la propuesta de creación de la gendarme-
ría, Heyns señaló que tendrían que realizarse todos los esfuerzos para 
garantizar su “ajuste a un marco de derechos humanos, incluyendo la 
capacitación adecuada y especializada sobre el uso de la fuerza en el 
contexto de la aplicación de la ley, en lugar de centrarse en los prin-
cipios militares, y que se sometan a un sistema de rendición de cuen-
tas de carácter civil” (Prado, 2013; Milenio, 2013). Una necesidad, sin 
duda, pero un reto difícil y poco probable de lograr en el corto plazo, 
dada la composición anunciada de la gendarmería, principalmente 
con elementos militares entrenados y educados de manera muy dis-
tinta a la policía ideal, o a la policía realmente existente en México. 

La ley y el programa para la prevención de la violencia  
y la delincuencia

A principios del último año de la administración Calderón se publicó 
en el Diario Oficial de la Federación la Ley General para la Prevención 
Social de la Violencia y la Delincuencia, cuyo objetivo era establecer 
las bases de coordinación entre la federación, el Distrito Federal, los 
estados y municipios en el marco del Sistema Nacional de Seguridad 
Pública. Las acusaciones entre los distintos niveles de gobierno, de 
diferente signo político, sobre la responsabilidad de cada quien en 
asuntos de seguridad, habían contribuido a deteriorar aún más la ca-
pacidad de todos para actuar de manera coordinada y cohesionada, 
como Estado, contra los grupos delictivos. La ley pretendía subsanar 
esas diferencias. El capítulo quinto, artículo 20, estaba dedicado al 
“Programa Nacional para la Prevención Social de la Violencia y la De-
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lincuencia”. El artículo 21 establecía que para su ejecución, el Centro 
Nacional de Prevención del Delito y Participación Ciudadana, Unidad 
Administrativa del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública, sería el órgano encargado de preparar el progra-
ma anual, “que contenga objetivos específicos, prioridades temáticas 
y una lista de acciones y de medidas complementarias” (Congreso de 
la Unión, 2012: 10). Con base en esta ley heredada de la administra-
ción anterior, fueron presentadas por el presidente Peña, en febrero 
de 2013, las Bases del Programa Nacional para la Prevención Social 
de la Violencia y la Delincuencia e Instalación de la Comisión Inter-
secretarial. Esta comisión estaría compuesta por nueve secretarías de 
Estado: Gobernación, Hacienda y Crédito Público, Desarrollo Social, 
Economía, Comunicaciones y Transportes, Educación Pública, Salud, 
Trabajo y Previsión Social y Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano 
(Comisión Intersecretarial para la Prevención Social de la Violencia y 
la Delincuencia, 2013: 14).

El programa planteaba “intervenciones focalizadas” urgentes en 
57 demarcaciones, que incluían 48 municipios, dos delegaciones del 
Distrito Federal y siete zonas metropolitanas. La estrategia que se apli-
caría fue denominada Acupuntura Socio-Urbana, que consistía en 
“equipamiento de edificios, proyectos urbanos y nuevas pautas y há-
bitos de convivencia, cooperación y solidaridad” (Comisión Interse-
cretarial para la Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia, 
2013: 25). Asimismo, acciones preventivas en otros cien municipios, 
delegaciones y zonas metropolitanas, 251 municipios y delegaciones 
que reciben recursos del Subsidio para la Seguridad en los Municipios 
(Subsemun), y finalmente estrategias preventivas de alcance nacional 
con programas transversales en temas como violencia en las escuelas, 
adicciones, violencia familiar y de género, problemas de aprendiza-
je y conducta y campañas de comunicación y difusión del programa.

La administración Calderón propuso el mando único de las po-
licías estatales. El presidente Peña, en la reunión ordinaria número 
44 de la Conferencia Nacional de Gobernadores (Conago), realizada 
en Chihuahua en febrero de 2013, y con el apoyo de ésta, dio instruc-
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ciones al titular de la Secretaría de Gobernación, Osorio, para que re-
visara con los gobernadores la manera de lograr los mandos únicos 
policiales. Tiempo después, en mayo del mismo año, en una reunión 
del gabinete de seguridad, presidida por Osorio, realizada en Tamau-
lipas con gobernadores de las regiones noreste, noroeste y occidente 
para evaluar los avances en esos asuntos (Secretaría de Gobernación, 
2013), el titular de Gobernación dijo, sobre la policía única, que no 
quería “forzar las cosas”. Adjudicó el fracaso de ese proyecto en la ad-
ministración Calderón a “que se quiso imponer sobre los municipios 
y los estados” (Milenio, 2013a). Afirmó que lo que se estaba haciendo 
en la nueva administración era “en base a la colaboración” (Milenio, 
2013b). En esa fecha, sólo Morelos, Durango y Campeche contaban 
con mandos únicos en todo el estado.

La agenda bilateral México-Estados Unidos en seguridad

Desde el inicio de las campañas electorales en México había inquie-
tud en círculos políticos de Estados Unidos por los cambios que po-
dría haber en algunos temas de la agenda bilateral, particularmente 
en los de seguridad, en caso de que el pri ganara la Presidencia. Esta-
dos Unidos había logrado tener con los gobiernos del pan relaciones 
más estrechas en ese rubro y temía que hubiese un retroceso. La admi-
nistración Peña dio a conocer las reglas que funcionarían en adelan-
te. Algunos días antes de la visita del presidente Obama a México, en 
mayo de 2013, fueron publicados artículos en influyentes periódicos 
de Estados Unidos en los que se reflejaba la preocupación y el enojo 
de miembros de las agencias de seguridad de ese país por los cambios 
en las modalidades de cooperación anunciados por la Secretaría de 
Gobernación (Goldfarb y Miroff, 2013). Esta institución centralizaría 
en adelante la relación con esas agencias, que anteriormente estable-
cían contacto con sus homólogas mexicanas de manera casi indepen-
diente, y aparentemente con pocos o nulos controles. El resultado de 
esa relación estrecha había sido quizás útil para capturar a algunos 
traficantes, pero no había mostrado tener impacto en la reducción de 
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la violencia y les había abierto ampliamente las puertas de las institu-
ciones de seguridad y procuración de justicia en México a esas agen-
cias, lo que habían aprovechado para influir aun más. El gobierno 
mexicano les pidió a los agentes estadounidenses abandonar el cen-
tro de inteligencia en Monterrey, donde habían trabajado con milita-
res y policías mexicanos recopilando y analizando información sobre 
organizaciones de traficantes (Archibold, Dave y Thompson, 2013).

Funcionarios de Estados Unidos que solicitaron el anonimato 
consideraron que los cambios eran para reducir la participación es-
tadounidense y manejar la imagen de la violencia con cambios “cos-
méticos”, no tanto para hacerle frente con estrategias claras. El nuevo 
gobierno parecía menos proclive a establecer una relación similar a la 
permitida por el gobierno de Calderón, que había autorizado incluso 
vuelos de drones en el territorio mexicano. La administración Peña, 
con el pri de regreso a la Presidencia después de 12 años de gobier-
nos del pan, consideró necesario reordenar ese esquema y establecer 
controles centralizados y otras prioridades, con énfasis, por lo menos 
discursivo, en la prevención de los delitos. El titular de la Secretaría 
de Gobernación viajó a Washington a mediados de abril de 2013 para 
reunirse con la secretaria de Seguridad Interna de Estados Unidos, 
Janet Napolitano (Secretaría de Gobernación, 2013a), el procurador 
Eric Holder y los titulares de la Agencia de Seguridad Nacional (nsa), 
la Agencia Central de Inteligencia (cia), la Oficina Federal de Inves- 
tigación (fbi), la Administración de Control de Drogas (dea) y la Agen-
cia de Alcohol, Tabaco, Armas de Fuego y Explosivos (atf) (Secreta-
ría de Gobernación, 2013b). Firmó “una nueva carátula de la Iniciativa 
Mérida” y les habló de la propuesta de Peña para reducir la violencia  
(afp, 2013a).

Antes de su viaje a México, el presidente Obama dio una conferen-
cia de prensa y dijo que la mayor parte de las pláticas con el presiden- 
te Peña serían sobre economía, pero que eso no significaba que no se 
hablara sobre seguridad; también, que la coordinación y la coopera-
ción podrían ser mejoradas. Señaló que no iba a juzgar aún cómo al-
terarían los cambios anunciados la relación entre Estados Unidos y 
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México, hasta que escuchara directamente del gobierno mexicano lo 
que estaba tratando de lograr. Consideró que los cambios tenían que 
ver más con una mejor coordinación entre las autoridades mexicanas 
que con el trato bilateral. Agregó que era decisión de los mexicanos 
determinar sus estructuras de seguridad y cómo se comprometían 
con otros países, incluido Estados Unidos (The White House, 2013). 
El comunicado conjunto de los presidentes Peña y Obama destacó 
los asuntos económicos, y en seguridad no hubo nada que no se hu-
biera dicho en otras reuniones, salvo quizá la seguridad “ciudadana” 
(El Universal, 2013). Hubiera sido más apropiado hablar de seguridad 
humana (Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, 1994).

Los presidentes no aclararon muchas dudas en esa reunión, pero 
es posible identificar aspectos centrales de la estrategia de Estados 
Unidos en asuntos de drogas, que incluían los de seguridad y su rela-
ción con México. La Oficina de Política Nacional de Control de Dro-
gas (ondcp) de la Casa Blanca dio a conocer la Estrategia Nacional de 
Control de Drogas 2013, y para anunciarla señaló en su portal: “la po-
lítica de drogas es un asunto de salud pública, no sólo un asunto de 
justicia criminal” (Office of National Drug Control Policy, 2013: 1). El 
programa nacional anunciado por el gobierno mexicano, en el rubro 
“adicciones”, mencionaba que el objetivo era “abordar el problema 
del consumo de drogas y sustancias adictivas desde la perspectiva de 
la salud pública y no desde una perspectiva de seguridad” (Comisión 
Intersecretarial para la Prevención Social de la Violencia y la Delin-
cuencia, 2013: 26). No aclaró si iba a dejar completamente de lado el 
aspecto de la seguridad y, en particular, el de la justicia penal.

En la presentación de la estrategia propuesta por Estados Unidos, 
el presidente Obama afirmó que estaba basada en la ciencia y no en la 
ideología. Mencionó que había un descenso en los niveles de consumo 
estadounidense de cocaína y metanfetaminas, y en el abuso de drogas 
por prescripción médica, pero que había todavía elevados niveles de 
consumo de marihuana entre los jóvenes, debido aparentemente a la 
disminución en la percepción del riesgo. Acerca de la estrategia seña-
ló: “presenta una aproximación sofisticada para un problema compli-
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cado, que comprende prevención, intervención oportuna, tratamiento, 
apoyo para la recuperación, reforma a la justicia criminal, efectiva 
aplicación de la ley, y cooperación internacional” (Office of National 
Drug Control Policy, 2013a: iii); que es “una aproximación del siglo 21 
a una política de drogas”. Por su parte, Gil Kerlikowske, director de la 
ondcp, calificó la estrategia como una visión moderna y balanceada 
entre salud pública y seguridad de la política de drogas. En la intro-
ducción al documento, la propuesta se consideraba una “tercera vía 
basada en el conocimiento que la adicción a las drogas es una enfer-
medad del cerebro”, y rechazaba los extremos de la legalización o la 
“guerra contra las drogas”, ya que “ninguna de esas aproximaciones 
es humana, efectiva, ni basada en evidencia”.

En términos de presupuesto, se dijo que se les habían asignado más 
de 10.5 mil millones de dólares a prevención y tratamiento, compa-
rados con los 9.6 mil millones de dólares para la aplicación de la ley 
en Estados Unidos. La estrategia, resumió, “representa el futuro de la 
política de drogas no sólo en Estados Unidos, sino en todo el mundo” 
(Office of National Drug Control Policy, 2013a: 1). En otras palabras, si 
antes, desde la administración Nixon, la “guerra contra las drogas” fue 
el enfoque inhumano, privilegiado, promovido e impuesto por Esta-
dos Unidos, la administración Obama pretendía impulsar y convencer 
al mundo de que su enfoque de la “tercera vía” era el apropiado para 
el futuro. Dejó claro que no compartía las propuestas de legalización. 
Paradójico, sin duda, ya que los votantes de los estados de Washing-
ton y Colorado aprobaron la legalización de la marihuana para usos 
recreativos en noviembre de 2012. Hasta ese momento, el gobierno 
central no había tratado de bloquear esas leyes, que contravenían las 
convenciones de la onu que Estados Unidos ha firmado y defendido, 
pero podría haberlo hecho.

La organización no gubernamental Drug Policy Alliance, según su 
director ejecutivo en esa época, Ethan Nadelmann, había estado tra-
bajando en una nueva legislación en el Congreso de Estados Unidos 
para proteger de la interferencia federal las leyes sobre la marihuana 
en los estados. Además, había dado asesoría para la redacción y pro-



92

¿Sin un solo disparo?

puesta de nuevas leyes con la finalidad de legalizar la marihuana en 
otros estados, establecer programas de marihuana medicinal y reducir 
o eliminar las penas por posesión de cantidades para uso personal. El 
representante republicano por California, Dana Rohrabacher, apoya-
do por otros tres demócratas y dos republicanos, presentó el 7 de mar-
zo de 2013 una iniciativa llamada h.r. 1523, “Respect State Marijuana 
Laws Act of 2013” (GovTrack.us, 2013). Afirmó que la iniciativa era un 
planteamiento de “sentido común” y consistente con los resultados de 
una encuesta de Pew Research sobre lo que pensaba 60% de estadou-
nidenses; a saber, que “el gobierno federal no debería reforzar las le-
yes federales que prohíben el uso de la marihuana en estados donde es 
legal”. La estrategia que planteaba la administración Obama para Es-
tados Unidos y el resto del mundo no tenía consenso ni siquiera den-
tro de Estados Unidos, por lo menos en lo referente a la marihuana.

La estrategia de Estados Unidos señaló que como parte de las re-
formas a la justicia criminal la administración Obama había apoyado 
los esfuerzos de más de dos mil setecientas cortes de tratamiento de 
drogas en Estados Unidos (2 734 en junio de 2012), lo cual implicaba 
el tratamiento de unos 127 mil inculpados, en lugar de ser enviados a 
prisión. En el plano internacional, decía que Estados Unidos ayuda-
ba a salvaguardar los derechos humanos y promovía las políticas de 
drogas basadas en evidencia. Y que a través de la Iniciativa Mérida, la 
Iniciativa de Seguridad para la Cuenca del Caribe y la Iniciativa Re-
gional de Seguridad para América Central, Estados Unidos había ayu-
dado a expandir las capacidades judiciales, sociales, educativas y de 
aplicación de la ley para contrarrestar la influencia de la delincuencia 
organizada transnacional en el hemisferio occidental. Fueron men-
cionados como “éxitos significativos”, en el caso de México, la captu-
ra o muerte de 23 de los 37 criminales más buscados en el gobierno 
de Calderón y las miles de personas del sector federal (siete mil qui-
nientas) y estatal (19 mil) que fueron entrenadas para operar el siste-
ma penal acusatorio.

Con la Iniciativa Mérida, la dea coordinó y dirigió 117 cursos de 
entrenamiento para agencias mexicanas entre 2008 y 2012 sobre téc-
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nicas de investigación, lavado de dinero, análisis de inteligencia, etc., 
en los que participaron 3 737 personas. La Policía Federal recibió seis 
helicópteros Black Hawk y la Armada cuatro aviones casa cn-235. 
Además, al gobierno mexicano se le proporcionó un “sistema modi-
ficado de monitoreo por radar” para mejorar su capacidad de control 
aéreo en la frontera con Estados Unidos. El documento de la estrate-
gia de Estados Unidos anunció que la asistencia en 2013 estaría cen-
trada en entrenamiento, mantenimiento y consolidación de logros.

Lo que no se dijo, y se ha observado en esas iniciativas, es que ha-
bría un reforzamiento del equipamiento y el entrenamiento militar y 
policial, que no ha redundado en bajas sensibles de los niveles de vio-
lencia y ha disparado las quejas por violación a los derechos humanos. 
Se afirmó que el gobierno de Estados Unidos continuaría los esfuer-
zos conjuntos con la nueva administración mexicana (del presidente 
Peña) para “afectar, desmantelar, y finalmente derrotar a estas redes 
violentas (organizaciones criminales transnacionales), reduciendo 
su impacto negativo en la estabilidad regional y la seguridad nacio-
nal de México y eu” (Office of National Drug Control Policy, 2013: 50). 
En la reunión de los presidentes Obama y Peña en mayo de 2013, el 
gobierno mexicano puso énfasis en el reforzamiento de los aspectos 
preventivos, y en darle ese cariz preponderante a la Iniciativa Mérida. 
Los acuerdos militares y policiales de cooperación y trabajo conjun-
to que hayan tenido no se dieron a conocer. La composición anun-
ciada de la gendarmería nacional y el papel que seguían teniendo las 
fuerzas armadas en las acciones contra la delincuencia organizada, 
además de los problemas de reorganización y la falta de capacitación 
adecuada de las policías, no permitían pensar que el gobierno mexi-
cano modificaría radicalmente el tipo de cooperación que había teni-
do con el Pentágono y otras agencias de seguridad de Estados Unidos. 
Sólo cambiarían las modalidades, como la mediación exclusiva de la 
Secretaría de Gobernación para tratar con esas agencias.
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La oea y “El problema de las drogas en las Américas”

Antes de la presentación del informe de la Organización de los Estados 
Americanos (oea) sobre “El problema de las drogas en las Américas”, 
el titular de la Comisión Nacional contra las Adicciones (Conadic), el 
doctor Fernando Cano, declaró en una entrevista periodística (Toribio, 
2013) que el Sistema Nacional de Salud de México se había desenten-
dido en años anteriores de las personas con adicciones. Afirmó que “la 
persona adicta es una persona enferma y la salud pública, los progra-
mas nacionales de salud tienen que incorporarlas y esto es algo que 
ha faltado lamentablemente” (Toribio, 2013). Mencionó que no había 
hospitales o unidades médicas dedicadas al tratamiento de las adic-
ciones, sólo centros, y que por lo tanto “a los hospitales de referencia, 
los hospitales generales y los de alta especialidad la ley debe llevarlos a 
que tengan unidades de atención a las adicciones que en este momen-
to no existen o existen por excepción” (Toribio, 2013). Se pronunció 
por la educación sobre las adicciones en todos los niveles, el trabajo 
en las comunidades, el involucramiento de psiquiatras, la necesidad 
de una labor de sensibilización entre el personal médico para evitar 
la estigmatización de los adictos, por incluir los programas en los re-
clusorios, cuyo panorama calificó de “patético”, dados los altos niveles 
de adicciones, y por estandarizar los modelos de atención en el país.

En mayo de 2013, la oea dio a conocer el informe sobre “El proble-
ma de las drogas en las Américas”, solicitado por los jefes de Estado 
reunidos en la vi Cumbre de las Américas en Cartagena, Colombia, 
en 2012. El informe destacó varios puntos: no se puede hablar de un 
sólo problema, sino de “múltiples”; la mayor parte de los miembros 
del negocio del tráfico de drogas proviene de grupos sociales vulne-
rables, caracterizados por “desigualdad de oportunidades, baja esco-
laridad y pobreza familiar” (Organización de los Estados Americanos, 
2013: 106); los ingresos y las ganancias del negocio alcanzan 65% en 
la etapa de la venta al menudeo en países consumidores, 20%-25% 
en la venta por las organizaciones internacionales, mientras que en 
la producción apenas 1%, y no se mencionó dónde quedaba el porcen-
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taje restante; son más alarmantes las acciones delictivas asociadas al 
tránsito a los países de consumo final que a la venta al menudeo o a 
los consumidores; la violencia extrema está más relacionada con las 
organizaciones delictivas transnacionales, que han diversificado sus 
actividades ilícitas; la falta de Estado de derecho es “lo que mejor ex-
plica los altos índices de violencia por parte de las organizaciones cri-
minales”; “la impunidad y la corrupción estimulan la violencia”; al 
usuario de drogas se le considera como víctima, adicto crónico, pero 
no como delincuente o cómplice de los traficantes; “la despenaliza-
ción del consumo debe ser considerada en la base de cualquier es-
trategia de salud pública” (Organización de los Estados Americanos, 
2013: 108-109). Y si no es posible un cambio radical, se podrían poner 
en marcha “métodos transicionales, como las cortes de drogas, la re-
ducción sustantiva de penas y la rehabilitación” (Organización de los 
Estados Americanos, 2013: 109); evaluar las tendencias actuales so-
bre la producción, venta y consumo de marihuana, para ver la posibi-
lidad de despenalizarla o legalizarla. Se señalaba también que “tarde 
o temprano deberán tomarse decisiones al respecto”; mayor flexibili-
dad para reformar legislaciones nacionales e impulsar cambios en la 
legislación internacional; flexibilizar las convenciones de la onu para 
que “tengan en consideración necesidades, conductas y tradiciones 
particulares” de los países (Organización de los Estados Americanos, 
2013: 110). El presidente Peña marcó su distancia respecto a una par-
te de los contenidos del informe al declarar en una estación de radio 
en Cali, Colombia: “en lo personal, y lo he expresado públicamente, 
nunca he estado a favor de la despenalización del consumo de drogas 
ni de la legalización de las mismas” (Reséndiz, 2013).

El Código Nacional de Procedimientos Penales

En el Quinto Foro sobre Seguridad y Justicia, el presidente Peña refren-
dó lo dicho en el foro anterior: “el Estado tiene la obligación irrenun- 
ciable, insustituible e intransferible de brindar seguridad a todos los 
mexicanos” (Presidencia de la República-epn, 2013). Una vez más hizo 



96

¿Sin un solo disparo?

referencia a la “nueva política de Estado” por la seguridad y la justi-
cia, que necesitaría el respaldo de la sociedad civil, y de instituciones 
y leyes eficaces. Mencionó que se trataba de una “visión integral” que 
tenía como centro al individuo y la familia y que comprendía seis lí-
neas de acción, las mismas que había señalado en diciembre de 2012, 
en la ii Sesión Extraordinaria del Consejo Nacional de Seguridad Pú-
blica. Alejandro Martí habló de autoridades estatales “omisas”, que no 
habían entendido el significado de una política de Estado. Sólo tres 
estados habían cumplido plenamente con lo señalado en la reforma 
penal; en los otros 29 había avances “mayores” y “menores”, dijo el 
presidente. Martí señaló también que varias organizaciones de la so-
ciedad civil venían trabajando con legisladores y la pgr para presentar 
un proyecto de código procesal penal único, un esfuerzo que calificó 
de inédito, de trabajo conjunto entre ciudadanía y Estado. Planteó que 
en el Pacto por México y en el Plan Nacional de Desarrollo se ratifi-
caría y asumiría “como uno de los compromisos inaplazables la con-
clusión de la correcta implementación de la reforma penal en todo el 
país y la concreción del código procesal único” (Presidencia de la Re-
pública-epn, 2013a).

Meses después, sobre ese mismo punto, el titular de la pgr, Jesús 
Murillo, señaló que con el nuevo código se evitarían “trampas y tri-
quiñuelas” (Presidencia de la República-epn, 2013b), que ya no habría 
32 procedimientos distintos, sino uno solo. Alejandro Martí habló de 
la reforma al artículo 73 de la Constitución, que le permitiría legislar 
al Congreso en materia procesal penal y al Senado redactar el códi-
go. Diecisiete estados ya estaban a favor, dijo. En diciembre de 2013, 
el Senado aprobó por unanimidad el Código Nacional de Procedi-
mientos Penales. El presidente de la Comisión de Justicia, Roberto Gil 
(pan), señaló la legitimación democrática del instrumento, el acuer-
do de las fuerzas políticas, la apertura, la transparencia, lo incluyen-
te y el respaldo social a los contenidos. El presidente de la Comisión 
de Estudios Legislativos, Alejandro Encinas (prd), enfatizó que con el 
Código se privilegiaba la seguridad ciudadana, por encima de la segu-
ridad del Estado. David Monreal (pt) mencionó que era el resultado de  
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más de cinco años de negociaciones y acuerdos entre fuerzas políticas 
y otros miembros de la sociedad (Senado de la República, 2013). Final-
mente, el 4 de marzo de 2014, el presidente Peña promulgó el decre-
to que expide el Código Nacional de Procedimientos Penales. Resaltó 
que era producto del consenso de las fuerzas políticas del país y agre-
gó: “Estamos frente a un ordenamiento jurídico que tiene como facto-
res centrales la protección de la víctima, el respeto a sus derechos, la 
presunción de inocencia, la reparación del daño y el respeto al debido 
proceso. Por todo ello, este instrumento pondrá al día nuestro siste-
ma de justicia penal en beneficio de todos los mexicanos”. El procu-
rador Murillo habló de cambios, cuya aplicación correcta “generarán 
condiciones para combatir impunidad y corrupción” (Presidencia de 
la República-epn, 2014). El presidente anunció también que enviaría 
al Congreso la iniciativa de Ley Nacional de Mecanismos Alternativos 
de Solución de Controversias en Materia Penal. De ser aprobada, dijo, 
contribuiría a reducir costos y tiempos de los procesos y disminuir el 
sobrecupo en las cárceles, además de permitir a las instituciones del 
Estado concentrarse en los delitos que más lastiman a la sociedad. 

La construcción de la autoimagen

Conforme avanzaba el sexenio, el gobierno federal repetía de mane-
ra insistente, como parte de su política de comunicación, los aspectos 
que quería resaltar de su estrategia de seguridad para diferenciarse 
y distanciarse de los que consideraba característicos o ausentes en 
la estrategia de la administración Calderón, pero sin mencionarla, y 
que habían sido señalados por los críticos en su momento. Así, por 
ejemplo, el presidente Peña, al festejar el Día de la Policía Federal, es-
tablecido por decreto en julio de 2013, declaró: “En el deber del Esta-
do de combatir al crimen organizado, no debe alentarse el uso de la 
violencia. Lo que debe hacerse, es superar y vencer a la delincuencia 
con el uso eficaz de la inteligencia” (Presidencia de la República-epn, 
2013c). De la Policía Federal dijo: “Es una policía que privilegia el uso 
de la investigación y la inteligencia para poner un alto a la impuni-
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dad” (Presidencia de la República-epn, 2013c). Otros funcionarios 
mostraban también la disciplina para posicionar los referentes obli-
gados del discurso sobre la estrategia de seguridad. El comisionado  
general de la Policía Federal, Enrique Galindo, señaló: “En los meses 
recientes, la Comisión Nacional de Seguridad Pública ha dado mues-
tras de que con acciones basadas en la coordinación, los esquemas 
de inteligencia y el uso de la tecnología, sí es posible dar resultados” 
(Presidencia de la República-epn, 2013d). El comisionado nacional de 
Seguridad, Manuel Mondragón, declaró: “Usted ha señalado la impor-
tancia de priorizar la inteligencia sobre el uso de la fuerza. Con esta vi-
sión, se ha reorientado la estrategia de seguridad para combatir a los 
delincuentes, garantizar el derecho de los ciudadanos y prevenir las 
conductas delictivas” (Presidencia de la República-epn, 2013d). Y el 
policía federal condecorado con el Mérito Docente de Primera Clase, 
subinspector Alejandro Leal, resumió los elementos centrales de las 
actividades de la institución y la colaboración con otras dedicadas a 
tareas de seguridad: “Hemos constatado que el trabajo de inteligencia, 
la investigación, el aprovechamiento de la tecnología y, lo más valioso, 
el desarrollo profesional del recurso humano, además de la coordina-
ción entre autoridades, nos permiten entregar más y mejores resulta-
dos” (Presidencia de la República-epn, 2013d).

Otra de las características del discurso sobre seguridad del gobier-
no federal era no señalar, a veces, a los presuntos delincuentes por su 
nombre o alias, a la manera de la tradición policiaca y mediática, y 
enfatizar que las detenciones habían sido “sin disparar un solo tiro” 
cuando así había ocurrido. Por ejemplo, el 15 de julio de 2013 fue de-
tenido por la marina, cerca de Nuevo Laredo, Miguel Treviño, seña-
lado como líder de la organización delictiva “Zetas”. Al respecto, el 
presidente Peña dijo: “Este día quiero refrendar mi reconocimiento a 
la marina por su acción decidida al capturar a uno de los líderes delin-
cuenciales más peligrosos y buscados en el país. Los marinos lograron 
su aprehensión sin disparar un solo tiro” (Presidencia de la República-
epn, 2013e). Agregó referencias al Estado de derecho y la reducción 
de la violencia como aspectos que no eran incompatibles, como “mu-
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chos” pensaban. También habló de respeto a los derechos humanos y 
al debido proceso y señaló que detrás de acciones como esa, califica-
da por él como éxito del gobierno mexicano, había “un gran trabajo 
de intercambio de información y coordinación de esfuerzos entre las 
distintas dependencias del orden federal y de éstas con las autorida-
des estatales” (Presidencia de la República-epn, 2013e). Peña destacó 
la “precisión” de los operativos, de resultados de estrategias que for-
maban parte de “una nueva etapa en la seguridad nacional”, del uso de 
la inteligencia por encima de la fuerza, del carácter proactivo de las ac-
ciones contra la delincuencia, de la prevención. El presidente afirmó: 
“La nueva Política de Estado por la Seguridad y Justicia de los mexica-
nos es una propuesta integral”, encaminada a lograr los objetivos de 
“reducir la violencia y abatir la impunidad” (Presidencia de la Repú-
blica-epn, 2013f). Por su parte, el general Salvador Cienfuegos, titu-
lar de la Secretaría de la Defensa Nacional, se refirió a las tropas bajo 
su mando y a la manera en que realizaban las tareas encomendadas: 
“Han cumplido con eficiencia, con legalidad y con irrestricto respeto 
a los derechos humanos, enfrentando las diferentes manifestaciones 
de la delincuencia”. Mientras que el almirante Soberón, titular de la 
Secretaría de Marina, destacó la buena relación entre él y Cienfuegos, 
y entre los miembros de las dos instituciones: “esta nueva coordina-
ción también ha permeado a los mandos subordinados” (Presidencia 
de la República-epn, 2013g).

El secretario de Gobernación, Osorio, contribuía también a la cons-
trucción del discurso sobre seguridad del gobierno federal con refe-
rentes que remitían a una lectura de la situación en la administración 
Calderón. Hablaba de la coordinación entre gobernadores y autorida-
des federales, de no mezclar el tema de la seguridad con la política, 
del impulso al mando único estatal y de la creación de la gendarmería 
nacional, de privilegiar la inteligencia por encima de la fuerza. Des-
tacaba la autoimagen del gobierno federal y cómo quería que fuera 
percibido: como un equipo de trabajo cohesionado, sin fisuras, cuyas 
acciones iban por un camino adecuado, según la interpretación de los 
datos generados por el mismo gobierno: “En seguridad y procuración 
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de justicia, así lo hemos convenido, no hay disputas, no hay protago-
nismos, ni se compite entre instituciones (…). Hay datos y cifras que 
nos señalan que vamos por el camino correcto” (Presidencia de la Re-
pública-epn, 2013b). Arturo Núñez, ex integrante del pri y goberna-
dor de Tabasco, en su rol de militante del prd, compartió la lectura 
de Osorio sobre el sexenio anterior al hablar de la coordinación inter-
gubernamental para lograr un México en paz: “A diferencia de otros 
momentos, en donde la descoordinación era parte del problema y di-
ficultaba su atención y resolución inmediata” (Presidencia de la Re-
pública-epn, 2013b). El gobernador de Chihuahua, César Duarte (pri), 
se refirió de manera explícita a las instituciones aludidas: “La mejor 
coordinación entre las instituciones federales, por decirlo más claro: 
las no rivalidades entre la Secretaría de la Defensa, Marina, Procura-
duría General de la República, Cisen, Policía Federal, y el replantea-
miento en el esquema de regionalización en materia de seguridad, nos 
ha mostrado un mayor avance en el combate a la impunidad” (Presi-
dencia de la República-epn, 2013b). De sus planteamientos se dedu-
cía una visión sobre la administración Calderón que se caracterizaría 
por falta de liderazgo para lograr la cohesión y cooperación en el ga-
binete de seguridad, por la imposición del gobierno central sobre las 
entidades federativas, por el uso político de los asuntos de seguridad, 
por privilegiar el uso de la fuerza. Algunas de esas apreciaciones te-
nían sustento; otras habría que matizarlas, pues por lo menos en sus 
discursos todos los gobernadores de distintos partidos donde hubo 
operativos en el sexenio de Calderón dijeron estar de acuerdo con su 
implementación e incluso haber solicitado la presencia de las fuerzas 
federales. También habría que incluir las resistencias políticamen-
te interesadas de algunos gobiernos locales para no cooperar con las 
fuerzas federales en asuntos de seguridad.

El presidente Peña se refirió también a la gendarmería nacional, la 
cual, dijo, sería una división de la Policía Federal, que estaría integra-
da por civiles con formación militar y policial y con capacidades para 
la investigación. Insistió en el fortalecimiento de la inteligencia, en su 
uso e intercambio entre corporaciones de seguridad federales y esta-
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tales, lo cual habría llevado a “la captura o detención de 62 de los 122 
presuntos delincuentes más buscados (…). En la mayoría de los casos, 
ello se ha logrado sin disparar un solo tiro” (Presidencia de la Repú-
blica-epn, 2013h). Afirmó que entre diciembre de 2012 y julio de 2013 
había una reducción de los homicidios vinculados con delitos fede-
rales, en comparación con el mismo periodo del año anterior: “se ha 
logrado aplicando la ley y priorizando la detención de los integrantes 
de los grupos criminales más violentos del país”. Y agregó otra frase 
para distinguir a su administración de la anterior: “La fuerza del Es-
tado no debe medirse solamente por su poder de fuego, sino por su 
capacidad para aplicar la ley con la menor violencia posible” (Presi-
dencia de la República-epn, 2013h). Si eso era cierto, entonces habría 
que deducir, y esa parecía ser la intención del discurso de Peña, que en 
la administración Calderón no se había respetado la ley, que la priori-
dad era mostrar que el Estado tenía mayor capacidad de fuego y elimi-
nar a los delincuentes con la mayor violencia posible, y que cuando se 
empezaron a observar descensos en el número de homicidios en esa 
misma administración (2011) fue porque el gobierno de Calderón em-
pezó a poner probablemente en práctica lo que Peña señalaba como la 
característica de su gestión y razón de las cifras a la baja. Y concluyó 
que a pesar de esos resultados positivos “el Gobierno de la República 
no caerá ni en triunfalismos y menos en autoelogios” (Presidencia de 
la República-epn, 2013h), o como dijo en otra ocasión: “Nunca hemos 
echado campanas al vuelo. Nunca hemos asumido actitudes triunfa-
listas” (Presidencia de la República-epn, 2013i). Sin embargo, sí lo ha-
cía de manera indirecta, porque constantemente señalaba puntos de 
comparación con su visión sobre la estrategia de seguridad en la ad-
ministración Calderón, sin nombrarla, y resaltando las acciones y los 
logros de su propio gobierno, aunque lo negara como recurso de pru-
dencia y falsa modestia. Era un lenguaje que pretendía ser más cuida-
doso y estudiado, elaborado para diferenciarse de la retórica belicista 
de Calderón, para tratar de seducir y convencer.

El tema de las diferencias partidistas en asuntos de seguridad, re-
currente en los gobiernos anteriores, a partir de la alternancia polí-
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tica, fue mencionado por Peña como algo que no podía ni debía ser 
motivo de divisiones. De la constatación de lo que existía y la expre-
sión de lo que era deseable pasó a dar por resuelto el problema en una 
frase: “Los Gobernadores, el Jefe de Gobierno del Distrito Federal y el 
Gobierno de la República formamos un mismo frente” (Presidencia de 
la República-epn, 2013j). Mencionó que, para diciembre de 2013, 71 
de los 122 considerados como “objetivos relevantes de la delincuencia 
organizada” estaban ya fuera de circulación. Sobre los homicidios do-
losos, dijo que había una reducción de 15% entre diciembre de 2012 y 
noviembre de 2013, comparado con el año anterior, así como una re-
ducción de 50% en el número de quejas ante la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos (cndh) “por presuntas violaciones de garan-
tías fundamentales”. Reconoció que las cifras de secuestros habían 
aumentado. En cuanto a la relación con Estados Unidos, dijo sin es-
pecificar: “se reformularon los convenios bilaterales, bajo el principio 
de responsabilidad compartida, a fin de salvaguardar los intereses na-
cionales, y garantizar el pleno respeto a nuestra soberanía” (Presiden-
cia de la República-epn, 2013j). Peña habló de la mejor coordinación 
de esfuerzos del ejército, la marina y la Policía Federal, las cuales, se-
ñaló, “comparten estrategias e información fundamental, para real-
mente dar golpes certeros contra la delincuencia y contra el crimen 
organizado” (Presidencia de la República-epn, 2013l).

Por su parte, el titular de Gobernación, Osorio, dio por hecho tam-
bién que en la administración Peña había ya un cambio cualitativo en 
asuntos de seguridad, que se habían resuelto las divisiones partidis-
tas, la descoordinación y la competencia desleal entre secretarías de 
Estado, las diferencias entre el gobierno federal y los gobiernos loca-
les: “Como nos instruyó hace un año el Presidente de la República, 
transformamos la estrategia de seguridad en una política de Estado. 
Una política que pone al ciudadano en el centro, que se sustenta en 
la coordinación y la corresponsabilidad entre poderes y órdenes de 
Gobierno, con el objetivo de atender la demanda social, de recons-
truir la paz y disminuir la violencia” (Presidencia de la República-epn, 
2013k). Osorio anunció que en 2014 se destinarían 7 921 millones de 
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pesos para seguridad a los estados, un presupuesto ya aprobado por 
la Cámara de Diputados. Osorio alabó al presidente Peña, lo presentó 
como una persona “sensible (…) a las voces que reclamaban atención 
y justicia” al desistirse de la controversia constitucional interpuesta 
por Calderón y ordenar la publicación de la Ley General de Víctimas, 
una ley con deficiencias, dijo, pero perfectible (Presidencia de la Re-
pública-epn, 2014a). Y el comisionado nacional de Seguridad, Mon-
dragón, afirmó que la Policía Federal había logrado cumplir 100% de 
las metas de evaluación en los exámenes de control de confianza, que 
la Plataforma México había dejado de ser “sólo un sistema concentra-
dor de datos” y que la gendarmería nacional comenzaría a operar en 
julio de 2014 con cinco mil elementos (Presidencia de la República-
epn, 2013l).

El 22 de agosto de 2014 fue publicado en el Diario Oficial de la Fede-
ración el Decreto por el que se Reforman y Adicionan Diversas Disposi-
ciones del Reglamento de la Ley de la Policía Federal, mediante el cual 
se creó la Gendarmería Nacional (gn) como una nueva división de la 
Policía Federal. El despliegue operativo de la gn se realizaría en tres si-
tuaciones: 1. “Ante la presencia de la delincuencia organizada o al alto 
índice delictivo, que amenacen la vida, la libertad, la integridad o el 
patrimonio de los ciudadanos”; 2. “Ante la amenaza contra las fuentes 
de ingresos de las personas, relacionadas con los ciclos productivos”; 
o 3. “Ante eventos en los que, por su trascendencia el Comisionado 
General determine que se requiera de la presencia de esta División 
para prevenir la comisión de delitos”, o sea a su discreción (Secreta-
ría de Gobernación, 2014). El presidente Peña informó que de las más 
de 130 mil personas que habían solicitado ingresar a la gn “sólo 5 mil 
aprobaron las entrevistas, evaluaciones, cursos de formación y prue-
bas de confianza” (Presidencia de la República-epn, 2014b). Destacó 
que para su creación se habían tomado en cuenta las recomendacio-
nes de académicos, organizaciones de la sociedad civil, jefes de policía 
y agencias de seguridad, particularmente de Francia y Colombia, pero 
también de Estados Unidos, Chile, Italia y España. En los cursos para 
la formación de los mandos de la gn colaboraban la Policía Federal, la 
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Gendarmería de Francia y la Policía Nacional de Colombia (Gobierno 
de los Estados Unidos Mexicanos-Presidencia de la República, 2014: 
78). Peña señaló la doble formación, policial y militar, la juventud y 
el nivel educativo de sus miembros, la capacidad de despliegue itine-
rante, y agradeció a las fuerzas armadas y a la Policía Federal la forma-
ción de los agentes. Agregó que la gn crecería según los resultados y 
las necesidades del país (Presidencia de la República-epn, 2014c). El 
presidente Peña se mostraba optimista por la reducción en las tasas 
de homicidios por cien mil habitantes proporcionadas por el Insti-
tuto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi): de 22 a 19 en el pri-
mer año de su administración. Confiaba en que la tendencia a la baja  
continuaría (Presidencia de la República-epn, 2014d).

En la 36 Sesión del Consejo Nacional de Seguridad Pública, el 
22 de agosto de 2014, el secretario de Gobernación, Osorio, insis-
tió en señalar las diferencias con el gobierno de Calderón en asun-
tos de seguridad. Según él, la administración Peña había puesto en 
práctica “una política de Estado integral y con visión de largo pla-
zo, basada en la inteligencia y no en la fuerza, centrada en la coor-
dinación y no en los esfuerzos aislados, en la prevención, y no sólo 
en la reacción”. Agregó que se partía de lo local a lo federal, que 
había colaboración y corresponsabilidad, que no estaban “admi-
nistrando el problema, sino combatiendo sus causas estructura-
les”. Habló del impulso al mando único policial y afirmó que 73% 
de los habitantes del país vivían en municipios donde ya existía 
este tipo de convenios de colaboración (Presidencia de la Repúbli-
ca-epn, 2014e). Respecto al último punto, María Morera, presiden-
ta de la organización Causa en Común, señaló que dada la debilidad,  
menor capacitación e ingresos de las policías municipales, era pre-
visible que su colaboración con el mando único fuera “una ficción” 
(Morera, 2014).

El presidente Peña y su equipo estaban construyendo un discurso 
en el que mostraban a la administración Calderón como carente de 
una visión más amplia y reducían sus acciones en asuntos de seguri-
dad a sólo una “estrategia”, mientras que ellos, que desde su perspecti-
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va y seguros de su autoimagen, sí sabían cómo hacer las cosas y tenían 
amplitud de miras, con lo que habían logrado dar el salto cualitati-
vo hacia una política de seguridad de Estado. Los acuerdos del Pacto 
por México, el mayor peso relativo del pri en el Congreso de la Unión 
(42% en la Cámara de Senadores y 43% en la de Diputados) y la mayo-
ría de gobiernos estatales y municipales gobernados por el pri (63% y 
51%, respectivamente), además del predominio de ese partido en los 
congresos locales (41% de todos los diputados locales y 12 congresos 
locales con mayoría absoluta) (Partido Revolucionario Institucional, 
2014), posiciones de poder real que nunca tuvieron los presidentes de 
la República surgidos del pan, les permitían a Peña y su equipo pen-
sar sus acciones más como política de Estado que como simple es-
trategia del gobierno federal. Durante la administración Calderón, el 
problema no fue precisamente la estrategia per se, pues por lo menos 
en el discurso tuvo el apoyo de la Conferencia Nacional de Goberna-
dores (Conago), de lo más fuerte del sector empresarial, de gobiernos 
extranjeros y de una buena parte de la opinión pública, según las en-
cuestas realizadas a lo largo de su gestión. Sin las posiciones de poder 
real del pri, con las resistencias o la falta de cooperación de poderes 
locales de partidos distintos a los del presidente, y la falta de coordi-
nación de las instituciones de seguridad del gobierno federal, las ac-
ciones del gobierno de Calderón tenían limitaciones concretas que  
impedían sobrepasar el nivel de estrategia del gobierno federal y con-
vertirse en política de seguridad de Estado. Para eso era necesario un 
pacto político y estar en posición de fuerza para negociar en mejores 
condiciones con los partidos la cooperación y coordinación en asun-
tos de seguridad. Calderón tenía una idea de lo que debía ser el Estado. 
Peña también. Sólo que las condiciones de posibilidad de Peña para 
lograr ese objetivo (las personas, las herramientas y los materiales dis-
ponibles) eran cuantitativa y cualitativamente distintas a las que tuvo 
Calderón. Además de contar con el balance de lo que no se hizo o no 
funcionó en la Presidencia de su predecesor. La política de seguridad 
de un Estado no es algo que se crea por el simple cambio de partido 
en la Presidencia, la voluntad, el carisma, la legitimidad, la sensibili-
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dad o la inteligencia de quien llegue a ocupar esa posición de poder, 
ni se establece por decreto o repetición discursiva. Es un proceso de 
construcción política, social y cultural, no un acto mágico, performa-
tivo, que crea la cosa al nombrarla, o pretende instituirla desde una 
posición de poder, como una revelación.

Desde los primeros días de gobierno, el discurso oficial de la ad-
ministración Peña redujo las referencias a la violencia y se concentró 
más en el pacto político, en varias reformas, como la educativa, la ener-
gética, la financiera y la de telecomunicaciones. La realidad violenta 
no se modificó de manera sustantiva, aunque no haya sido prioritaria 
en el discurso. Además, la pgr reservó información por 12 años sobre 
las organizaciones delictivas, su estructura y zonas de influencia, da-
tos que fueron proporcionados durante la administración Calderón 
por varias instituciones de seguridad. La pgr argumentó lo siguiente:

Por las circunstancias actuales que vive el país, así como la implementa-
ción de acciones para combatir a las organizaciones delictivas, dicho do-
cumento, al contener información respecto de personas, ubicaciones y 
datos de averiguaciones previas (…) representa un riesgo eminentemen-
te para la seguridad de las personas que en ellas se mencionan, ya que las 
diferentes organizaciones delictivas pueden obtener datos que pueden ser 
utilizados en su contra, poniendo en riesgo su integridad física, incluso 
su vida (Jiménez, 2013a).

La información proveniente de Estados Unidos, de su gobierno o los 
medios de gran influencia, las filtraciones calculadas a periodistas es-
cogidos en México, los mensajes de personajes y grupos que se iden-
tificaban como pertenecientes a tal o cual organización delictiva, a 
través de mantas, audios y videos, y los rumores en las redes sociales 
serían, entonces, las fuentes utilizadas para hablar del tema. En esas 
circunstancias, habría sido muy difícil que la gente tuviera confianza 
en los dichos de las autoridades mexicanas si se le ocultaba informa-
ción que no podría ser comparada con las versiones de otras fuentes 
ni con la de administraciones anteriores.
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Más allá del distanciamiento discursivo de la administración Peña 
respecto a la de Calderón, y de la concentración de atribuciones en ma-
teria de seguridad en la Secretaría de Gobernación, las fuerzas arma-
das siguieron teniendo, como en el sexenio anterior, un papel central 
en el combate a las organizaciones delictivas, y el balance al final del 
sexenio no fue mejor que en la administración Calderón. Incluso fue 
peor en algunos rubros, como la tasa de homicidios por cien mil ha-
bitantes (23.5 en 2011, 26 en 2017 y 29 en 2018) (Inegi, 2019: vii y 1; 
El Universal, 2019) y el fortalecimiento y proliferación de organizacio-
nes delictivas, a pesar de las detenciones publicitadas como “objetivos 
prioritarios”, versión mexicana de la kingpin strategy, instituida por la 
dea en 1992 y pensada originalmente para combatir a los líderes co-
lombianos de las organizaciones delictivas de Cali y Medellín (Drug 
Enforcement Administration, s.f.: 68-69).

En los siguientes capítulos se mostrarán algunos ejemplos de lo 
que estaba ocurriendo en distintas partes del país, particularmente 
en Sinaloa, Michoacán y Guerrero, sedes de los liderazgos de las or-
ganizaciones delictivas que generaron situaciones de extrema violen-
cia. Lo vivido en esas entidades fue muy distinto a lo idealizado en el 
discurso sobre seguridad del gobierno de Peña. No fueron, evidente-
mente, los únicos casos en el país, pero en este texto nos limitaremos 
al análisis de estos tres.
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Las clasificaciones de la Procuraduría General 
de la República

El 16 de enero de 2013, la Procuraduría General de la República (pgr), 
a través de la Subprocuraduría de Asuntos Jurídicos y de Asuntos In-
ternacionales y la Dirección General de Asuntos Jurídicos, respon-
dió negativamente, “por ser reservada y confidencial”, a la solicitud 
de información 0001700001913 hecha por la revista Contralínea, que  
estaba interesada en conocer “el nombre de los cárteles y/o grupos de  
la delincuencia organizada que operan en México, así como sus ‘zonas 
de influencia y/o áreas de operación’, y que según el procurador Jesús 
Murillo Karam son entre 60 y 80”. La petición había sido turnada por 
la pgr al Centro Nacional de Planeación, Análisis e Información para 
el Combate a la Delincuencia (Cenapi), que argumentó que su informa-
ción se consideraba “reservada, por razones de seguridad, a fin de evi-
tar que se pongan en riesgo las investigaciones”. Su divulgación, decía, 
podría causar “un daño… presente… probable… y específico”. Agregó  
que la reserva de dicha información era de 12 años (Procuraduría Ge-
neral de la República, 2013).

La revista interpuso un recurso de revisión (rda 0538/13) y la pgr 
respondió el 27 de marzo de 2013 con la información proporcionada 
por el Cenapi, el cual señaló “que podría ser de interés y/o utilidad al pe-
ticionario” (Procuraduría General de la República, 2013a). La informa-
ción fue publicada por la revista en cuadros con cuatro columnas donde 
se anotan los siguientes datos: organización, número, célula y esta-
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do. En esos cuadros no se define lo que la pgr entiende por “organiza- 
ción” y “célula”; por ejemplo, características, número de miembros, 
actividades, diferencias que habría entre una y otra. Aparecen ocho 
organizaciones y ochenta “células”: “Zetas” (3), “Pacífico” (12, entre 
otras “Jalisco Nueva Generación”), Arellano (14), la “Familia” (5), “Ca-
balleros Templarios” (2), “Juárez” (3), “Barbie” (23) y Beltrán (19).

La misma dependencia federal, a solicitud del mismo tipo de infor-
mación, respondió en septiembre de 2014 y mostró otro cuadro donde 
registró nueve organizaciones y 43 “células”, con los estados donde te-
nían presencia: “Pacífico” (8), Arellano (3), “Familia Michoacana” (2), 
Carrillo (2), Beltrán (7), “Zetas” (9), “Golfo” (12), “Caballeros Templa-
rios” (0) y “Jalisco Nueva Generación” (0) (Procuraduría General de la 
República, 2014). A solicitud de información por parte del autor de este 
texto en mayo de 2018, sobre la cantidad de grupos clasificados por  
la pgr como “delincuencia organizada” del 1 de enero de 2006 al 31 
de marzo de 2018, según lo establecido en el artículo 2º de la Ley Fe-
deral contra la Delincuencia Organizada (Congreso de la Unión, 2021 
[1996]), la institución respondió que la “única información” con la que 
contaba estaba actualizada sólo hasta el 30 de junio de 2015. Presentó 
un cuadro con nueve “organizaciones” y 36 “células”: “Pacífico” (10), 
Arellano (3), “Familia Michoacana” (2), Carrillo (2), Beltrán (7), “Zetas” 
(3), “Golfo” (7), “Caballeros Templarios” (2) y “Jalisco Nueva Genera-
ción” (0) (Procuraduría General de la República, 2018).

El artículo 2º de la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada 
señala las características necesarias para designar a un grupo deter-
minado con la categoría de delincuencia organizada: “Cuando tres o 
más personas se organicen de hecho para realizar, en forma perma-
nente o reiterada, conductas que por sí o unidas a otras, tienen como 
fin o resultado cometer alguno o algunos de los delitos siguientes(…)” 
(Congreso de la Unión, 2021). Incluye delitos contra la salud, acopio 
y tráfico de armas, tráfico de indocumentados, etc. La información 
proporcionada por la pgr anotada en párrafos anteriores no preci-
sa cuál es el límite mínimo para que un determinado grupo de delin-
cuentes sea considerado como “organización”. Y esta palabra, según 



111

Sinaloa

la definición de la Real Academia Española, tampoco señala un nú-
mero: “Asociación de personas regulada por un conjunto de normas 
en función de determinados fines” (Real Academia Española, 2020b). 
En esta lógica, y en función de lo que establece la Ley Federal contra 
la Delincuencia Organizada como número mínimo para caracteri-
zar a un grupo como delincuencia organizada, las llamadas “células” 
(Real Academia Española: “Grupo reducido de personas que funcio-
na de modo independiente dentro de una organización política, re-
ligiosa, etc.”) estarían conformadas por menos de tres miembros, de 
otra manera no serían tales, sino “organizaciones”. El límite mínimo 
de tres personas señalado por la Ley Federal contra la Delincuencia 
Organizada implica que puede haber innumerables grupos suscepti-
bles de ser catalogados como “delincuencia organizada” y una canti-
dad todavía más grande de “células”. Pero las listas y los cuadros de la 
pgr incluyen seguramente otros elementos no explícitos para la cla-
sificación de los diferentes grupos delictivos y sus jerarquías, y esa es 
justamente la información que deberían proporcionar, para no dar la 
impresión (fundada) de presentar invenciones o clasificaciones capri-
chosas sin mayor sustento metodológico.

En función de la información pública disponible, no es posible pen-
sar, por ejemplo, que la organización Beltrán estuvo compuesta sólo 
por tres individuos, pero tampoco que “Jalisco Nueva Generación” 
haya pasado de menos de tres en 2013 a por lo menos tres en 2014, lo 
cual habría provocado su mutación de “célula” a “organización”.

Guzmán-Zambada

El 11 de abril de 2012, el Tribunal del Distrito Occidental de Texas, Divi-
sión El Paso, presentó una acusación contra Joaquín Guzmán, Ismael 
Zambada y 22 personas más por 14 delitos (United States District Court 
for the Western District of Texas, El Paso Division, 2012), basada en la 
llamada Ley rico (Racketeer Influenced and Corrupt Organizations 
Act en inglés; Ley de Chantaje Civil, Influencia y Organizaciones Co-
rruptas en español), del 18 u.s. Code (Código de los Estados Unidos), 
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y otros delitos considerados en el 21 u.s. Code y el Código Penal de 
Texas, cometidos en el periodo del 1 de enero de 2000 al 11 de abril de 
2012, entre los cuales se encuentran: conspiración para poseer e im-
portar “sustancias controladas” (cocaína y marihuana), “lavar instru-
mentos monetarios”, “poseer armas de fuego para fomentar el delito 
de tráfico de drogas”, delitos violentos, asesinato y secuestro, y cons-
piración para cometer asesinatos en un país extranjero. El tribunal 
caracterizó a la organización delictiva como "Empresa 'Cártel de Si-
naloa'” , y señaló que estaba “co-liderada” por Guzmán y Zambada. 
Para el Código de los Estados Unidos, en sus definiciones, la categoría 
empresa “incluye a cualquier individuo, sociedad, corporación, aso-
ciación u otra entidad legal, y cualquier unión o grupo de individuos 
asociados de hecho, aunque no sea una entidad legal”. A la organiza-
ción delictiva transnacional, con liderazgo bicéfalo, Guzmán-Zamba-
da (odtgz, en adelante gz), la nombra con la etiqueta “cártel”, pero 
no la juzga con base en las leyes vigentes antimonopolio de Estados 
Unidos (Sherman Antitrust Act, 1890; Federal Trade Commission Act, 
1914; Clayton Antitrust Act, 1914), por estar pensadas para negocios 
legales. Ninguna de esas leyes incluye la palabra “cártel”, sólo trust 
(fideicomiso) y monopoly (monopolio). La Ley rico tampoco incluye 
la palabra “cártel”, pero sí enterprise (empresa) y racketeering activity, 
que comprende una larga lista de delitos, entre los cuales está cual-
quier acto o amenaza que implique negociar con una sustancia con-
trolada (dealing in a controlled substance), asesinato, secuestro, robo, 
extorsión, soborno, incendio provocado, etcétera.

En la acusación se menciona la “estructura” de la “empresa”. Iden-
tifica su sede en la ciudad de Culiacán, Sinaloa. Dice que opera en Chi-
huahua, el Distrito Occidental de Texas y otros estados de México y 
Estados Unidos. Para sus actividades de tráfico de drogas y lavado de 
dinero tiene “lugartenientes regionales”. Para las actividades violen-
tas y conseguir información sobre organizaciones rivales emplea a 
grupos como los denominados “Gente Nueva” (gn), los “Artistas Ase-
sinos” (aa) y los “Mexicles” (Mxc). La organización competidora es la 
llamada “Juárez”, liderada por otro sinaloense, Vicente Carrillo (vc), 
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que se apoya en los grupos armados conocidos como “la Línea” (ll)  
y “Barrio Azteca” (ba). Realizan los asesinatos con violencia extre-
ma y muestran a las víctimas en lugares públicos; mutiladas, des-
membradas, y colocan mantas con amenazas. El dinero obtenido por 
el tráfico de marihuana y cocaína regresa a la organización gz a tra-
vés de varios métodos de lavado de dinero, el cual emplea para pagar 
a su gente, reinvertir en drogas, comprar propiedades, armas, muni-
ciones, vehículos, etc. Parte del dinero que recibe la organización gz 
se destina al apoyo en armas y efectivo para gn en la lucha contra vc.

En la trayectoria delictiva de uno de los acusados, José Torres, se 
destaca que fue un traficante independiente en Villa Ahumada, Chi-
huahua, principalmente de marihuana, antes de 2007-2008, y le pa-
gaba un “impuesto” a Sergio Garduño, gente de Zambada, para pasar 
la droga por el corredor de Juárez hacia Estados Unidos. Torres y otros 
formaron el grupo gn y se acercaron a gz, dice el documento, para que 
los apoyaran contra vc. Hacia finales de 2007 o principios de 2008, 
y bajo la dirección de Guzmán, Torres fue designado responsable re-
gional del área de Juárez, donde supervisó a grupos de asesinos para 
pelear contra ll y ba, en nombre de la organización gz. A finales de 
2008 le encargaron todas las actividades de tráfico de marihuana y 
cocaína a través del corredor de Juárez. También compraba armas en 
Estados Unidos para sostener la batalla entre las organizaciones gz y 
vc. Torres fue extraditado a Estados Unidos en 2019 (u.s. Department 
of Justice, 2019).

Otro de los acusados, Sergio Garduño, fue comandante de la es-
tación de la policía del estado de Chihuahua. Antes de la lucha entre 
gz y vc, Garduño era el encargado de pagarle a vc el “impuesto” que 
le cobraba a gz por pasar la droga por Juárez. Garduño era el “lugar-
teniente” más importante de Zambada en Juárez, encargado de su-
pervisar a las fuerzas de seguridad y las bodegas donde se guardaba 
la cocaína antes de cruzarla a Estados Unidos. Mario López, ex poli-
cía estatal de Chihuahua, distribuía cocaína bajo las órdenes de Gar-
duño. La acusación señala que debido a sus métodos especiales para 
empaquetar cocaína, las organizaciones gz y vc le permitían ha-
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cerlo para ambas antes de introducirla a Estados Unidos. López fue 
sentenciado por un juez federal en El Paso a 27 años de prisión (u.s. 
Department of Justice, 2018). Arturo Shows, quien trabajaba tam-
bién para Garduño y participaba en la carga y descarga de cocaína, 
ingresos por drogas y armamento en las bodegas de Garduño, fue ex-
traditado a Estados Unidos en junio de 2018 (u.s. Department of Jus-
tice, 2018a). Gabino Salas, otro de los acusados, identificado como 
“importante lugarteniente” de Guzmán en Chihuahua, murió en un 
enfrentamiento con policías federales en agosto de 2013 en el muni-
cipio de Práxedis G. Guerrero, Chihuahua (Notimex, 2013a). Mario 
Núñez, ex policía municipal de Delicias, Chihuahua, o de la policía 
municipal de Ciudad Juárez, según otras fuentes, incluido en la mis-
ma lista de los 24 acusados, y considerado otro “importante lugar-
teniente” de Guzmán en Durango y Chihuahua, fue detenido por la 
Policía Estatal Única en Ciudad Juárez en agosto de 2013 (sinembar-
go.mx, 2013). La acusación del gobierno estadounidense señaló que 
había sido designado por Guzmán para la seguridad en Juárez, en 
los estados de Chihuahua y Durango, y en la ciudad de Culiacán. Y 
que se había separado de la organización gz en marzo de 2011 para 
formar su propia organización delictiva. Según el gobierno fede-
ral mexicano, era el presunto responsable del homicidio de más de 
trescientas personas, cuyos cuerpos fueron encontrados en 23 fosas 
clandestinas en Durango (Mosso, 2013; bbc News, 2013). José Núñez, 
hermano de Mario, fue detenido en Ciudad Juárez en octubre de  
2013 (Notimex, 2013b).

El dúo Guzmán-Zambada, originario de Sinaloa, encabezaba en ese  
momento una organización delictiva transnacional (odt) que en tér-
minos estrictamente económicos y jurídicos no justificaba la etiqueta 
de “cártel”. Lo que caracterizaba y caracteriza al campo de la delin-
cuencia organizada local y transnacional es la competencia feroz y 
continua, no una mítica “cartelización”. Las autoridades y los medios 
siguen empleando la palabra sin explicar ni demostrar las razones 
para hacerlo, por inercia e imitación, también por desconocimiento 
y desinterés por saber de qué hablan, como si la repetición obsesiva 
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tuviera un poder explicativo, revelador por sí mismo. Para las propias 
organizaciones delictivas, su uso, para autodenominarse, es una es-
pecie de fetiche que les otorga poderes extraordinarios, mágicos (eso 
imaginan), entre los suyos y frente a los demás. Igual se autoasigna 
la etiqueta una pandilla de barrio de traficantes al menudeo que una 
organización delictiva transnacional. Es otra de las facetas del proce-
so de creación de identidad, y de la búsqueda y muestra de distinción.

En los primeros días de la administración Peña (2012-2018), la dea 
(Drug Enforcement Administration) anunció el resultado de una in-
vestigación de dos años, de mayo de 2010 al 6 de diciembre de 2012, 
llamada Project Below the Beltway, que tenía como objetivo a las or-
ganizaciones delictivas mexicanas que la agencia denominaba como 
“cárteles” de “Sinaloa” y “Juárez”, y a las pandillas callejeras violentas 
asociadas a ellas en Estados Unidos (Drug Enforcement Administra-
tion, 2012). Ambas organizaciones mexicanas eran dirigidas por per-
sonas originarias de Sinaloa. La primera por el dúo Joaquín Guzmán 
e Ismael Zambada (gz) y la segunda por Vicente Carrillo (vc). Fue una 
investigación realizada en 79 ciudades de Estados Unidos, y otras de 
México, América Central, América del Sur, Europa, y de otras partes. 
Hubo miles de detenciones y la incautación de grandes cantidades de 
cocaína, metanfetaminas, heroína, marihuana; 148 millones de dó-
lares en efectivo y 38 más en otros bienes. En 2009, la revista Forbes 
contribuyó a la mitificación de Joaquín Guzmán al incluirlo en su lis-
ta de multimillonarios, entre los cuales había nueve mexicanos, enca-
bezados por Carlos Slim (Forbes, 2009 y 2009a). Le otorgó a Guzmán 
el sitio 701, con mil millones de dólares, al igual que a los empresa-
rios Emilio Azcárraga Jean (Televisa) y Alfredo Harp Helú y familia. 
En el caso de los empresarios legales, la revista señaló en una nota: 
“el patrimonio neto se calculó utilizando los precios de las acciones 
y los tipos de cambio”. En el caso de Guzmán, la cifra era simplemen-
te una invención periodística sin justificación metodológica. El éxito 
mediático de la nota y clasificación performativa fue inmediato y se 
sigue citando por periodistas, políticos, policías, e incluso académi-
cos, sin distanciamiento crítico, como si hubiera sido producto de un 
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análisis riguroso y bien fundado. La revista repitió su inclusión duran-
te varios años sin modificar el monto de la fortuna atribuida, como si 
el tiempo se hubiera detenido o el personaje nunca hubiera gastado 
ni un centavo. Una razón más para no tomar en serio esa estimación 
fantasiosa (Corcoran, 2013).

Como en todo cambio de gobierno, había expectativas y pronós-
ticos de analistas sobre lo que haría, debía hacer o dejar de hacer el 
nuevo presidente en asuntos de seguridad, particularmente sobre la 
delincuencia organizada. Sylvia Longmire, ex militar y “ex agente de 
investigaciones especiales de la Fuerza Aérea de Estados Unidos”, al 
observar la dinámica de las organizaciones delictivas en México, afir-
mó: 

Si el Chapo queda fuera de la foto, se pierde el hombre más racional en el 
negocio de las drogas, como ocurrió en su momento con Félix Gallardo 
(…) está alejado de la violencia irracional de los Zetas (…). Es cierto que 
también comete asesinatos, corrompe e infiltra las instituciones para 
mantenerse en el negocio, pero se conduce de una manera más civiliza-
da [sic]. Los Zetas no tienen ese enfoque (…). Es irónico, pero el gobierno 
mexicano en el corto plazo tiene muy pocas opciones para reducir la vio-
lencia y una de ellas es que el Chapo siga como un hombre libre (Carras-
co Araizaga, 2012).

Su opinión sobre Ismael Zambada era similar a la que tenía sobre Guz-
mán. Lo “racional” y “civilizado” era en comparación con las prácticas 
de los “Zetas”. Parecía pensar que un escenario con hegemonía de la 
organización gz era menos peor que el triunfo de estos últimos. Se-
gún la opinión de la analista, si Peña pretendía cambiar la estrategia 
seguida por el ex presidente Calderón iba a entrar en conflicto con Es-
tados Unidos, y tendría que definir el papel de los militares.

Una muestra de la presunta racionalidad y civilidad de la orga-
nización gz en sus enfrentamientos con los “Zetas” tuvo como esce-
nario la ciudad de Torreón, Coahuila, donde se disputaban a balazos 
el predominio en la ciudad y en la región conocida como La Laguna. 
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Los muertos y heridos se contaban por decenas. Los “Zetas” habrían 
llegado a Torreón en 2007 y entre sus negocios estaba la extorsión a 
bares y estaciones de gasolina. Uno de los empresarios gasolineros, 
Manuel Muñoz, fue señalado en mantas de vender gasolina robada 
por los “Zetas” y lavar dinero (Proceso, 2013). Según la pgr, presos de 
la cárcel de Gómez Palacio, pertenecientes a la organización gz, sa-
lían por las noches con armas proporcionadas por los custodios y ata-
caban negocios y gente de los “Zetas” y luego regresaban a sus celdas. 
Esas acciones habrían comenzado en 2010. También hubo ataques de 
la organización gz contra policías municipales y federales a quienes 
acusaban en mantas de proteger a Fernando o Jesús Galaviz, presun-
to líder de los “Zetas” en Torreón.

Escisión y consecuencias

En Sinaloa, otra organización delictiva enfrentada con la gz era la lide-
rada por Isidro Meza. Quedó al mando luego de la captura de Alfredo 
Beltrán en 2008, de quien era la persona de mayor confianza. Fue el 
inicio de la escisión de la coalición delictiva sinaloense que incluía a 
Guzmán, Zambada y los hermanos Beltrán. Operaba en varios muni-
cipios del norte de Sinaloa. La ofac (Office of Foreign Assets Control 
del u.s. Department of the Treasury), con base en la Kingpin Act, de-
signó a la organización de Meza en 2013 e incluyó a su esposa, sus pa-
dres, su hermana y sus tíos en la lista (u.s. Department of the Treasury, 
2013). La ofac señaló que Meza era responsable del envío de grandes 
cantidades de metanfetaminas, cocaína, heroína y marihuana a Es-
tados Unidos desde el año 2000. Caracterizó a su organización como 
una de las “principales rivales” de la liderada por Guzmán y Zambada, 
y sus enfrentamientos como “una guerra territorial extremadamen-
te violenta”, cuyo resultado había sido el incremento de homicidios, 
secuestros e incendios de propiedades en Sinaloa (u.s. Department 
of the Treasury, 2013a). Quien encabezaba los enfrentamientos con-
tra Meza de parte de la organización gz era Iván Gastélum. La ofac 
incluyó también a tres empresas de Meza con sede en Guasave: Auto-
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transportes Terrestres, Auto Servicio Jatziry y Constructora Jatziry de 
Guasave (Ríodoce, 2013). Dos hijas de Meza eran estudiantes del Cole-
gio Alfonsino, en el exclusivo municipio de San Pedro Garza García, 
en Nuevo León, considerado el más “rico”, o el más caro para vivir de 
todo México (Reforma, 2013).

Pocos días antes de la toma de posesión del presidente Enrique 
Peña, en el municipio de Mocorito, Sinaloa, hubo enfrentamientos 
entre civiles armados y militares. La pgr informó que una persona 
identificada como “Orzo Iván ‘N’” formaba parte de ese grupo, pero no 
se encontró entre los fallecidos. Uno de los cuerpos fue identificado 
como el de María Flores, al lado de un fusil ak-47 que, según la pgr, 
con base en las pruebas de radizonato de sodio, ella había disparado. 
Flores había ganado el concurso de belleza Mujer Sinaloa 2012 (Proce-
so, 2012). El grupo armado fue perseguido por tierra y aire. Una de las 
camionetas estaba equipada con un fusil Barret 50 (Cabrera Martínez, 
2012). Varios lograron huir. En una casa de seguridad fueron encon-
trados armas, cartuchos, granadas, chalecos tácticos, radios de comu-
nicación y camionetas. Otras versiones periodísticas identificaron al 
personaje que lideraba el grupo armado como “Orso Iván Gastélum”, 
presuntamente “jefe de sicarios” de la organización delictiva llama-
da “Sinaloa” por las autoridades, encabezada según información del 
gobierno federal y del de Estados Unidos por Joaquín Guzmán e Is-
mael Zambada. Habitantes del poblado donde falleció Flores dijeron 
que ésta les había gritado a los militares que se rendía. No la oyeron, 
o no le hicieron caso, y dispararon a matar. En la ciudad de Guamú-
chil fueron colocadas decenas de mantas un mes después de su muer-
te firmadas por el Cholo Iván, apodo de Gastélum (Soto y Vega, 2012). 
En ellas se decía que los militares la habían matado sólo por tener la 
orden de eliminarlo y que la chica nunca había portado ni disparado 
un arma. Era su novia (Gómez Licón y ap, 2013).

En Estados Unidos, el senador republicano Charles Grassley so-
licitó información al Departamento de Justicia (dj) sobre unos do-
cumentos recibidos. Había señalamientos sobre un fusil ak-47 
utilizado en Mocorito por el grupo armado, relacionado con el opera-



119

Sinaloa

tivo “controlado” de tráfico de armas (más de dos mil) hacia México  
de la Bureau of Alcohol, Tobacco, Firearms and Explosives (atf), co-
nocido como “Rápido y Furioso” (rf). El arma era una de las setecien-
tas que había comprado Uriel Patiño bajo la vigilancia de la atf. Había 
adquirido el fusil el 16 de marzo de 2010 en una feria de armas (Gómo-
ra, 2012). Eso no era todo. Una pistola fn Herstal 57, conocida como 
“matapolicías”, usada en un intento de homicidio, también fue encon-
trada en la misma zona del tiroteo el mismo fin de semana. El arma 
había sido comprada originalmente el 7 de enero de 2010 por George 
T. Gillett Jr., quien fuera agente especial asistente encargado de la ofi-
cina de la atf en Phoenix y supervisor del operativo “Rápido y Furio-
so” de octubre de 2009 hasta abril de 2010. Para comprar esa pistola, 
el agente había dado la dirección de un centro comercial en Phoenix 
como su lugar de residencia. El agente había mentido en el formato 
de registro de armas de fuego y eso era un delito, dijo el senador (So-
lís, 2012). El reporte del dj sobre el operativo rf, citado por el sena-
dor, había determinado que la “supervisión y juicio” del agente Gillett 
en el operativo había sido “gravemente deficiente”. La carta del sena-
dor fue dirigida a Michel E. Horowitz, inspector general del Depar-
tamento de Justicia, con copia al titular de esa institución, al del fbi  
y al de la atf, al senador Patrick Leahy, presidente del Comité de Justi-
cia del Senado, y a Darrell E. Issa, presidente del Comité sobre Super-
visión y Reforma Gubernamental de la Cámara de Representantes. El 
senador Grassley solicitó iniciar una investigación sobre lo anterior y 
señaló: “Debe haber una explicación exhaustiva, independiente y pú-
blica de estas circunstancias lo más rápido posible” (Grassley, 2012).

Como en otros estados del país, los crímenes atroces atribuidos a 
diversos grupos delictivos, o a individuos desconocidos, tenían lugar 
en diversas partes de la geografía sinaloense. En el centro de Culiacán 
fue asesinado a balazos el hermano del diputado federal Óscar Lara 
(pri). Este último fue secretario de Administración y Finanzas en los 
gobiernos priistas de Juan Millán (1999-2004) y Jesús Aguilar (2005-
2010). En el poblado la Sierrita de los Germán, municipio de Sina-
loa de Leyva, fueron encontrados seis cuerpos decapitados (Proceso,  
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2012a). Cerca de Culiacán fue localizado el cadáver semidesnudo, 
torturado y con el rostro desfigurado por balas de ar-15, del mayor 
retirado del ejército Alfredo Mejía. Había sido director de la policía 
estatal preventiva, puesto al que renunció en febrero de 2012. Desde 
los años noventa, el militar había ocupado varios cargos en las ins-
tituciones policiales de Sinaloa (Ríodoce, 2012). Una de las hipótesis 
de fuentes policiales le atribuía el secuestro y muerte de Mejía a Iván 
Gastélum, con quien habría tenido algún desacuerdo por sospechas 
de haber denunciado sus casas de seguridad en Mocorito, donde se 
dieron los enfrentamientos con los militares. En 2008, cuando fue de-
tenido Alfredo Beltrán en Culiacán, fue encontrada una lista donde 
aparecía el nombre de Mejía con una cierta cantidad asignada. En la  
comunidad Platanar de los Ontiveros, municipio de Concordia, el 24 
de diciembre un grupo armado asesinó a nueve personas; una de ellas, 
estudiante que había ido a visitar a su familia, fue decapitada (Cabrera 
Martínez, 2012a). Gente del lugar atribuyó los homicidios a los “z”. El 
procurador de Sinaloa, Marco Higuera, señaló que en esa zona había 
disputas por asuntos de drogas entre la organización Beltrán (b), en 
alianza con los “Zetas” (z), contra la organización delictiva “Pacífico” 
(Guzmán-Zambada) (Noroeste, 2012; Osuna, 2012).

En mayo de 2013, dos helicópteros sobrevolaron el centro de Cu-
liacán y Guasave y lanzaron papeletas con un texto que acusaba a 
Iván Gastélum de “homicida, femicida, ladrón, secuestrador, extor-
sionador, sicario, violador, narcomenudista”; incluía teléfonos y co-
rreos electrónicos para recibir datos sobre él y denunciarlo (Ríodoce, 
2013a). Días antes, en el poblado La Vainilla, municipio de Mocorito, 
hubo un enfrentamiento entre militares y civiles armados. Tres mi-
litares fueron heridos. Luego, en Bacamacari, comunidad del mismo 
municipio, hubo otro en el que un capitán del ejército falleció (Ríodo-
ce, 2013b). Según “fuentes extraoficiales”, Gastélum habría partici-
pado en los dos enfrentamientos. Entrevistado al respecto, el general 
Moisés Melo, a cargo de la Tercera Región Militar de la Secretaría de 
la Defensa Nacional (Sedena), negó que los helicópteros fuesen de los 
militares y dijo que estaban investigando (Ortega, 2013). El periodista 
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Javier Valdez sintetizó la vivencia que le había comentado uno de los 
pobladores, de 79 años, sobre la balacera en La Vainilla: “Es digno re-
presentante de su comunidad: igual de tembeleque y frágil, borrosa, 
apagada, por tanta violencia” (Valdez Cárdenas, 2013).

Los homicidas en varias partes del país reproducían la puesta en 
escena de su sevicia. Dos cuerpos decapitados fueron colgados de un 
puente en la autopista Tepic-Villa Unión. Se trataba de un mecánico y 
un abogado del juzgado mixto del municipio de Escuinapa, en el sur 
de Sinaloa. Las cabezas fueron colocadas frente a un kínder del pue-
blo cercano al lugar donde fueron exhibidas las víctimas (Reforma, 
2013a). También en el sur, pero en el municipio de Concordia, Isidro 
Ramírez, juez mixto del fuero común, su esposa y sus dos hijas, desa-
parecidos desde marzo de 2013, fueron encontrados sin vida en junio 
del mismo año (Cabrera Martínez, 2013). En esos meses se dio a co-
nocer en un portal de noticias una información que no generaba con-
fianza entre la gente acerca del director de la policía ministerial del 
estado (pm), Jesús Aguilar: había reprobado en 2011 los exámenes de 
control de confianza aplicados por la pgr, y a pesar de eso el goberna-
dor Mario López le había dado el cargo. Criticado por esa decisión, el 
gobernador dijo: “Con blancas palomas no se combate la delincuen-
cia” (Durán, 2013). Era su versión del dicho: “para que la cuña apriete, 
debe ser del mismo palo”. También afirmó que los exámenes de con-
trol no eran confiables. En una visita a Culiacán, el titular de la pgr, 
Murillo, declaró: “comparto con el gobernador la idea, necesitamos 
modificar nuestros sistemas de control de confianza para llevarlos a 
donde los necesitamos” (Durán, 2013a). Los exámenes no eran perfec-
tos, pero eran los que existían y por ley debían respetarse y acatarse 
los resultados. Las declaraciones del gobernador y el titular de la pgr 
avalaban, en la práctica, la violación del artículo 39, apartado B, frac-
ción viii de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Públi-
ca, que señalaba claramente, como atribución del gobierno federal, el 
Distrito Federal, los estados y los municipios: “Abstenerse de contra-
tar y emplear en las Instituciones Policiales a personas que no cuen-
tan con el registro y certificado emitido por el centro de evaluación y 
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control de confianza respectivo” (Congreso de la Unión, 2010). Cuan-
do fue asesinado Rodolfo Carrillo en 2004, Aguilar ocupaba el mismo 
puesto y fue acusado de delincuencia organizada por la pgr. Luego 
fue absuelto en 2009. Óscar González, quien fuera procurador de jus-
ticia de Sinaloa en el gobierno de Juan Millán, recordó que en varias 
ocasiones le había sugerido al gobernador cambiar al titular de la pm, 
es decir, Aguilar, y no había habido respuesta. El cambio sucedió des-
pués de la muerte de Carrillo. Sobre las revelaciones del resultado de 
los exámenes de confianza, el ex procurador escribió: ¿cómo decirles 
a los agentes de la Policía Ministerial que no aprueban sus evaluacio-
nes que ellos sí serán retirados de la corporación, pero no así su jefe? 
(González Mendívil, 2013). Al parecer, Aguilar, según sus defensores 
en distintos gobiernos, era indispensable; tenía atributos apreciados 
por ellos, y en su caso se podía obviar la ley vigente. Ellos le tenían 
confianza; en la sociedad sinaloense, muchos otros, no.

En el norte de Sinaloa había enfrentamientos entre gente de la orga-
nización b y la de gz. Un grupo de la primera que se hacía llamar la “Mo-
chomera” se atribuyó el homicidio de varias personas por pertenecer 
presuntamente a la organización gz. Desde avionetas fueron lanzados 
volantes en los que se acusaba a Jesús Carrasco, director de la policía 
municipal de Ahome —cercano a Aguilar—, de estar bajo las órdenes 
de Joaquín Guzmán, de ser amigo de Iván Gastélum, de estar a cargo de  
desapariciones forzadas y de distribuir drogas. En otro se referían a 
Mario López como “el gobernador de la corrupción”. El procurador 
de justicia de Sinaloa, Marco Higuera, negó que el gobierno del esta-
do estuviera favoreciendo a un grupo delictivo. Fueron desplegados 
más policías y se establecieron retenes militares en los límites de los 
municipios de Ahome y Guasave. Los delincuentes continuaron con  
sus acciones (Nájera, 2013).

A principios de junio de 2013 fue aparentemente secuestrado 
Frank Armenta en Guasave. Era parte del grupo de seguridad y logís-
tica del gobernador. A finales del mismo mes, el agente de la policía 
estatal preventiva apareció en un video (Ríodoce Mx, 2013) y afirmó 
haber sido testigo presencial de una reunión sostenida por el goberna-
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dor, a principios de su administración, con Joaquín Guzmán e Ismael 
Zambada en el pueblo de Quilá. El objetivo, dijo, era formar un grupo 
para la seguridad del “crimen organizado”, y para tener el “control ab-
soluto” nombraron a la cabeza de la pm a Jesús Aguilar, quien a su vez 
nombró a Jesús Carrasco como director de la policía municipal de Aho-
me: “para limpiar aquella zona”, “un malandrinazo de primera”, agre-
gó (Proceso, 2013a). Lo acusó de secuestrar, matar, robar, quemar casas 
y tener a su propio grupo de traficantes al menudeo, apoyado por Ge-
rardo Amarillas, coordinador de la pm del grupo élite, el cual, señaló, 
recibía órdenes “directas” de Aguilar y de la organización gz. Expresó 
que lo que hacía era para que el gobierno federal supiera lo que esta-
ba pasando en Sinaloa y tomara “cartas en el asunto”. Presentó varios 
audios en los cuales se escuchan conversaciones presuntamente del 
gobernador con el procurador, con un general del ejército, con Agui-
lar; de Carrasco con un traficante al menudeo; de Héctor Ochoa, jefe 
de la policía municipal de Culiacán, con un tal Monky Ántrax, “mano 
derecha del Chino Ántrax”. En el video aparece un texto donde acusa 
al gobernador de apoyar a Guzmán, golpear con el grupo de élite a los 
adversarios de éste, y de aprovechar el apoyo del ejército. A Carrasco 
lo menciona como “comandante del crimen organizado con charola 
de gobierno”. Armenta señaló que responsabilizaba al gobernador de 
lo que le pudiera pasar a él y a su familia por el contenido del video. 
El gobernador declaró que Armenta había sido “sometido y obliga-
do a actuar de manera lastimosa y bajo mecanismos de tortura”. Hizo 
un llamado para no dejarse confundir y engañar “con la producción 
de materiales sacados de contexto para tratar de generar descrédito a 
las acciones que este gobierno, a través de su gabinete de seguridad, 
ha emprendido en contra de los grupos delictivos” (Proceso, 2013b). A 
los pocos días, el Congreso estatal aprobó un dictamen de reforma al 
Código Penal en el que se establecían penas de cuatro años y seis me-
ses y hasta 15 años de cárcel para “quien elabore, imprima, fabrique, 
proporcione, posea, desplace, traslade, aloje, aplique o instale expre-
siones impresas en lugares públicos o mensajes producidos por cual-
quier otro medio que contengan advertencias o amenazas en contra 
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de servidores públicos, instituciones públicas y del Estado” (Beltrán, 
2015). También para los espías de los grupos delictivos sobre las ac-
tividades de las fuerzas de seguridad. En otro video, Armenta señaló 
que el gobernador había viajado varias veces a La Tuna, Badiraguato, 
para visitar a Joaquín Guzmán (Ríodoce Mx, 2013a). Dos meses des-
pués de haber sido privado de la libertad, fue encontrado sin vida cerca 
de Culiacán (Proceso, 2013c). Había sido torturado y tenía dos balazos 
en la cara (Sánchez, 2013).

Amenazas, homicidios, enfrentamientos armados,  
y desplazados

Al igual que en otros estados del país, en Sinaloa grupos delictivos no 
identificados amenazaron de muerte a candidatos a puestos de elec-
ción. Por eso se retiraron los candidatos a alcalde, Esteban López, y 
diputado, Saúl Rubio, de Sinaloa de Leyva, de la coalición Unidos ga-
nas Tú (prd-pan-pt) (Valdez, 2013). El candidato suplente a regidor 
de la planilla de López, Eleazar Armenta, había sido asesinado a ba-
lazos (Noroeste, 2015). Lo mismo le pasó al sobrino del candidato a la 
alcaldía del municipio de San Ignacio por la alianza Transformemos 
Sinaloa (pri-pvem-na), Amado Loaiza, e hijo del coordinador de cam-
paña de dicha alianza, Antonio Loaiza (Reforma, 2013b; Valdez Cárde-
nas y Ramos, 2013: 27). En otras partes del estado, como Culiacán, se 
enfrentaban grupos armados, presuntamente de la organización gz, 
contra policías y militares. Hubo muertos entre los primeros —uno de 
ellos se presumía que era un gatillero importante, Francisco Torres— 
y heridos entre los segundos (Ríodoce, 2013c; Noroeste, 2015a). En Gua-
save, policías federales fueron atacados, persiguieron a los agresores 
y luego encontraron un vehículo atravesado en el camino, el cuerpo 
de un fallecido, armas y lanzagranadas (Nájera, 2013a).

En el municipio de Concordia, más de doscientas familias de po-
blados serranos habían sido desplazadas. Uno de los afectados dijo 
que habían huido porque grupos delictivos “iban masacrando a per-
sonas en las rancherías” (Sánchez, 2013a: 16). En la zona serrana del 
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municipio de Sinaloa de Leyva, unas mil familias de más de cuarenta 
comunidades habían sido afectadas por la violencia de grupos delic-
tivos. Calculaban que unas cinco mil familias habían sido desplaza-
das. Los afectados pedían al presidente Peña la instalación de bases 
militares permanentes en algunas partes de la sierra. Se quejaban del 
gobernador por haberlos ignorado. Le habían enviado una carta en 
mayo de 2012, pidiéndole ayuda por haber perdido a familiares y to-
dos sus bienes. La Comisión de Defensa de los Derechos Humanos en 
Sinaloa estimaba alrededor de treinta mil personas desplazadas en el 
estado. Algunas familias que habían huido se instalaron en el muni-
cipio de Salvador Alvarado, en Culiacán, y otras más se fueron a So-
nora, Nayarit y Jalisco (Valdez Cárdenas, 2013a). En el municipio de 
Choix, los habitantes de la comunidad Corral Quemado salieron hu-
yendo hacia la sierra de Chihuahua cuando un grupo armado llegó 
de noche disparando hacia todos lados. Militares y policías señala-
ron a Adelmo Núñez como el líder del grupo de atacantes. Tenía dis-
putas con el grupo de Benito Portillo por el control territorial, dijeron 
(Nájera, 2013b). Tanto en Choix como en Sinaloa de Leyva, grupos ar-
mados habían quemado en mes y medio más de treinta casas, 27 en 
el primer municipio y siete en el segundo (Reforma, 2013c). El alcal-
de de Choix, Juan Estrada (pan), y el alcalde electo, Juan Acosta (pri), 
coincidieron en que sería necesario un destacamento militar en un 
poblado ubicado en la mitad de la zona de conflicto. Acosta señaló: 
“lo que se necesita es controlar esa zona, y si ellos se quieren agarrar 
arriba, pues que se den con todo, pero sin afectar a los civiles” (Náje-
ra, 2013b). Acosta no pensó simplemente en la necesidad de aplicar  
la ley en cualquier parte del territorio.

Policías y delincuentes

Testimonios de trabajadores y egresados del Instituto Estatal de Cien-
cias Penales y Seguridad Pública de Sinaloa eran más que preocu-
pantes por lo que se esperaba de ellos en términos de proporcionar 
seguridad a los habitantes del estado, y que explicaban en parte la des-
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confianza de la población, los nexos entre policías y delincuentes, y la 
impunidad de los perpetradores de distintas modalidades de violencia. 
Un número importante, se estimaba en 35%, de los preparados como 
agentes policiales, peritos, investigadores, agentes del Ministerio Pú-
blico, etc., no encontraban trabajo al egresar. Se trataba de jóvenes 
de entre 18 y 35 años de edad. Uno de los docentes señaló el desti-
no probable de algunos de ellos: “Los encuentras de malandrines al  
servicio de grupos criminales que están a la caza de policías y pro-
fesionistas en el área de seguridad, que se frustran al no contar con 
el empleo que les ofrecieron al ingresar” (Sicairos, 2013). Uno de los 
egresados, desempleado, narró su experiencia. Se le acercó un compa-
ñero para preguntarle qué haría al egresar, y le informó que el grupo 
delictivo conocido como los “Ántrax”, de la organización gz, ofrecía 
tres veces más de lo que pagaba el gobierno por menos trabajo. Re-
chazó la oferta por un tiempo, pero al no encontrar empleo aceptó, le 
dieron un anticipo y lo asignaron como parte de un grupo de protec-
ción para un líder traficante de menor rango.

En febrero de 2014, el gobernador anunció que el general Moi-
sés Melo, ex comandante de la Tercera Región Militar, sería nombra-
do coordinador general de seguridad pública en el estado (Sánchez, 
2014). Sería el enlace entre autoridades federales, estatales y muni-
cipales. Antes había estado en la Décima Zona Militar, con sede en 
Durango, y en la Novena Zona Militar, en Culiacán. Según la opinión 
del periodista Ismael Bojórquez, el militar y Jesús Aguilar en la pm 
no daban muchas esperanzas de que las cosas cambiaran en un esta-
do donde los traficantes mandaban: “no cambiará nada el hecho de 
que sea un general con honores. La mafia no cede a las medallas”, es-
cribió (Bojórquez, 2014). Acerca de los “Ántrax”, el periodista recor-
dó que en 2009, en el exclusivo fraccionamiento La Primavera, en 
Culiacán, fundado por la familia Coppel, se habían impartido cursos 
para policías privados y escoltas de empresarios. Varios de los alum-
nos pertenecían al grupo delictivo, entre ellos su líder, José Aréchiga. 
Y en diciembre de 2012 ese grupo delictivo organizó su posada en el 
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mismo lugar. Estaban hasta en los fraccionamientos más exclusivos 
de la ciudad sin ser molestados (Bojórquez, 2014a).

Guzmán-Zambada en Colombia

En Colombia, según las autoridades de ese país, un presunto sobri-
no de Guzmán había tenido contactos con gente de dos organizacio-
nes delictivas rivales: un primo de Diego Pérez, de los “Rastrojos”, y 
con Héctor Urdinola, de los “Urabeños” (El Tiempo, 2013b). También 
directamente con las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia 
(farc). Pero antes, uno de sus primeros contactos había sido con Da-
niel Barrera. También se mencionaban antiguas relaciones de la or-
ganización sinaloense con la del “Norte del Valle”, a través de Orlando 
Henao y Juan Ramírez. Se hablaba de la llegada de mexicanos espe-
cialmente a Buenaventura, Cali, Urabá, Medellín y Bogotá. Según la 
Policía Nacional de Colombia (pnc), la fiscalía y la dea, el presunto so-
brino visitaba Colombia desde hacía por lo menos tres años. En agosto 
de 2013, fuentes militares señalaron que había estado en Chocó, “veri-
ficando que la droga que salía por esta ruta (la frontera con Panamá) 
fuera de alta pureza” (El Tiempo, 2014). Según uno de los investigado-
res, al principio los mexicanos sólo enviaban gente “para coordinar y 
verificar el envío de cargamentos de cocaína, pero ahora hemos detec-
tado que han optado por comprar los derechos de cultivos, de labora-
torios y hasta de rutas”. Otra persona llamada Pedro Zamora, de Cali, 
fue detenida en Bogotá por la policía antidrogas en colaboración con 
la dea. Se dijo que tenía contacto directo con Joaquín Guzmán para 
traficar cocaína (El Espectador, 2013). En 2011, la dea y la ofac seña-
laron a la organización colombiana de tráfico de drogas y lavado de 
dinero Cifuentes Villa, dirigida por Jorge Cifuentes, con nacionalidad 
colombiana y mexicana, y conformada por más de setenta personas. 
Operaba en varios sectores económicos de seis países. La acusación 
era por proveer toneladas de cocaína a la organización de Sinaloa, diri-
gida por Guzmán según las autoridades de Estados Unido, con la cual 
la de Cifuentes estaba “estrechamente aliada” (Drug Enforcement Ad-
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ministration, 2011). El señalamiento de esa organización, basado en 
la llamada Kingpin Act, prohibía a los estadounidenses realizar tran-
sacciones financieras o comerciales con las personas y empresas de 
una lista y congelaba los activos de esas personas que estaban bajo la 
jurisdicción de Estados Unidos.

El presidente Juan Santos, de Colombia, señaló en febrero de 2013 
que había rumores, pero “ninguna información concreta”, acerca de 
la presencia de la organización delictiva gz en el departamento de Na-
riño, y que había dado instrucciones para que se investigara al respec-
to. Según fuentes de inteligencia de la Policía Nacional de Colombia 
(pnc), esa organización se había aliado con los “Rastrojos”, enemigos 
de los “Urabeños”, también conocidos como los “Úsuga”, y se encon-
traba ya en tres regiones desde 2012: los Llanos Orientales, Nariño 
y Valle del Cauca. En estos dos últimos departamentos se ubican los 
puertos de Tumaco y Buenaventura, lugares de embarque de cocaína 
por el Pacífico. Según agentes de la pnc, la organización gz tenía la 
intención de supervisar y de controlar todo el proceso productivo y 
el transporte de cocaína desde Colombia (Croda, 2013). El presidente 
Santos fue cauteloso en sus declaraciones, los policías no, y especu-
laron sobre presuntas intenciones que históricamente los mexicanos 
nunca habían manifestado en territorio colombiano. La relación entre 
traficantes colombianos y mexicanos empezó por lo menos desde los 
años setenta y ha sido una asociación exitosa en términos económi-
cos. La dinámica y la correlación de fuerzas han cambiado entre ellos, 
pero los colombianos siguen siendo los principales productores de co-
caína a nivel mundial y cuentan con grandes y diversos grupos arma-
dos con mucha experiencia, conocimiento y control de territorio. Algo 
sumamente difícil de modificar para cualquier organización delictiva 
mexicana, en caso de querer aventurarse a desplazarlos en su propia 
tierra. Las investigaciones encargadas por el presidente Santos, reali-
zadas por la pnc, concluían en ese momento, según declaraciones he-
chas en junio de 2013 por su director, general José León, que “a pesar 
de que ha habido contactos de cárteles mexicanos con narcotrafican-
tes colombianos, todavía no podemos decir que en Colombia exista la 
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hegemonía de un cártel mexicano que reemplace a los colombianos 
en el envío de cocaína” (Croda, 2013a).

Guzmán-Zambada en Canadá y Guatemala

Una de las maneras en que la cocaína de la organización gz llegaba 
a Canadá fue revelada en un juicio contra el traficante canadiense 
Jimmy Cournoyer en una corte federal de Brooklyn, al declararse cul-
pable de tráfico de marihuana, cocaína y lavado de dinero. Era el líder 
de una organización delictiva con sede en Montreal, vinculada con las 
familias Rizzuto y Bonanno, los Hells Angels y la organización gz. Se 
le acusaba de haber traficado marihuana, cocaína y éxtasis hacia Es-
tados Unidos por un valor estimado en más de mil millones de dóla-
res entre 1998 y 2012. La marihuana era cultivada en la provincia de 
Columbia Británica, y transportada a Montreal, donde tenía lugares 
para producir éxtasis y marihuana hidropónica. Las drogas eran intro-
ducidas a Estados Unidos por los Hells Angels y nativos de la reserva 
Akwesasne Mohawk. Para la distribución en Estados Unidos se apo-
yaba en gran medida en la familia delictiva Bonanno de Nueva York. 
Gastó millones de dólares obtenidos por la venta de esas drogas para 
comprarle cocaína a la organización gz para exportarla y distribuir-
la en Canadá con el apoyo de la familia delictiva Rizzuto (Drug En-
forcement Administration, 2013). En 2014, tenía 34 años cuando fue 
sentenciado a 27 años de prisión. No se especificó cómo y a través de 
quiénes adquiría la cocaína de la organización mexicana (u.s. De-
partment of Justice, 2014).

En Guatemala, la preocupación del presidente, general Otto Pérez, 
era la expansión de organizaciones delictivas mexicanas, particular-
mente “Zetas” y gz, y las luchas violentas entre ellas, asociadas con 
grupos locales, por las tres rutas de tráfico que identificaba como las 
principales: el norte (Petén) y centro-norte (Quiché, Huehuetenan-
go, Alto Verapaz y Zacapa), con mayor presencia de los “Zetas”. Y gz 
en el Pacífico. El presidente dijo que les interesaba “penetrar institu-
ciones como las comisarías de la policía, fiscales o algunos jueces” (El 
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Universo, 2013). Se tenía identificada la incursión de los “Zetas” desde 
2008 y el reclutamiento de ex kaibiles. A las “maras” las utilizaban 
ambas organizaciones para robo de vehículos y el tráfico al menudeo, 
y como sicarios, pero, aclaró, “una participación directa o un brazo ar-
mado no lo tenemos a la vista o confirmado”. En febrero de 2013 se 
difundieron versiones del posible fallecimiento de Joaquín Guzmán 
en un enfrentamiento armado en el departamento de Petén, Guate-
mala, donde presuntamente se escondía (Proceso, 2013d). El titular de 
Gobernación de ese país, Mauricio López, declaró que se investigaban 
los hechos y que no podía asegurar que uno de los fallecidos fuera 
Guzmán (El Universal, 2013a). El ministro de Defensa, general Ulises 
Anzueto, tampoco tenía información que confirmara la versión. En 
México, el presidente Peña, el secretario de Gobernación y el titular 
de la pgr hicieron declaraciones en el mismo sentido (Contreras Sal-
cedo, 2013; El Universal, 2013b). Se anunció el traslado de agentes de 
la pgr a Guatemala para hacerle pruebas de adn al cuerpo de la per-
sona que se suponía era Guzmán (efe, 2013). Las autoridades de Gua-
temala no pudieron corroborar que había habido un enfrentamiento, 
ni muertos (efe, 2013a). El ministro de Gobernación pidió disculpas 
por el malentendido y su homólogo mexicano calificó la versión de 
rumor y filtración, “no sé si mal intencionada”, agregó (El Universal, 
2013c; Gascón, 2013). Carlos Funes, viceministro de Defensa de Hon-
duras, declaró que Guzmán podría estar en ese país (Reforma, 2013d). 
El escurridizo Guzmán parecía tener el don de la ubicuidad, o había 
mucha gente que tenía una fisonomía similar a la suya.

Guzmán cae de la gracia de Forbes

En 2013, la revista Forbes ya no incluyó a Guzmán en la lista de los mul-
timillonarios, en la que había figurado durante cuatro años. La edito-
ra, Luisa Kroll, para justificar su exclusión, declaró que gran parte de 
su dinero era para protegerlo a él y a su familia y que no habían po-
dido contactarlo para verificar su fortuna (sic). Agregó: “Como líder 
del cártel de Sinaloa, es una de las personas más poderosas del mun-
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do, pero ya no es alguien en quien tengamos la confianza suficiente 
para llamarlo multimillonario [sic]” (ap, 2013a). O sea, que durante 
cuatro años sí la tuvieron, por razones que nunca explicaron, e hi-
cieron el gran descubrimiento acerca del destino de una parte de su 
fortuna, aunque jamás hubieran tenido contacto con él para que les 
proporcionara sus libros de contabilidad, o corroborara sus invencio-
nes. Familiares de Guzmán aprovecharían posteriormente para fines 
comerciales la publicidad gratuita de la revista (Zavala, 2019). Su hija 
Alejandrina registró la marca emblemática “El Chapo 701”, entre otras 
(Verne, 2019), no la estigmática 3870, de su ficha policial en el penal 
de El Altiplano (cnn Español, 2016).

Las presuntas intenciones de Guzmán-Zambada  
en Colombia y España

A Guzmán lo nombraban frecuentemente como líder de la organiza-
ción delictiva etiquetada como “Sinaloa” (gz). Era el más mencionado 
por autoridades y medios, pero no era el único. Las historias sobre él y 
la organización eran innumerables. Muchas de las versiones que cir-
culaban eran simples rumores, invenciones o suposiciones de diversos 
agentes sociales, a veces identificados y otras no, lo cual alimentaba 
evidentemente la imagen mítica del personaje, aunque no significaba 
que parte de lo que se decía de él no fuera o no pudiera ser cierto. Otras 
eran reportes de diversas autoridades sobre detenciones, incautacio-
nes de drogas y atribuciones de responsabilidad a la organización. 
En medios colombianos había versiones que afirmaban que las orga-
nizaciones delictivas mexicanas tenían la “estrategia” de “apropiarse 
del negocio (de la cocaína) de manera directa” (El Tiempo, 2013c); que 
ya intervenían en la producción y el procesamiento; que las farc, en 
Caquetá y Meta, le habían vendido “franquicias” del negocio a la or-
ganización gz; y que en el Norte de Santander los “Rastrojos” ya esta-
ban a su servicio. En Cúcuta, capital de ese departamento, había sido 
incautada en marzo de 2013 media tonelada de cocaína de ese grupo 
para la organización mexicana con el logo de Supermán. En agosto 
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de 2013 fueron arrestadas diez personas en nueve ciudades de Colom-
bia cuya extradición había solicitado el gobierno de Estados Unidos. 
Se les vinculó con las organizaciones gz y “Zetas”, con las farc y los 
“Urabeños”. Entre los capturados estaban dos policías y el alcalde del 
municipio de Milán, Caquetá (ap, 2013b).

En agosto de 2012 fueron detenidos en Madrid cuatro presuntos 
miembros de la organización gz; uno de ellos, Jesús Gutiérrez, origi-
nario de Culiacán y primo de Guzmán (Ceberio Belaza, 2012). Sema-
nas antes había sido incautado un cargamento de 373 kilos de cocaína 
en un contenedor enviado de un puerto de Brasil al de Algeciras, Es-
paña. Esto fue resultado de una investigación que había iniciado en 
2009 con la colaboración de la Policía Nacional de España y el fbi. En 
agosto de 2015, Gutiérrez fue sentenciado en Estados Unidos a 16 años 
de prisión, “culpable de conspiración para distribuir y poseer con la 
intención de distribuir cocaína” (u.s. Department of Justice, 2015). Se 
reveló que las negociaciones entre la organización delictiva y los agen-
tes encubiertos del fbi habían iniciado en 2009 en México, seguidas 
por otras reuniones en Madrid, en marzo de 2011, y New Castle, New 
Hampshire, en abril del mismo año. Se enviaron tres entregas de fru-
ta previamente para verificar que los interesados en el cargamento 
no eran policías. Fueron 346 kilos de cocaína, dijeron las autoridades 
de Estados Unidos, no 373, como reportó la prensa en su momento, 
los que fueron entregados en Algeciras. El fiscal Donald Feith dijo del 
sentenciado: “Gutiérrez Guzmán se desempeñó como representante 
de una de las organizaciones de drogas más ricas y letales del mundo” 
(u.s. Department of Justice, 2015). Según fuentes identificadas como 
“cercanas” a la Unidad de Drogas y Crimen Organizado de la Policía 
Nacional de España, en febrero de 2013, gente de la organización gz 
esperaba un envío de armas, lanzagranadas y fusiles ak-47 en Valen-
cia, cuyos proveedores eran colombianos que trabajaban para trafi-
cantes de Cali. Las utilizarían para un “ajuste de cuentas” a quienes les 
habían robado un cargamento de cocaína. De la relación entre colom-
bianos y mexicanos en España dijeron: “El problema vendrá cuando 
un grupo gane terreno al otro, cuando el mercado trate de ser mono-
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polizado. Las intenciones del Chapo son dos: abrir vías de entrada y 
reparto en España y además utilizarlo como rampa internacional para 
expandirse hacia el este” (López, 2013). Europol alertó sobre la inten-
ción de organizaciones delictivas mexicanas de asentarse en Europa, 
particularmente gz y los “Zetas”. Dijo que tenían una “cultura opera-
tiva extremadamente violenta” (Europol, 2013). De los “Zetas” afirmó  
que estaban relacionados con el tráfico de personas del noreste de Eu-
ropa a México para explotación sexual. Y con el tráfico de armas del 
sudeste europeo para intercambiarlas con los traficantes de cocaína 
en Centro y Sudamérica. Las caracterizó como “coordinadoras globa-
les del mercado” para el tráfico de cocaína, en Europa y América del 
Norte, y drogas sintéticas, para esas dos regiones y Asia. El director de 
Europol, Rob Wainwright, declaró que no quería que los niveles de vio-
lencia y brutalidad que se veían en México se reflejaran en Europa, y 
que trabajarían junto con sus homólogos de otras agencias de seguri-
dad para que las organizaciones delictivas mexicanas no pudieran es-
tablecerse en Europa. En Colombia y España había quienes pensaban 
que la organización gz quería controlar toda la cadena del negocio, 
aunque hasta ese momento no parecía que lo estuviera logrando, no 
obstante la fama de superorganización delictiva que se le adjudicaba.

La dea quería a Guzmán muerto

Según José Baeza, uno de los agentes de la dea entrevistados por el 
periodista Jesús Esquivel, corresponsal de la revista Proceso en Wa- 
shington, si bien Guzmán era un traficante importante, “nunca podrá 
superar a Amado Carrillo Fuentes. El Chapo se ha beneficiado de la 
publicidad de los medios de comunicación y de todo lo que ha dicho 
el gobierno mexicano sobre él [y sobre todo el de Estados Unidos, se 
podría agregar]” (Esquivel, 2013a). Señaló que el gobierno de Estados 
Unidos había compartido mucha información de inteligencia con el 
de México acerca de Guzmán, incluso los preparativos y la fecha de su 
boda en La Angostura, municipio de Canelas, Durango, pero que no lo 
habían detenido debido a la corrupción. Esto era común en muchos 
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países. La captura o la inclusión en la lista de la ofac de socios de la 
organización gz no parecía afectar gran cosa sus negocios ilícitos. En 
Cali fue detenido César Vernaza, del grupo delictivo los “Valientes”, 
socio en Ecuador de la organización sinaloense. Se había escapado de 
manera espectacular de la prisión de máxima seguridad de Guayaquil 
llamada “La Roca”, como se le conoce también a Alcatraz, con la pre-
sunta ayuda de gente de Guzmán. Cumplía una pena de 25 años por 
homicidio (El Espectador, 2013a). Se investigaba a funcionarios del 
penal por presunta complicidad. El ministro del Interior de Ecuador, 
José Serrano, informó que habían desarticulado a un grupo delicti-
vo liderado por el “capitán en servicio pasivo” Telmo Castro y que las 
personas que lo conformaban “operaban muy presumiblemente con 
el cártel de Sinaloa” (efe, 2013b). En Agua Prieta, Sonora, fue deteni-
do Inés Coronel, suegro de Guzmán, el 30 de abril de 2013 (Magalla-
nes, 2013), oportunamente dos días antes de la visita del presidente 
Obama a México, y presuntamente en la fecha del cumpleaños del co-
misionado nacional de Seguridad, Manuel Mondragón (Bajo Reser-
va, 2013). El 7 de mayo de 2013, la ofac anunció la inclusión de ocho 
individuos como: “Traficantes de narcóticos especialmente designa-
dos”, todos señalados como “jefes de plaza” de la organización gz en 
áreas específicas de la frontera Sonora-Arizona y Baja California; a sa-
ber, Mexicali, San Luis Río Colorado, Sonoyta, Nogales, Caborca, Altar, 
Cananea y Agua Prieta. “Las ocho personas designadas hoy trabajan 
en nombre de Joaquín Chapo Guzmán Loera e Ismael Mayo Zambada 
García, líderes del cártel de Sinaloa, así como de Gonzalo Inzunza In-
zunza Macho Prieto, un importante lugarteniente del cártel de Sina-
loa” (u.s. Department of the Treasury, 2013b).

En julio de 2013, el sitio periodístico de reportajes de investigación 
WhoWhatWhy publicó unos artículos basados en notas confidencia-
les de la firma privada de inteligencia Stratfor, filtradas por WikiLeaks, 
en los que se señalaba que la dea pidió permiso a la Casa Blanca para 
asesinar a Joaquín Guzmán en 2010. Se planteaba la participación de 
la División de Operaciones Especiales de la dea y el Comando Con-
junto de Operaciones Especiales del Pentágono. La petición tuvo un 
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cierto eco, y en 2011 el propio presidente Obama sopesó la posibilidad 
de matar a Guzmán en una operación encubierta. Las notas de Strat-
for fueron firmadas por Fred Burton, ex agente del servicio secreto y 
subjefe de Contraterrorismo en el Servicio de Seguridad Diplomática 
del Departamento de Estado. Una de estas notas, dirigida a todos los 
analistas de contraterrorismo de Stratfor, fechada el 2 de noviembre 
de 2007, en el gobierno de George W. Bush, decía: “Si la dea puede lo-
calizar específicamente al jefe de Sinaloa, el Chapo, será asesinado. Se 
ha autorizado un memo de decisión para eliminarlo, como una ame-
naza a la seguridad nacional” (Lucas, 2013). El texto señalaba que no 
se sabía quién lo había autorizado, o si había sido decidido dentro de la 
dea y esperaba la aprobación del Consejo Nacional de Seguridad. El 24 
de febrero de 2010, en la administración Obama, Burton escribió que 
la dea había tenido la oportunidad de entregar a Guzmán, pero que la 
Casa Blanca no lo había permitido. Y agregó: “Dios no permita que mo-
lestemos a nuestros encantadores vecinos de mx”. Otra nota, del 7 de 
julio de 2010, dirigida a la “lista segura de analistas senior”, informaba 
que la División de Operaciones Especiales de la dea había encontra-
do una manera de ingresar a México y “golpear” a Guzmán, pero que 
la respuesta fue negativa y no fue más allá del Comité de Seguridad 
Nacional. Agregó que el primer error de la dea fue haber pedido per-
miso. Y, el 26 de abril de 2011, Burton envió una nota en la cual seña-
laba que el presidente Obama no aprobaría una acción encubierta en  
México por “principios morales”. Escribió que el presidente Calde-
rón le había dicho a “algunos”, no identificados, que “la violencia ha-
bía llegado a un punto en el que haría la vista gorda ante las acciones 
unilaterales de la cia o la dea, si querían seguir ese camino, siempre 
y cuando tenga una ‘negación plausible’”. Entre los escenarios estaba 
matar a Guzmán o algún miembro importante de los “Zetas” con un 
balazo en la cabeza por un tirador estadounidense desde una distan-
cia de cien yardas (91.44 metros). Dijo que miembros de los cuerpos 
especiales de la cia y la dea “han declarado que tienen la capacidad 
y la inteligencia para llevarlo a cabo sin ser atrapados”. Para el perio-
dista, autor del artículo, las presuntas razones morales no le resulta-
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ban convincentes, dados los antecedentes de objetivos asesinados con 
drones y otros medios. En su opinión, “Obama podría haber temido 
represalias de los cárteles contra los ciudadanos estadounidenses”.

La persecución y captura de Guzmán

La persecución de Guzmán y miembros de sus redes parecía intensi-
ficarse. En Guatemala fueron capturadas 21 personas en diciembre 
de 2013, las cuales, según la fiscal general de ese país, habían lavado 
unos cuatro millones de dólares entre 2009 y 2010 para la organiza-
ción gz, utilizando una empresa fachada de producción agrícola que 
había realizado transacciones “sospechosas” a México, Estados Unidos 
y China (afp, 2013). En febrero de 2014, elementos de la Secretaría de 
Marina (Semar) y la pgr encabezaron un operativo en varias colonias 
de Culiacán en busca de Guzmán y Zambada. El gobernador de Sina-
loa declaró que el control del operativo lo tenía la Semar y que las po-
licías locales no habían intervenido. Fueron capturadas diez personas, 
entre las cuales estaban Joel Sandoval, su hermano Apolonio, Mario 
Pérez y Jesús Peña, identificados como escoltas de Zambada (Cabrera 
Martínez, 2014). Se informó que los militares buscaron hasta en las 
alcantarillas, donde encontraron a dos de los detenidos (Valdez Cár-
denas y Méndez, 2014: 2). Desde 2013, el gabinete de seguridad del go-
bierno federal había elaborado un reporte en el que señalaba lo que 
consideraba las tres principales debilidades de Guzmán: “las mujeres, 
el gusto por la comodidad, y el maltrato a sus operadores” (Barajas, 
2014). Tenía localizados varios lugares en donde se escondía, en zonas 
rurales: seis en Sinaloa y doce en Durango. Sólo se habían detectado 
dos zonas urbanas en más de cinco años: Culiacán, en Sinaloa, y Los 
Cabos, en Baja California Sur. El gobierno federal vigilaba a sus fami-
liares, parejas sentimentales y operadores en busca de alguna pista 
para dar con su paradero. Según la información del gobierno federal, 
Guzmán tenía diabetes y una afección cardiovascular (Reforma, 2014).

El 22 de febrero de 2014 fue detenido Joaquín Guzmán en Maza- 
tlán, Sinaloa, por elementos de la Semar, según se anunció, luego de 
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13 años de haberse fugado de la prisión de Puente Grande, en Jalis-
co (Pérez Salazar, 2014; Vicenteño, 2014). El titular de la pgr dijo: “la 
detención fue impecablemente lograda”; agregó que había habido 
coordinación de las agencias mexicanas de seguridad, “con una co-
laboración muy plena también con algunas agencias de los Estados 
Unidos” (Animal Político, 2014). En la conferencia de prensa, el procu-
rador señaló que su aprehensión se había realizado “sin un solo dis-
paro” (Jiménez, 2014), una de las frases favoritas de las autoridades de 
seguridad en la administración Peña. Una llamada desde su teléfono 
satelital habría sido clave para ubicarlo en Mazatlán (Proceso, 2014). Su 
captura fue noticia mundial. Estados Unidos lo consideraba un objeti-
vo prioritario; ofrecía cinco millones de dólares por su captura, y ha-
bía contribuido a magnificar su leyenda, al igual que la revista Forbes 
y un número interminable de notas periodísticas y artículos, además 
de corridos, que repitieron esa visión sobre el personaje y agregaron 
otras más sobre su larga trayectoria delictiva. Andrés López, ex can-
didato presidencial y presidente del Consejo Nacional de Morena, 
minimizó la captura de Guzmán. Declaró: “no juega en las grandes 
ligas (…). El Chapo es un niño de pecho en comparación a los saquea-
dores de México (…) será una buena cortina de humo (…) van a gritar 
como pregoneros en la radio y la televisión, cuando callan como mo-
mias cuando se trata de los asuntos verdaderamente trascendentes 
para el país (…) no veo otra cosa, es el circo” (amlo, 2014; El Univer-
sal, 2014). Para el empresario sinaloense Manuel Clouthier, la perso-
na más mencionada oficialmente no era la que mandaba. Según él, 
del que menos hablaban las autoridades era el verdadero patrón (El 
Universal, 2018). En esa lógica, Zambada tampoco sería el “verdadero 
patrón”, pues, una vez encarcelado Guzmán, Zambada fue identifica-
do por autoridades mexicanas y de Estados Unidos como el líder so-
breviviente de la organización delictiva. Si no era ninguno de los dos, 
¿entonces quién(es)? ¿En qué campo habría que buscar al “verdade-
ro patrón” y quién le otorgaría ese estatus? El gobernador de Sinaloa 
declaró que en caso de ser necesario pediría el apoyo de la federación 
para reforzar la seguridad en el estado ante un probable incremento 
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de la violencia (Sánchez, 2014a; Milenio, 2014). El 26 de febrero hubo 
marchas de apoyo a Guzmán en Culiacán y Guamúchil. Habían sido 
convocadas a través de las redes sociales (Valdez Cárdenas, 2014: 3). 
Los manifestantes, unos mil quinientos en Culiacán, vestidos de blan-
co, pedían su liberación. Los acompañaba gente en vehículos de lujo 
y grupos de música regional. El gobierno de Sinaloa emitió un comu-
nicado en el que señalaba el respeto por “la libre manifestación de 
las ideas siempre y cuando no impliquen la comisión de un delito, la 
afectación de terceros, o el aval de conductas antisociales y fuera de  
la ley, ya que dichas acciones deterioran no sólo la imagen de la en-
tidad, también contribuyen a formarse una idea falsa de lo que es Si-
naloa y sus habitantes” (Milenio, 2014a). El gobernador anunció: “La 
sociedad por la dignidad en Sinaloa está organizando una contramar-
cha” (Sánchez, 2014b). A ésta asistieron unas cien personas. En esos 
días, el Departamento de Tesoro (dt) de Estados Unidos incluyó en la 
lista de la Oficina de Control de Activos Extranjeros (ofac, por sus si-
glas en inglés) a varias personas, entre ellas Gabriela Amarillas, vin-
culadas con el mexicano-colombiano Hugo Cuéllar y/o con su hijo 
John Cuéllar, acusado de tráfico de drogas (Arroyo, 2014). Cuéllar pa-
dre había trabajado para la organización delictiva colombiana “Me-
dellín” y era colaborador en actividades relacionadas con el tráfico de 
drogas de la organización cuyos líderes identificados por el dt en su 
organigrama eran Joaquín Guzmán, Ismael Zambada y Juan Esparra-
goza (gze). Amarillas era nuera de Cuéllar e hija de Gildardo Ama-
rillas, subsecretario de Administración y Finanzas del gobierno de 
Sinaloa (Ríodoce, 2014).

Después de la detención de Guzmán, en Colombia fueron aprehen-
didas varias personas pertenecientes a una red vinculada a su orga-
nización delictiva. Se trataba de Jaime y Lucía Cifuentes, Óscar Reyes 
y Edwin Portilla. Los dos primeros eran familiares del ya fallecido 
Francisco Cifuentes, ex piloto de Pablo Escobar. Las autoridades co-
lombianas informaron que los detenidos exportaban cocaína desde 
Colombia, Ecuador y México hacia Estados Unidos (Notimex, 2014a). 
En Navolato, Sinaloa, resultó muerto Germán Ceniceros junto con 
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otros miembros del grupo armado que se enfrentó con militares. Era el 
ex director operativo de la policía municipal de esa ciudad, y en la or-
ganización gz estaba bajo el mando de Dámaso López (Valdez, 2014). 
En junio de 2014, el semanario Ríodoce publicó una nota en la que se 
informaba del presunto fallecimiento por infarto de Juan Esparragoza 
en la Ciudad de México o en Guadalajara. Había tenido un accidente 
vehicular (Valdez Cárdenas, 2014a: 14). Detenido en agosto de 2014, 
su hijo, del mismo nombre, confirmó la muerte de su padre (Carrasco 
Araizaga, 2014). En el municipio de San Ignacio fueron encontrados 
doce cuerpos torturados y con balazos en la cabeza. Algunos porta-
ban equipo táctico (El Debate, 2014). El alcalde de San Ignacio, Ama-
do Loaiza, atribuyó ese y otros hechos delictivos a “gavillas” que iban 
de paso y otras que se formaban con gente de la sierra (Línea Directa, 
2014). Otras versiones hablaban de “reacomodos” de la organización 
gz luego de la detención de Guzmán (Valdez, 2014a).

A las autoridades del gobierno de Sinaloa y al Congreso local no 
parecía gustarles lo que la prensa consignaba sobre la inseguridad en 
el estado. A finales de julio de 2014, el gobernador envió al Congreso 
una iniciativa para reformar la Ley Orgánica de la Procuraduría Gene-
ral de Justicia del Estado. El artículo a discusión, el 51 bis, decía: “En 
ningún caso se podrá autorizar a los medios de comunicación el in-
greso a los lugares de los hechos, la toma de audio, video o fotografía 
a las personas involucradas en un evento delictivo, ni el manejo de in-
formación relacionada con la seguridad pública o la procuración de 
justicia” (Valdez y Sánchez, 2014: 32). Sólo el titular de la Procuradu-
ría podría autorizar a algún funcionario de su dependencia a dar in-
formación a los medios de comunicación. A finales de septiembre, el 
Congreso aprobó la reforma, y las protestas de los trabajadores de los 
medios de comunicación y activistas no se hicieron esperar. La llama-
ron “ley mordaza”. Propusieron la “acción ciudadana” para revertir la 
decisión. Organizaron marchas en varias ciudades de Sinaloa y hubo 
manifestaciones solidarias en otros estados del país. El 21 de agosto, el 
Congreso derogó lo que había aprobado (Valdez Cárdenas, 2014b: 35).
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Ramificaciones de la organización delictiva transnacional 
Guzmán-Zambada

De varias partes del mundo llegaban noticias de detenciones o pre-
sencia de presuntos miembros de la organización delictiva gz, con-
siderada por el gobierno de Estados Unidos, junto con otras, como 
una organización delictiva transnacional (odt, o transnational crimi-
nal organization, tco por sus siglas en inglés). En Bogotá fue detenido 
el costarricense Óscar Berrocal (El Espectador, 2014c). Se le conside-
raba representante de la organización gz en Ecuador y el encargado 
del transporte de cocaína hacia Estados Unidos desde Ecuador por vía  
marítima y aérea. Guatemala era una de las rutas principales por Amé-
rica Central. En Madrid, el mexicano Jaime Mandujano fue detenido y 
se le acusó de tráfico de drogas y de pertenecer a la organización gz. 
Se negó a ser extraditado a Estados Unidos, cuyas autoridades lo re-
clamaban y le atribuían haber exportado 148 500 kilos de cocaína de 
Colombia a México y Estados Unidos entre 2004 y 2009 (efe, 2014). El 
hondureño Carlos Lobo, vinculado a la misma organización delictiva, 
extraditado a Estados Unidos, se declaró culpable de tráfico de cocaí-
na en un tribunal de Miami (Ríodoce, 2014a). En la ciudad de Trujillo, 
Perú, fueron detenidos dos mexicanos en un operativo de incautación 
de más de siete toneladas de cocaína que serían enviadas a España y 
Bélgica (El Debate, 2014a). La pgr señaló que estaban relacionados 
con la organización gz. La abogada de los mexicanos alegó violación 
al debido proceso y dijo que no se encontraban en el lugar del opera-
tivo (efe, 2014a). En Estados Unidos, autoridades de California anun-
ciaron la confiscación de más de 65 millones de dólares relacionados 
con una red de lavado de dinero en Los Ángeles de varias organiza-
ciones delictivas, entre las cuales estaba la de gz (ap, 2014). Tres de 
los implicados por el Departamento de Justicia de Estados Unidos re-
sidían en Culiacán y estaban prófugos. Uno de ellos era Luis Muñoz, 
ex dirigente de la Cámara de Comercio (Canaco) en Culiacán, que tam-
bién había sido funcionario de la Secretaría de Desarrollo Social (Se-
desol) en la administración de Felipe Calderón (Sánchez, 2014c). En 
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Colombia, Lucía Cifuentes, relacionada con la organización gz, fue 
condenada a once años y seis meses de prisión (El Tiempo, 2014a). En 
Medellín había rumores de presencia de mexicanos y salvadoreños 
de la organización gz que habrían proporcionado armas y dinero a 
los “combos” de la “Oficina de Envigado” para enfrentar a la organi-
zación “Úsuga”. El secretario de seguridad de Medellín negó la ope-
ración de la organización mexicana en la ciudad y precisó: “Una cosa 
es que ayuden a un bandido y otra que trabajen en la ciudad” (El Tiem-
po, 2014b). También en Medellín fue detenido, por las autoridades mi-
gratorias, el estadounidense David Martin y puesto a disposición del 
gobierno de Estados Unidos. Se le vinculó con la organización gz (El 
Tiempo, 2014c). En otro lugar de Colombia, el comandante de la policía 
en Buenaventura no descartó que gente de la organización gz hubie-
ra ordenado el homicidio de cuatro personas luego de la incautación 
de más de una tonelada de cocaína. Meses antes, el director general 
de la pnc, general Rodolfo Palomino, había señalado una posible re-
lación entre la organización gz y los “Úsuga” (El Tiempo, 2014d). Una 
versión contraria a la que circulaba en Medellín sobre presunto finan-
ciamiento de gz a grupos delictivos para enfrentarse a estos últimos. 
En Estados Unidos, el incremento del tráfico de metanfetaminas en 
Nebraska se le adjudicó a la organización gz (efe, 2014b). En ese país, 
en New Hampshire, Álvaro Rivera fue sentenciado a cinco años de pri-
sión. Había facilitado encuentros entre agentes encubiertos del fbi y 
gente de la organización gz (ap, 2014a). Uno de los embarques de co-
caína había sido enviado a España.

Enfrentamientos con organizaciones delictivas rivales, detencio-
nes, atentados contra políticos, sospechas de vínculos entre políticos 
y traficantes, todo eso se relacionaba de alguna u otra manera con la 
organización gz o sus enemigos. En Samachique, municipio de Bo-
coyna, en la sierra de Chihuahua, hubo balazos y siete muertos entre 
un grupo de “la Línea” (“Juárez”) y de “Gente Nueva” (gz) (La Jorna-
da, 2014). En Estados Unidos fue incluido en la lista de la ofac Víc-
tor Félix (su padre fue detenido en 2011), acusado de tráfico de drogas  
y lavado de dinero, “lugarteniente” de los hijos de Joaquín Guzmán y 
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cuñado de uno de ellos, Alfredo (El Universal, 2015); también Alfon-
so Limón, “una de las principales fuentes primarias de suministro de 
cocaína” para Ismael Zambada (United States District Court, Southern 
District of California, 2013; u.s. Department of Justice, 2015a). Limón 
fue detenido el 19 de noviembre de 2014 en Culiacán (Martínez[a], 
2015). En Choix, el alcalde Juan Acosta (pri), su esposa y otros funcio-
narios fueron atacados a balazos y resultaron heridos. Las autorida-
des no mencionaron a qué grupo pertenecían los agresores (Valdez, 
2015). En Culiacán fue detenido Roberto Valdez, junto con otras per-
sonas, por elementos de la Semar. Tenían en su poder un fusil ak-47 
y más de un kilo de cocaína, y por lo menos a uno se le relacionaba 
con la organización gz. Fue entregado a la pgr y se le investigaba por 
delincuencia organizada. Era hermano del diputado local Óscar Val-
dez (pri), presidente de la Comisión de Hacienda Pública y Adminis-
tración del Congreso (Villareal, 2015). A éste se le mencionó en un 
periódico de la capital del país como gente cercana a Luis Vega, se-
cretario de Administración y Finanzas del Comité Ejecutivo Nacio-
nal del pri, “y uno de los ‘prospectos’ políticos del cártel de Sinaloa” 
(Reforma, 2015).

Oro y lavado de dinero

En abril de 2015, la minera canadiense McEwen Mining sufrió un robo 
de más de ocho millones de dólares en oro en la mina El Gallo 1, en 
la sierra del municipio de Mocorito, Sinaloa (Corona, 2015; McEwen 
Mining, 2015). Una zona con presencia de la organización gz. El pre-
sidente de la minera, Rob McEwen, en entrevista para una televisora 
canadiense, declaró: “Los cárteles están activos en esa región, y en ge-
neral, tenemos buenas relaciones con ellos (…). Si queremos ir a ex-
plorar una zona, les preguntamos y nos dicen que no. Pero luego nos 
dicen que regresemos en un par de semanas, cuando hayan termina-
do sus asuntos” (afp, 2015). El gobernador de Sinaloa señaló que el 
empresario canadiense nunca había hecho un comentario como ese 
ni una denuncia, que si eso existía lo desconocían las autoridades 



143

Sinaloa

(Nájera, 2015). Días después, McEwen emitió un comunicado aclara-
torio. Dijo que ni él ni ningún otro miembro de la empresa en Canadá 
o en México “ha tenido contacto regular o tiene alguna relación con 
miembros del cártel” (McEwen Mining, 2015a). En Guerrero se habían 
presentado situaciones similares con otras empresas mineras en te-
rritorios con presencia de organizaciones delictivas.

El oro era importante para el lavado de dinero de la organización 
gz, de acuerdo con las acusaciones del Departamento de Justicia de 
Estados Unidos (usdj, por sus siglas en inglés), basadas en las inves-
tigaciones de varias instituciones de Estados Unidos, como el u.s. 
Immigration and Customs Enforcement (ice); la Homeland Security 
Investigations (hsi); la Internal Revenue Service’s Criminal Investiga-
tion Division; el Bureau of Alcohol, Tobacco, Firearms and Explosives 
(atf), así como de agencias policiales federales, estatales y locales. 
Había 31 acusados por el delito de lavado de dinero de más de cien 
millones de dólares, desde 2011, producto del tráfico de drogas de la 
organización gz (“Sinaloa Cartel”, según el usdj), para comprar oro, 
revenderlo a empresas en Florida y California, y luego enviar el dine-
ro a México (u.s. Department of Justice, 2015b). Algunos de los acusa-
dos fueron arrestados en Chicago, Kentucky y Georgia. Otros estaban 
fugitivos. Dos de los líderes de la red, Diego Pineda y Carlos Parra, 
ambos de Guadalajara, habían sido detenidos en Estados Unidos en 
septiembre de 2014 y acusados por un gran jurado federal en diciem-
bre del mismo año. Las actividades de lavado las realizaban en varios 
estados, como Illinois, Wisconsin, Indiana, Ohio, Kentucky, Georgia, 
California, Texas, y North Carolina. Gente de su red recogía el dine-
ro producto del tráfico de drogas, compraba pedacería y oro fino en 
negocios locales y lo enviaba a refinerías en Florida y California, y és-
tas, a su vez, enviaban el valor del oro en efectivo a México. De ser en-
contrados culpables, los acusados de “conspirar para cometer lavado 
de dinero” tendrían una pena máxima de veinte años de prisión (u.s. 
Department of Justice, 2015b).
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Guzmán y una diputada

En abril de 2015 se dio a conocer una noticia: Joaquín Guzmán recibió 
la visita en el penal de máxima seguridad del Altiplano de una mujer 
que se identificó con un nombre falso, Devany Villatoro. Se trataba de 
Lucero Sánchez, diputada del Congreso de Sinaloa por el pan. Negó 
que tuviera alguna relación con él (Bajo Reserva Exprés, 2015a). La vi-
sita había sido el 4 de septiembre de 2014. El ex presidente Calderón 
solicitó al dirigente nacional de ese partido, Gustavo Madero, y al di-
putado federal por Sinaloa del pan Jorge Villalobos aclarar la desig-
nación de la diputada. Villalobos contestó que había sido electa por 
una coalición conformada por el Partido Auténtico Sinaloense (pas), 
el prd, el pt y el pan, que de comprobarse lo que se decía de ella la 
sacarían de la fracción de ese partido y que no militaba en el pan (Al-
cántara, 2015). En Sinaloa había versiones que apuntaban a Gerardo 
Vargas, secretario general de Gobierno de Sinaloa, y a Guadalupe Ca-
rrizoza, diputado local del pan, como impulsores de la candidatura 
de Sánchez. El periodista Ismael Bojórquez escribió: “Del secretario 
general de Gobierno lo que hay es la historia de un gobierno que des-
de 2010, cuando se realizaron las campañas, ha dejado huellas que 
hablan de sus presuntos compromisos con el cártel de Sinaloa” (Bo-
jórquez, 2015). Sánchez fue desaforada el 13 de junio de 2016 por la 
Cámara de Diputados con 414 votos y 37 abstenciones. En esa sesión, 
el diputado independiente Manuel Clouthier señaló: “no se ha dicho 
que esta postulación surge por recomendación del gobierno de Sina-
loa”. El diputado de Morena Alfredo Basurto dijo: “Hay asuntos impor-
tantes para el país y aquí se distrae con un caso menor de falsificación 
de documentos” (Cámara de Diputados, 2016). En 2017, Sánchez fue 
arrestada al cruzar la frontera en California, Estados Unidos, y testi-
ficó en el juicio contra Guzmán en Brooklyn en 2019 (Ibarra Chaoul, 
2020). Declaró haber tenido una relación íntima con él, y haber com-
prado marihuana en la sierra, que él le encargaba. De los mensajes de 
texto entre Sánchez y Guzmán que se dieron a conocer, parecería que 
tuvieron un hijo llamado Rubén (Santiago, 2019).
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Fuga y captura de Guzmán

En enero de 2015 se esperaba que el gobierno de Barack Obama soli-
citara a México la extradición de Joaquín Guzmán, según el titular de 
la pgr, Jesús Murillo (Estévez, 2015). Anteriormente había descarta-
do que Guzmán pudiera fugarse de nuevo y que la extradición se da-
ría cuando cumpliera su sentencia en México, es decir, en “300 o 400 
años”, agregó (Estévez, 2015a). Arely Gómez, quien sustituyó a Murillo 
como titular de la pgr, declaró que el 25 de junio de 2015 la Secretaría 
de Relaciones Exteriores (sre) había recibido una nota diplomática 
del gobierno de Estados Unidos en la que se solicitaba formalmente la 
extradición de Guzmán (Reuters, 2015). El 11 de julio de 2015, Guzmán 
se fugó del penal del Altiplano por un túnel que llegaba hasta debajo 
de la regadera de su celda (Otero, 2015). Fue noticia a nivel mundial, 
por la fama del personaje y la manera espectacular de su evasión. Sur-
gieron, evidentemente, sospechas sobre la red de posibles involucra-
dos en la fuga, y especulaciones acerca del lugar donde podría haberse 
ocultado, como la zona limítrofe entre Sinaloa y Durango (Vela, 2015), 
donde había habido enfrentamientos previos entre grupos armados y 
marinos, y ataques contra helicópteros de la Semar (De Llano, 2015). 
Se habló de un despliegue masivo de militares y policías federales en 
su búsqueda. Según el titular de la dea, Chuck Rosenberg, Guzmán 
podría estar oculto en su tierra natal, Sinaloa, porque allí tenía a su fa-
milia y sus contactos (El Universal, 2015a). Algunas críticas señalaron 
que las autoridades no aprovecharon el tiempo que estuvo preso para 
aplicar a fondo la extinción de dominio sobre sus bienes, ni tenerlo 
bajo vigilancia militar y rotarlo de celda (Méndez, 2015: 3). En la No-
vena Conferencia Latinoamericana sobre Lavado de Dinero y Delitos 
Financieros, realizada en Cancún, una funcionaria de la ofac señaló 
que la institución mantendría la presión sobre la organización para 
identificar las redes financieras en las que se estaban apoyando y que 
no estuvieran en su lista. Un agente de la sección de delitos financieros 
del fbi mencionó que las organizaciones delictivas realizaban opera-
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ciones cada vez más “complejas”, “sofisticadas”, para mover recursos 
de procedencia ilícita (Hernández, 2015). Nada nuevo.

Con Guzmán perseguido por las autoridades y los despliegues  
de las fuerzas de seguridad en su búsqueda, la producción y el tráfico de  
sustancias ilegalizadas y los enfrentamientos entre grupos delictivos 
continuaban. No parecía haber disuasión posible. En la carretera Ma-
zatlán-Durango, la policía federal incautó más de siete toneladas de 
marihuana transportadas en un tractocamión (El Universal, 2015b). En 
el municipio de Culiacán, elementos de la Semar destruyeron dos la-
boratorios clandestinos que producían drogas sintéticas (La Jornada, 
2015). En el sur del estado, en el poblado de Agua Verde, municipio 
de Rosario, un grupo armado mató a seis personas en una casa donde  
presuntamente se vendía droga al menudeo (Díaz, 2015). Una hora 
después, en un nuevo ataque de este grupo contra un grupo rival cer-
ca del lugar anterior, hubo tres muertos más y otro en días posteriores. 
En la misma región había habido otros enfrentamientos con resulta-
dos letales entre grupos delictivos en 2008, y contra policías y civiles 
en 2013 (Osuna, 2015). Según el comandante de la Novena Zona Mili-
tar, Rogelio Terán, la violencia en el sur de Sinaloa se debía a disputas 
entre las organizaciones Beltrán y gz (Bustamante, 2015). En Tijua-
na, la policía estatal preventiva detuvo a dos personas con 158 kilos de 
cocaína. Pertenecían presuntamente a la organización gz (Andrade, 
2015). En Choix, de nuevo, un grupo armado incendió casas y vehícu- 
los en tres poblados. Ninguna autoridad identificó a los agresores. 
Sólo mencionaron de manera genérica disputas entre grupos delicti-
vos (Ríodoce, 2015). En Culiacán, no obstante la situación de inseguri-
dad, violencia y temor en la ciudad y el estado, hubo gente con humor 
macabro que consideró gracioso dejar un muñeco cuya cabeza estaba 
cubierta con una bolsa, atado de pies y manos, debajo de un puente al 
lado del Río Humaya (Ríodoce, 2015a).

Meses después de la fuga de Guzmán, la pgr informó que inves-
tigaba a varias personas, entre las cuales había algunos pilotos que 
lo habrían ayudado (Castillo y Aranda, 2015: 7). Al salir del túnel por 
donde se fugó, Guzmán se trasladó por tierra al municipio de San 
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Juan del Río, estado de Querétaro, y de allí, en una avioneta Cessna, a 
un lugar en la sierra de Sinaloa, Chihuahua y Durango. La titular de 
la pgr, Arely Gómez, señaló que otro elemento que había ayudado a 
su localización fue el contacto que tuvo con “actrices y productores”, 
pues tenía intenciones de que se filmara una película autobiográfi-
ca (Fiscalía General de la República, 2016). Se le ubicó en el munici-
pio de Pueblo Nuevo, Durango. Del seguimiento a su gente cercana 
se supo la intención de Guzmán de trasladarse a una zona urbana. Se 
ubicó un domicilio en la ciudad de Los Mochis. Al comenzar el ope-
rativo de las fuerzas federales en ese domicilio fueron agredidos a 
balazos. Guzmán y su acompañante, Iván Gastélum, huyeron por el 
drenaje pluvial. Salieron, robaron un vehículo y luego fueron deteni-
dos por fuerzas federales en la carretera Los Mochis-Navojoa. El 8 de 
enero de 2016, el titular de la Secretaría de Gobernación (Segob), en 
un mensaje a los medios de comunicación del gabinete de seguridad, 
anunció la captura de Guzmán, “el prófugo más buscado del mundo”, 
y de Iván Gastélum. Mencionó que había sido gracias al trabajo de in-
teligencia y cooperación de instituciones nacionales: “es un logro de 
nuestro país y de nuestras instituciones”, dijo. Y agregó: “no existe 
delincuente que esté fuera del alcance del Estado mexicano” (Secre-
taría de Gobernación, 2016). En octubre de 2015, el gabinete de segu-
ridad había informado que los operativos realizados en el país para 
la captura de Guzmán y la concentración de estos en el noroeste del 
país eran producto del “trabajo de inteligencia e intercambio de in-
formación con agencias internacionales” (Secretaría de Gobernación, 
2015a). En uno de esos operativos, Guzmán logró escapar, pero tenía 
lesiones en una pierna y el rostro no provocadas por “enfrentamien-
to directo”, decía el comunicado.

La dinámica de los negocios ilícitos y la violencia homicida no se 
modificó, evidentemente, por la captura de un personaje etiquetado 
en febrero de 2013 como “enemigo público número uno de Chicago” 
(Chicago Crime Commission, 2013), por la Comisión Criminal de Chi-
cago y la oficina de la dea en esa ciudad, dirigida por Jack Riley, un tí-
tulo que sólo se le había dado a Al Capone por la misma Comisión en 
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1930. Para ésta, su captura se había realizado gracias a la colaboración 
entre agencias policiales mexicanas y de Estados Unidos. El director 
de la ofac, Adam Szubin, se refirió a Guzmán en 2012 como “el tra-
ficante de droga más poderoso del mundo” (u.s. Department of the 
Treasury, 2012). Riley comparó lo incomparable de manera ahistóri-
ca y exageró también al emitir su opinión, pensada para ser reprodu-
cida ampliamente por los medios de comunicación: “Si tuviera que 
poner a esos dos tipos en un ring, el Chapo se comería a ese tipo (Ca-
pone) vivo” (Tarm, 2013).

En Rosarito, Baja California, fue detenido Marco Carrillo, ex agen-
te de la policía municipal de Tijuana, considerado jefe de asesinos de 
la organización gz en la costa de ese estado, bajo las órdenes de Al-
fonso Arzate, líder en Tijuana, y de estar al frente de la lucha con-
tra las organizaciones rivales de los hermanos Arellano (a) y Jalisco 
Nueva Generación (jng) (Barajas, 2016). En Sinaloa, en Rosario, fue 
asesinado a pleno día, en el centro de la ciudad, Alberto Peña, herma-
no del presidente municipal del pri (Ríodoce, 2016; Quintero, 2016). 
También fue privado de la vida Roberto Rodríguez, ex alcalde del pri 
en ese municipio de 1993 a 1995 (Valdez Cárdenas, 2016). En 2011, su 
hermano fue secuestrado por gente armada y nunca más se supo de 
él. Según el comandante de la Tercera Región Militar, Alfonso Duar-
te, al hablar sobre homicidios en Sinaloa, sin distinguir, dijo que se 
debían a “la lucha por el control de las tiendas de narcomenudeo en 
las principales plazas urbanas”, porque “la delincuencia organizada 
se ha atomizado” (Ríodoce, 2016a). No mencionó a ninguna organi-
zación delictiva en particular. El procurador Marco Higuera también 
atribuyó los homicidios, particularmente en el sur de Sinaloa, a dis-
putas por el control del tráfico al menudeo. No habló de alguna dro-
ga en particular (Cabrera Martínez, 2016). No había explicación sobre 
la presunta “atomización” de las organizaciones delictivas, ni por qué 
el tráfico al menudeo generaba esos niveles de violencia homicida en 
Sinaloa, pero no en los principales mercados, como Estados Unidos y 
Europa. Eran respuestas simplistas que no cuestionaban la ineficacia 
de las autoridades, ni la impunidad.



149

Sinaloa

Heroína y fentanilo

En Sinaloa, un sembrador de amapola del municipio de Badiraguato 
comentó en 2016 que el kilo de goma de opio se podía cotizar hasta en 
32 mil pesos. “Cocineros” de heroína dijeron que se necesitaban diez 
kilos de goma de opio para obtener un kilo de heroína blanca, que cos-
taba 19 mil dólares en Culiacán, 27 mil en la frontera con Estados Uni-
dos, 35 mil al otro lado de la frontera y hasta 48 mil dólares en Chicago 
y Nueva York (Ríodoce, 2016b). Información de la dea en 2016 señaló 
que organizaciones delictivas mexicanas, entre las cuales estaba la de 
gz, compraban directamente de China fentanilo y precursores para 
producirlo. La agencia había detectado que el fentanilo llegaba tam-
bién directamente de China a Estados Unidos, o a través de Canadá y  
México (u.s. Department of Justice, 2016). Sin embargo, la calidad del 
producto era distinta; el que llegaba a Estados Unidos desde China 
vía correo en pequeños paquetes tenía una pureza de 90%, mientras 
que volúmenes más grandes incautados en la frontera México-Esta-
dos Unidos tenían una pureza de sólo 7%. La dea señaló que si bien 
los traficantes mexicanos habían incrementado el uso del fentanilo 
mezclado con heroína, eso no había impactado todavía en el cultivo 
de amapola, pues en 2013 el gobierno de Estados Unidos estimó la pro-
ducción potencial de heroína en México en 26 toneladas métricas, y 81 
en 2016 (Drug Enforcement Administration, 2017a: 52, 55, 65). Otros 
datos de la agencia indicaban una reducción en el precio del fentani-
lo comprado en China desde Estados Unidos: 3 500 dólares el kilo en 
2014-2015 y 1 700 en Florida en 2016. Pastillas de prescripción médi-
ca falsificadas que contenían fentanilo podían ser vendidas entre diez 
y veinte dólares por pieza en los mercados ilícitos. De un kilo de fen-
tanilo se podrían producir más de seiscientas mil pastillas y las ga-
nancias por esa cantidad oscilarían entre cinco y veinte millones de 
dólares en el mercado al menudeo, según la pureza del fentanilo y la 
dosis, aclaró la agencia. La dea indicó también que los mercados del 
fentanilo y heroína estaban interrelacionados; que el primero podría 
eventualmente suplir a la segunda en algunos lugares, pero que de-
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pendería del grado en que los traficantes incorporaran el fentanilo 
“en sus actividades de distribución de opioides” (Drug Enforcement 
Administration, 2016: 8).

Militares emboscados

A principios de septiembre de 2016 se llevó a cabo una reunión en las 
instalaciones de la Tercera Región Militar a la que acudieron el gober-
nador de Sinaloa y su gabinete de seguridad. Se anunció la creación 
del Grupo de Fuerzas Especiales de Reacción (gfer), conformado por 
militares y policías federales, estatales y municipales, cuyas opera-
ciones estarían concentradas en los municipios de Culiacán y Maza- 
tlán (Noroeste, 2016). En la noche del 29 de septiembre, en el poblado 
de Bacacoragua, Badiraguato, hubo un enfrentamiento entre civiles 
armados y militares. Fue herido Julio Ortiz, “integrante de un grupo 
delictivo que opera en la zona”, dijo el titular de la Subprocuraduría 
Especializada en Investigación de Delincuencia Organizada (seido), 
Gustavo Salas, y fue trasladado en una ambulancia a un hospital en 
Culiacán custodiado por dos vehículos militares (Fiscalía General de 
la República, 2016a). Al entrar a la ciudad el 30 de septiembre, fue-
ron emboscados por un grupo armado, el cual rescató a Ortiz, con el 
resultado de cinco militares muertos y diez heridos. Un paramédico 
de la Cruz Roja también fue herido. Según la seido, con base en las 
investigaciones de las fuerzas federales, ya se tenía “claramente esta-
blecido el móvil, la cadena de decisiones y acciones ilícitas que moti-
varon la emboscada, el tipo de armamento y vehículos utilizados, el 
número de delincuentes que participaron y a qué organización cri-
minal pertenecen” (Fiscalía General de la República, 2016a). Pero no 
mencionó cuál era esa organización. El titular de la Sedena, general 
Salvador Cienfuegos, en un homenaje a los militares caídos realizado 
en el Campo Militar 9-A, en Culiacán, acompañado por el gobernador, 
pronunció un duro discurso, el cual mostraba, como dijo, su “profun-
da indignación” por lo sucedido:
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nuestros soldados fueron emboscados por otro grupo no contabilizado 
de enfermos, insanos, bestias criminales con armas de alto calibre, incen-
diando dos vehículos militares, seres sin conciencia, que basan sus accio-
nes en atemorizar a la gente de bien, que lucran envenenando con drogas 
a nuestros jóvenes y a nuestros niños (…) vamos con todo, con la ley en la 
mano y la fuerza que sea necesaria (…). Que la fuerza que apliquen ten-
drá la respuesta que corresponda por parte de la autoridad (Secretaría de 
la Defensa Nacional, 2016).

Según el gobernador, habían sido sesenta los atacantes. El general Al-
fonso Duarte, comandante de la Tercera Región Militar, declaró: “Has-
ta el momento no tenemos la certeza de estos grupos, pero es muy 
probable que sean los hijos de el Chapo”, quienes, al igual que su cu-
ñado e Iván Gastélum (estos últimos en prisión), se deslindaron del 
ataque a los militares a través de sus abogados (López-Dóriga Digital, 
2016; Cabrera Martínez, 2016a). Iván y Alfredo Guzmán firmaron una 
carta de deslinde el 2 de octubre de 2016 dirigida a la “opinión públi-
ca, medios de comunicación y autoridades federales”, en la que cali-
fican de “masacre” lo ocurrido con los militares. Rechazaron haber 
ordenado y participado en el ataque para rescatar a una persona que 
no conocían y con la cual no tenían ningún lazo de sangre (El Debate, 
2016; Hernández, 2016). Agregaron: “en su momento no lo hicimos 
por nuestro padre, menos arriesgaríamos nuestra integridad y tran-
quilidad por una tercera persona (…). Nunca hemos peleado contra 
el gobierno ni queremos hacerlo; Eso sería prácticamente cavar nues-
tra propia tumba” (Padilla, 2016). Renato Sales, titular de la Comisión 
Nacional de Seguridad (cns), confirmó que se investigaba a la orga-
nización gz por el ataque a los militares, y dijo que Joaquín Guzmán 
sería extraditado a Estados Unidos en enero o febrero de 2017 (El De-
bate, 2016a).

El ataque contra los militares en Culiacán intensificó la presencia, 
el patrullaje y la presión de las fuerzas armadas no sólo en Sinaloa, 
sino también en Durango y Chihuahua (Ríodoce, 2016c). En Culiacán 
hubo un enfrentamiento entre el grupo delictivo conocido como los 
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“Ántrax”, de la organización gz, y militares cuando hacían un reco-
rrido por una de las colonias de la ciudad. En esa ocasión no murie-
ron soldados. Entre los fallecidos estaban el presunto reemplazo de 
Rodrigo Aréchiga, quien fuera líder del grupo delictivo y estaba preso 
en Estados Unidos, y otras dos personas, una de ellas considerada el 
segundo al mando. Circulaba también la versión de que el enfrenta-
miento habría ocurrido para facilitar la huida del hijo de Ismael Zam-
bada, del mismo nombre (Bustamante, 2016). Según las autoridades 
federales, la presión había provocado un presunto descontrol y replie-
gue de la organización gz. El periodista Javier Valdez, del semanario 
Ríodoce, señaló que “los jefes” de la organización gz habían dado ór-
denes estrictas a su gente. Citó las palabras de personas con mando 
en esa organización: “Está prohibido hacer fiestas y andar en carava-
nas. Únicamente pueden andar armados los ‘comandantes’ y dos de 
sus escoltas (…) nadie más (…). Ya hablamos con la policía, con los 
ministeriales y los de la estatal. Al que agarren en esas condiciones 
(armados, echando bala o en caravana), nosotros no vamos a respon-
der” (Ríodoce, 2016c). Escribió también que antes del enfrentamiento 
con los militares en el lugar había una fiesta; algunos de los asisten-
tes dispararon al aire y luego llegaron los militares. El informante le 
dijo: “No hacen caso, por eso pasa esto. Algunos que hicieron fiestas 
después de que se les dio la orden y de la emboscada del 30 de sep-
tiembre, que no hicieron caso, fueron castigados. Los tienen conge-
lados por indisciplinados” (Ríodoce, 2016d). En diciembre de 2016, la 
Semar informó acerca de la localización de un laboratorio clandesti-
no, precursores químicos y más de una tonelada de metanfetaminas 
en el poblado Los Algodones, municipio de Culiacán. Y señaló que “de-
bido a la dificultad de acceso al terreno, se procedió a destruir el ma-
terial y químicos en sitio” (Secretaría de Marina, 2016). Nada se dijo 
del impacto ambiental de esa decisión.
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Las luchas al interior de la organización Guzmán-Zambada

La detención de Guzmán, su extradición a Estados Unidos el 19 de ene-
ro de 2017 y el ataque contra los militares en Culiacán tuvo repercusio-
nes en la organización gz. Russell García, ex soldado del ejército, ex 
agente de la policía municipal de Culiacán y presuntamente bajo las 
órdenes de Iván Guzmán para realizar actividades delictivas en Ma-
zatlán, Escuinapa y El Rosario, fue detenido el mismo día del enfrenta-
miento de los militares con los “Ántrax”. A finales de octubre de 2016, 
otra persona, Rey Santiago, vinculado con Dámaso López, identifica-
do como “jefe de plaza” de La Paz, Baja California Sur, fue detenido 
por miembros de la Semar en un poblado cercano a Culiacán (Ríodo-
ce, 2016e). En enero de 2017, el primer mes del nuevo gobernador de 
Sinaloa, Quirino Ordaz (pri), fue atacado a balazos de ak-47 en Culia-
cán Antonio Murillo, junto con sus escoltas. Había sido secretario de 
Seguridad Pública y Tránsito Municipal en Culiacán y Mazatlán, cer-
cano al controvertido Jesús Aguilar, ex jefe de la policía ministerial de 
Sinaloa. En el nuevo gobierno había sido nombrado horas antes como 
coordinador de Atención a Víctimas y Testigos de la Procuraduría Ge-
neral de Justicia del Estado (pgje) (Ríodoce, 2017). Se sospechaba de 
gente de la organización gz como autora del atentado. Al parecer, Mu-
rillo, en su cargo en Mazatlán, habría trabajado también para la orga-
nización de los hermanos Beltrán. En una carta presuntamente escrita 
por Alfredo e Iván Guzmán y enviada a los medios, señalaron que Dá-
maso López había citado a Ismael Zambada y a ellos a una reunión el 
4 de febrero de 2017 (Milenio, 2017). López no asistió y los pistoleros 
de éste empezaron a dispararles. Lograron huir. Días después, civiles 
armados se enfrentaron en Culiacán a marinos; uno de éstos y cinco 
pistoleros murieron. En la noche, luego de ese suceso, en el munici-
pio de Navolato, dos presuntos grupos rivales se enfrentaron a bala-
zos, cuatro murieron, y también una mujer embarazada, víctima del 
fuego cruzado (Valdez, 2017). El general Cienfuegos, en una reunión 
con el gabinete de seguridad de Sinaloa, en las instalaciones de la No-
vena Zona Militar, en Culiacán, señaló acerca de la violencia en el es-
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tado: “El cártel del Pacífico, como es conocido, ante la ausencia de su 
líder, está peleando el mando de la organización, el problema se está 
dando entre ellos” (Milenio, 2017a; Bustamante, 2017; Jiménez, 2017). 
No era ningún consuelo para la gente que podría encontrarse en fue-
gos cruzados.

En febrero de 2017 fue detenido Francisco Zazueta, presunto jefe de 
escoltas de Iván Guzmán y vinculado con el ataque a los militares en 
septiembre de 2016 (Cabrera y Garduño, 2017). A principios de mar-
zo fue encontrado en Navolato el cuerpo sin vida de Julio Ortiz, el he-
rido que habían rescatado los pistoleros en ese ataque (El Universal, 
2017b). A mediados del mismo mes se fugaron del penal de Aguaru-
to Juan Esparragoza hijo, Jesús Peña, colaborador cercano de Ismael 
Zambada, Francisco Zazueta, detenido hacía poco tiempo, Rafael Fé-
lix, quien era otro miembro de los “Ántrax”, y Alfredo Limón (Bojór-
quez, 2017). Zazueta murió en un enfrentamiento con marinos en un 
lugar del municipio de Badiraguato al siguiente mes de su fuga, se-
gún la Semar (Secretaría de Marina, 2017; Cabrera Martínez, 2017). La 
fiscalía de Sinaloa dijo que había sido en el pueblo de San Cayetano, 
sindicatura de Tepuche, municipio de Culiacán (Bustamante, 2017a). 
Entre las armas que le encontraron había un lanzacohetes (Garduño, 
2017). Como muchos otros miembros de grupos delictivos, tenía corri-
dos que narraban parte de sus presuntas actividades. Algunas frases 
de las canciones eran: “yo pongo el pecho si es por los Chapitos”, “noso-
tros trabajamos con el viejo, defendiendo la empresa y a su gente”, “Al 
millón seguimos con el chaparrito y no se tiembla con el dedo en el ga-
tillo” (Milenio, 2017b). En Culiacán, también en abril, fueron destruidas 
a balazos veinte videocámaras de vigilancia (Monjardín, 2017). En una 
colonia de la misma ciudad, militares de la Sedena fueron agredidos 
desde un vehículo; persiguieron a los atacantes, los detuvieron. Por-
taban fusiles ak-47, r-15, pistolas, cargadores y equipo táctico (Ríodo-
ce, 2017a). En el municipio de Navolato, las disputas entre Aureliano 
Guzmán, hermano de Joaquín, y Dámaso López, presuntamente por 
el control del tráfico al menudeo, el robo de hidrocarburos y la salida 
al mar, según la secretaría de seguridad estatal, había provocado un 
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incremento en el número de homicidios, dificultades para reclutar a 
nuevos policías y solicitudes de prejubilación de los que aún estaban 
activos (Monjardín, 2017a). En Culiacán, frente al edificio del ayunta-
miento, en una de las calles principales de la ciudad, varios jóvenes 
en autos de lujo jugaron carreras e hicieron diversas maniobras con 
sus vehículos. Fueron detenidos después, en otro lugar; algunos fue-
ron arrestados por 12 horas, los demás fueron liberados al pagar una 
multa de cuatrocientos pesos (Cabrera Martínez, 2017). En Sinaloa, la 
transgresión a las leyes parecía ser la regla, formaba parte del habitus 
de una fracción de la población que no le temía a las fuerzas de segu-
ridad federales y menos a las locales.

Según el presidente Peña, al felicitar al ejército y a la pgr por la cap-
tura de Dámaso López el 2 de mayo de 2017 en un edificio de la colo-
nia Nueva Anzures, en la capital del país, el detenido “había asumido 
el liderazgo del cártel de Sinaloa [era] quien prácticamente encabeza-
ba al crimen organizado en lo que es la zona del Pacífico y era donde 
anteriormente el Chapo tenía este liderazgo” (Presidencia de la Repú-
blica-epn, 2017). La información que circulaba en los medios, basa-
da en fuentes de las propias autoridades federales y locales, mostraba 
más bien una disputa sangrienta por el liderazgo entre él y su gente y 
el hermano de Guzmán, sus hijos e Ismael Zambada. Con su captura 
quedaba más claro quiénes salían ganando en esa lucha. López, aun-
que era cercano a Guzmán y su compadre, no era heredero por lazos de  
sangre, no había nacido dentro del negocio ni tenía la trayectoria de los  
demás. Sus probabilidades, o las de su hijo, de liderar la coalición de-
lictiva de manera permanente eran menores. Calculó mal.

Detenido su padre y perseguido por los hijos de Guzmán, su her-
mano e Ismael Zambada, Dámaso López hijo se entregó a las autori-
dades de Estados Unidos en Caléxico, California, el 27 de julio de 2017. 
La dea afirmó que era la primera vez que un líder importante de una 
organización delictiva mexicana se entregaba de manera voluntaria. 
El procurador general de Justicia de Estados Unidos, Jeff Sessions, 
dijo que continuaría la persecución de los líderes hasta desmantelar 
la organización, y agregó que la entrega y juicio de Dámaso hijo, que 
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se anunció ese día, enviaba un mensaje claro: “pueden entregarse de 
la manera fácil, o los encontraremos y los llevaremos ante la justicia 
de la manera difícil. No importa cómo, enfrentarán las consecuen-
cias” (Drug Enforcement Administration, 2017b). En enero de 2018, 
Dámaso hijo se declaró culpable, en una corte federal, de organizar el 
transporte y la distribución de toneladas de sustancias controladas, 
incluidas metanfetaminas, cocaína y heroína, de México hacia Esta-
dos Unidos, y de poseer armas de fuego “con el propósito de promo-
ver las actividades de tráfico de narcóticos del cártel de Sinaloa” (Drug 
Enforcement Administration, 2018).

El homicidio de Javier Valdez

Días después de la captura de Dámaso López, el 15 de mayo de 2017, 
fue asesinado Javier Valdez cerca de su lugar de trabajo en Culiacán 
(Cabrera Martínez, 2017b; Lafuente, 2017). Era un reconocido perio-
dista, cofundador del semanario Ríodoce y corresponsal en Sinaloa de 
La Jornada. Sus artículos y libros sobre la violencia, las organizacio-
nes delictivas y su impacto sociocultural en la sociedad sinaloense y el 
periodismo eran referencia obligada para quien quisiera conocer con 
mayor detalle la interrelación entre el campo delictivo y la sociedad 
local. Fue un duro golpe a la libertad de expresión que tuvo repercu-
siones nacionales e internacionales. El 22 de noviembre de 2011, en 
Nueva York, en su discurso de aceptación del Premio Internacional de 
la Libertad de Prensa, otorgado por el Comité para la Protección de Pe-
riodistas, Valdez habló de lo que significaba vivir en Culiacán, su lugar 
de residencia y trabajo: “es peligroso estar vivo, y hacer periodismo es 
caminar en una línea invisible trazada por los malos, que están en el 
tráfico de drogas y en el gobierno, en un campo cubierto de explosi-
vos” (Committee to Protect Journalists, 2011). Dedicó el premio a los 
periodistas valientes y a los niños y jóvenes que estaban viviendo “una 
muerte lenta”. Dijo que en lugar de contar las muertes y reducirlas a 
números, había preferido ponerles cara y nombre a las víctimas. Del 
trabajo de él y sus colegas en el semanario, lamentó que no tuviera 
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trascendencia en los espacios donde se suponía que había gobierno y 
aplicación de la ley: “En Ríodoce, hemos experimentado una soledad 
macabra porque nada de lo que publicamos tiene repercusiones o se-
guimiento. Y esa desolación nos hace más vulnerables” (Committee 
to Protect Journalists, 2011). Entrevistado en la radio, el fiscal gene-
ral de Sinaloa, Juan Ríos, afirmó que sólo 9%, de un total de 250, de 
las videocámaras de vigilancia de la ciudad de Culiacán funcionaban 
(Ríos Rojo, 2017). La que estaba en el lugar donde fue abandonado el 
auto de Valdez, robado por los asesinos, era una de las que no funcio-
naban (Ríodoce, 2017b).

Un mes después del homicidio de Valdez hubo manifestaciones de 
protesta de individuos y organizaciones de la sociedad civil en varias 
ciudades de Sinaloa y otras partes del país, convocadas por el sema-
nario Ríodoce, para exigir justicia en el caso de Javier y todas las de-
más víctimas de la violencia (Ríodoce, 2017c). Óscar Loza, presidente 
de la Comisión de Defensa de los Derechos Humanos en Sinaloa, les 
llamó “las marchas del dolor”. Ismael Bojórquez, director de Ríodoce, 
dijo en su discurso frente al edificio del gobierno estatal:

Javier vivió y murió por Sinaloa. Javier vivió dando la voz a las víctimas 
de la violencia, a las madres y padres con hijos desaparecidos, a las mu-
jeres y niños abandonados en su soledad después de que sus esposos y 
sus padres habían sido “levantados”. Javier entregó su tiempo y su alma 
por los desplazados de la violencia, que como ríos trágicos bajaban de la 
sierra para recibir, cuando mucho, migajas del gobierno (Ríodoce, 2017d).

Fueron manifestaciones de la otra cara de Sinaloa, la de aquella par-
te de la sociedad agraviada, atemorizada, pero no paralizada, y orga-
nizada para exigir justicia a las autoridades, en un estado y un país 
donde la impunidad era la regla, y para mostrarles a los violentos que 
rechazaban sus prácticas incivilizatorias.

Lo menos frecuente eran esas expresiones colectivas para exigir 
que las autoridades cumplieran con sus obligaciones. Lo que desta-
caba en la vida cotidiana era el motivo de las protestas: la violencia 
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omnipresente, la falta de justicia y la impunidad. Choques entre ci-
viles armados y militares en Costa Rica, cerca de Culiacán, entre gru-
pos armados y contra militares en Mocorito y Guamúchil, con saldo 
de varios civiles muertos y la incautación de armas como ak-47, un 
fusil Barrett, pistolas 9 milímetros, más de veinte granadas, y cartu-
chos (Ríodoce, 2017e; Zeta Tijuana, 2017; Ríodoce, 2017f). El plagio de 
varias personas en Culiacán por unos diez sujetos armados, en un 
restaurante propiedad del ex gobernador Juan Millán, entre las cua-
les estaba el ex director del Registro Público de la Propiedad y el Co-
mercio del Estado (Vizcarra, 2017). El homicidio del hermano mayor 
del boxeador Julio César Chávez, Rafael, en su casa, cuando entraron 
unas personas a robar. Julio declaró: “No hay autoridad para nada ni 
para nadie”. Al gobernador le pidió “seguir echándole chingadazos a 
los delincuentes” (Díaz y Vázquez, 2017: 24). Comentó que en Tijuana 
él había recibido amenazas de secuestro, que trató de hablar con su 
amigo el gobernador Francisco Vega, “pero no sé si se ha hecho pen-
dejo o se han hecho pendejas las autoridades de seguridad pública (…) 
porque no me contestaron nada ni me dieron apoyo” (Díaz y Vázquez, 
2017: 24). La Fiscalía General de Justicia de Sinaloa tenía estadísticas 
aterradoras: de 2014 a mayo de 2017, el arma más usada en los homi-
cidios cometidos en el municipio de Culiacán fue el fusil ak-47, tam-
bién en el municipio de El Rosario. Seguían la pistola 9 milímetros, el 
r-15 y las pistolas .38 súper y .47 milímetros (Alfaro, 2017). No había 
autoridad, tampoco justicia, pero sí impunidad, y muchos delincuen-
tes y armas de alto poder.

El cultivo de plantas ilegalizadas y el tráfico de drogas eran, sin 
duda, parte central de la violencia homicida y otros delitos en varias 
partes de Sinaloa. En el pueblo de Santa Ana, municipio de Sinaloa 
de Leyva, la Sedena encontró un laboratorio para producir droga, con 
sustancias que en apariencia eran opio líquido (seiscientos litros), de-
sechos de opio (sesenta kilos) y precursores químicos para obtener  
heroína (Ríodoce, 2017g). En la sierra del municipio de Concordia, la 
Sedena tenía conocimiento de la presencia de la organización delic-
tiva gz. En esa zona había habido homicidios, despojos de tierras y 



159

Sinaloa

bienes, saqueo de tiendas y desplazamiento de habitantes de algunas 
poblaciones. También agresiones contra los militares. En una embos-
cada, un cabo resultó muerto. A principios de 2017, en esa región hubo 
un atentado contra Ángel Ibargüen, quien luego falleció, identificado 
como líder de un grupo delictivo que operaba en una parte del muni-
cipio y vinculado a Aureliano Guzmán (Ríodoce, 2017h). En el pueblo 
de Santa Lucía, los delincuentes habían quemado viviendas y vehícu- 
los, lo que obligó a gran parte de los habitantes a salir del lugar. De 
doscientas familias, sólo quedaban siete (Ríodoce, 2017i). El secreta-
rio general de Gobierno del estado, Gonzalo Gómez, dijo acerca de la 
situación en el municipio y los generadores de la violencia: “Preten-
den tener libre el territorio para sus actividades, las relacionadas con 
la delincuencia organizada. La siembra y producción, principalmente, 
lo que ellos controlan por esa zona” (Ramírez, 2017). Sobre la violencia 
en el municipio, el comandante de la Tercera Región Militar, general 
Juan Bernal, declaró: “Son brotes aislados (…) que se multiplican justa-
mente por la percepción que se proyecta en los medios [sic]” (Ríodoce, 
2017i). La propuesta del alcalde Felipe Garzón (pri-pvem-na) a los ha-
bitantes no fue mejor que la visión del general sobre la situación: “Yo 
lo único que puedo hacer por ustedes es mandarles camionetas para 
que ante la violencia abandonen Santa Lucía”. Y un miembro del ejér-
cito les dijo: “Abandonen el pueblo es lo mejor para ustedes” (Osuna, 
2017). Las autoridades abdicaron de sus obligaciones. Los delincuen-
tes habían impuesto sus reglas.

De Sinaloa a Colombia

De las actividades delictivas de la organización gz y otras se tenían no-
ticias en varias partes de México y otros países. Era frecuente el anun-
cio de la captura de presuntos líderes u “operadores” de “células” en 
algún estado de la federación, o de “objetivos prioritarios”, como les 
llamaba la pgr. Por ejemplo, en Baja California, donde fue detenido 
por la policía preventiva Édgar Soedan, de la organización gz (Cisne-
ros, 2017). O la captura del sinaloense Samuel Lizárraga en Querétaro, 
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presunto líder del grupo de pistoleros conocido como “los Mazatle-
cos”, vinculado a la organización de los hermanos Beltrán (Ríodoce, 
2017j). Las luchas entre esas dos organizaciones habían provocado 
una gran cantidad de muertes, desapariciones, desplazamientos for-
zados, y también habían colocado en una muy difícil situación al es-
caso personal médico en las zonas más apartadas y desprotegidas del 
estado, expuestos a las presiones y amenazas de los violentos (Galle-
gos, 2017). En otros estados, como Chihuahua, a gente del grupo de-
lictivo “la Línea”, de la organización “Juárez”, se le atribuyó el ataque 
armado en un palenque donde murieron seis personas y 14 resultaron 
heridas. Supuestamente, los objetivos eran dos distribuidores de dro-
ga del grupo “Gente Nueva”, vinculado a la organización gz (“Sinaloa”) 
(Ponce, 2018). Algo menos frecuente era que familiares de los policías 
municipales desaparecidos, José Saavedra y Yosimar García, solicita-
ran en una carta abierta dirigida a “los grandes capos a los jefes del 
cartel de Sinaloa y a quienes se llevaron a nuestros familiares, que 
nos ayuden a que puedan regresar o nos digan donde los pudiéramos 
encontrar (…). Acudimos a ustedes rogando y suplicando a su corazón 
y a su conciencia a que nos ayuden acabar con esta tortura” [redac-
ción original] (González, 2018). A un año de la desaparición de los po-
licías, la fiscalía no había dado resultados acerca de la investigación.

En Tumaco, Colombia, departamento de Nariño, tenían presencia 14  
grupos armados que se decía que controlaban el tráfico de drogas hacia 
Ecuador y Panamá, pero las organizaciones delictivas identificadas con 
mayor fuerza en esa región eran presuntamente tres: el llamado “clan 
del Golfo”, “un satélite del cártel de Sinaloa” y una disidencia de las  
farc. Las dos primeras se oponían a la política de sustitución de cul-
tivos de hoja de coca. Los datos sobre Tumaco reportaban el inicio de 
sembradíos de hoja de coca entre 1980 y 1994, impulsados por la or-
ganización delictiva “Norte del Valle”. Según un oficial antidrogas de 
Colombia, organizaciones mexicanas como gz (“Sinaloa”), jng y otras 
enviaban a su gente a ese país y “negocian directamente con cualquie-
ra e imponen sus condiciones. Compran el kilo en 1 500 dólares y ellos 
se encargan de transportarlo por aire o mar, principalmente, lo que 
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les deja inmensos márgenes de ganancia. Ese mismo kilo puesto en 
México ya vale 15 000 dólares y sube a 25 000 al llegar a Nueva York” 
(Sánchez A., 2017; Semana, 2017c). El michoacano Irineo Sánchez, ne-
gociador de los “Zetas” con el “clan del Golfo” (liderado por Dairo Úsu-
ga), fue detenido en Medellín en enero de 2017 (Reuters, 2017). Ya en 
prisión, intentó hacerse pasar como miembro de las farc para que 
la Oficina del Alto Comisionado para la Paz lo acreditara como insur-
gente “en proceso de dejación de armas”, pero fue descubierto (Cro-
da, 2017). Autoridades de Colombia estimaban que 75% de la cocaína 
que salía hacia Estados Unidos se exportaba desde la costa del Pacífico  
de ese país, y de ahí el interés de la organización gz en tener presencia 
en esa zona ante el retiro de las farc por el acuerdo de paz. Fuentes 
estatales negaron que los traficantes mexicanos estuvieran “mandan-
do en el país” y afirmaron que sólo había intermediarios “para hacerle 
seguimiento al intercambio de la droga” (El Espectador, 2018).

En Colombia, diversos agentes sociales tenían interpretaciones en-
contradas sobre el papel y peso de la organización gz en el país. Según 
la versión de un traficante con experiencia desde los tiempos de Pablo 
Escobar, que trabajó con Daniel Rendón y colaboraba con Dairo Úsuga, 
a los mexicanos se les enviaba cocaína pura y ellos la “cortaban”, pero 
que no eran tan buenos como los cortes que hacían los colombianos. 
Dijo que a Ismael Zambada le enviaban los embarques a Nicaragua, 
Honduras o Guatemala, y en esos países los recogía su gente. Afirmó 
que sólo los mexicanos tenían la capacidad para introducir la dro-
ga a Estados Unidos: “Ahora los que mandan son los mexicanos” (El  
Espectador, 2018a). Otra versión aseguraba que los mexicanos, prin-
cipalmente de la organización gz, habían llegado a Medellín desde 
2012 para pelear el negocio dadas las disputas entre dos grupos lide-
rados por Maximiliano Bonilla y Ericson Vargas, respectivamente, 
que habían tenido efectos negativos en el envío de cocaína a Méxi-
co. La organización gz, al igual que las “Autodefensas Gaitanistas 
de Colombia” (agc), organización delictiva conocida también como 
“clan del Golfo”, o los “Úsuga”, apoyaron al grupo de Vargas. Para la 
alcaldía de Medellín, los mexicanos sólo estaban “de paso”. La fisca-
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lía y la policía afirmaban que la organización gz sí tenía “presencia 
activa”. Un oficial antidrogas señaló que los “Zetas” tenían presencia 
en las comunas 8 y 13, y que eran “una suerte de mandos medios” (El 
Espectador, 2018a). Muy distinto a lo que había logrado conocer en 
su labor de infiltración desde 2014 sobre la organización gz: “los del 
cártel de Sinaloa son patrones, son duros y vienen a hacer o destra-
bar negocios grandes. No es cierto que tengan ejércitos en la ciudad, 
pero los patrocinan (…). Los mexicanos no tienen ejército y no es fácil  
que los antiguos combos de Medellín se dejen mandar por extranje-
ros. Lo que hacen es equilibrar el tablero en favor de cada uno” (El Es-
pectador, 2018a). Sin precisar fechas, el viejo traficante colombiano 
desde la época de Escobar señaló también que una persona conoci-
da por su alias Tom Chatas, ante la probabilidad de entrega de Dairo 
Úsuga y la sustitución en el liderazgo de su organización por alias In-
glaterra, con lo cual no estaba de acuerdo, habría permitido la entra-
da de la organización jng.

La organización gz fue señalada también en Colombia como be-
neficiaria del apoyo brindado por Vicente Murillo, ex controlador aé-
reo de la Aeronáutica Civil, miembro de una red de once individuos 
que le permitían ingresar aviones con dólares a Colombia y sacarlos 
cargados con cocaína hacia Estados Unidos y Europa. Otro miembro, 
Luis Rivera, era el coordinador de la torre de control del aeropuerto de 
Cali, quien programaba los turnos de los operadores y de esa mane-
ra los traficantes sabían con quienes podían contar para informarles 
qué espacio aéreo podían utilizar. Un miembro más de la red deteni-
do, Juan Osorio, era el encargado de vincularse con miembros de la 
Fuerza Aérea de Colombia (fac) “para evitar y prevenir la interdic-
ción aérea” (El Tiempo, 2018). Quien aparecía como líder de la red era 
el colombo-mexicano Jaime Velásquez, detenido en Cali, coordina-
dor de las mismas actividades en los aeropuertos de Bogotá, Medellín, 
Pereira y Villavicencio. El contacto en México era el piloto Alejandro 
Flores, de quien el Departamento del Tesoro de Estados Unidos dijo 
en 2010: “controla una red multinacional de transporte de drogas en 
coordinación con los miembros del cártel de Sinaloa, Joaquín Guz-
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mán Loera e Ismael Zambada García” (u.s. Department of the Trea-
sury, 2010). Era el encargado de la entrega y distribución de droga de 
América del Sur hacia México y Estados Unidos. La ofac incluyó en 
su lista tres empresas de servicios aéreos de Flores, en Toluca, una es-
cuela de aviación en Cuernavaca y otra de carga la Ciudad de Méxi-
co. En la lista de la red de Flores estaba también su hermano Javier, 
su esposa, Diana Toro, su asesor legal, Arturo Ruiz, y el coordinador 
de contrabando de dinero, Rafael Duarte. Entre las empresas fachada 
estaban un restaurante, un rancho, una empresa de productos elec-
trónicos, un club deportivo, etc., en Baja California y la Ciudad de Mé-
xico, y una empresa comercializadora en Colombia (u.s. Department 
of the Treasury, 2010a).

Según el fiscal general de Colombia, Néstor Martínez, las organi-
zaciones delictivas mexicanas ya habían empezado a adquirir “plan-
taciones de coca en Colombia”. Habían detenido a agrónomos e 
ingenieros y afirmó que cada vez era mayor el número de mexicanos 
dedicados a actividades delictivas en ese país. Por su parte, la Policía 
Antinarcóticos señaló que miembros de esas organizaciones tenían 
presencia en al menos nueve departamentos: Antioquia, Cundinamar-
ca, Norte de Santander, Valle del Cauca, Nariño, Cauca, Meta, Guavia-
re y Vichada. Otros agregaron el departamento de Córdoba (El Tiempo, 
2018a). En 2014, la Policía Nacional de Colombia (pnc), que frecuente-
mente se refería a los detenidos sólo por sus alias, detuvo a “dos emi-
sarios directos del ‘chapo Guzmán’”: el mexicano alias Rincón en Cali 
y el colombiano alias el Enano en Nariño. La pnc anunció: “Los captu-
rados presuntamente compraron los laboratorios de las farc (Colum-
na Móvil Daniel Aldana) y de ‘los Urabeños’ en zonas comprendidas 
en el Cauca, Valle y Nariño, específicamente en zona fronteriza con 
Ecuador, utilizando ésta para la salida de grandes cantidades de es-
tupefacientes a través de aeronaves pequeñas, lanchas rápidas y se-
misumergibles” (Policía Nacional de Colombia, 2014). En 2016, una 
persona conocida por sus alias Monín, Mono Caicedo y Pollo Crudo, fue 
capturada por la pnc en Medellín: “este sujeto junto con otro delin-
cuente serían los contactos para organización del crimen ‘la Oficina’ y 
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la persona conocida con el seudónimo ‘Chapo Guzmán’ en el cártel de 
Sinaloa, al parecer para el tráfico de cocaína” (Policía Nacional de Co-
lombia, 2016). Enlaces de la organización gz habían sido detenidos en 
Bogotá: la mexicana Marcela Flórez en 2017, presuntamente cercana 
a Joaquín Guzmán y quien estaría negociando con el “clan del Golfo” 
(El Espectador, 2017d), y Luis Jilón en Nariño el mismo año, vinculado 
con Ismael Zambada (El Tiempo, 2017d). En 2018, la colaboración entre 
la pnc, la fiscalía y la dea “logró desmantelar una red de narcotráfico 
vinculada al cártel de Sinaloa, responsables de enviar cargamentos de 
heroína a los Estados Unidos” (Policía Nacional de Colombia, 2018). 
La heroína, procesada en los departamentos de Nariño y Cauca, era 
ocultada en plantillas de zapatos y enviada desde los puertos de Bue-
naventura (Colombia) y Guayaquil (Ecuador). De los socios de la orga-
nización mexicana detenidos sólo fueron mencionados sus apodos: el 
Gordo, el Duende y el Lanza. En agosto de 2018, la Policía Nacional de 
Colombia anunció la desarticulación de una red de traficantes creada 
por el guatemalteco alias Chema, compuesta por ciudadanos de Ecua-
dor, Colombia, Guatemala y México. Los cargamentos de cocaína y 
base de coca se los compraban a las “Guerrillas Unidas del Pacífico”, 
que operaban en Tumaco (Nariño), “eran llevados a Ecuador y desde 
allí despachados hacia territorio mexicano donde tenía nexos con el 
cártel de Sinaloa” (Policía Nacional de Colombia, 2018a).

En Sinaloa, la Policía Federal (pf), al inspeccionar un autobús de 
pasajeros en la carretera federal Culiacán-Mazatlán, encontró 61 kilos 
de la droga “cristal” ocultos en un compartimento (Notimex, 2018). 
Esto era nada comparado con lo descubierto por la Semar en un po-
blado cercano a Culiacán: aproximadamente cincuenta toneladas de 
“cristal” sólido y líquido en un laboratorio clandestino y dos almace-
nes subterráneos. Y como en otras ocasiones: “se procedió a destruir 
el material y químicos en sitio por medio de incineración, debido a 
la dificultad de acceso al terreno” (Secretaría de Marina, 2018). La Se-
mar no mencionó en su comunicado a cuál grupo delictivo pertenecía 
la droga. La prensa citó a autoridades federales, que le atribuyeron la 
propiedad de la droga a Ismael Zambada (Monjardín, 2018).
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Las organizaciones delictivas transnacionales  
de alta prioridad para Estados Unidos

En octubre de 2018, el procurador general de Estados Unidos, Jeff 
Sessions, anunció la creación de la Fuerza de Tarea contra el Cri-
men Organizado Transnacional (Transnational Organized Crime 
Task Force). Con base en la orden ejecutiva 13773, emitida por el pre-
sidente Donald Trump el 9 de febrero de 2017, el procurador solici-
tó al fbi, la dea, la Organized Crime and Drug Enforcement Task 
Force (ocdetf) y la División Criminal del Departamento de Justicia 
“identificar a los principales grupos criminales transnacionales que 
amenazan la seguridad y la prosperidad de los Estados Unidos y sus 
aliados”. Señalaron a cinco considerados de “alta prioridad” de va-
rios países, entre los cuales estaban dos grupos de México (“Sinaloa 
Cartel” y “Cartel de Jalisco Nueva Generación”), uno de El Salvador 
(ms-13), uno de Colombia (“clan del Golfo”) y uno del Líbano (Hez-
bollah). Se crearon varios subcomités dirigidos por fiscales experi-
mentados: “El subcomité del Cártel de Sinaloa estará dirigido por 
el fiscal federal adjunto Matthew Sutton de la Oficina del Fiscal de 
los Estados Unidos para el Distrito Sur de California. ausa [Assis-
tant u.s. Attorney] Sutton procesó a varios capos de Sinaloa y diri-
gió múltiples investigaciones internacionales dirigidas a los líderes 
del cártel de Sinaloa, lo que resultó en la incautación de millones 
de dólares en ganancias de drogas y miles de kilogramos de drogas  
ilícitas” (u.s. Department of Justice, 2018b). La extradición de Joaquín 
Guzmán a Estados Unidos no había modificado para las autoridades 
de ese país la importancia de la organización delictiva sinaloense co-
dirigida por Ismael Zambada.
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Zambada

En diciembre de 2001 fueron incautadas más de nueve toneladas de 
cocaína que transportaba el barco pesquero con bandera mexicana 
Macel. A raíz de esa operación, la dea y el ice realizaron investigacio-
nes durante 19 meses dentro de Estados Unidos sobre los grupos vin-
culados con la organización de Zambada. Para julio de 2003 ya habían 
sido arrestadas 240 personas e incautadas cantidades importantes de 
cocaína, marihuana, metanfetaminas y poco más de ocho millones 
de dólares. La dea anunció triunfante que el trabajo realizado por 
sus agentes especiales, los de siete agencias federales y alrededor de 
sesenta departamentos estatales y locales había “paralizado a la po-
derosa organización Zambada” (Drug Enforcement Administration, 
s.f.a.: 119-120). La acusación del gobierno de Estados Unidos contra 
Zambada en julio de 2003 señalaba que entre agosto de 2001 y junio  
de 2002 su organización había entregado poco más de una tonelada de  
cocaína en el área de Nueva York/New Jersey con un valor aproxima-
do de 17 millones de dólares; 1.77 toneladas de la misma droga en el 
área de Chicago, estimada en 30 millones de dólares, y 23 kilos en Ca-
lifornia. Según la dea, Zambada surgió como uno de los principales 
traficantes luego de una “sangrienta batalla” contra la organización 
Arellano Félix, y eso lo habría llevado a controlar las rutas de contra-
bando entre Sonora y Arizona. En febrero de 2004, el Departamento 
de Estado anunció una recompensa de cinco millones de dólares por 
información que llevara al arresto o condena de Ismael Zambada (u.s. 
Department of State, 2004).

A finales de abril de 2012 fueron detenidos en Tijuana por policías 
municipales y miembros del ejército dos sobrinos de Ismael Zambada. 
Llevaban varios kilos de cocaína (Castillo y Heras, 2012: 3). Reynaldo 
Zambada, padre de uno de los detenidos y hermano de Ismael, había 
sido extraditado a Estados Unidos a principios del mismo mes (Noti-
mex, 2012). Lo habían capturado en octubre de 2008. En Estados Uni-
dos estaba pendiente el juicio a Vicente Zambada, hijo de Ismael, quien 
había sido detenido por militares en la Ciudad de México el 18 de mar-
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zo de 2009. Según el comunicado de la Sedena, Ismael le había dele-
gado a su hijo Vicente “el control de la estructura operativa, logística y 
de seguridad a favor de la organización guzman loera; posicionán-
dose en la estructura delictiva al mismo nivel que joaquín guzmán 
loera (a) el chapo guzmán e ignacio coronel villarreal (a) 
nacho coronel”. El comunicado era optimista, señalaba que con esa 
captura se afectaba “significativamente la capacidad operativa y de tra-
siego de droga de la organización guzman loera” (Secretaría de la  
Defensa Nacional, 2009). En febrero de 2010, el gobierno mexicano 
extraditó a Estados Unidos a Vicente Zambada (Proceso, 2010). Sus 
abogados argumentaron que el gobierno de Estados Unidos le había 
otorgado inmunidad, a través de agentes de la dea, para introducir co-
caína en ese país a cambio de dar información sobre las organizacio-
nes delictivas rivales (Notimex, 2012a). Su juicio fue aplazado varias 
veces (Álvarez, 2012; efe, 2012). En 2013 se declaró culpable y acordó 
cooperar con el gobierno de Estados Unidos para desmantelar a la or-
ganización a la que pertenecía y la dirigida por los hermanos Beltrán. 
El 30 de mayo de 2019 fue sentenciado en la Corte Federal de Chica-
go a 15 años de prisión. El fiscal de los Estados Unidos para el Distrito 
Norte de Illinois, John R. Lausch Jr., dijo al anunciar la sentencia: “su 
extensa cooperación llevó a cargos contra docenas de otros trafican-
tes de drogas de alto nivel en tribunales de todo Estados Unidos” (u.s. 
Department of Justice, 2019a).

En octubre de 2012 murió Manuel Torres en un enfrentamiento con 
militares en la sindicatura de Quilá, cerca de Culiacán (Secretaría de 
la Defensa Nacional, 2012; Castillo y Valdez, 2012: 12). Nombrado su 
“lugarteniente criminal” por Ismael Zambada, según la Sedena, luego 
de la captura de su hermano Javier por los militares en enero de 2004, 
quien fue extraditado a Estados Unidos en diciembre de 2006, sen-
tenciado en 2008 y deportado a México por el u.s. Immigration and 
Customs Enforcement (ice) en abril de 2013 (u.s. Department of the 
Treasury, 2007; u.s. Immigration and Customs Enforcement, 2013). 
Manuel fue partícipe de acciones violentas de la organización contra 
sus rivales por lo menos desde 2008, dijo la Sedena. Era miembro de 
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la organización gz desde 1990. Él y Ovidio Guzmán, hijo de Joaquín, 
fueron señalado por la institución militar como presuntos coordina-
dores en Chiapas y Oaxaca de la recepción y el trasiego de drogas des-
de Sudamérica por vía marítima. Gustavo Inzunza, también vinculado 
con Zambada, regresó a operar en el Valle de Mexicali, según autori-
dades de seguridad de Baja California, luego de la muerte de Manuel 
Torres, quien lo había amenazado y atacado a raíz del homicidio “no 
aprobado” de cinco personas en Sonora en diciembre de 2010, lo cual 
habría provocado un conflicto entre miembros de la organización gz 
(Zeta Tijuana, 2012).

En julio de 2013, la ofac señaló a tres personas y tres negocios 
vinculados con Ismael Zambada. Una de las personas era José Núñez, 
“abogado y notario público que ayuda a crear compañías de fachada 
para ocultar y lavar activos en nombre de Zambada García, miembros 
de la familia de Zambada García y otros miembros del cártel de Sina-
loa (…). Además, Núñez Bedoya notificó las compras de bienes inmue-
bles en nombre del líder del cártel de Sinaloa, Joaquín Guzmán Loera, 
y su esposa, Griselda López Pérez, a quien la ofac designó en septiem-
bre de 2012” (u.s. Department of the Treasury, 2013c). Tres empresas 
ya habían sido incluidas en la lista de la ofac en 2007: Estancia In-
fantil Niño Feliz, Establo Puerto Rico y Leche Santa Mónica. Agregó 
otras tres: Centro Comercial y Habitacional Lomas, Parque Acuático 
Los Cascabeles y Rancho Agrícola Ganadero Los Mezquites. Tomasa 
García y Mónica Verdugo, madre e hija, aparecían como las propieta-
rias de las dos últimas empresas. El documento las identificó como 
esposa e hija del traficante de drogas José Verdugo, muerto por mili-
tares en 2009, y según autoridades de Estados Unidos y México “un 
importante operador financiero y lugarteniente de Zambada García” 
(u.s. Department of the Treasury, 2013c). En conferencia de prensa, 
el notario Núñez rechazó lo señalado por la ofac y lo calificó de “in-
fundado”. Declaró: “jamás he tenido nexos con algún grupo criminal” 
(El Universal, 2013d). Aceptó haber realizado la documentación de las 
empresas Establo Puerto Rico, Estancia Infantil Niño Feliz y Parque 
Acuático Los Cascabeles, pero no las otras, pues no habían sido rea-
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lizadas por su despacho, dijo, sino por los notarios Óscar López, Ma-
tías Astengo y Enrique Ibarra. Y afirmó, acerca de los negocios cuyos 
documentos había notariado: “en ninguno aparecen personajes refe-
ridos por la justicia americana” (El Universal, 2013d). El notario dijo 
que podría tomar medidas legales contra el gobierno de Estados Uni-
dos (Bojórquez, 2013).

El mismo mes de julio de 2013 se dio a conocer una acusación del 
Gran Jurado de la División Oriental del Distrito Norte de Illinois con-
tra Joaquín Guzmán e Ismael Zambada, calificados como “colíderes de 
una organización transnacional de tráfico de drogas basada en Méxi-
co” (United States District Court, Northern District of Illinois, Eastern 
Division, 2015), y otras personas entre las cuales estaban Alfredo Guz-
mán, hijo de Joaquín, Vicente Zambada, hijo de Ismael, los hermanos 
Pedro y Margarito Flores, Felipe Cabrera y otros más. Los cargos, des-
de mayo de 2005 hasta diciembre de 2014, eran por poseer y distribuir 
cocaína, heroína, metanfetaminas y marihuana, por lavado de dine-
ro y otros delitos. Los documentos de las acusaciones eran muy simi-
lares en contenido, los cargos por violaciones a diversos artículos del 
u.s. Code, sólo cambiaban algunos nombres, excepto los de los líde-
res de la organización delictiva. En enero de 2015, los hermanos Flores 
fueron sentenciados en Chicago a 14 años de prisión. Se habían decla-
rado culpables en agosto de 2012. Fue una sentencia reducida por su 
colaboración con la dea. El juez Rubén Castillo dijo que de no ser por 
esa cooperación los habría sentenciado a cadena perpetua. Su opera-
ción, agregó, “se convirtió en una autopista de drogas en esta ciudad” 
(u.s. Department of Justice, 2015c). Eran considerados como los tra-
ficantes más importantes de Chicago y parte de la organización gz. 
Entre 2005 y 2008 recibían de la organización de 1.5 a dos toneladas 
de cocaína al mes. La mitad la distribuían en el área de Chicago y el 
resto en Columbus, Cincinnati, Detroit, Milwaukee, New York, Phila-
delphia, Washington, D.C., Vancouver, y otras ciudades. Admitieron 
que habían transferido de contrabando por la venta de drogas alrede-
dor de mil ochocientos millones de dólares en efectivo de Estados Uni-
dos hacia México. En octubre de 2008 comenzaron a colaborar con 
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las autoridades de Estados Unidos grabando conversaciones, incluso 
con Guzmán, y eso derivó en acusaciones contra miembros de las or-
ganizaciones gz y Beltrán. En 2009, el padre de los hermanos Flores 
viajó a México. Su auto fue localizado en Sinaloa con un mensaje de 
amenaza contra ellos en caso de que hablaran. Nunca fue encontra-
do (Sweeney y Meisner, 2015).

A Serafín Zambada, otro hijo de Ismael, casado con una hija de Ma-
nuel Torres, le gustaba exhibir en redes sociales fotos de sus lujos, au-
tos, armas, animales; de su padre; de homicidios y secuestros, y en las 
que figuraba con personajes de la música y los deportes, como Cuauh- 
témoc Blanco. Presumía también un auto Lamborghini que decía com-
partir con el Chino Ántrax (Rodrigo Aréchiga). Fue detenido el 20 de 
noviembre de 2013 al ingresar a Nogales, Arizona (Proceso, 2013e). Na-
cido en San Diego, California, tenía la nacionalidad estadounidense. 
Según la periodista Kristina Davis, Benjamín Arellano fue su padri-
no de bautismo a los pocos días de su nacimiento en 1990 y Amado 
Carrillo de confirmación meses más tarde. En septiembre de 2014 se 
declaró culpable de tráfico de drogas en el Distrito Sur de California. 
Su sentencia, programada para mayo de 2015, podía ser de diez años 
de prisión. En marzo de 2018 fue sentenciado a cinco años y medio de 
prisión (Davis, 2018; Borderland Beat, 2018). En septiembre del mismo 
año salió libre (Zeta Tijuana, 2018). Rodrigo Aréchiga, líder del grupo 
delictivo llamado “los Ántrax”, al servicio de la organización gz, fue 
detenido en Holanda en enero de 2014 y extraditado a Estados Unidos 
en julio de ese año (u.s. Department of Justice, 2015a).

En febrero de 2014, las autoridades federales realizaron operativos 
en Culiacán y Tijuana, presuntamente en busca de Guzmán y Zamba-
da. Sospechaban que ambos se encontraban en Culiacán. Fue reporta-
do que los marinos buscaron incluso en las alcantarillas (Mosso, 2014; 
Valdez Cárdenas y Méndez, 2014: 2). Detuvieron a diez personas, entre 
las cuales estaba Joel Sandoval, presunto “jefe de sicarios” de Zamba-
da (Otero, 2014; Mosso, 2014a). En uno de los domicilios cateados en 
Culiacán fueron incautados “más de dos mil paquetes con polvo blan-
co al parecer cocaína, así como más de cuatro mil piezas de pepinos y 
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plátanos conteniendo en su interior el mismo probable psicotrópico” 
(Secretaría de Gobernación, 2014a). La fruta era de plástico (Secreta-
ría de Gobernación, 2014b).

Poco más de un mes después de la captura de Guzmán en Maza- 
tlán, el 22 de febrero de 2014, hubo varios testimonios de autoridades 
estadounidenses ante el Comité de Seguridad Nacional de la Cámara 
de Representantes, el 2 de abril de 2014. El tema de la reunión fue in-
titulado “Taking down the cartels: examining United States-Mexico  
cooperation” (algo así como “Derribando los cárteles: examinando  
la cooperación entre los Estados Unidos y México”). Fue presidida por 
el representante republicano de Texas Michael McCaul, quien calificó 
a Guzmán como “el líder traficante de drogas más grande del mundo”, 
“el mayor líder de la droga que hemos conocido, una de las mayores 
amenazas para el mundo” (u.s. Government Printing Office, 2014: 1, 
26), y felicitó a las autoridades mexicanas y a las de Estados Unidos 
(ice, dea, u.s. Marshals y Departamento de Estado) por su captura. 
Le preocupaba la violencia que se podría producir en territorio esta-
dounidense, particularmente de las organizaciones “Zetas” y “Sina-
loa”, como él llamó a la gz, y el riesgo de vínculos con organizaciones 
terroristas. Dijo que había que tener mayor conciencia del “nexo nar-
coterrorista dentro de los cárteles mexicanos” (u.s. Government Prin-
ting Office, 2014: 2). Señaló que él y otros representantes le habían 
enviado una carta al fiscal general, Eric Holder, y al titular del De-
partamento de Estado, John Kerry, para que solicitaran la extradición 
de Guzmán. El demócrata de Mississippi Bennie Thompson incluyó 
también al Homeland Security Investigations en la cooperación para 
atrapar a Guzmán. Paul C. Broun, de Georgia, no estaba convencido 
de que Guzmán permanecería en prisión porque tenía entendido que 
incluso desde la cárcel seguía operando su organización. Quería la 
extradición para que lo enjuiciaran en Estados Unidos, “donde sabre-
mos que podemos cortar la cabeza de esta serpiente venenosa” (u.s. 
Government Printing Office, 2014: 32). Es “un asesino”, “un animal”, 
dijo el representante Broun, médico, “adiccionista”, como él se califi-
có, y miembro del caucus del Tea Party.
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John D. Feeley, de la Oficina de Asuntos del Hemisferio Occidental 
del Departamento de Estado, quien ya había sido dos veces funciona-
rio en la embajada de Estados Unidos en México, la primera después 
del 11 de septiembre de 2001 y la segunda de 2009 a 2012, se refirió a 
la captura de Guzmán como un “hito” en la cooperación entre Estados 
Unidos y México. Enfatizó, al igual que las autoridades mexicanas, que 
la detención se había dado “sin un solo disparo”. Señaló que su expe-
riencia en Colombia en los años noventa y posteriormente en América 
Central y México le había enseñado que las organizaciones delictivas 
eran “parásitas”: debilitan a las instituciones, sobornan, intimidan 
y buscan crear condiciones para tener impunidad. Dijo que en ese  
aspecto las organizaciones delictivas mexicanas no eran distintas de 
las colombianas, la Cosa Nostra en Estados Unidos o la Yakuza en Ja-
pón. McCaul le preguntó a Feeley si la captura de Guzmán no iba a ser 
como cortarle la cabeza a la Hidra, a lo que contestó que él había es-
tado en Colombia cuando mataron a Pablo Escobar y que una década 
después se había observado la “atomización de los cárteles”. A pesar de 
utilizar la palabra “cártel” de manera frecuente, al igual que los repre-
sentantes y demás funcionarios, Feeley le dijo a McCaul: “como sabe, 
señor, cártel es realmente el nombre equivocado para lo que enfren-
tamos en México y Colombia hoy en día. No se confabulan para fijar 
los mercados o para fijar los precios”. Fue el único funcionario en ha-
cer esa aclaración, y la repitió, pero según él, el fenómeno sí había co-
menzado como un “cártel” en los años noventa, el llamado “cártel de 
Guadalajara” (sic) (u.s. Government Printing Office, 2014: 29). Loretta 
Sánchez, representante de California, se refirió en su intervención a 
las organizaciones delictivas como “empresas criminales” y “redes cri-
minales transnacionales”. Feeley prosiguió diciendo que mucho de 
lo que se estaba haciendo en México lo habían aprendido de su expe-
riencia de cooperación con los colombianos, que la kingpin strategy era 
insuficiente, que había que atacar las redes, ir sobre el dinero y enfo-
carse también en la prevención, que había que combatir a las organi-
zaciones delictivas por arriba y abajo. Agregó que cuando caían líderes 
como Escobar y Guzmán, “los tipos que vienen detrás de esos líderes 
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muy a menudo no son tan buenos, lo que significa que no tienen las 
habilidades de organización, no tienen el poder de intimidación o de 
cooptación que el líder tenía” (u.s. Government Printing Office, 2014: 
29). A la pregunta de Sheila Jackson, de Texas, sobre si después de la 
captura de Guzmán la organización seguía “viva”, Feeley respondió de 
manera afirmativa y agregó que de todas las organizaciones era la más 
centrada en el tráfico de drogas. James A. Dinkins, director ejecutivo 
asociado, Homeland Security Investigations, u.s. Immigrations and 
Customs Enforcement, u.s. Department of Homeland Security, se re-
firió a los miembros de la organización y dijo también que estaban vi-
vos, “pero huyendo”. Jeff Duncan, de South Carolina, preguntó a Feeley 
si grupos terroristas islámicos de Irán o Hezbollah no aprovecharían 
el “vacío de liderazgo” para influir en la región a través de organiza-
ciones delictivas y otras redes criminales. Feeley respondió que ese 
vínculo no se había observado en México y que las autoridades mexi-
canas no tenían ningún deseo de que el país se convirtiera en “algún 
tipo de semillero del extremismo islámico” (u.s. Government Printing 
Office, 2014: 40). Duncan preguntó si Guzmán tenía un sucesor. Din-
kins dijo estar seguro de que seguramente habría gente que trataría de 
llenar el vacío, pero que estarían menos “calificados” y serían menos 
“efectivos”. Feeley estaba mejor informado y señaló concretamente a 
Ismael Zambada y Juan Esparragoza, gente con mucha experiencia, 
que “dirigen el espectáculo”, y que no era su “primer rodeo”. Se refirió 
a la organización como la “más desarrollada y organizada” de todas. Y 
agregó: “No es la más escandalosamente violenta; no es la que se in-
volucra en la trata de personas. Es depravada y usará la violencia y la 
intimidación cuando sea necesario” (u.s. Government Printing Office, 
2014: 41). Cedric L. Richmond, de Louisiana, quería saber si habría un 
incremento de la violencia dentro de la organización o entre organi-
zaciones a causa de la captura de Guzmán. Feeley dijo que dentro de 
la organización no lo pensaba, dado el liderazgo de Zambada, Espa-
rragoza y los hijos de Guzmán, y que históricamente era de las orga-
nizaciones más disciplinadas. Lo que sí esperaba era una lucha entre 
organizaciones por las “plazas”. Beto O’Rourke, de Texas, preguntó si 
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después de cuarenta años de “guerra contra las drogas”, la muerte de 
Escobar y la captura de Guzmán algo iba a cambiar realmente. Feeley 
contestó que el gobierno de Estados Unidos ya no usaba ese lengua-
je de “guerra contra las drogas” desde hacía años y que la política en 
cuanto a las organizaciones delictivas transnacionales era no hacerle 
la guerra a nadie, sino aplicar la ley, que incluía prevención y educa-
ción. Señaló también que no se trataba de acabar con el crimen, sino 
de que no se convirtiera en una “amenaza exagerada a la seguridad 
pública” (u.s. Government Printing Office, 2014: 50). Al hablar sobre 
la Iniciativa Mérida, O’Rourke opinó que le parecía una inversión más 
inteligente el pilar de la iniciativa que trataba de las mejoras de la so-
ciedad civil, el sistema de justicia y el Estado de derecho.

Más allá de la centralidad mediática de Guzmán como líder úni-
co, para algunos, de la organización delictiva etiquetada como “Sina-
loa”, el gobierno de Estados Unidos no tenía duda de que Zambada 
era también líder de la organización, “uno de los líderes principales”, 
y así lo señalaba en varios documentos oficiales, como las acusacio-
nes, antes selladas, que dio a conocer el 16 de enero de 2015 contra 
él, sus hijos Ismael Zambada Imperial e Ismael Zambada Sicairos, e 
Iván Guzmán, hijo de Joaquín. La acusación del Gran Jurado del Dis-
trito Sur de California tenía fecha de septiembre 2013 y había sido se-
llada el 25 de julio de 2014. Los cargos, desde mayo de 2005 hasta el 
25 de julio de 2014, eran por conspiración para importar y distribuir 
metanfetaminas, cocaína y marihuana, y para lavar dinero. El boletín 
informativo del Departamento de Justicia incluyó de manera errónea 
la heroína, que no estaba en el documento oficial de la acusación. En 
caso de ser condenados, perderían todos los derechos de los bienes 
obtenidos, producto de los delitos anteriores, a favor del gobierno de 
Estados Unidos. Entre esos bienes, en una lista no exhaustiva, esta-
ban una avioneta Cessna y dos autos Lamborghini. El documento se-
ñalaba que se trataba de una “organización transnacional de tráfico 
de drogas” y que bajo el liderazgo de Zambada operaba como una “afi-
liación de traficantes de drogas y blanqueadores de dinero localiza-
dos en múltiples países de todo el mundo que coordinan y reúnen sus 
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recursos colectivos” para transportar droga desde Asia, América del 
Sur y Central hacia México y de allí a Estados Unidos, donde la distri-
buyen al mayoreo a sus clientes, y luego recogen, lavan y transfieren 
el dinero obtenido (United States District Court, Southern District of 
California, 2013: 1-2). Miembros y asociados de la organización para 
transportar cocaína se encontraban en Colombia, Ecuador, Venezue-
la, Perú, Panamá, Costa Rica, Honduras y Guatemala. Los precursores 
químicos para producir metanfetaminas los importaban de Asia. El 
documento no se refirió a ningún país en particular. Ismael Zamba-
da Imperial e Iván Guzmán estaban acusados de introducir grandes 
cantidades de cocaína y marihuana a Estados Unidos y lavar dinero. 
Ismael Zambada Sicairos, de transportar metanfetaminas de Asia a 
México y de allí hacia Estados Unidos para su distribución. También 
estaba acusado de lavar dinero. Los medios para introducir la droga a 
Estados Unidos eran varios: aviones de carga, privados, submarinos, 
contenedores, lanchas rápidas, barcos pesqueros, trenes, autobuses, 
etc. (u.s. Department of Justice, 2015a). En la acusación, Zambada pa-
dre fue señalado como el “administrador principal, organizador, su-
pervisor y líder de la empresa criminal” (United States District Court, 
Southern District of California, 2013: 7).

La noche del 11 de julio de 2015, Joaquín Guzmán se evadió del pe-
nal del Altiplano, informó la Comisión Nacional de Seguridad al día 
siguiente (Comisión Nacional de Seguridad, 2015). Luego se sabría 
que se había fugado por un túnel que llegaba hasta debajo de la du-
cha de su celda. Las primeras investigaciones de la pgr apuntaban a 
Ismael Zambada y Dámaso López como los principales apoyos para la 
fuga (Castillo García, 2015). Según la declaración de López como tes-
tigo en el juicio contra Guzmán en Nueva York, en febrero de 2019 él 
había colaborado con los hijos de Guzmán, Iván, Alfredo y Ovidio, y 
con su esposa, Emma Coronel, en el plan para preparar la fuga; deta-
lló los preparativos y la manera en que logró escapar (Hurowitz, 2019).

En diciembre de 2015, un sobrino de Ismael Zambada, Vicente, 
hijo de su hermano Jesús, fue asesinado en la colonia Miguel Hidal-
go, en Culiacán. En agosto de 2016, en la colonia Las Quintas de la ca-
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pital sinaloense, tuvo el mismo destino otro sobrino, Édgar Parra. Le 
dispararon con un fusil ak-47 (El Debate, 2016b; Ríodoce, 2016f; Sán-
chez, 2016). En septiembre de 2016, Eliseo Imperial, también sobri-
no de Ismael, considerado como un miembro importante de su grupo 
de gatilleros conocido como “los Ántrax”, fue incluido en la lista de 
la ofac, junto con otras personas (u.s. Department of the Treasury, 
2016). El Distrito Sur de California les había fincado cargos por tráfi-
co de drogas y lavado de dinero en nombre de la organización gz. Un 
hijo de la hermana de Ismael, Sergio Cázares, fue víctima de un aten-
tado en la colonia Jorge Almada de Culiacán, en febrero de 2017 (Val-
dez, 2017a). El mismo mes, los hijos de Guzmán acusaron a Dámaso 
López de intentar asesinarlos en una reunión donde se encontraba 
también, según dijeron, Ismael Zambada. López, a través de un emi-
sario, entrevistado por el periodista Javier Valdez, se deslindó del ata-
que y dijo que conservaba su amistad con Zambada y que no podía 
ver como enemigos a los hijos de Joaquín Guzmán. El emisario seña-
ló que desde hacía un año los hijos de Guzmán habían estado “provo-
cando” a López, que ellos y su tío Aureliano no estaban respetando la 
decisión de Guzmán “de mantener los negocios como estaban, cada 
quien en sus regiones, y de tener comunicación y coordinación” (Val-
dez Cárdenas, 2017). En el gobierno federal decían que las disputas 
eran por el mercado del tráfico al menudeo, el robo de combustible, 
y otros negocios. Las versiones recogidas por el periodista señalaban 
que ni Zambada, a quien López le habría preguntado si lo apoyaría, 
ni Rafael Caro, a quien Aureliano le habría dicho que se definiera, se 
inclinaron por alguno de los bandos. Según esas versiones, ninguno 
de los dos se habría metido en esa lucha.

Joaquín Guzmán fue sentenciado a cadena perpetua más treinta 
años (sic) en Estados Unidos el 17 de julio de 2019 (u.s. Department 
of Justice, 2019b). Los treinta años adicionales eran por si sobrevivía 
a la cadena perpetua y se levantaba de entre los muertos. El castigo lo 
seguiría hasta el más allá. Sentencia absurda, por exagerada, deliran-
te. En 2020, Zambada seguía libre; nunca había estado en prisión y la 
organización delictiva estaba lejos de haber sido “paralizada”, como 
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decía la dea en 2003. Rafael Caro también estaba libre, al igual que 
los hijos y el hermano de Guzmán. El reto para la coalición sinaloen-
se sería evitar las escisiones, mantener la cohesión.

Carrillo

A otra organización delictiva con liderazgo de origen sinaloense, Ca-
rrillo (c), se le identificaba por los medios y las autoridades de otros 
países con el nombre de la ciudad fronteriza, Ciudad Juárez, Chihua-
hua, donde se presumía que residían los dirigentes, y uno de los lu-
gares más importantes y disputados para el contrabando de drogas 
hacia Estados Unidos. Después de la muerte de su líder Amado Carri-
llo en 1997, quien encabezaba una coalición de organizaciones mu-
cho más amplia, también con liderazgos de origen sinaloense, que 
incluía a varias de las que posteriormente se escindieron, la dirección 
de la organización pasó, según información oficial, a manos de uno de  
sus hermanos, Vicente, quien fue capturado en Torreón, Coahuila, el 
9 de octubre de 2014 (Diaz, 2014). Otro hermano, Alberto, había sido 
detenido en Bucerías, Nayarit, el 31 de agosto de 2013. Eduardo Sán-
chez, subsecretario de Normatividad de Medios de la Secretaría de 
Gobernación y vocero del gabinete de seguridad, declaró que no sa-
bía qué posición ocupaba este último en la organización, sólo seña-
ló que estaba “vinculado con el liderazgo, con parte del liderazgo del 
grupo criminal” (Secretaría de Gobernación, 2013c). En ambos casos, 
las autoridades anunciaron que las capturas se habían realizado “sin 
un solo disparo”. El comisionado nacional de Seguridad, Monte Ru-
bido, utilizó las palabras “organización delincuencial” y “grupo delin-
cuencial” para referirse a la organización c, no “cártel de Juárez”, como 
la etiquetaban los medios y reproducían incluso las autoridades de 
Estados Unidos en sus documentos oficiales. Esto último contribuía 
evidentemente a la repetición acrítica de la etiqueta, sin reflexionar 
en su significado económico. Acerca de Vicente Carrillo, Rubido dijo: 
“encabezaba un grupo delincuencial con presencia en diversas enti-
dades del país y con asiento en el estado de Chihuahua” (Secretaría 
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de Gobernación, 2015b). El 8 de enero de 2015 fue detenido en el mu-
nicipio de Ahumada, Chihuahua, otro sinaloense de la misma orga-
nización, David Espinoza, de quien, después de la captura de Vicente, 
Rubido señaló: “se posicionó como el segundo mando operativo del 
grupo delincuencial”. Era un hombre de confianza desde que Amado 
Carrillo dirigía la organización. Operaba en la ciudad de Chihuahua y 
en Villa Ahumada. Era, agregó Rubido, el “responsable de coordinar 
y supervisar las operaciones financieras y de protección de la familia 
Carrillo Fuentes” (Secretaría de Gobernación, 2015b). Todos ellos esta-
ban en la lista de los 122 “objetivos prioritarios” de la administración 
Peña. Vicente fue recluido en el penal de Puente Grande, Jalisco. Una 
corte del Distrito Norte de Texas solicitó su extradición en 2015 (Pro-
ceso, 2015). En septiembre de 2015, José Montalvo, juez décimo prime-
ro de distrito de Procesos Penales Federales en la Ciudad de México, 
con base en la Ley de Amparo, concedió la suspensión definitiva y con 
esa decisión detuvo la extradición de Carrillo (Mosso, 2015). En la lista 
de los más buscados de la dea, su ficha señala que se le requiere por 
“conspiración para poseer cocaína con la intención de entregarla”, y 
que fue agente de la policía, pero no especifica de cuál (Drug Enfor-
cement Administration, s.f.b.).

En una acusación del Tribunal del Distrito Oriental de Nueva York 
contra Vicente Carrillo, fechada el 2 de octubre de 2019, por cargos 
desde enero de 1990 a octubre de 2014, fue señalado que la organiza-
ción Carrillo (c) estuvo hasta 2004 “estrechamente alineada” con la de 
Guzmán-Zambada (gz). A partir de ese año hubo una separación y la c 
“entró en guerra” con la gz, lo cual provocó “una batalla violenta por el 
control del corredor Juárez-El Paso” (United States District Court Eas-
tern District of New York, 2019). El documento nombraba a la primera 
como la “‘Organización de Tráfico de Drogas Carrillo Fuentes’, también 
conocida a veces como ‘Cártel de Juárez’”. Y a la segunda como “Cár-
tel de Sinaloa, una de las más grandes y poderosas organizaciones de 
tráfico de drogas en el mundo”. La organización c, decía la acusación, 
mantenía su poder a través de sobornos a policías y otras autoridades y 
el uso de la violencia. Vicente Carrillo dirigía y ordenaba a sus sicarios 
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ejercer actos de violencia, como homicidios, secuestros y tortura para 
lograr varios objetivos: “promover y reforzar el prestigio, reputación 
y posición” de la organización; “preservar y proteger el poder, territo-
rio y las empresas criminales”; “hacer cumplir la disciplina entre sus 
miembros y asociados”; y proteger a sus miembros de arrestos y enjui-
ciamientos, “silenciando a los posibles testigos y tomando represalias 
contra cualquiera que haya proporcionado información o asisten-
cia a las autoridades encargadas de hacer cumplir la ley”. Los cargos 
contra Vicente Carrillo eran por estar involucrado en una “empresa 
criminal continua” en posición de liderazgo; “importación ilegal” de 
toneladas de la “sustancia controlada” denominada cocaína a Estados  
Unidos; conspiración de asesinato; conspiración para importar y dis-
tribuir cocaína; uso de armas de fuego; y conspiración para lavar dine- 
ro. De ser extraditado, enjuiciado y sentenciado, el gobierno de Esta-
dos Unidos decomisaría todos los bienes relacionados con el produc-
to de los delitos anteriores.

La ruptura en 2004 entre las organizaciones c y gz a la que ha-
cía referencia el documento anterior se debió al asesinato de Rodol-
fo Carrillo, hermano de Amado y Vicente, por pistoleros a las órdenes 
de Joaquín Guzmán, según afirmaron en declaraciones (ante jurados 
en Estados Unidos) Reynaldo Zambada y su sobrino Vicente Zamba-
da (Europa Press, 2019). En esta versión, Guzmán ordenó la muerte 
de Carrillo porque éste se había negado a estrecharle la mano en un 
encuentro (Reuters, 2018). Cierta o no, el resultado de la ruptura fue 
una lucha sangrienta de varios años entre las dos organizaciones. Un 
hijo de Rodolfo Carrillo, Jaime, no siguió la trayectoria de sus familia-
res en el negocio del tráfico de drogas. Fue detenido en Culiacán jun-
to con otros miembros de su banda de secuestradores y homicidas en 
abril de 2015, luego de un tiroteo con agentes de la policía ministe-
rial que querían liberar a Ernesto Valdez, un empresario secuestrado 
por el que pedían un rescate de setenta millones de pesos (Escobar, 
2015; Ramírez, 2015). Otros secuestradores murieron; uno de ellos era 
ex militar. Entre el armamento recuperado, usado por los agresores, 
estaban un fusil Barrett y un fusil ar-15 con aditamento lanzagrana-
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das. El procurador Marco Higuera declaró que los delincuentes habían 
asesinado al empresario dos horas antes de empezar el operativo de 
la policía. La banda secuestraba y mataba a sus víctimas, aunque co-
brara los rescates. En diciembre de 2014, Jaime y su banda secuestra-
ron a su abuelo materno. No lo eliminaron, pero sí a quien entregó el 
rescate de cuatrocientos mil pesos (Ríodoce, 2015b).

Otro miembro de la familia Carrillo, un hijo de Amado, del mis-
mo nombre, solicitó un amparo en agosto de 2015 y un juez le con-
cedió la suspensión provisional contra cualquier orden de captura 
por delitos no graves. Carrillo señaló que agentes federales lo busca-
ron en su domicilio para ejecutar una orden de aprehensión (Bara-
jas, 2015). En febrero de 2012, Alfonso Durazo, administrador único 
y director general de la Inmobiliaria Alta Sierra, y secretario de Se-
guridad y Protección Ciudadana desde diciembre de 2018 hasta oc-
tubre de 2020 en el gobierno de Andrés López, compró un inmueble 
con vista al mar en Bahía de Kino, Sonora, que fue propiedad de 
Amado Carrillo hijo, quien a su vez lo adquirió de sus padres, Ama-
do Carrillo y Sonia Barragán, cuando era menor de edad, según sus 
declaraciones. Su apoderado y representante legal era Gabriel Men-
doza (Vela, 2018). Durazo declaró que la operación la había realiza-
do con este último, no con Amado: “Fue una operación de buena lid, 
con dinero de procedencia lícita y realizada ante notario (…). No es 
responsabilidad de un comprador averiguar los antecedentes de un 
vendedor” (El Financiero, 2018). En febrero de 2003, cuando Dura-
zo era el secretario particular del entonces presidente Vicente Fox y 
el gobernador de Sinaloa era Juan Millán, fue asesinado en la capi-
tal sinaloense su suegro, el ex procurador de Sinaloa Jorge Chávez y 
coordinador general del Consejo Estatal de Seguridad Pública (Dá-
vila, 2003). Vicente Carrillo, también hijo de Amado, fue deteni-
do en abril de 2009 y liberado en junio de 2018, luego de cumplir 
su sentencia por lavado de dinero (Barajas, 2018). Dos meses des-
pués volvió a ser detenido, cuando agentes policiales de la Ciudad de  
México realizaron un operativo de revisión de vehículos. Carrillo se 
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identificó con un documento falso. Los policías lo dejaron ir (Ahe-
do, 2018).

La familia Carrillo, luego de la captura de Vicente, no parece tener 
ningún miembro en posición de liderazgo de la organización c, que 
se le identifica más generalmente como “Juárez”.

Beltrán

La organización delictiva de los hermanos Beltrán (b) se escindió de la 
coalición sinaloense en 2008, luego de la captura de Alfredo Beltrán, 
en enero de ese año. Los hermanos culparon a Joaquín Guzmán de 
traición. En marzo de 2011, el jefe de operaciones de la dea, Thomas 
M. Harrigan, en una audiencia ante legisladores de Estados Unidos, 
hizo una síntesis de las capturas y la eliminación de personas de di-
versas organizaciones delictivas consideradas como “objetivos de alto  
valor”, realizadas por el gobierno mexicano, algunas con el apoyo de 
autoridades de Estados Unidos. En diciembre de 2009 murió en un 
enfrentamiento con elementos de la Semar en Cuernavaca Arturo Bel-
trán, considerado como líder de la organización (u.s. Department of 
Justice, 2011). En agosto de 2010 fue capturado Édgar Valdez cerca de 
la capital del país. Había pertenecido a la organización b y se separó 
luego de la muerte de Arturo. En septiembre del mismo año fue dete-
nido Sergio Barragán, quien pretendía el control de la organización b, 
dijo la dea, y se enfrentaba a Valdez (Drug Enforcement Administra-
tion, 2011a). En noviembre de 2010 fue aprehendido en la Ciudad de 
México el colombiano Harold Poveda, considerado el principal pro-
veedor de cocaína de la organización b (u.s. Department of Justice, 
2011). Y en octubre de 2011, Rodney G. Benson, jefe de inteligencia 
de la dea, también en una audiencia ante legisladores, habló sobre 
las siete organizaciones delictivas más importantes que operaban en 
México, entre ellas “la debilitada organización Beltrán Leyva” (Drug 
Enforcement Administration, 2011a). Según Benson, después de la 
muerte de Arturo tomó el liderazgo su hermano Héctor, pero la orga-
nización se “fragmentó”, de tal manera que ya no pudo competir con 
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otras, pero continuaba la lucha por el control territorial con algunas, 
como la “Independiente de Acapulco”, “restos de la facción” de Édgar 
Valdez. En octubre de 2014 fue detenido Héctor Beltrán en San Mi-
guel de Allende, Guanajuato (Excélsior, 2014). El 18 de noviembre de 
2018, Héctor Beltrán fue trasladado del penal del Altiplano a un hos-
pital en Toluca: murió de un paro cardiaco, informó la Segob (Secre-
taría de Gobernación, 2018). Su hermano Alfredo Beltrán había sido 
acusado el 24 de agosto de 2012 por el gobierno de Estados Unidos. 
Los cargos eran por conspiración para distribuir cocaína y metanfe-
taminas en Estados Unidos (u.s. Department of Justice, 2016a). Fue 
extraditado el 15 de noviembre de 2014, declarado culpable el 23 de 
febrero de 2016 y sentenciado a cadena perpetua por el juez Richard 
Leon, del Distrito de Columbia, el 5 de abril de 2017. El gobierno de Es-
tados Unidos mostró evidencia de que Alfredo había sido uno de los 
líderes de la organización b de 1990 a enero de 2008. El agente espe-
cial de la dea de apellido predestinado, James Hunt, con inclinación 
a poner etiquetas mediáticas a los traficantes, al igual que sus pares 
de la misma agencia, señaló que Alfredo era “uno de los ‘Goliats’ de 
los traficantes de droga mexicanos conocidos por sus tácticas comer-
ciales salvajes” (u.s. Department of Justice, 2017). De la organización 
sólo quedó el nombre, porque no se supo de ningún otro hermano vivo 
que hubiera retomado el liderazgo. Luego de la captura de Héctor, fue 
mencionado como sucesor a la cabeza de la organización uno de sus 
colaboradores cercanos, Isidro Meza, originario de Guasave, Sinaloa, 
líder del grupo de pistoleros conocido como “los Mazatlecos” (Ríodoce,  
2014b). En 2016 fue anunciada la captura de Francisco Hernández en 
el municipio de Guasave, otro presunto líder de la misma organiza-
ción y encargado de establecer alianzas con los hermanos Treviño, lí-
deres de los “Zetas” (Aristegui Noticias, 2016).

En noviembre de 2013, el Departamento del Tesoro de Estados 
Unidos incluyó en su lista de traficantes especialmente designados 
a Arnoldo Villa, “jefe de seguridad” de Héctor Beltrán, responsable 
de “numerosos actos de violencia” (u.s. Department of the Treasury, 
2013d). También a la empresa Sistemas Élite de Seguridad Privada, 
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propiedad de Villa, y a Miguel Loza, relacionado con éste. Adam J. Szu-
bin, director de la ofac, declaró que estaban “monitoreando el resur-
gimiento” de la organización b. Héctor Beltrán tenía cargos por tráfico 
de drogas en 2004 en el distrito de Columbia y en 2009 en el distrito 
Este de Nueva York. El gobierno de Estados Unidos ofrecía cinco mi-
llones de dólares de recompensa por información que llevara a su cap-
tura. El de México ofrecía dos millones de dólares. El Departamento 
del Tesoro señaló que desde 2008 la organización b libraba “una gue-
rra sangrienta” contra organizaciones rivales, particularmente contra 
la liderada por Joaquín Guzmán, y que en los últimos dos años había 
“comenzado a expandir su influencia en partes de Sinaloa” (u.s. De-
partment of the Treasury, 2013d). Villa, originario del estado de Gue-
rrero, fue detenido en la colonia Condesa de la capital del país el 15 de 
abril de 2014 (Muédano, 2014). El gobierno mexicano lo consideraba el 
segundo en el liderazgo de la organización b (Muédano y Otero, 2014). 
Fue enviado al penal de Puente Grande, en Jalisco (Otero, 2014a).

Como en el caso de otras organizaciones delictivas, el gobierno 
federal informaba acerca de las detenciones de personas presunta-
mente vinculadas con la organización b. Por ejemplo, Javier Valles, 
aprehendido en la colonia Condesa de la Ciudad de México en ene-
ro de 2014. También se le relacionó con los “Caballeros Templarios” 
(Barajas, 2014a). Asimismo, Tirso Martínez, detenido en León, Gua-
najuato, en febrero del mismo año, quien importaba, transportaba y 
distribuía droga de varias organizaciones y era presunto compadre 
de Amado Carrillo, Arturo Beltrán y los hermanos Mejía de Colom-
bia (Policía Federal, 2014). El gobierno colombiano lo relacionaba 
con importantes ex líderes delictivos de ese país, como Juan Ramí-
rez y Diego Montoya, capturados en 2007. El gobierno de Estados 
Unidos lo acusaba de introducir 76 toneladas de cocaína a ese país 
entre 2000 y 2003. Ofrecía una recompensa de cinco millones de dó-
lares por él. A finales de abril de 2014 fue capturado Mario Casarru-
bias cerca de Toluca por miembros del ejército, la marina y la Policía 
Federal. Fue identificado como líder del grupo delictivo “Guerreros 
Unidos” (gu), y anteriormente fue miembro del equipo de seguridad 
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de los hermanos b (Plana Mayor, 2014). En julio de 2015, Martín Vi-
llegas, originario de Guerrero, fue detenido por la Policía Federal en 
la colonia Roma Norte de la Ciudad de México. Estaba vinculado a 
la organización b desde 2007. Vivió en Estados Unidos entre 1995 y 
2000. A partir de 2008 fue el encargado del trasiego de cocaína ha-
cia los estados de Georgia, Carolina del Norte y Sur, y Texas. Tenía 
empresas en Acapulco y bodegas en la Central de Abasto de la capital 
del país. Fue socio de Arnoldo Villa y después de la captura de Héctor 
Beltrán, junto con un socio que la Policía Federal no identificó con su 
nombre, “asumió la cabeza de la organización delictiva y estableció 
sus operaciones en los estados de México, Chiapas, Distrito Federal, 
Guerrero y Puebla; mientras que su asociado se hizo cargo de las ope-
raciones al norte del país” (Policía Federal, 2015). La orden de deten- 
ción fue solicitada por el gobierno de Estados Unidos.

Héctor Beltrán y su esposa Elena Laborín estuvieron vinculados 
al mundo del espectáculo a través de Guillermo Ocaña, ex conductor 
de televisión y promotor de artistas. Ocaña fue arraigado por la pgr 
en diciembre de 2005, al igual que cinco colombianos y dos venezola-
nos, acusado por autoridades españolas de ser uno de los principales 
lavadores de 236 millones de euros, una parte de esa cantidad a tra-
vés de Ribadeo Casa de Cambio, con sede en la colonia Del Valle de la 
Ciudad de México. El dinero era presuntamente de las ganancias de 
los colombianos por la venta de cocaína en España (Herrera, 2005). En 
octubre de 2005, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores (cnbv) 
congeló las cuentas de la empresa. Días antes, Francisco Antón, pro-
pietario de la casa de cambio, fue asesinado. Ocaña salió libre en mar-
zo de 2006, pero volvió a ser detenido en abril de 2010 por el cargo 
de realizar operaciones con recursos de procedencia ilícita (Reforma, 
2010a). Operaba empresas de la esposa de Héctor Beltrán. En 2005 
declaró que Laborín encargó en 1993 o 1994 la fabricación de promo-
cionales para la campaña presidencial de Colosio, el candidato del pri 
(Reforma, 2010b). Ocaña estuvo un año en la cárcel y fue liberado en 
mayo de 2011. Las pruebas que presentó la pgr fueron insuficientes 
para determinar su responsabilidad (Reforma, 2011a).
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En julio de 2016, en un fraccionamiento de Acapulco, fue detenido 
Carlos Navarrete, líder de un grupo de pistoleros al servicio de la or-
ganización b en el puerto. Se le acusaba de secuestro y homicidio de 
taxistas, de traficantes al menudeo de grupos rivales y extorsiones a 
comerciantes (efe, 2016). Con él se encontraba Ximena Bernal, líder 
juvenil del pri en Guerrero, hermana de la titular de la Secretaría de 
la Mujer en ese estado e hija de Jesús Bernal, ex líder de ese partido en 
Acapulco (Milenio, 2016). En septiembre del mismo año, agentes de la 
Policía Federal y la Subprocuraduría Especializada en Investigación 
de Delincuencia Organizada detuvieron en el municipio de Hermo-
sillo, Sonora, a Elena Laborín (Procuraduría General de la República, 
2016). Se le adjudicaba el liderazgo de la organización b en Acapulco 
y ser responsable, junto con Navarrete, de gran parte de la violencia 
en ese puerto (El Universal, 2016). Comerciantes y transportistas mar-
charon por las calles de Acapulco para agradecer al gobierno federal 
la captura de Laborín y “los Rusos” (Aguilar, 2016).

La rivalidad entre los Beltrán y los Guzmán tuvo repercusiones vio-
lentas en varios lugares, entre los cuales estaban poblaciones del mu-
nicipio de Badiraguato, Sinaloa, lugar de origen de ambas familias. 
Gente armada de Huixiopa se introdujo en La Tuna, en la casa de la 
mamá de Joaquín Guzmán en junio de 2016. Según un militar, mata-
ron gente y quemaron casas. La madre de Guzmán no se encontraba 
en el lugar (Valdez Cárdenas, 2016a). En septiembre del mismo año, 
Aureliano Guzmán, hermano de Joaquín, a la cabeza de un grupo ar-
mado tomó el pueblo de Huixiopa (Garduño, 2016). El ataque en La 
Tuna, así como el secuestro de Iván y Alfredo Guzmán, hijos de Joa-
quín, en Puerto Vallarta, en agosto de 2016, se le atribuyó a Alfredo 
Beltrán hijo (Garduño y García, 2016). En el estado de Sinaloa había 
presuntamente presencia, según fuentes federales, de ambas organi-
zaciones: en cinco municipios predominaban los Beltrán, en 12 Guz-
mán-Zambada y en Badiraguato las dos. Del lado de los Beltrán se 
mencionaba el liderazgo de Alfredo Beltrán e Isidro Meza. Iván, Al-
fredo y Aureliano del lado de los Guzmán. En diciembre de 2016 fue 
detenido Alfredo Beltrán en Zapopan, Jalisco (Alzaga, 2016).
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Más de una decena de miembros de la organización b murieron en 
un operativo nocturno realizado en Tepic, Nayarit, por la Semar, en el 
que se utilizó un helicóptero artillado Black Hawk uh-60, desde el cual 
se dispararon municiones trazadoras (Milenio, 2017c). Otras versiones 
hablaban de “un helicóptero ruso” (Muédano, 2017). Entre los falleci-
dos estaba Juan Patrón, señalado como líder de la organización en Na-
yarit y el sur de Sinaloa (Bartolomé, 2017). Una primera versión señaló 
que los disparos de la ametralladora calibre .50 del helicóptero habían 
causado su muerte (Mosso, 2017). El titular de la Semar, Vidal Soberón, 
declaró en entrevista por radio que ninguno había fallecido por las ba-
las del helicóptero, que los disparos habían durado unos siete segun-
dos y que se habían realizado para obligarlos a bajar de la azotea de 
una casa desde la cual disparaban a los marinos, que los miembros de 
la organización se negaron a rendirse y contestaron con fuego (Milenio,  
2017c). El comunicado de prensa de la Semar sostenía que las fuer-
zas federales habían repelido la “agresión directa” de “presuntos in-
fractores de la ley” pertenecientes a un “grupo delincuencial”. Señaló 
también el fallecimiento de Juan Francisco N, quien era cabeza de una 
organización delictiva que opera en todo el país, específicamente en el 
estado de Nayarit (Secretaría de Marina, 2017a). Agregó que las fuer-
zas federales habían actuado conforme al Manual del uso de la fuerza, 
de aplicación común de las tres fuerzas armadas.

Andrés López, presidente del Comité Ejecutivo Nacional de More-
na, interrogó en entrevista al referirse a la Semar: “¿por qué los aniqui-
laron?, ¿por qué si ellos investigan y, supuestamente tienen asesoría 
del extranjero en materia de inteligencia, los masacraron?” Dijo que 
la mayoría de los fallecidos eran jóvenes y que había incluso meno-
res de edad. Y continuó: “Tiene que cambiar la política de masacrar, 
torturar, que desde (Felipe) Calderón, no ha dado resultado, al contra-
rio, trae más sufrimiento”. E hizo una promesa política, una de tantas, 
para convencer a los electores: “Cuando triunfe Morena será distin-
to: los jóvenes tendrán garantizados su derecho al estudio y al traba-
jo y así, con justicia, habrá paz y tranquilidad social” (amlo, 2017). El 
titular de la Segob, Miguel Osorio, acusó a López de “lucrar política-
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mente con un mal que ha lastimado a muchísimas familias”. Señaló 
que los “simplismos” y los “remedios populistas” no eran alternati-
vas para fortalecer la seguridad (López, 2017). Margarita Zavala, as-
pirante a la candidatura del pan a la Presidencia, y esposa de Felipe 
Calderón, escribió un mensaje en las redes sociales para referirse a las 
declaraciones de López: “ataca a la Marina sin pruebas. Que las pre-
sente. La seguridad del país no admite guiños a delincuentes” (Mile-
nio, 2017d). La fiscalía de Nayarit rechazó que entre los muertos por 
los marinos hubiese menores de edad. Dio a conocer la lista de los fa-
llecidos con nombre y las edades, entre 20 y 46 años. Todos eran ori-
ginarios de Sinaloa (Reforma, 2017). El presidente del Senado, Pablo 
Escudero (pvem), señaló: “En lugar de estar preocupado por la vida 
de los marinos mexicanos, el tabasqueño se preocupó más por los si-
carios del cártel de los Beltrán Leyva” (Arvizu y Morales, 2017). Le re-
clamó que no hubiera reaccionado de la misma manera cuando seis 
militares fueron emboscados y asesinados en Sinaloa en septiem-
bre de 2016, ni cuando la organización delictiva jng derribó un heli-
cóptero de la Sedena (en mayo de 2015) y murieron varios militares: 
“sorprende sobremanera y evidencia su indiferencia por los elemen-
tos de las fuerzas armadas” (Arvizu y Morales, 2017). López insistió 
al referirse a los titulares de la Segob y Semar: “Que informen quié-
nes fueron los masacrados en Nayarit” (Zavala, 2017). En una gira por 
el Estado de México repitió su convicción sobre lo sucedido en Naya-
rit: “Sostengo y sostendré siempre que no se debe de matar así, como 
sucedió en Tepic, Nayarit, a los seres humanos, a nadie ni a los demo-
nios, son masacres y no se resuelve nada así” (Almazán, 2017). Desde 
su perspectiva, quienes lo criticaron se pusieron “como histéricos por 
mi denuncia de que fueron masacrados esos jóvenes. Los del prian, 
los de la mafia del poder, están muy enajenados, porque piensan, y es 
el fondo del asunto, que se puede apagar el fuego con el fuego”. Años 
después, ya como presidente de México, López propuso su “estrate-
gia”, ingenua y demagógica, de “abrazos, no balazos”, con resultados 
peores en términos de homicidios dolosos e inseguridad que los que 
criticó de administraciones anteriores; cambió su posición sobre los 
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militares, les dio mayores atribuciones en asuntos de seguridad públi-
ca y obras del gobierno federal que cualquier gobierno anterior. Sus 
seguidores callaron sobre la transmutación de la visión de López de 
convertir a los militares anteriormente estigmatizados en fuerza em-
blemática de la seguridad pública en su administración. Los “masa-
cradores” de antes fueron convertidos en personas ejemplares por la 
simple palabra performativa, mágica, de un presidente con una au-
toimagen providencial que decidió apoyarse como ningún otro en las 
fuerzas armadas, contrariamente a lo que había criticado y prometi-
do desde la oposición política.

Meza

En el último año de la administración Calderón, un documento de In-
teligencia Militar de la Sedena le recomendaba combatir a las organi-
zaciones delictivas “satélite”, debido a la violencia que ejercían. Una de 
éstas en Sinaloa era la liderada por Isidro Meza en alianza con los Bel-
trán. Tenía presencia en el norte del estado, municipios serranos del 
centro e influencia en Sonora. En municipios como Guasave, Angos-
tura, El Fuerte, Ahome y Sinaloa, gran parte de la violencia se atribuía 
a las acciones de esa alianza y sus luchas contra la organización Guz-
mán-Zambada (Sicairos, 2013a). En enero de 2013, el Departamento 
del Tesoro de Estados Unidos clasificó como “organización de tráfico 
de drogas” a la liderada por Isidro Meza, con sede en Guasave, Sina-
loa, y no mencionó su alianza con los Beltrán, pero sí su rivalidad con 
la organización Guzmán-Zambada, etiquetada por las autoridades de 
Estados Unidos como “cártel de Sinaloa”. El Departamento del Tesoro 
incluyó en la lista como miembros de la organización de Meza a sus 
padres, hermana y tíos, y tres empresas vinculadas: Autotransportes 
Terrestres, Auto Servicio Jatziry y Constructora Jatziry de Guasave. Fue 
señalado que desde el año 2000 la organización era responsable de la 
distribución hacia Estados Unidos de grandes cantidades de cocaína, 
marihuana, heroína y metanfetaminas (u.s. Department of the Trea-
sury, 2013). En julio de 2012, su tío Agustín Flores fue detenido por la 
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Policía Federal en Guasave y extraditado a Estados Unidos en octubre 
de 2015. En abril de ese año, otro de los tíos de Meza señalados por el 
Departamento del Tesoro, Pánfilo Flores, fue detenido por marinos en 
Guasave y extraditado a Estados Unidos en octubre de 2016 (Ríodoce, 
2015c; Cabrera Martínez, 2016b). Tenía en su poder cocaína, cristal y 
una pistola. En diciembre de 2019, el Departamento del Tesoro ofre-
ció una recompensa de cinco millones de dólares por información 
que llevara al arresto y/o condena de Meza, señalado como líder de 
una “organización criminal transnacional” (u.s. Department of Justi-
ce, 2019). La ficha policial del fbi sobre Meza decía que había sido “la 
mano derecha” de Alfredo Beltrán (u.s. Department of Justice, s.f.).

En julio de 2014, un operativo de la Semar en territorio de influen-
cia de Meza tuvo como resultado la muerte de doce miembros de la 
organización delictiva en distintos enfrentamientos. Participaron 
agentes de la dea con uniforme de marinos mexicanos y uno resultó 
lesionado (Monjardín, 2017b). En casas y vehículos desde donde dis-
paraba la gente de Meza se encontraron armas de diversos calibres, 
granadas, chalecos antibalas, cocaína y marihuana. El jefe de la poli-
cía municipal en Ahome declaró: “Los marinos eliminaron al brazo 
ejecutor de Fausto Isidro Meza Flores, el Chapo Isidro. No está total-
mente acabado, pero sí muy diezmado y solo. No puede operar libre-
mente sin temer una traición o que lo ubiquen. Es tiempo, sólo tiempo 
para que caiga, y ojalá, junto con él, las corporaciones que lo prote-
gían” (Nájera, 2014). Las luchas entre los grupos rivales eran extrema-
damente sangrientas. En octubre de 2014, un grupo relacionado con 
Dámaso López torturó, asesinó e incineró a miembros del grupo de 
Isidro Meza en La Paz, Baja California Sur (Ríodoce, 2014c).

A principios de 2015, el titular de la Segob anunció la salida de Al-
fredo Castillo como comisionado federal en Michoacán y la designa-
ción del general Felipe Gurrola como mando especial en esa entidad, 
encargado de la seguridad (Aristegui Noticias, 2015a). Había estado 
antes en Sinaloa a cargo de la comandancia de la Novena Zona Mili-
tar de manera interina por unos días a principios de 2012; luego estu-
vo al mando de la Fuerza de Tarea Sierra Madre hasta finales de 2013 
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en Badiraguato, Sinaloa (Noroeste, 2015b). Iván Gastélum, líder de un 
grupo bajo las órdenes de Guzmán-Zambada lo acusó en mantas de 
haber asesinado a su pareja sentimental en un enfrentamiento con 
soldados bajo su mando cerca de un poblado del municipio de Moco-
rito en noviembre de 2012, y de estar del lado de Isidro Meza (Ríodoce, 
2015d; Veledíaz, 2013). Versiones atribuidas a fuentes de inteligencia 
de la Semar y la Sedena señalaron en 2016 que Meza ya no se encon-
traba en territorio sinaloense, aunque su gente seguía operando en 
varios lugares de la entidad, y también en Jalisco, Zacatecas y Sonora 
(Valdez y Durán, 2016). En mayo de 2017, la ofac incluyó en su lista 
a José Ruelas, identificado como líder de una organización de tráfico 
de drogas que desde hacía dos décadas producía, exportaba y distri-
buía heroína de Sinaloa hacia Estados Unidos (u.s. Department of the 
Treasury, 2017). Según la ofac, la organización de Ruelas, compuesta 
por familiares cercanos y de su familia extendida, distribuía heroína 
en ciudades como Phoenix, Denver, Salt Lake City, Albuquerque, Sa-
cramento, Los Ángeles, Milwaukee, Columbus, Detroit y Nueva York. 
Señaló también que la organización de Ruelas estaba “alineada” con 
Isidro Meza. En 2018, Meza fue amparado contra una orden de apre-
hensión de mayo de 2013 por el Juzgado Séptimo de Distrito con sede 
en Los Mochis, Sinaloa (Durán, 2018).
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Los fuegos de Salvador

Una persona con un nombre providencial, que anticipaba la tarea que 
tendría que cumplir en el país, dada la proliferación de grupos delic-
tivos, de grupos de civiles armados que se hicieron llamar “autode-
fensas” y de enfrentamientos violentos en varias regiones, el general 
Salvador Cienfuegos, fue nombrado titular de la Secretaría de la De-
fensa Nacional (Sedena) por el presidente Peña. ¿El nombre era el 
mensaje? ¿Nombre predestinado? ¿Metáfora del deseo presidencial? 
¿Recaería de nuevo el peso de la seguridad en los militares? El primer 
fuego de Salvador sería Michoacán, el mismo estado del inicio de los 
operativos militares en la administración Calderón, donde el militar 
declaró, ante el gobernador interino, que había recibido instrucciones 
del presidente “para brindar apoyo a las autoridades locales y estatales 
con acciones sólidas y contundentes que protejan a la población y le 
den certeza y tranquilidad” (Muédano y Martínez, 2013). Michoacán, 
cuyo gobernador era Fausto Vallejo (Partido Revolucionario Institu-
cional, pri), seguía siendo un territorio asolado por grupos delictivos 
de tipo mafioso-paramilitar, como los autodenominados “Caballeros 
Templarios” (ct), escisión de la “Familia Michoacana” (fm), enfrenta-
dos a otros grupos como ese mismo y el llamado “Jalisco Nueva Gene-
ración” (jng), y a grupos de civiles armados en algunas comunidades 
donde era difícil distinguir sin una investigación a fondo si eran autó-
nomos, si estaban financiados y armados por las propias organizacio-
nes delictivas en pugna, por sectores empresariales y políticos locales o 
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por instituciones del propio gobierno federal, o por combinaciones de 
varios de esos agentes sociales. El general Cienfuegos hizo un llamado 
a la sociedad michoacana, a las autoridades y a las fuerzas armadas a 
“cerrar filas” para hacerle frente a la problemática de esa entidad. Indi-
có que las acciones se desarrollarían “con la inteligencia que generan 
las instancias del Estado, empleando la fuerza y pasión institucional 
necesarias, en coordinación y cooperación con los órganos públicos 
de las tres instancias de gobierno; siempre cumpliendo con los pre-
ceptos legales y respetando irrestrictamente los derechos humanos” 
(Muédano y Martínez, 2013). Días antes, el comisionado nacional de 
Seguridad, Manuel Mondragón, había anunciado que Michoacán 
iba a “ponerse en orden” (Rodríguez, 2013). Luego, el titular de la Se-
cretaría de Gobernación (Segob) informó que en la dirección de la  
Secretaría de Seguridad Pública de Michoacán estaría un militar 
“nombrado conjuntamente” por autoridades federales y estatales (Na-
varro, 2013). El general brigadier Alberto Reyes fue nombrado para 
ese puesto y designó a dos coroneles y un teniente coronel como co-
laboradores cercanos (García, 2013). En los días siguientes empeza-
ron a llegar a Apatzingán, Coalcomán y otros lugares elementos del 
ejército, la marina y la Policía Federal, pero encontrarían resistencia 
en Coalcomán, de los propios habitantes de esa localidad, para impe-
dir que los militares desarmaran a la llamada “policía comunitaria” 
(Reforma, 2013e). Un vocero de los habitantes que se manifestaron de-
claró: “Tienen que respetar la decisión del pueblo y hacer un proce-
so a la inversa, acompañando al pueblo, acompañando a esta policía 
comunitaria” (Reforma, 2013f). En las horas y días posteriores, los ci-
viles armados ya no se opusieron a la entrada a sus comunidades de 
las fuerzas federales, pero no entregaron sus armas. Se anunció que 
la Sedena coordinaría el mando único y habría un “sistema de inteli-
gencia”. Se presentó como una “estrategia diferente” (García, 2013a). 
El titular de la Segob declaró que las fuerzas federales, unos seis mil 
elementos, según estimaciones de la prensa, permanecerían el tiem-
po necesario hasta lograr la paz: “Hicimos la estrategia con un obje-
tivo fundamental: llegar ahora a Michoacán y no salirnos hasta que 
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estén las condiciones de paz y seguridad para todos los michoacanos” 
(Milenio, 2013c).

En enero de 2014 hubo enfrentamientos armados entre “autode-
fensas”, apoyados por el gobierno federal, y miembros de los ct, para 
liberar Apatzingán, dijeron los primeros. Hubo bloqueos de carrete-
ras, quema de negocios, autos y camiones. Según las declaraciones de 
Luis Torres, identificado como uno de los líderes de las “autodefen-
sas”, sumaban alrededor de diez mil personas. Negó que fueran “pa-
ramilitares”. Servando Gómez, líder de los “Templarios”, dio una cifra 
similar del número de sus miembros. Del lado contrario, Fidel Orejel 
señaló que las “autodefensas” recibían apoyo de la organización jng, 
y que el gobierno federal apoyaba a ésta y a la fm, y que aplicaba una 
estrategia como la que, según él, el general Óscar Naranjo, asesor es-
pecial de Peña, había puesto en marcha en Colombia (Olmos, 2014). 
Los medios hablaban de “guerra”, pero en esta ocasión del gobierno 
de Peña (Gómez Leyva, 2014).

El comisionado Castillo

La situación en Michoacán resultó más complicada que lo previsto, 
como ya se había observado en la administración Calderón, y para 
tratar de encontrar una solución el presidente Peña creó por decre-
to la Comisión para la Seguridad y el Desarrollo Integral en el Estado 
de Michoacán. Se plantearon las razones para una medida de tal na-
turaleza: “en los últimos años, el Estado de Michoacán y varios de sus 
municipios han presentado manifestaciones de debilidad institucio-
nal, lo que ha propiciado diversas expresiones violentas de la delin-
cuencia organizada y de otros grupos armados y, como resultado, se 
ha mermado el Estado de derecho en el que se deben desarrollar las 
relaciones entre el gobierno y los habitantes de aquella entidad fede-
rativa” (Secretaría de Gobernación, 2014c). Ante esa realidad: “el Go-
bernador del estado de Michoacán solicitó formalmente el apoyo del 
Gobierno Federal en materia de seguridad pública, con objeto de en-
frentar la situación de violencia e inseguridad que se ha presentado 
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en el territorio michoacano, y en virtud de la petición que le fue for-
mulada por diversos municipios de dicha entidad federativa”. Y para 
tratar de neutralizar las eventuales críticas por la participación de mi-
litares en esa tarea se hizo referencia al sustento jurídico que lo permi-
tía, el mismo en el que se basó el presidente Calderón en su momento:

la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis de jurisprudencia del 
Pleno, identificada como P./J. 36/2000 determinó que “Es constitucional-
mente posible que el Ejército, Fuerza Aérea y Armada en tiempos en que 
no se haya decretado suspensión de garantías, puedan actuar en apoyo de 
las autoridades civiles en tareas diversas de seguridad pública (…) adicio-
nalmente, en la tesis de jurisprudencia identificada como P./J. 38/2000 
el Pleno de la Suprema Corte señaló que “La interpretación histórica, ar-
mónica y lógica del artículo 129 constitucional, autoriza considerar que 
las fuerzas armadas pueden actuar en auxilio de las autoridades civiles, 
cuando éstas soliciten el apoyo de la fuerza con la que disponen” (Secre-
taría de Gobernación, 2014c).

De acuerdo con lo establecido por la Ley Orgánica de la Administra-
ción Pública Federal, la Segob era la institución competente encarga-
da de lo procedente en este caso, y para eso crearía la Comisión para 
la Seguridad y el Desarrollo Integral en el Estado de Michoacán, como 
órgano administrativo desconcentrado de dicha secretaría. Al frente 
estaría un comisionado, quien podría ser nombrado y removido por 
el titular de Gobernación. El ejecutivo federal tomaba así en sus ma-
nos el control del estado de Michoacán ante la inacción o incapaci-
dad del gobernador y los presidentes municipales para poner orden. 
El objeto de la Comisión sería: “ejercer la coordinación de todas las au-
toridades federales para el restablecimiento del orden y la seguridad 
en el estado de Michoacán y su desarrollo integral, bajo un enfoque 
amplio que abarque los aspectos políticos, sociales, económicos y de 
seguridad pública de dicha entidad federativa” (Secretaría de Gober-
nación, 2014c). Al comisionado se le otorgaron facultades superiores 
a las del propio gobernador. Por ejemplo:
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Formular y ejecutar políticas, programas y acciones orientadas a la pre-
vención de delitos, fortalecimiento institucional, reconstrucción del tejido 
social, restablecimiento de la seguridad y desarrollo integral en el Estado 
de Michoacán, y aplicarlas en coordinación con las autoridades federales, 
estatales y municipales (…). Disponer, ordenar y coordinar las acciones 
de apoyo y auxilio por parte de las instituciones federales de fuerza públi-
ca, necesarias para el cumplimiento del objeto de este Decreto y aquéllas 
que requieran las autoridades locales y municipales en el Estado de Mi-
choacán (…). Solicitar el auxilio de las Fuerzas Armadas, en términos de 
las disposiciones aplicables, a fin de dar cumplimiento al objeto del pre-
sente Decreto (Secretaría de Gobernación, 2014c).

Alfredo Castillo Cervantes, ex procurador general de Justicia del esta-
do de México cuando Peña era gobernador de esa entidad, y titular de 
la Procuraduría Federal del Consumidor, fue nombrado comisionado 
por el secretario de Gobernación (Secretaría de Gobernación, 2014d).

El presidente del Consejo Nacional del Movimiento Regeneración 
Nacional (Morena), Andrés López, criticó la designación de Casti-
llo. Se refirió a él como “embajador”, “procónsul”. Y del gobernador 
de Michoacán, Fausto Vallejo, dijo: “quedó como florero, como ador-
no”. Intérprete autodesignado de la presunta voluntad de personajes 
muertos, como Morelos, Ocampo y los generales Cárdenas y Múgica, 
López afirmó que habrían agarrado “a patadas a estos por lo que [es-
taban] haciendo con Michoacán”. Y agregó, confiado en su reiterada 
propensión para transformar en su imaginación escenarios hipotéti-
cos en certezas y asegurar lo indemostrable: “No estaría así Michoa-
cán si no nos hubiesen robado la elección presidencial del 2006, si no 
hubiesen impuesto a Calderón, yo se los aseguro” (García, 2014). Desde 
diciembre de 2012 el presidente era Enrique Peña, no Felipe Calderón, 
pero López estaba obsesionado con este último. En la visita de Peña 
a Ecuador, el presidente Correa habló de preocupaciones comunes y 
la necesidad de cooperación en temas como el “flagelo del narcotrá-
fico, el crimen organizado”. Y le dijo al presidente mexicano: “Noso-
tros humildemente siempre vamos a aprender de los que más saben, 
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ustedes” (Hernández, 2014). Apenas unas semanas antes había sido 
capturado en Mazatlán Joaquín Guzmán, “sin un solo disparo”, dijo el 
procurador Murillo (Vicenteño, 2014). El 9 de marzo de 2014, militares 
de Sedena y Semar tuvieron un enfrentamiento con personas arma-
das en el municipio de Tumbiscatío, Michoacán, en el cual resultaron 
muertas varias personas, entre las cuales estaba uno de los principa-
les líderes de los “Templarios”, Nazario Moreno (Pérez Silva, 2014: 3). 
Con base en sus declaraciones, López y Correa, ambos identificados 
con corrientes políticas de “izquierda”, tenían opiniones distintas so-
bre el gobierno de Peña.

En una gira por Michoacán del titular de Gobernación, Osorio, 
luego de la muerte confirmada de Nazario Moreno, e interrogado por 
periodistas acerca de éste, los “Templarios” y otros líderes, como Ser-
vando Gómez y Enrique Plancarte, no se refirió a ninguno de ellos por 
sus nombres, ni al de la organización. En sus respuestas, Osorio uti-
lizó las siguientes palabras para hablar de Moreno: “esta persona”, “el 
objetivo”, “este líder”, “este personaje”, “este delincuente”. Los otros 
dos fueron mencionados como “los delincuentes” y los “Templarios” 
como “grupo delincuencial” (Secretaría de Gobernación, 2014e). Para 
Osorio, en esas respuestas, eran los sin nombre y sin adscripción a una 
organización delictiva, cuya designación emblemática ellos mismos 
habían inventado. No repetir sus nombres ni el de su organización era 
una manera de desposeerlos de manera simbólica de su identidad y 
de su marca de prestigio, por lo menos en esa ocasión.

A principios de 2014, el gobierno del estado de Michoacán y 49 de 
113 municipios estaban en manos del pri, solo y en alianza con otros 
partidos, principalmente con el Partido Verde Ecologista de México 
(pvem), pero también con el Partido Acción Nacional (pan) y el par-
tido Nueva Alianza (na); el pan y la alianza pan-na gobernaban en 
28; el Partido de la Revolución Democrática, el Partido del Trabajo y 
Movimiento Ciudadano (prd-pt-mc) gobernaban en alianza en 34, y 
el pvem en dos.

Jesús Reyna había sido nombrado gobernador interino en abril de 
2013. En abril de 2014 sería detenido por la Procuraduría General de la  
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República (pgr) acusado de proteger a los “Templarios”. El 18 de ju-
nio de 2014, el gobernador Fausto Vallejo renunció. Como goberna-
dor sustituto fue nombrado Salvador Jara, ex rector de la Universidad 
Michoacana de San Nicolás de Hidalgo.

En diciembre de 2014, Castillo afirmó que la Procuraduría y la Se-
cretaría de Seguridad Pública de Michoacán “estaban totalmente in-
filtradas”, que había agentes de ambas corporaciones “vinculados al 
crimen organizado”. Señaló que las “autodefensas” habían colaborado 
con el gobierno federal contra los “Templarios” y que estos, a través de 
los llamados “perdonados”, habían “infiltrado” a las “autodefensas”, 
los cuales “empezaron a cometer abusos para desprestigiarlas”. Sobre 
los “Templarios” aseguró que la organización “estaba muy mermada”, 
luego del aseguramiento de toneladas de mineral y madera, y el mayor 
control sobre presidentes municipales que pagaban “derecho de piso” 
a los “Templarios”. Así, al reducir sus ingresos, “su estructura empezó a 
perder fuerza”. Por eso, agregó, Gómez andaba “a salto de mata” y dor-
mía en cuevas. Según él, los “Templarios” vivían una situación que ca-
racterizó como “efecto cucaracha, de fragmentación y dispersión”. Y de  
su papel como comisionado en el campo político local, Castillo dijo: 
“Mi trabajo implicaba, necesariamente, una confrontación con el po-
der local” (De Mauleón, 2014). En el balance de su trabajo, señaló que 
ya no había movilización de grupos armados, ni toma de comunida-
des y municipios; que los negocios que habían reanudado sus activi-
dades ya no pagaban “derecho de piso”; que líderes delictivos habían 
sido eliminados o encarcelados, y que se habían recuperado espacios 
que antes estaban en manos de los delincuentes.

Castillo afirmó que desde el 10 de mayo de 2014 las “autodefen-
sas” habían desaparecido y se habían convertido en la “Fuerza Esta-
tal Rural”. El nombre había cambiado, pero no la manera en que los 
medios de comunicación se referían a esos grupos —fuerzas rurales o 
(ex) autodefensas—, ni las diferencias entre ellos. En diciembre de ese 
mismo año se enfrentaron dos grupos en La Ruana, municipio de Bue-
navista; uno liderado por Hipólito Mora y otro por Luis Torres. Hubo 
varios muertos de ambos bandos, entre ellos un hijo de Mora. En el 
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grupo de Torres había ex “Templarios”, conocidos como “los perdona-
dos”, y su líder era protegido por Castillo, afirmó Mora (Nájar, 2014). 
Y en entrevistas agregó que desde antes la gente de Torres les había 
advertido que serían atacados, que empezaron a dispararles incluso 
con lanzagranadas, que algunos de sus hombres fueron desarmados 
por agentes federales y que al grupo de Torres estos le habían ayudado 
con los heridos. Mora declaró: “Culpo a Alfredo Castillo, que él sabía 
de todo; muchas veces le supliqué que nos apoyara, que nos liberara 
de esa gente y no hizo caso y aquí están las consecuencias” (Animal 
Político, 2014a). Las diferencias entre Mora y Torres se remontaban 
por lo menos a marzo de 2014, cuando dos presuntos miembros de los 
“Templarios” cercanos a Torres fueron asesinados. Mora fue acusado 
de haber sido el autor intelectual; fue encarcelado, luego liberado en 
mayo de 2014 y se integró a la Fuerza Rural. Ese mismo mes, Castillo, 
Torres y Mora se tomaron una foto estrechándose las manos (Martí-
nez Elorriaga, 2014). La tregua no duró mucho.

El 5 de enero de 2015, Castillo anunció en conferencia de prensa 
que a Torres, Mora y 35 personas más un juez les había dictado el día 
anterior auto de formal prisión por lo sucedido en La Ruana y enfren-
taban un proceso penal. La acusación contra Mora fue por homicidio 
calificado contra diez personas (Secretaría de Gobernación, 2015c). 
Al conocer el fallo del juez, Mora declaró: “Me siento como un pen-
dejo, necesito que alguien me explique si es más legal dejarse matar 
que defenderse” (Quadratín, 2015). Interrogado sobre un grupo delic-
tivo identificado como “los Viagras” (v), Castillo dijo que eran siete 
hermanos y que posiblemente tenían seguidores, pero que era difícil 
identificarlos porque no tenían playeras, camisas o estructura (sic). 
Señaló que había entre ocho y diez liderazgos que un año antes es-
taban en contra de los “Templarios” y que un año después había una 
fragmentación y luchas por “microterritorios”. Castillo rechazó que el  
gobierno federal hubiera armado a las “autodefensas”. Afirmó que 
sólo registraron las armas que ya tenían. Para él, la situación en Mi-
choacán en ese momento era un asunto de “conflictividad social”, no 
de “crimen organizado”. Su interpretación pretendía darle e imponer 



199

Michoacán

un nombre eufemístico distinto a situaciones imposibles de desligar 
de lo establecido en la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada 
(lfdo) como “delincuencia organizada”. De Servando Gómez señaló 
que le habían reducido sus fuentes de financiamiento, asegurado sus 
propiedades, toneladas de mineral y madera, que se había impedido 
el pago del “diezmo” de presidentes municipales a su organización 
delictiva, que varios de ellos, junto con policías, jefes de seguridad, 
un gobernador interino, el hijo de un ex gobernador, y varios secre-
tarios del gobierno estatal, habían sido llevados a prisión. Sobre las 
versiones que circulaban acerca de la presunta relación de la organi-
zación delictiva jng y la etiquetada como “Sinaloa” con los grupos de 
“autodefensa” en pugna, Castillo no respondió y sugirió preguntarle 
a la Subprocuraduría Especializada en Investigación de Delincuencia 
Organizada (seido).

En Apatzingán, “los Viagras” mantenían un plantón en la presi-
dencia municipal, y cuando el ejército intentó desalojarlos la madru-
gada del 6 de enero de 2015 se enfrentaron a balazos con los militares, 
según dijo el secretario de Gobierno de Michoacán, Jaime Oseguera, 
quien, a diferencia de Castillo, no tuvo problema para identificarlos. 
Un civil resultó muerto. Al trasladar los vehículos del grupo armado 
este trató de recuperarlos y hubo otro enfrentamiento: murieron ocho 
civiles, 44 fueron detenidos (El Universal, 2015c). Días después, un juez 
federal de Michoacán dejó en libertad a 43 de los 44 detenidos (Bara-
jas, 2015a). El saldo en menos de un mes fue de veinte muertos en dos 
balaceras: La Ruana y Apatzingán (El Universal, 2015d). Cuando suce-
dieron, el comisionado Castillo se encontraba en la capital del país. 
Allí declaró en conferencia de prensa luego de los sucesos en Apat- 
zingán: “en Michoacán ya no se puede hablar de crimen organizado 
que tenga control del territorio” (Notimex, 2015). Las alianzas y esci-
siones entre grupos delictivos y los vínculos de algunos de ellos con 
distintos grupos de “autodefensa”, de políticos y empresarios eran sin 
duda más complejos que las simplificaciones declarativas de Castillo.

El vicario general de la diócesis de Apatzingán, Javier Cortés, no 
compartía la visión de Castillo. Señaló que los v, grupo integrado por 



200

¿Sin un solo disparo?

los hermanos Sierra, eran violentos, traficantes de drogas, y habían 
formado parte de la fm, los ct, las autodefensas y las fuerzas rurales. 
Además, extorsionaban y tomaban mujeres por la fuerza. Las luchas 
entre v y ct, dijo el sacerdote, crearon un ambiente de miedo, des-
confianza y temor entre la gente, que no podía distinguir entre uno y 
otro grupos delictivos y era víctima de ambos. Una persona presun-
tamente cercana al líder Nicolás Sierra declaró en una entrevista que 
los v habían colaborado con el gobierno federal en la búsqueda de los 
ct (Jiménez, 2015).

Los precandidatos a la gubernatura de Michoacán del pri, pan y 
prd para las elecciones de octubre de 2015 declararon que en el nue-
vo gobierno ya no sería necesario el comisionado, que la coordinación 
sería directa entre el gobierno del estado y la federación (El Universal, 
2015e). Días después, el gobierno federal anunció el término del cargo 
de Castillo. En su lugar, al mando de la seguridad fue nombrado el ge-
neral Felipe Gurrola (El Universal, 2015f). El militar fue secretario par-
ticular adjunto del titular de la Sedena, general Enrique Cervantes, en 
el sexenio de Ernesto Zedillo. Fue comandante de las zonas militares 
novena y octava, en Culiacán y Reynosa, respectivamente. También 
estuvo a cargo de la xii Región Militar, que comprende los estados de 
Guanajuato, Michoacán y Querétaro. Se le consideraba experto en el 
combate a la delincuencia organizada (Excélsior, 2015). Los transgre-
sores de la ley no modificaron sus hábitos. El mismo día de esa noticia, 
en Zacapu, civiles armados se enfrentaron a policías de la Fuerza Ciu-
dadana con saldo de un muerto por cada bando (García Tinoco, 2015). 
Y al día siguiente, en Ecuandureo, elementos del ejército fueron ata-
cados y dos militares murieron (ap, 2015a). En el ámbito político del 
estado hubo una noticia buena para tres alcaldes que estaban en pri-
sión, quienes fueron exonerados del delito contra la salud. La mala 
fue que seguirían en la cárcel por el delito de delincuencia organiza-
da. Se trataba de Arquímides Oseguera (Lázaro Cárdenas-prd), Sal-
ma Karrum (Pátzcuaro-pri) y Dalia Santana (Huetamo-pri) (Martínez 
Elorriaga, 2015). Durante el mandato de Castillo se presentaron como 
acciones destacadas la eliminación de dos líderes delictivos importan-
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tes: Nazario Moreno y Enrique Plancarte, y la detención de 32 perso-
nas señaladas como “jefes de plaza”. También, la baja en el número de 
denuncias por secuestro y el encarcelamiento de miles de personas. 
Asimismo, la detención del ex gobernador interino, Jesús Reyna; de 
Rodrigo Vallejo, hijo del ex gobernador Fausto Vallejo; de ocho presi-
dentes municipales y 11 directores municipales de seguridad pública, 
decenas de policías municipales y estatales, entre otros servidores pú-
blicos (Jiménez[a], 2015). Silvano Aureoles, precandidato del prd a la 
gubernatura y presidente de la Cámara de Diputados, declaró que la 
salida de Castillo era una oportunidad para revisar la estrategia del go-
bierno federal en Michoacán y evitar “gobiernos paralelos” (Pacheco, 
2015). La metáfora no era apropiada. Tal vez quería decir “imposición 
del gobierno central” en la reconfiguración de alianzas entre fuerzas 
de seguridad federales y ciertos grupos de “autodefensas” locales, se-
ñalados como grupos delictivos, en contra de otros. O “gobiernos lo-
cales en colusión con grupos delictivos”, no dos mundos separados 
que jamás se tocan, como las líneas paralelas en geometría.

El declive de los “templarios”  
y las luchas entre autodefensas

La situación conflictiva en Michoacán estaba lejos de solucionarse. 
Autoridades federales y locales anunciaron el aseguramiento de 62 
propiedades relacionadas con los “Templarios” en los municipios de 
Aquila y Coahuayana. Los delincuentes habían despojado a sus due-
ños de varias de esas propiedades (García Davish, 2015). Por otro lado, 
un grupo de “autodefensas” trataba de imponer candidato del prd a 
la alcaldía de Aquila, a lo cual se oponían militantes de ese partido 
(García, 2015). El 27 de febrero de 2015, noticias como éstas fueron 
opacadas por otra: la detención en Morelia de Servando Gómez, ex  
profesor normalista y líder “templario” (Muédano, 2015). Gómez fue 
trasladado a la capital del país, por tierra, en un operativo de pelícu-
la, y posteriormente al penal del Altiplano. La Drug Enforcement Ad-
ministration (dea) felicitó al gobierno mexicano (Esquivel, 2015). En 
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la trayectoria delictiva de Gómez estaba el haber pertenecido a orga-
nizaciones como la de los hermanos Valencia, de Osiel Cárdenas, de 
la fm y de los ct. Se dijo que en su declaración ministerial Gómez 
habría afirmado que ante el “vacío de poder” durante el gobierno de 
Leonel Godoy en Michoacán (prd), él tuvo que “tomarlo” (El Univer-
sal, 2015g). El titular de la Segob se mostró optimista y declaró que se 
había logrado “el objetivo más importante en el combate contra el cri-
men organizado” (Muédano, 2015a). El hermano de Servando, Flavio, 
fue detenido en Mérida (Alzaga, 2015).

Como en tantas otras ocasiones, la detención de un personaje de-
lictivo importante como Gómez no modificó las actividades de otros 
transgresores de la ley. En el puerto de Lázaro Cárdenas, el contralmi-
rante José Corro, a cargo de la capitanía desde diciembre de 2013, fue 
asesinado a balazos frente a su domicilio y familia (Martínez, 2015a). 
En el lugar de origen de Gómez, Arteaga, el auge minero de otros años 
había desaparecido luego de las extorsiones de los “Templarios” a los 
empresarios mineros (Flores, 2015). Fueron mencionados por el pro-
curador general de Justicia de Michoacán posibles sucesores de Gómez 
en el liderazgo de los “Templarios”: Ignacio Andrade y Homero Gon-
zález (Quadratín, 2015a). Pero el general Gurrola lo contradijo, pues 
afirmó, tajante: “En este momento no hay indicios de que existan los 
Caballeros Templarios como una organización delictiva que podamos 
ubicar (…). Podría haber algún reducto en algún lugar, pero como or-
ganización criminal está desmantelada (…). Es difícil que alguien se 
haga cargo de una organización que no existe, que no tiene presen-
cia” (García, 2015a). El optimismo del general era similar al de Casti-
llo en su momento, y al de otros funcionarios en tareas similares en  
otros momentos históricos.

En marzo de 2015, Mora y los 26 de su grupo que habían sido de-
tenidos salieron libres (Martínez, 2015b). Declaró que sería un error 
liberar a Torres, que nunca lo perdonaría y tampoco a su gente (Qua-
dratín, 2015b; Becerra-Acosta M., 2015). Al día siguiente de la libera-
ción de Mora y su grupo, Torres y el suyo también fueron liberados 
(Martínez, 2015c). En opinión de Mora, el ex comisionado Castillo 
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no merecía ocupar un puesto en el gobierno. Señaló que utilizaba la 
mentira y la calumnia; le pidió hablar mal de otro de los líderes de las 
“autodefensas” encarcelado, José Mireles, que lo hiciera “pedazos” en 
la televisión y él se negó (Aristegui Noticias, 2015b). Nadie resultó cul-
pable de los muertos en el enfrentamiento entre los grupos de Mora 
y Torres. Por el lado de las autoridades había optimismo. El general 
Gurrola, quien había decretado la desaparición de los “Templarios”, 
habló del “blindaje” de las fronteras de Michoacán con otros estados 
para evitar que otros grupos delictivos ingresaran a esa entidad (Ríodo-
ce, 2015e). Como si eso fuera posible. Y el gobernador, Salvador Jara, 
afirmó ante empresarios de la Coparmex que Michoacán ya era uno 
de los diez estados más seguros (García, 2015b). Los habitantes de ese 
estado, que vivían en carne propia y de manera cotidiana diversas ex-
presiones de la violencia, seguramente opinaban diferente.

El 11 de abril de 2015, Rodrigo Vallejo, hijo del ex gobernador, y 
quien se había reunido varias veces con Servando Gómez, presunta-
mente para negociar cargos políticos y policiacos, salió de la cárcel 
luego de pagar una multa de poco más de siete mil pesos (Quadra-
tín, 2015c). Había sido consignado por el delito de encubrimiento e 
ingresado al penal del Altiplano en agosto de 2014 (Loret de Mola, 
2015). Imágenes de las reuniones entre Vallejo y Gómez salieron a la 
luz después de la liberación del primero. En ellas, Vallejo andaba ar-
mado (Proceso, 2015a). En septiembre, a Vallejo se le dictó una sen-
tencia de once meses y siete días por encubrimiento (Fierro, 2015). El 
hijo del ex gobernador tenía un escolta que le habían asignado a su 
padre, pagado por la procuraduría de Michoacán. Se le retiró en fe-
brero de 2016 (García, 2016).

Tanhuato

Michoacán estaba lejos de ser un estado pacificado y “blindado”. En 
mayo de 2015, según versión oficial, en el rancho El Sol, municipio de 
Tanhuato, colindante con el estado de Jalisco, hubo un enfrentamien-
to de unas tres horas entre agentes de la Policía Federal y presuntos 
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integrantes de la organización delictiva llamada jng. Otras versio-
nes ubicaron el sitio en el municipio de Ecuandureo. El gobernador 
Jara dijo que además había cinco detenidos y tres heridos. Se dijo que 
esa organización había desplazado a los “Templarios” de ese lugar en 
2014. Un primer reporte dio un saldo de un policía muerto y dos he-
ridos, y más de cuarenta muertos del bando contrario. También, la 
incautación de armas como r-15, un lanzagranadas y un fusil Barret 
calibre .50. La Policía Federal fue apoyada por un helicóptero Black 
Hawk (Otero y Muédano, 2015; Calderón, 2015; Castillo, Martínez y 
Martínez, 2015). Dada la diferencia en el número de fallecidos entre 
policías y presuntos delincuentes, pronto surgieron dudas (Aristegui 
Noticias, 2015c). El comisionado de la Policía Federal, Enrique Galin-
do, negó que hubiera habido “ejecuciones”. En el Código Penal Fede-
ral mexicano no existe una figura jurídica llamada “ejecución”. Quiso 
decir que los agentes federales no habían cometido homicidios dolo-
sos contra civiles. Declaró que el entrenamiento y la capacitación de 
las fuerzas federales habían hecho la diferencia (Reforma, 2015a). Las 
organizaciones Human Rights Watch (hrw) y Amnistía Internacio-
nal (ai) eran escépticas, y exhortaron a las autoridades mexicanas a 
realizar una investigación. El director de hrw, José Miguel Vivanco, 
dijo que había “serias preocupaciones acerca de la proporcionalidad 
en el uso de la fuerza” (Partlow, 2015). En el pueblo de donde eran ori-
ginarios algunos de los muertos, Ocotlán, Jalisco, familiares y amis-
tades señalaron que los fallecidos y la organización jng los defendían 
de presuntas agresiones de las policías. Con base en las fotografías di-
fundidas, dijeron que los cuerpos mostraban señales de tortura. Dos 
meses después, basado en los peritajes de autoridades de Michoacán y 
la pgr, según dijo, el periodista Carlos Loret escribió que más de 70% 
de los muertos presentaba un tiro de gracia en la nuca, que los cuerpos 
habían sido movidos y las armas les habían sido colocadas por quie-
nes montaron el escenario (Loret de Mola, 2015a). Ese artículo y otros 
más de su autoría, y de otros medios en el mismo sentido, causaron 
controversia (Loret de Mola, 2015b). En declaraciones ante el Minis-
terio Público, mandos de la Policía Federal dijeron que la diferencia 
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en el número de muertos la había hecho el helicóptero Black Hawk 
que repelió un ataque desde tierra (Reforma, 2015b). La Comisión Na-
cional de los Derechos Humanos (cndh) emitió una recomendación 
dirigida a Renato Sales, comisionado nacional de Seguridad, y a Silva-
no Aureoles, gobernador de Michoacán, en la que señaló “la ejecución 
arbitraria de 22 civiles y la privación de la vida de 4 civiles; la tortura 
de dos personas detenidas; el trato cruel, inhumano y degradante en 
perjuicio de una persona detenida y la manipulación del lugar de los 
hechos, atribuida a la Policía Federal” (Comisión Nacional de los De-
rechos Humanos, 2016).

Grupos armados, homicidios, cambio de gobierno  
y ausencia de autoridad

En el municipio de Apatzingán, civiles armados atacaron en junio de 
2015 a policías de la Fuerza Ciudadana, luego de que los agentes saca-
ron vehículos de un rancho que perteneció a Nazario Moreno, líder de 
los “Templarios”. El secretario de Gobierno dijo no saber si los atacan-
tes pertenecían a algún “grupo delictivo en especial” (Milenio, 2015). 
Hubo siete muertos, de los cuales dos eran policías, además de cinco 
agentes heridos y una mujer policía desaparecida. Semanas más tar-
de, en julio, en el mismo municipio, fueron aseguradas propiedades de  
Homero González, sobrino de Moreno. Un comunicado de la procura-
duría estatal identificó a los agresores de la Fuerza Ciudadana como 
“una pequeña célula delictiva” que había formado parte de la orga-
nización de Moreno y pretendía liderar Homero González (Martínez 
Elorriaga, 2015a). No mencionó cuántos miembros conformaban la 
“célula”. Los declarados oficialmente inexistentes “Templarios” se-
guían activos (Roque Madriz, 2015; Reforma, 2015c).

En las elecciones de julio resultó ganador para la gubernatura de 
Michoacán Silvano Aureoles, candidato del prd. La violencia seguía 
su curso. En un puente de la autopista México-Guadalajara, en terri-
torio michoacano, dos cuerpos fueron colgados de un puente (García, 
2015c). La procuraduría dijo que un grupo de pobladores los había lin-
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chado por el plagio de una persona (García, 2015d). En Huetamo fue 
asesinado a balazos el comandante de las “autodefensas” Camilo San-
tana y otras tres personas resultaron heridas, entre ellas el director de 
seguridad pública municipal, Félix Gómez (Reforma, 2015d). En mayo 
fue asesinado el candidato de Morena a la alcaldía de Yurécuaro y lí-
der de “autodefensas” Enrique Hernández (Martínez Elorriaga y ap, 
2015). Eso era parte de los sucesos nada infrecuentes en Michoacán. 
Hipólito Mora volvió a criticar a Castillo, al que acusó de haberse alia-
do con gente de los “Templarios”, colaboradores de Nazario Moreno 
y Servando Gómez, y “ponerles playeras de autodefensas” (García, 
2015e). Dijo que Castillo fue colocando en cada pueblo a los mismos 
“jefes de plaza” y a los sicarios, pero uniformados. Mora los llamaba 
los “infiltrados”. Frente al gobernador electo, Mora dijo que para ser 
un buen gobernador se necesitaban tres cosas: “inteligencia, hones-
tidad y huevos” (García, 2015f). No mencionó instituciones fuertes y 
aplicación de la ley, por lo menos. Un mes después, la policía estatal 
desmontó la barricada que estaba cerca de la casa de Mora en La Rua-
na (García, 2015g). Mora señaló que había amenazas de Torres y su 
gente para atacarlos (Milenio, 2015a). Otras barricadas fueron coloca-
das en lugares cercanos a La Ruana. Mora advirtió al “Gobierno” que 
si no detenía a los delincuentes que seguían operando y a los “infiltra-
dos” en la Fuerza Rural volverían a tomar las armas (García, 2015h).

En Michoacán no se resolvía aún un problema cuando surgía otro. 
En el municipio de Aquila fue detenido por militares Cemeí (o Semeí) 
Verdía, “primer comandante de la Policía Comunitaria de Santa Ma-
ría Ostula y coordinador de las autodefensas de Aquila, Coahuayana y 
Chinicuila”, por posesión de armamento de uso exclusivo de las fuer-
zas armadas (efe y Martínez, 2015). En diciembre de 2014 y mayo de 
2015, el líder había sido objeto de atentados. El alcalde de Aquila, Juan 
Hernández (pri), y José Calvillo, líder de autodefensas de la comuni-
dad de Huahua, fueron detenidos, acusados de los atentados ordena-
dos por los “Templarios” (Martínez y cnn México, 2015). Se informó 
que Hernández le había permitido a los “Templarios” explotar las mi-
nas de hierro para exportarlo ilegalmente a China (Milenio, 2015b). 
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Los pobladores de Ostula, lugar donde fue detenido Verdía, protesta-
ron y trataron de bloquear la carretera. El alcalde electo José Arteaga 
(prd-pt-na) declaró que los policías habían disparado contra los po-
bladores. Un niño de 12 años murió (Martínez, 2015d). El general Gu-
rrola dijo que los militares habían hecho disparos al aire para tratar 
de dispersar a la gente y lanzado gases lacrimógenos; que los pobla-
dores habían lanzado piedras, se habían atacado “entre sí y a su vez a 
las autoridades” (Quadratín, 2015d). Que habían agredido a los milita-
res con palos, “inclusive con disparos reales”; que civiles armados se 
habían ocultado en la maleza. Pobladores acusaron a los militares de 
haber disparado contra civiles y los culpaban de la muerte del niño y 
los heridos. Las autodefensas de Ostula pedían la liberación de Verdía 
y castigo a los militares, a quienes responsabilizaron de la muerte del 
menor (Torres y Martínez, 2015; Martínez Elorriaga, 2015b).

La versión de la procuraduría de Michoacán coincidía con la del 
general Gurrola, según la cual un grupo de gente armada no identifi-
cada había disparado contra los pobladores que se manifestaban con-
tra la detención de Verdía y contra los militares (Milenio, 2015c). La 
Segob apoyó esa versión. Roberto Campa, subsecretario de Derechos 
Humanos de esa institución, dijo: ‘‘Los elementos con los que se cuen-
ta al día de hoy no vinculan las armas del ejército con lo que sucedió’’ 
(Martínez y Martínez Elorriaga, 2015). El jefe de la tenencia de Ostula, 
Agustín Vera, negó que de parte de su gente hubiera habido disparos. 
Mencionó que miembros de la Fuerza Rural habían llegado al lugar, 
pero que habían sido desarmados por los militares (Cano, 2015). Con-
tra Verdía se acumulaban las investigaciones de la pgr, por robo de 
minerales, organización delictiva y extorsión (Álvarez, 2015). La pgr 
no aportó pruebas suficientes de sus acusaciones y se decretó su liber-
tad, pero la procuraduría de Michoacán emitió órdenes de aprehen-
sión contra Verdía por homicidio y robo calificado (Excélsior, 2015a). 
Su abogado señaló que la liberación había sido retrasada diez horas 
para dar tiempo a la emisión de las órdenes de aprehensión (Milenio, 
2015d). La primera semana de agosto se le dictó auto de libertad por 
homicidio calificado, y luego el ayuntamiento de Aquila se desistió 
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de la acción penal contra Verdía por el delito de robo calificado (Cela-
ya, 2015; García, 2015i). Pero el juzgado primero de lo penal dictó en 
septiembre auto de formal prisión contra Verdía por homicidio cali-
ficado (Zamora, 2015).

La Secretaría de Seguridad Pública y la Procuraduría General de 
Justicia de Michoacán trataban de dar noticias positivas sobre el esta-
do. La primera anunció la depuración de la Fuerza Rural y la segunda 
mencionó porcentajes menores en la incidencia de delitos como ho-
micidios dolosos, secuestros, extorsiones y robo de vehículos (García, 
2015j y 2015k). Pero continuaban las acciones violentas de alto impac-
to, por ejemplo, contra el fundador de las autodefensas en el munici-
pio de Uruapan, Jesús Barragán, quien fue agredido a balazos y resultó 
ileso (García, 2015l). Otro ex líder de autodefensas de Churumuco, Ar-
turo Martínez, fue asesinado en una emboscada. Y en Parácuaro, Aure-
lio Gómez, considerado operador importante de Luis Torres, también 
fue eliminado a tiros (García, 2015m). El gobernador Jara reconoció 
que había organizaciones delictivas de Jalisco y Guerrero que querían 
ocupar el lugar de los disminuidos “Templarios” (Martínez Elorriaga, 
2015c). A finales de agosto fue asesinado en una barricada Jesús Bu-
cio, fundador de las autodefensas en Tancítaro. En julio, Bucio había 
señalado que en esa región continuaba operando un líder “templario”, 
Manuel Montero, llevado a prisión por Bucio, que fue liberado poco 
después y era el que amenazaba al grupo que él comandaba (García, 
2015n). Más allá del optimismo de las autoridades y los anuncios de 
depuración de la Fuerza Rural (Arrieta, 2015), lo cierto era que las di-
ferencias entre grupos de distinta adscripción en Michoacán seguían 
su propia dinámica de destrucción mutua; pretendían resolverlas por 
la vía armada y los gobiernos federal, estatal y municipal no lograban 
imponer orden y respeto a la ley.

En octubre 2015 tomó posesión como gobernador Silvano Aureo-
les. Anunció que se implementaría el mando único en el estado. Seña-
ló que sabía que a varios alcaldes recién llegados los había amenazado 
la delincuencia organizada y les pidió que denunciaran esa situación. 
Informó que las fuerzas federales llegarían para reforzar la seguridad 
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(Milenio, 2015e). En días anteriores se habían dado enfrentamientos 
entre autodefensas y presuntos “Templarios”, en el municipio de Lá-
zaro Cárdenas (Arrieta Llanas, 2015; afp, 2015a; García, 2015ñ). En 
cuanto a la recomposición del liderazgo de los “Templarios”, la procu-
raduría del estado reportó la detención de Rogelio Barrón, ex agente 
de la Secretaría de Seguridad Pública estatal que estuvo en el grupo 
de operaciones especiales, quien supuestamente pretendía ocupar 
el lugar de Servando Gómez (Reforma, 2015e; García Tinoco, 2015a).

Aureoles se comprometió a lograr la seguridad de los municipios 
de Morelia, Lázaro Cárdenas y Uruapan en un año, y en menos de tres 
años la del estado. Declaró: “No se permitirá que poderes criminales 
vuelvan a arrodillar al estado, a sus habitantes y gobernantes (…). No 
me lavaré las manos diciendo que son temas que competen a la federa-
ción” (Arrieta, 2015a). El gobernador informó que llegarían a Michoa-
cán entre cuatro mil y cinco mil elementos de las fuerzas federales. De 
facto, reconoció que sin el apoyo federal no podría intentar gobernar. 
Sobre el anunciado mando único, tuvo que reconocer que no todos 
los presidentes municipales habían querido firmar y sobre las auto-
defensas afirmó: “No puede haber ciudadanos armados haciendo ta-
reas que le tocan al gobierno” (Arrieta, 2015b). Fijó un plazo de seis 
meses para regularizar la situación de las autodefensas, cuyos miem-
bros deberían ser evaluados, certificados y capacitados si querían in-
tegrarse a la policía estatal de Michoacán (García, 2015o). Mencionó 
a personajes de las autodefensas, como Hipólito Mora y José Mireles, 
como líderes sociales, y dijo que a los miembros de las autodefensas 
les gustaba andar armados, tener la atención de los medios y man-
dar en su territorio, pero reiteró que la seguridad era responsabilidad 
del Estado. El gobernador intentaba convencer a los civiles armados 
de que con él las cosas serían distintas y que no habría tolerancia a 
la competencia por el monopolio de la fuerza. Señaló: “La seguridad 
pública no es un asunto ideológico ni es tema de activistas sociales, 
es un tema de Estado, es un tema de seguridad del Estado y eso tiene 
que quedar muy claro” (García, 2015p).
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Los primeros elementos de la policía militar, alrededor de quinien-
tos, llegaron a Michoacán a los municipios de Huetamo, Zitácuaro y 
Los Reyes, a mediados de octubre de 2015. Se informó que las fuerzas 
federales estarían desplegadas en municipios colindantes con los es-
tados de Jalisco, Guerrero, Colima, Guanajuato y Estado de México. 
El gobernador habló de “blindar” el puerto de Lázaro Cárdenas, “muy 
codiciado por los grupos delincuenciales” (Arrieta, 2015c; García, 
2015q). Aureoles anunció la contratación de “un equipo muy sofisti-
cado, porque le voy a poner arcos de vigilancia a todos los accesos a 
Michoacán”. Y agregó: “Vamos a tener circulando de manera perma-
nente un avión que dura 16 horas ininterrumpidas en el aire para que 
nos esté mandando imágenes de hasta debajo de las piedras (…) aque-
llos que vienen, que hacen tropelías y luego van y se esconden en las 
barrancas, no habrá lugar donde escapen a la vigilancia día y noche” 
(García, 2015r). No especificó el tipo de tecnología sofisticada que su-
puestamente contrataría, el país de origen ni el costo estimado. Al pa-
recer, el gobernador tenía mucha confianza en que los militares y la 
tecnología mágica que podía ver debajo de las piedras podrían hacer 
la diferencia en una situación sumamente compleja que él mismo le 
describió a un periodista: “Yo me atrevo a decir que en el periodo pasa-
do prácticamente el 100 por ciento de los alcaldes (en Michoacán hay 
113 municipios) fueron acompañados, de una forma u otra, voluntaria 
o involuntariamente, por el crimen organizado. Luego les pusieron te-
soreros, directores de seguridad pública, de obra y escalaron niveles 
que son del dominio público” (López-Dóriga, 2015). En noviembre de 
2015, 108 municipios de 113 firmaron el convenio para poner en mar-
cha el mando único policial. El titular de la Segob dijo que los muni-
cipios que no se sumaran ya no recibirían el apoyo de la federación 
(García Davish, 2015a). La realidad en Michoacán no se había modi-
ficado sólo por la llegada a la gubernatura de Aureoles, ni había que 
esperar que lo hiciera con el arribo de más militares, el mando único 
y el uso de las tecnologías anunciadas. Desarmar a las autodefensas 
y desarticular la red de complicidades entre la clase política, las poli-
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cías y los grupos delictivos era un reto que no tendría solución en el 
corto plazo.

El poder de las armas: “legítimos”,  
“infiltrados” y Estado en jaque

Michoacán parecía una entidad federativa “balcanizada” por grupos 
armados en disputa, donde las divisiones y alianzas efímeras eran 
muy frecuentes. Por ejemplo, después del fallecimiento de dos per-
sonas en una emboscada, pertenecientes al grupo liderado por José 
Torres y Estanislao Beltrán, hubo bloqueos en la carretera que comu-
nica Apatzingán con Aguililla. El bloqueo fue retirado por el ejérci-
to previo diálogo con los líderes (Martínez Elorriaga, 2015d; García, 
2015s). A principios de diciembre, un grupo armado identificado con 
Torres volvió a realizar un bloqueo en la carretera Apatzingán-Bue-
navista Tomatlán. Exigían justicia por sus compañeros muertos (Mar-
tínez Elorriaga, 2015e). En la autopista Morelia-Guadalajara, civiles 
armados, presuntamente de la organización delictiva jng, se enfren-
taron a balazos con elementos de la Secretaría de Seguridad Pública 
(Arrieta, 2015d). En Los Reyes, la policía detuvo a varias personas con 
armas de alto poder, y la reacción de quienes los apoyaban fue reali-
zar, de nuevo, bloqueos en la carretera Los Reyes-Zamora y Los Re-
yes-Buenavista (Excélsior, 2016). Además, a través de mantas en seis 
municipios de Michoacán, anunció su presencia el grupo que se ha-
cía llamar la “Nueva Familia” (nf) (Baranda, 2016). Y otro más en Lá-
zaro Cárdenas, autodenominado “Justicieros”. El procurador Martín 
Godoy afirmó que la nf no era un nuevo grupo, sino la misma gente 
con otro nombre. Señaló concretamente a los hermanos Sierra y Luis 
Torres (García, 2016a). Según la Policía Federal, después de la deten-
ción de Servando Gómez, otros líderes “Templarios” subalternos ha-
bían conformado sus propios grupos delictivos. Fueron mencionados 
Homero González y Rigoberto Díaz, con presencia en Morelia y mu-
nicipios cercanos. Ignacio Rentería, Luis Torres, Pablo Toscano y Gil-
berto Gómez en una parte de Tierra Caliente. Este grupo, conocido 
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también como “h3”, estaría en conflicto con los hermanos Sierra, diri-
gentes de la organización conocida como “los Viagras” (García Tinoco, 
2016). Hay que recordar que el procurador de Michoacán había dicho 
semanas antes que los hermanos Sierra y Torres estaban detrás de las 
siglas nf. Otro grupo era el liderado por los hermanos Farías, presun-
tamente aliados de “h3”, pero más cercanos a jng. En marzo de 2016 
fueron colocadas mantas en el municipio de Lázaro Cárdenas adjudi-
cadas al grupo la nf, en las cuales decían que atacarían a violadores, 
secuestradores, extorsionadores y asesinos. Y agregaban: “Protegere-
mos a los pequeños y grandes empresarios; protegeremos al pobre, al 
hombre de bien, a las familias humildes, y únicamente nos dedicare-
mos al narcotráfico [sic]” (García, 2016b). En febrero había aparecido 
un hombre decapitado en Zamora con un mensaje firmado presun-
tamente por la nf, los no tan nuevos “protectores” (García, 2016c).

El testimonio del sacerdote de La Ruana, José Segura, al dejar su 
puesto, coincidía con las versiones que identificaban a Torres, los her-
manos Sierra y Álvarez como “hijitos de los Caballeros Templarios”. 
Señaló que tuvo que enfrentar a Torres y su gente, quienes “fueron au-
torizados por Castillo como los legítimos representantes de la ley en 
La Ruana”. Dijo que no había estado de acuerdo en la conversión de 
las autodefensas en policías rurales: “me pareció una traición al mo-
vimiento insurgente y una aceptación de que se hiciera una revoltura 
entre autodefensas legítimos y los infiltrados por los criminales, como 
el h3, los Viagras, los Álvarez y demás grupos delincuenciales”. Estaba 
decepcionado de la adaptación de la gente de La Ruana “a los modos 
de los criminales”. Se preguntó, desesperanzado: “¿Qué sentido tie-
ne estar en un pueblo que por dinero, tortillas a 12 pesos, cobardía o 
dejadez se ha puesto de rodillas ante los criminales?” (García, 2016d). 
De las actividades de los “Templarios”, fueron documentadas también 
por la procuraduría de Michoacán el cobro a deudores de prestamis-
tas. Secuestraban a los deudores y los obligaban a entregar sus casas 
como pago (García, 2016e).

Entre las diez personas consideradas como “objetivos prioritarios” 
por las autoridades estatales y federales estaban, entre otros, Torres, 
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Ignacio Rentería, Gilberto Gómez y Homero González. Ante los ope-
rativos realizados en abril, los grupos afectados habían quemado 25 
vehículos y realizado bloqueos en diez municipios, mientras que las 
autoridades habían detenido a 32 personas presuntamente vincula-
das con la organización liderada por los hermanos Sierra. Por su par-
te, el gobernador Aureoles anunció el arribo de más fuerzas federales. 
Y reconoció, como otros tantos gobernadores: “En la medida en que 
los estados tengan la capacidad institucional de atender los temas de 
seguridad, en ese momento las fuerzas federales, sobre todo milita-
res y de marina, regresarán a sus cuarteles” (García Tinoco, 2016a). 
Y como si fuera un consuelo, el titular de la Segob, Osorio, declaró: 
“Los homicidios dolosos, de los que se cometen hoy, un poco más de 
la mitad no tienen que ver con la delincuencia organizada” (Milenio, 
2016a). Una persona conocida como “comandante Bello”, identifica-
da como promotora de las autodefensas contra los “Templarios”, fue 
asesinada en La Nopalera, municipio de Apatzingán, en mayo de 2016 
(García, 2016f). En el primer semestre del gobierno de Aureoles (octu-
bre de 2015-marzo de 2016), el homicidio doloso tuvo un incremento 
de 37.3%, comparado con el mismo periodo de 2014-2015. El gober-
nador fue criticado por la ex candidata a la gubernatura, Luisa Calde-
rón (pan), y Selene Vázquez, presidenta de la Comisión de Atención 
a Víctimas del Delito en Michoacán, por privilegiar una estrategia de 
imagen y no de combate a la delincuencia (García, 2016g). La situa-
ción en Michoacán no había mejorado en cuanto a capacidad institu-
cional desde que el entonces gobernador Lázaro Cárdenas Batel (prd) 
había sido el primero en solicitar en 2006 la ayuda de las fuerzas fe-
derales cuando era presidente Felipe Calderón.

Las noticias de ausencia de autoridad, conflictos entre autorida-
des y grupos de pobladores, presuntos nexos entre políticos y delin-
cuentes y horrores cometidos por grupos delictivos eran cotidianas. 
En Nahuatzen, pobladores desarmaron a la policía municipal. Querían 
que los agentes fueran propuestos y aprobados por la comunidad. El 
problema entre las autoridades locales y los opositores se remontaba 
a septiembre de 2015, cuando tomó posesión el alcalde Miguel Prado 



214

¿Sin un solo disparo?

(prd). A él y los agentes de la policía municipal se les acusaba de te-
ner vínculos con los grupos delictivos. En las protestas habían colo-
cado barricadas y retenido y quemado vehículos. De las 57 propuestas 
de los pobladores aceptadas por el gobierno estatal para conformar 
la policía local, se presentaron 37 a las pruebas de control y confian-
za, pero sólo aprobaron 11 (García, 2016h). En el municipio de Gabriel 
Zamora apareció una cabeza con un mensaje contra Ignacio Andra-
de, presunto sucesor de Servando Gómez (García, 2016i). En Cuitzeo 
fueron encontrados diez cuerpos calcinados en un vehículo (Arrieta, 
2016). El gobernador Aureoles declaró que se investigaba la probable 
responsabilidad de Juan Arreygue, alcalde del municipio de Álvaro 
Obregón (pt), y de policías municipales (García[b], 2016). El alcalde 
había sido considerado inicialmente como precandidato del prd y su-
puestamente el partido le había retirado el apoyo por presuntos nexos 
con la delincuencia organizada. Compitió con las siglas del pt. El se-
cretario del ayuntamiento, Cristian Pérez, negó que el alcalde tuviera 
vínculos con grupos delictivos. Y el presidente del pt, Alberto Anaya, 
dijo que el Centro de Investigación y Seguridad Nacional (Cisen) y la 
procuraduría de Michoacán habían informado que el expediente de 
Arreygue estaba limpio (Gutiérrez, 2016). Criticó al gobernador por 
sus declaraciones y por no haber denunciado si tenía información de 
lo que había declarado (Gershenson, 2016). Policías que participaron 
en el asesinato masivo declararon que el alcalde les había dado la or-
den y los había amenazado con tener el mismo destino de las víctimas 
si contaban lo que había sucedido (Arrieta, 2016a; Excélsior, 2016a; 
García, 2016j). Circuló la versión, atribuida a “informes de inteligen-
cia”, de autoridades federales sobre una presunta reunión en 2008 de 
líderes de grupos de la delincuencia organizada en el rancho Santa 
Fe, propiedad de Arreygue. Habrían asistido algunos de los máximos 
representantes de organizaciones delictivas, como las llamadas “Fa-
milia Michoacana”, “Pacífico”, “Golfo”, “Juárez” y “Tijuana”. Supues-
tamente para respetar territorios y combatir a los “Zetas”. No parece 
haber tenido los resultados esperados esa presunta reunión, que pa-
recía sacada de un libreto de Hollywood. Hipólito Mora afirmó que 
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varios presidentes municipales estaban “involucrados con el crimen 
organizado” (García Tinoco, 2016b). En mayo de 2018, la esposa de 
Arreygue, María de Lourdes Torres, fue secuestrada (Castellanos J., 
2018). Era candidata a presidenta municipal de Álvaro Obregón por 
el pt y Morena, partidos que mostraron tener una memoria selectiva 
y flexibilidad ética. Dos días después fue rescatada por la policía an-
tisecuestros de Michoacán (Castro, 2018). El candidato del pri, Adán 
Sánchez, resultó electo (Ramírez, 2018). En septiembre de 2018, Arrey- 
gue y cuatro policías fueron sentenciados; el primero a 247 años de 
prisión y los demás a trescientos años cada uno (García Tinoco, 2018).

En agosto de 2016 fue asesinado el ex secretario general del ayun-
tamiento del municipio de Lázaro Cárdenas y ex agente del Ministerio 
Público de la federación, Lorenzo Rosales, hermano de Carlos Rosales, 
eliminado en diciembre de 2015, quien fue líder de la llamada fm y 
operador clave de la organización del “Golfo”, liderada por Osiel Cár-
denas (García Tinoco, 2016c; García, 2016k). Se le consideró jefe e im-
pulsor de otros personajes delictivos, como Servando Gómez, Nazario 
Moreno y Jesús Méndez. En Tepalcatepec fue atacado y herido Juan 
Farías, vinculado con la organización delictiva de “los Valencia” en 
2009; estuvo preso tres años, fue líder de autodefensas en 2013 y se 
le relacionó también con el grupo jng (Martínez Elorriaga, 2016). Su 
hermano Uriel había sido alcalde de Tepalcatepec por el pri. Lorenzo 
y Uriel fueron detenidos y encarcelados en 2009, acusados junto con 
poco más de treinta funcionarios de proteger a la fm. Un año después, 
todos los imputados salieron libres por insuficiencia de pruebas. En 
varios lugares del municipio de Lázaro Cárdenas hubo enfrentamien-
tos en septiembre de 2016 entre grupos armados que circulaban en 
una veintena de vehículos, presuntamente de los oficialmente desa-
parecidos “Templarios”, policías de Michoacán y militares (Arrieta, 
2016b). El mes anterior un grupo armado había atacado a una patru-
lla de la Policía Federal cerca de Uruapan, y otro más se había enfren-
tado con policías del estado en el municipio de Tiquicheo (Reforma, 
2016; García Tinoco, 2016d). Las autoridades federales y estatales in-
formaron que ya habían logrado el control de la seguridad en Lázaro 
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Cárdenas y señalaron que los responsables de los ataques eran dirigi-
dos por Ignacio Andrade, Pablo Toscano, Alfredo Salgado y otra per-
sona de quien sólo se conocía su apodo. Los asesinatos de esos días 
en la zona costera se los adjudicaron a las disputas entre los persona-
jes anteriores, identificados como “Templarios”, y la organización de 
los hermanos Sierra (Reforma, 2016a; Arrieta, 2016c).

Otra tragedia fue anunciada por el gobernador Aureoles: un heli-
cóptero de las fuerzas estatales había sido derribado, dijo, en el mu-
nicipio de La Huacana. Cuatro tripulantes murieron y otro resultó 
herido (Arrieta, 2016d; Arrieta, 2016e). Según el comisionado na-
cional de Seguridad, Renato Sales, la nave había sido derribada con 
disparos de un fusil Barret calibre .50. Dijo que la captura de los res-
ponsables sería “sin hacer uso de armas de fuego, salvo en casos ex-
tremos” (Milenio, 2016b). Hipólito Mora afirmó que los responsables 
eran los “Templarios” y que tenían armas más potentes que el fusil Ba-
rret. El peritaje realizado por un ingeniero en aeronáutica no encon-
tró evidencia de impactos de bala en el helicóptero y las necropsias de 
los tripulantes tampoco mostraron heridas producidas por armas. El 
peritaje señaló que el helicóptero se había estrellado al tratar de eva-
dir los disparos (Arrieta, 2016f).

Al gobernador Aureoles le fue impedido el aterrizaje del helicóp-
tero en el que viajaba en Tepalcatepec. Los pobladores, en posesión de 
palos y piedras, se juntaron en el campo de futbol previsto para el ate-
rrizaje (Reforma, 2016b). En la carretera Apatzingán-Cuatro Caminos 
fue asaltado junto con su familia por un grupo armado el diputado fe-
deral, del Partido Verde Ecologista de México, Omar Vargas (Quadra-
tín, 2016). El gobernador culpó de la violencia a las administraciones 
anteriores, sin especificar. Testimonios de familiares de José Torres, 
de un grupo de autodefensas de La Ruana, asesinado junto con Rafael 
Sánchez en marzo de 2014, señalaron que habían huido a California 
por la violencia. Los familiares de ambos responsabilizaron a las au-
todefensas vinculadas con Hipólito Mora, con quien Torres y Sánchez 
tenían diferencias (Milenio, 2016c). Dijeron que Mora había expulsado 
gente de esa localidad y había denuncias por el despojo de sus casas. 
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En la carretera Lázaro Cárdenas-Zihuatanejo, un reportero y el fotó-
grafo de un periódico de circulación nacional fueron detenidos y en-
cañonados por una veintena de jóvenes armados. El periodista narró 
los minutos de terror que vivieron en ese lugar, donde eran frecuentes 
los despojos de autos y las agresiones del grupo delictivo. Un policía 
le dijo que los jóvenes querían “ser jefes para controlar su comuni-
dad, a las mujeres, los cobros de piso, las extorsiones, los secuestros 
y dar órdenes; quieren eso, el poder” (Arrieta, 2016g). En Morelia fue 
asesinado en pleno día León Cárdenas cuando conducía su auto. Era 
el subdirector de Prevención de la Secretaría de Seguridad Pública de 
Michoacán (Reforma, 2016c). Diputados del pri y Movimiento Ciuda-
dano (mc) hicieron “un llamado”, “una invitación” al gobernador para 
que replanteara la estrategia de seguridad. Señalaron que en la capi-
tal del estado el mes de julio de 2016 había sido el más violento desde 
2006. Y que entre enero y junio de 2016 los homicidios dolosos en el 
estado habían tenido un aumento de 61%. El procurador Martín Go-
doy hizo una declaración de manual: que la violencia homicida era 
por la detención de líderes, porque los que quedaban de los grupos 
delictivos se estaban peleando entre ellos, “se están peleando plazas, 
se están peleando territorios” (García, 2016l). En esa lógica, lo mejor 
era entonces no detener a líderes, que un solo grupo dominara, evi-
tar las escisiones y que los delincuentes se autorregularan. Aplicar 
la ley de manera eficaz y con resultados verificables en la seguridad 
pública estaba fuera de su discurso. El gobernador Aureoles no llega-
ba con buenos resultados al informe de su primer año de “gobierno”.

En una de las entrevistas que concedió, Hipólito Mora afirmó que 
su grupo de autodefensas fue el único que no tuvo contactos con la 
delincuencia organizada. Repitió que los delincuentes fueron con-
vertidos en líderes de las autodefensas. Señaló a los grupos de Torres 
y los hermanos Sierra. De Castillo dijo que era inepto, corrupto y que 
gracias a él los delincuentes se habían apoderado de las autodefensas. 
También que Servando Gómez y Nazario Moreno le habían ofrecido 
dinero, pero no aceptó. Aseguró que había vínculos entre delincuen-
tes y funcionarios de los tres niveles de gobierno. Mora estaba ame-
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nazado de muerte, sabía que algún día lo iban a asesinar, pero que él 
y su gente se iban a morir “en la raya” (De Mauleón, 2016). En Michoa-
cán, el uso de la violencia por distintos grupos era parte de la “nor-
malidad”. Al coronel Alfredo Ríos, director de la policía de Chilchota, 
los compañeros de 49 normalistas que habían sido detenidos por blo-
quear la carretera y retener autobuses y autos, algunos de los cuales 
fueron incendiados, lo golpearon y amenazaron con quemarlo vivo 
si no los liberaban  (García, 2016m). Ésos eran los ejemplos y algunas 
prácticas de los “educadores” de la niñez. Los normalistas exigían 
que se les entregaran plazas de manera automática. Por cualquier ra-
zón, la detención de pobladores implicaba bloqueos carreteros y que-
ma de vehículos. Así fue en el acceso al municipio de Buenavista y  
en la carretera Buenavista-Los Reyes (Quadratín, 2016a). También los 
bloqueos en Uruapan cuando fueron detenidas personas armadas, 
presuntamente de las Fuerzas Rurales, que no pudieron comprobar el 
origen ni la portación legal de las mismas (Arrieta, 2016h). Y los ata-
ques de grupos armados contra fuerzas federales y locales continua-
ban en distintos lugares, como Apatzingán. Pero eso no era todo; el 
tesorero municipal de Lázaro Cárdenas, Walter Torres, fue asesinado 
en la ciudad cuando circulaba en su auto (Quadratín, 2016b). El mis-
mo destino tuvo Rodolfo Patiño, subdirector de la policía de Sahua-
yo, a manos de sujetos armados cuando viajaba en su vehículo en el 
municipio de Jiquilpan (Milenio, 2016d). Isidro Mendoza, director de 
Seguridad Pública de Ziracuaretiro, fue asesinado en la autopista Si-
glo xxi (Quadratín, 2016c). En Buenavista Tomatlán, frente al edificio 
de la policía, dos grupos armados se enfrentaron a balazos. Hubo dos 
muertos y dos heridos (Castellanos J., 2016).

El año 2017 en Michoacán no fue mejor que el anterior en hechos 
violentos e inseguridad. En marzo, Juan Sierra, uno de los hermanos 
del grupo conocido como “los Viagras”, fue muerto en un enfrenta-
miento con otro grupo armado en los límites de los municipios de 
Aguililla y Buenavista (Castellanos J., 2017). En Churumuco hubo nue-
ve fallecidos como resultado del mismo tipo de eventos. En este caso 
se informó que había sido una lucha entre ex “Templarios” (Reforma, 
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2017a). Otros siete cuerpos, presuntamente de cortadores de aguaca-
te, fueron encontrados en la carretera Santa Clara del Cobre-Ario de 
Rosales (Arrieta, 2017; Notimex, 2017). Tras la detención de Gilberto 
Gómez, vinculado con el grupo llamado “h3”, un centenar de pobla-
dores de Úspero, municipio de Parácuaro, realizó un bloqueo con au-
tobuses y quema de llantas en la carretera Apatzingán-Nueva Italia 
(Baranda, 2017). En el municipio de Múgica, la Procuraduría General 
de Justicia del Estado (pgje) detuvo a 22 presuntos “Templarios”. La 
reacción de sus seguidores fue realizar varios bloqueos en la llama-
da Tierra Caliente; por ejemplo, Apatzingán-Nueva Italia, y de Mú-
gica hacia Lombardía, El Letrero y Apatzingán (Arrieta, 2017a). Un 
punto a favor del gobierno federal y estatal fue la detención de Igna-
cio Andrade, presunto líder de los “Templarios” después de la caída 
de Servando Gómez (Quadratín, 2017). Pero en Aguililla fue asesinado 
Ismael García, director de Seguridad Pública de ese municipio (Martí-
nez Elorriaga, 2017). Las mismas escenas se repetían en varias partes 
de Michoacán: enfrentamientos entre grupos armados, no siempre 
identificados como miembros de algún grupo en especial, policías es-
tatales y militares en Nocupétaro y Gabriel Zamora, bloqueos de ca-
minos y aseguramiento de drogas, armas de alto calibre, cartuchos y 
vehículos (Arrieta, 2017b).

Varios alcaldes de Michoacán, de municipios colindantes con Ja-
lisco y de Tierra Caliente, denunciaron que habían sido amenazados 
por grupos delictivos. Entre ellos, Israel Mendoza (prd), de Aguililla, 
amenazado por el jng (García Tinoco, 2017). Poco después de su de-
nuncia se conoció el homicidio del director de Seguridad Pública de 
ese municipio, mencionado anteriormente. Stalin Sánchez, alcalde 
de Paracho (prd), fue asesinado en octubre. Otro alcalde, Misael Gon-
zález (prd), de Coalcomán, que fue primero autodefensa, fue víctima 
de un atentado y resultó herido (Arrieta, 2017c). Los destinos de per-
sonas que lideraron grupos de autodefensas fueron varios: algunos 
fueron asesinados, otros regresaron a sus hogares y trabajos anterio-
res, otros incursionaron en la política, y a algunos más, como Luis To-
rres y Nicolás Sierra, se les vinculaba con la delincuencia organizada 
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y estaban prófugos. De otro personaje, Estanislao Beltrán, cuñado de 
Jesús Méndez, quien fue líder de la fm y detenido en 2011, no se sa-
bía su paradero. Cemeí Verdía, quien después de estar preso regresó 
a Santa María Ostula, y también a dirigir la guardia comunitaria, se-
ñaló que contrariamente a lo que afirmaba el procurador de Michoa-
cán todavía había grupos delictivos en el estado, y no eran pequeños 
(Arrieta, 2017d). Estaban alertas ante sus amenazas. Otro líder, José 
Mireles, luego de tres años en prisión, acusado por la pgr de sedición e 
incitación a la violencia, fue liberado, ya que la institución, se dijo, no 
pudo acreditar los delitos (El Universal, 2017c). Hipólito Mora reiteró 
que lo querían asesinar y responsabilizó a Juan Farías (Arrieta, 2017e).

Tampoco 2018 fue un año en el que las noticias sobre Michoacán 
mostraran una mejoría en términos de recuperación de la autoridad 
del Estado, el territorio y la aplicación eficaz de la ley a los transgre-
sores. No se vio debilidad en las diversas organizaciones delictivas 
ni en los grupos de civiles armados llamados “autodefensas”. Seguía 
habiendo escisiones de grupos delictivos, identificados por nombre y 
presuntos liderazgos, y reconfiguración de alianzas entre ellos con re-
sultados sangrientos. Los mensajes amenazantes escritos en mantas 
de gran tamaño y colocados en lugares públicos atribuidos a grupos 
delictivos formaban desde hacía tiempo parte del paisaje michoaca-
no. Armas de alto poder, dinero y mentalidad y prácticas depredado-
ras caracterizaban a esos grupos delictivos. Eran muestra clara de un 
proceso incivilizatorio, de un proceso acelerado de crecimiento y ex-
pansión de organizaciones delictivas de tipo mafioso-paramilitar, y 
para nada de un proceso de consolidación de un Estado democráti-
co de derecho.

En varios lugares de Morelia fueron colocadas mantas firma- 
das por la “Nueva Familia Michoacana” (nfm), dirigida presuntamen-
te por los hermanos Sierra, con amenazas al grupo jng y a la gente que 
lo apoyaba (García Tinoco, 2018a). Según el procurador Martín Godoy, 
los municipios en disputa entre esas organizaciones eran Jiquilpan, 
Sahuayo, Tanhuato, Zamora, La Piedad, Los Reyes, Peribán, Vista Her-
mosa y Tancítaro. Entre otros enemigos de la organización jng fueron 
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mencionados Gerardo Mendoza, a quien se le atribuía cierto control 
de las costas de Michoacán y Colima, lo cual habría dificultado el in-
greso de jng a Michoacán por esa zona. A Mendoza se le habría uni-
do Luis Torres. Otros más eran Homero González, primo de Nazario 
Moreno, y Rigoberto Díaz. De estos se decía que tenían presencia en 
Morelia, Zitácuaro, Maravatío y Apatzingán. Entre los aliados de jng 
estarían Ignacio Rentería, ex “templario”, Miguel Gallegos y Gilber-
to Gómez. La alianza de jng con el primero le habría permitido tener 
presencia en Parácuaro, Aguililla, Múgica, Buenavista y Tepalcatepec 
(García Tinoco, 2018b). Lo único seguro en ese escenario era la conti-
nuidad de la violencia armada.

Mientras tanto, en el campo político, la memoria corta y las in-
clinaciones éticas de los dirigentes de algunos partidos se exhibían 
abiertamente. Como candidatos a la alcaldía de Morelia y a una dipu-
tación federal por el distrito x, el Partido Encuentro Social (pes) anun-
ció la postulación del ex gobernador Fausto Vallejo a la primera y de 
su hijo del mismo nombre a la segunda (García Tinoco, 2018c; Excél-
sior, 2018). El dirigente estatal del pes, Javier Valdespino, había sido 
secretario del ayuntamiento la tercera vez que Vallejo fue alcalde de 
Morelia. El secretario general del prd, Ángel Ávila, criticó la designa-
ción y recordó los vínculos de Rodrigo Vallejo con Servando Gómez, y 
los de Jesús Reyna, secretario general de Gobierno con Fausto Vallejo 
y ex gobernador interino, preso por vínculos con la delincuencia or-
ganizada (Raziel, 2018). El pes rompió la coalición con Morena y el pt 
para postular a esos candidatos. Del pvem, la candidata al Congreso 
local por el distrito 22 de Múgica, Maribel Barajas, fue asesinada pre-
suntamente por la persona que ella misma había contratado para ma-
tar a la ex novia de su pareja (Notimex, 2018a). Al parecer, la política 
ejercía una atracción particular, ofrecía oportunidades especiales, rea-
les e imaginarias, no sólo retos y problemas de difícil solución, y era 
lo suficientemente rentable como para arriesgarse a competir a toda 
costa por un cargo de elección popular, a pesar del clima de violencia 
y los asesinatos de miembros de la clase política, policías, presuntos 
delincuentes y gente común (El Financiero, 2018a).
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La muerte o detención de algún personaje que las autoridades re-
lacionaban con ciertos grupos delictivos se repetía sin cesar, y la in-
seguridad continuaba. Una persona identificada como Roberto g.m. 
y vinculado a la nfm fue asesinada cuando circulaba por una calle en 
Uruapan. Otro individuo, Iván García, relacionado con Nicolás Sierra, 
fue detenido en el municipio de Buenavista Tomatlán, según anun-
ció la pgr (García Tinoco, 2018d). En La Piedad fue detenido Eduardo 
Guzmán, del grupo jng (Proceso, 2018). Y en un operativo de la Sede-
na y la Semar en Tepalcatepec fue capturado Juan Farías, acusado de 
tener vínculos con jng (Reforma, 2018). En este caso, la reacción de su 
gente fue realizar bloqueos, quemar vehículos y tomar el palacio mu-
nicipal (Muédano y García Tinoco, 2018).

En Tingambato, el director de Seguridad Pública fue agredido a 
balazos y herido (García Tinoco, 2018e). El ex candidato del pan a la 
alcaldía de Buenavista en 2015 fue asesinado en la carretera Apatzin-
gán-Buenavista (Reforma, 2018a). En Taretán, el alcalde con licencia y 
candidato de pan-prd-mc a la reelección, Alejandro Chávez, fue ata-
cado a balazos junto con su esposa y él murió (Arrieta, 2018). El can-
didato independiente a la alcaldía de Aguililla, Omar Gómez, quien 
había sido alcalde provisional en esa localidad en 2014, fue muerto a 
balazos al salir de su domicilio (García Tinoco, 2018f). Un sobrino del 
candidato acusó a personas armadas enviadas por Osvaldo Maldona-
do, candidato del pri al mismo puesto, de haberlo amenazado un día 
antes. Maldonado rechazó la acusación (Quadratín, 2018). Fernan-
do Ángeles, candidato del prd a la alcaldía de Ocampo, fue asesina-
do dentro de su casa (García Tinoco, 2018g). En Buenavista, al alcalde 
electo, Eliseo Delgado, por la coalición de Morena y pt, fue asesinado 
frente al palacio municipal (García Tinoco, 2018h). La reacción de los 
gobiernos federal y estatal fue enviar a unos mil efectivos de varias 
instituciones, como Sedena, Semar, pgr y policías locales a la región 
conocida como Tierra Caliente (García Tinoco, 2018i). El despliegue 
no era lo suficientemente disuasivo. Presuntos grupos delictivos im-
pulsaban bloqueos e incendios de vehículos en la carretera Apatzin-
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gán-Aguililla para dificultar los operativos de las fuerzas de seguridad 
(Reforma, 2018b).

“¿Quién coños te crees?”

Cuando Andrés López era aspirante a candidato presidencial por Mo-
rena en diciembre de 2017, habló sobre la posibilidad de una amnis-
tía a delincuentes y declaró: “olvido no, perdón sí cuando está de por 
medio la paz y la tranquilidad de todos” (El Universal, 2017d). La res-
puesta a López en una carta abierta del poeta Javier Sicilia, cuyo hijo 
fue asesinado, fue dura: “A menos que estés buscando el voto del cri-
men organizado (…) ¿puedes en conciencia pedirnos olvido a las 
víctimas, sobre todo a las víctimas de los desaparecidos que aún no 
encuentran a sus seres queridos? (…) ¿quién coños te crees para pe-
dírnoslo?” (Animal Político, 2018). En agosto de 2018, en los llamados 
“foros de pacificación”, el primero en Ciudad Juárez, el virtual presi-
dente electo, Andrés López, al hablar sobre la inseguridad, la violen-
cia en el país y los perpetradores, declaró de nuevo: “olvido no, perdón 
sí”. Familiares de desaparecidos y asesinados presentes en el foro le 
respondieron: “¡No! Sin justicia no hay perdón” y “Ni perdón, ni olvi-
do” (Belmont y López, 2018; Turati, 2018; Ramírez, 2018a). Al respec-
to, Hipólito Mora, cuyo hijo fue muerto en un enfrentamiento con el 
grupo de Luis Torres, a quien acusó en varias ocasiones de amenazar-
lo, dijo en una entrevista: “Yo no les doy el perdón. Me voy con él a la 
tumba. Esa chambita se la dejo a Dios” (Milenio, 2018). José Mireles, 
ex autodefensa y quien dijo ser “asesor personal” de Andrés López, 
señaló también: “yo no perdono ni olvido (…) cuando a todos los que 
asesinaron a nuestras familias los veamos en prisión, entonces po-
demos hablar de justicia y perdón” (Estrada, 2018). La propuesta de 
López fue rechazada por diversos colectivos de familiares de asesina-
dos y desaparecidos de varias partes del país. Por ejemplo, Felipe de la 
Cruz, vocero de los padres de los 43 estudiantes normalistas desapa-
recidos de Ayotzinapa, declaró: “Para nosotros mientras no haya ver-
dad y justicia, no puede haber ni perdón ni olvido ni reconciliación”. 
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Lucía Díaz, representante del Colectivo Solecito en Veracruz, dijo: “Ni 
perdón ni olvido, exigimos verdad, justicia y no repetición, no enten-
demos de reconciliación cuando no hemos conciliado”. Adelina To-
rres, de Sinaloa y madre de un hijo desaparecido, afirmó: “una como 
madre no perdona ni olvida” (El Sol de México, 2018).

A los grupos delictivos les tenía sin cuidado lo que dijera el virtual 
presidente electo. En Antúnez, municipio de Parácuaro, Michoacán, 
hubo desplazamiento de pobladores de esa localidad al ingresar gente 
armada de la organización jng, que presuntamente andaba en busca 
de Rodolfo Santana, uno de los llamados “Viagras”. La gente del pue-
blo se refugió en el auditorio y las iglesias. Uriel Bautista, alcalde de 
Parácuaro (Morena), envió un mensaje de “consuelo” a los pobladores 
desde la Ciudad de México, a través de las redes sociales, en el cual les 
pedía que se refugiaran en el auditorio, “y que pasen la noche y ma-
ñana a ver qué Dios dice” (Espino Bucio, 2018). Uno de los habitantes 
señaló que su familia tenía tres días sin salir de su casa debido a las 
balaceras (Reforma, 2018c). Dios no les habló. En Michoacán y otros 
estados, esa era la realidad cotidiana a la que se enfrentaría el gobier-
no entrante de Andrés López, a partir del 1 de diciembre de 2018, y 
que explicaba el rechazo a su propuesta de perdón.

Las autodefensas no son la solución

El 12 de noviembre de 2015, el presidente de la cndh, Luis González, 
presentó un informe sobre los grupos de autodefensa en Michoacán 
y las violaciones a los derechos humanos (Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos, 2015). El informe, con 55 propuestas, fue dirigi-
do a la pgr, la Comisión Nacional de Seguridad (cns), el gobierno, el 
Congreso y los ayuntamientos de Michoacán, y también a la Comisión 
Ejecutiva de Atención a Víctimas (ceav). La cndh, en un comunica-
do de prensa, sintetizó algunos de los puntos principales del informe. 
Para la cndh, los movimientos de autodefensa no representaban una 
solución al problema de la inseguridad. Señaló: “Es el Estado quien 
debe proveer la seguridad, sobre todo cuando se trata de delincuen-
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cia organizada. Es necesario que el Estado recobre las funciones que 
había abandonado”. A la cns se le pidió “evitar la tolerancia en la con-
formación y operación de grupos de ciudadanos armados”. A la pgr 
se le solicitó “investigar denuncias de víctimas de los ‘caballeros tem-
plarios’ y de las autoridades que estuvieron en connivencia con ellos, 
así como determinar la licitud del financiamiento de los grupos de 
autodefensa”. Y al gobierno de Michoacán “investigar acusaciones 
contra integrantes de grupos de autodefensa sobre infiltración de la 
delincuencia organizada, así como investigar la desaparición de per-
sonas reportadas, que incluya ubicación de fosas clandestinas y exhu-
maciones, así como presentar iniciativa de ley para tipificar el delito 
de desaparición de personas”. Con base en la investigación realizada, 
la cndh pudo saber que “en un principio el objetivo de los grupos de 
autodefensa era proteger a la población; sin embargo, con el paso del 
tiempo algunos grupos permitieron el ingreso de miembros de la de-
lincuencia organizada que aprovecharon la causa de la autodefensa 
para fines ilícitos”. Por eso propuso que las autoridades ministeria-
les debían “indagar el origen de las armas y el financiamiento de los 
grupos de autodefensa, al igual que los señalamientos sobre su per-
tenencia a grupos de la delincuencia organizada”. La cndh atribuyó 
las causas de la vulnerabilidad de las comunidades frente a la delin-
cuencia organizada a los “problemas estructurales de pobreza, des-
igualdad, exclusión y falta de oportunidades” (Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos, 2015a). Condiciones que estaban presentes en 
muchas partes del territorio nacional. Tres años después de ese infor-
me, no había evidencias de que las autoridades federales, estatales y 
municipales hubieran creado las condiciones de gobernabilidad ne-
cesarias en Michoacán, ni que el presidente electo, Andrés López, hu-
biera entendido la complejidad y dificultad del reto en seguridad para 
su gobierno en ese estado y todo el país.
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Aguirre: “no permitiremos que se desborde la violencia”

Al inicio del gobierno de Enrique Peña, en Guerrero la situación no era 
mejor que en Michoacán y otros estados del país en términos de segu-
ridad. Entrevistado por un medio de circulación nacional a casi dos 
años de su gestión, el gobernador de Guerrero, Ángel Aguirre (Partido 
de la Revolución Democrática, prd), quien había sido ya gobernador 
interino de 1996 a 1999, cuando era miembro del Partido Revolucio-
nario Institucional (pri), negó que la entidad fuera un “estado fallido”. 
Dijo que el problema estaba relacionado con la pobreza y la violencia. 
Según él, no se esperaba una situación como la que encontró al ini-
cio de su mandato: “Cuando yo llegué, en Acapulco los miembros de 
la delincuencia organizada se paseaban por todos lados, iban y cerra-
ban discos, reservaban restaurantes enteros” (Núñez, 2013). Tal vez 
estuvo viviendo en otra dimensión durante años para mostrarse sor-
prendido. Calificó como “admirable” el trabajo de la Policía Comuni-
taria (pc), de la cual se decía que ya tenía el control de la seguridad 
en 12 de los 81 municipios del estado. Señaló que su “coadyuvancia” 
era benéfica siempre y cuando se diera en un marco legal. Mencionó 
que la pc había surgido en 1995, en el municipio de Malinaltepec. Las 
policías comunitarias tuvieron reconocimiento oficial y se les entre-
garon armas cuando Aguirre fue gobernador interino. La Coordina-
dora Regional de Autoridades Comunitarias (crac) era la entidad de 
la cual dependían las policías comunitarias. En el marco de la dispu-
ta por el liderazgo de la crac surgió otra agrupación de autodefen-
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sas que se mostraba con el rostro cubierto y había montado retenes 
para detener a presuntos delincuentes, liderada por Bruno Valerio, 
denominada Unión de Pueblos Organizados del Estado de Guerre-
ro (upoeg). El gobernador dijo también que las policías municipales 
no eran confiables y que grupos delictivos extorsionaban a alcaldes y 
pretendían tener control territorial. En mayo de 2013, el gobernador 
anunció que el titular de Seguridad Pública de Guerrero sería el al-
mirante Sergio Lara, quien se desempeñaba como comandante de la 
Octava Región Naval, con sede en Acapulco (Juárez, 2013). Luego, la 
titular de la procuraduría estatal, Martha Garzón, renunció a su cargo 
(Guerrero, 2013). Como quinto procurador del gobierno de Aguirre en 
dos años fue nombrado Iñaki Blanco, ex delegado de la Procuraduría 
General de la República (pgr) (Cervantes y Cabrera, 2013). También 
renunció, “por cuestiones de salud”, el secretario general de Gobier-
no, Humberto Salgado (Notimex, 2013c).

En esa distribución de competencias no muy claras entre agentes 
de seguridad, las tensiones entre policías comunitarias y municipa-
les y ministeriales eran previsibles. Por ejemplo, en San Luis Acatlán 
fueron detenidos y desarmados siete agentes municipales y el director 
de Seguridad Pública, presuntamente por no haber reducido la velo-
cidad en un retén (Juárez, 2013a). No era la primera vez que las poli-
cías comunitarias realizaban ese tipo de acciones contra los agentes 
municipales. En otro ámbito, alcaldes del mismo partido que el go-
bernador (prd), como Efraín Peña, de Apaxtla de Castrejón, e Ignacio 
Valladares, de Teloloapan, tuvieron que cerrar oficinas y suspender 
clases ante la llegada de grupos armados a esos lugares. Peña señaló 
que eran como ochenta personas armadas que habían realizado blo-
queos, quemado vehículos y matado a siete hombres, por lo que toda 
la gente se había encerrado en sus casas. El dirigente estatal del prd, 
Carlos Reyes, criticó a los gobiernos federal y estatal por la insufi-
ciencia de las medidas aplicadas contra la violencia y la inseguridad. 
Además de los dos municipios mencionados, Reyes agregó que tam-
bién en Cuetzala del Progreso la situación era dramática. El alcalde 
de este último, Feliciano Álvarez, también del prd, había sido secues-
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trado cuando fue candidato y liberado 18 días más tarde (Flores Con-
treras, 2013). Como en años anteriores en diferentes partes del país y 
ante situaciones de inseguridad y violencia similares, el gobernador 
Aguirre reaccionó como muchos de sus homólogos, con una fórmu-
la de manual: “En Guerrero vamos a ‘blindar’ tanto las fronteras en 
Tierra Caliente como en la región de la Costa Grande. Estaremos muy 
pendientes para darle seguimiento y no permitiremos que se desbor-
de la violencia” (El Universal, 2013e). Anunció la llegada de más mi-
litares y policías federales. La violencia ya estaba desbordada desde 
hacía mucho tiempo y el “blindaje”, metáfora demagógica favorita de 
los gobernantes, era prácticamente imposible. El jueves 23 de mayo, 
el gobernador Aguirre visitó Teloloapan, inauguró obras y anunció 
que 140 militares reforzarían la seguridad. Tres días después, la co-
mandancia y el edificio de gobierno fueron atacados a balazos. En el 
primer lugar murieron dos agentes y otros dos resultaron heridos. 
Mientras llegaban los militares prometidos, en Teloloapan sólo que-
daban once agentes para la seguridad de la población (Covarrubias, 
2013). En Acapulco, a principios de mayo, el ejército le había decomi-
sado a la Policía Comunitaria armas como m-1, pistolas calibre 9 mi-
límetros y .45, escopetas y rifles calibre .22. El gobierno de Guerrero 
le dio trescientos mil pesos a la crac para que comprara más armas. 
Eliseo Villar, coordinador de la Casa de Justicia de San Luis Acatlán, 
señaló que el gobernador Aguirre les había prometido entregar fusi-
les r-15 cuando la Policía Comunitaria tuviera el permiso de la Secre-
taría de la Defensa Nacional (Sedena) (Guerrero, 2013a). Había armas 
por todos lados, pero no era garantía de mayor seguridad.

En julio de 2013, el secretario de Seguridad Pública estatal, Ser-
gio Lara, fue a San Miguel Totolapa, en la región de la llamada Tie-
rra Caliente, presuntamente para dialogar con los pobladores que no 
querían el desarme de la Policía Comunitaria, pero la reunión no se 
concretizó, y donde había desplazados de varias comunidades y del 
municipio de Arcelia. Dijo que la violencia en esos lugares era sólo ru-
mores. Señaló que en el municipio de San Miguel Totolapan existían 
retenes con más de un centenar de militares y sesenta de la policía es-
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tatal para proporcionar seguridad (Covarrubias, 2013a). En Xaltian-
guis, municipio de Acapulco, los pobladores bloquearon la carretera 
federal Acapulco-México por varias horas y retuvieron a 15 soldados 
para protestar porque los militares querían desarmar a la Policía Co-
munitaria. Los pobladores demandaban la presencia del gobernador 
Aguirre y de Luis Walton, alcalde de Acapulco por la alianza Partido de 
la Revolución Democrática-Partido del Trabajo-Movimiento Ciudada-
no (prd-pt-mc). Al lugar del conflicto llegaron a bordo de un helicóp-
tero varios funcionarios, entre ellos el secretario de Seguridad, Sergio 
Lara, el procurador, Iñaki Blanco, el asesor externo Ernesto Aguirre y 
también el líder de la upoeg, Bruno Valerio. Sólo este último se que-
dó para dialogar con los pobladores. La propuesta del gobierno esta-
tal al líder de la Policía Comunitaria en Xaltianguis, Miguel Jiménez, 
era una reunión con Walton en la noche del día de la protesta y con el 
gobernador al día siguiente. Valerio y Jiménez comunicaron la pro-
puesta a los pobladores y fue rechazada. Insistieron en la presencia 
del alcalde y el gobernador (Covarrubias, 2013b). En otras partes del 
estado, en Técpan de Galeana y Petatlán, los representantes de la gen-
te de ambos municipios, que se acusaban mutuamente de pertenecer 
a grupos delictivos y ser responsables de desplazamiento forzado de 
sus poblaciones, “firmaron un pacto de respeto mutuo y no agresión, 
mediante el cual se busca crear las condiciones, con los tres niveles 
de gobierno, para que los desplazados por el conflicto entre ambas co-
munidades puedan retornar a sus localidades”, señaló un comunica-
do del gobierno estatal (Reforma, 2013g). Entre los testigos del pacto 
estaban el secretario de Gobierno, el de Seguridad Pública y el alcalde 
de Técpan. Anteriormente, pobladores de ambos municipios habían 
bloqueado la carretera federal Acapulco-Zihuatanejo por 38 horas.

Para hacerle frente a los grupos delictivos se propuso desde la Se-
cretaría de Seguridad Pública de Guerrero la conformación del mando 
único de policía. El vicealmirante Salvador Jiménez, secretario ejecu-
tivo del Sistema Estatal de Seguridad Pública, anunció en agosto de 
2013 que había metas que debían cumplirse ese mismo año en lo re-
ferente a la selección, formación y capacitación del personal necesa-
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rio, y que para finales de 2013 ya debería ser posible que las policías 
de los tres niveles de gobierno pudieran operar de manera conjunta. 
Señaló que una de las razones por las cuales algunas personas se in-
tegraban a las filas de la delincuencia era la falta de oportunidades. 
Acerca de los policías que no habían aprobado los exámenes, declaró 
que no se podía saber si era porque se trataba de “un delincuente dis-
frazado o es una persona que por algún otro motivo no pudo pasar el 
examen” (Trujillo, 2013). Mientras los planes para poner en marcha el 
mando único eran anunciados, en Ajuchitlán del Progreso (gobierno 
del prd) un grupo armado, que circulaba en una decena de vehícu-
los, se llevó por la fuerza en pleno día a varias personas, entre siete y 
quince, según las fuentes. Eran comerciantes, maestros y la madre del 
ex edil Esteban Vergara (prd). Algunos de ellos fueron liberados poco 
después (Covarrubias, 2013c; Ocampo Arista, 2013: 5). En la Costa Chi-
ca de Guerrero el panorama era también desolador. En los primeros 
siete meses de 2013, el 60% de los delitos del fuero común se habían 
cometido en esa región. La economía estaba dañada por la violencia 
y el abandono de las autoridades federales, estatales y municipales, 
según las quejas de los pobladores. En algunos lugares, como Ayutla 
de los Libres, el ejército había desarmado días antes a trescientos poli-
cías comunitarios, por portar armas para uso exclusivo de las fuerzas 
armadas (Montes, 2013). En otros lugares, como Florencio Villarreal, 
el comandante de la policía ciudadana dijo que tenían acuerdos y co-
laboraban con los militares y todas las corporaciones policiales para 
detener a personas con órdenes de aprehensión. En Apaxtla de Cas-
trejón, un millar de habitantes se armaron y vigilaban los accesos a 
la cabecera municipal. Los militares y la policía preventiva estatal lo 
hacían en la periferia y otras comunidades (Agustín Esteban, 2013). 
Para los miembros de la Coordinadora Regional de Autoridades Co-
munitarias-Policía Comunitaria (crac-pc), de la Casa de Justicia de El 
Paraíso, ninguna autoridad ni sus acciones eran bien vistas. En un co-
municado señalaron: “El verdadero trabajo del ejército en la calle es el 
de acosar, agredir y desarticular a los movimientos sociales”. Y del go-
bernador Aguirre y los presidentes municipales dijeron: “sirven a los 
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intereses de los cárteles de la droga, pues todos los cuerpos policiacos y 
militares están involucrados con la delincuencia” (Ocampo, 2013: 13). 
La versión optimista de la situación en Guerrero la dio el comisiona-
do  de la Policía Federal (pf), Omar García, al afirmar que los homici-
dios en el estado se habían reducido en 42% en comparación con el  
año anterior, y en 46%-47% en Acapulco. Recordó que en años ante-
riores se habían encontrado cuerpos desmembrados en lugares pú-
blicos de Acapulco: “eso creo que lo hemos eliminado completamente 
por ejemplo en [la] Costera” (Juárez, 2013b). No dijo si en otros lugares 
los victimarios seguían con esas prácticas macabras.

El líder de la crac-pc en El Paraíso, municipio de Ayutla, Arturo 
Campos, fue detenido en diciembre de 2013 por policías ministeriales 
de Chilpancingo, acusado de secuestro agravado contra varias perso-
nas, y trasladado al penal de Acapulco (Aguilar, 2013). Las víctimas 
declararon que a las personas detenidas Campos les solicitaba dinero 
para dejarlas libres, no podían defenderse ni tener un juicio justo. So-
bre ese caso, el procurador Iñaki Blanco, al referirse a la Ley Número 
701 de Reconocimiento, Derechos y Cultura de los Pueblos y Comu-
nidades Indígenas del Estado de Guerrero, del 8 de abril de 2011, se-
ñaló: “En ningún artículo de la ley 701 se prevé que se puede solicitar 
dinero a cambio de la libertad, de que las personas sujetas a re(e)du-
cación puedan recuperar su libertad; ni tampoco se tiene previsto la 
imposición de castigos, que se traducen en tratos crueles y degradan-
tes” (Covarrubias, 2013d). Ernesto Gallardo, comandante regional de 
la upoeg, no estuvo de acuerdo con las acciones del gobierno esta-
tal contra Campos. En conferencia de prensa en Xaltianguis, Gallar-
do anunció que la policía ciudadana había detenido a diez presuntos 
delincuentes: tres extorsionadores en Marquelia, tres secuestrado-
res en Copala y cuatro homicidas en Xaltianguis (Juárez, 2013c). La 
policía ministerial estatal participó en las detenciones y los acusados 
quedaron a su disposición. A principios de 2014 se anunció la llegada 
de más de quinientos elementos de la Policía Comunitaria a El Oco-
tito, en el municipio de Chilpancingo. Realizarían operativos contra 
grupos delictivos que cometían secuestros, extorsiones y homicidios 
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en ese y otros poblados (Guerrero, 2014). Posteriormente, poco más 
de una veintena de miembros de la Policía Comunitaria se traslada-
ron a Mazatlán, en el municipio de Chilpancingo, para cumplir su ta-
rea de proporcionar seguridad en esa población (Guerrero, 2014a). 
Bruno Valerio, de la upoeg, declaró que la organización se financia-
ba con cuotas voluntarias de la gente, que su armamento no era so-
fisticado, que no había “mano que mece la cuna. La única mano que 
mece la cuna es la pobreza”, y que si “los ciudadanos (de Chilpancin-
go) se organizan y solicitan, nosotros iremos”. Y agregó: “Este movi-
miento es para restablecer el orden y regresar el Estado de derecho, y 
de eso habla el gobierno, pero es el primero que lo ha violado” (Sán-
chez y Covarrubias, 2014).

Población desprotegida, policías comunitarias,  
alcaldes y organizaciones delictivas

Guerrero empezó el año 2014 con datos estadísticos negativos de 2013, 
contrarios a la visión optimista del comisionado de la pf, Omar Gar-
cía, expresada en octubre de 2013: tuvo el primer lugar en homicidios 
dolosos y segundo en secuestros en todo el país. A finales de enero de 
2014 hubo una manifestación en Chilpancingo en la que participaron 
médicos, abogados, comerciantes y otros ciudadanos para exigir que 
las autoridades hicieran su trabajo de otorgar protección (El Univer-
sal, 2014a). Días antes, Pioquinto Huato, líder de la Cámara Nacional 
de Comercio (Canaco) en Chilpancingo, se había reunido en Ocoti-
to con la Policía Comunitaria. Señaló que Mario Moreno, alcalde de 
Chilpancingo, protegía a grupos de la delincuencia organizada. Salió 
de la reunión en un vehículo acompañado de su esposa, su nuera y su 
hijo. Fue atacado a balazos; su nuera murió y él y su hijo resultaron 
heridos. Culpó del atentado a Moreno (Fernández Menéndez, 2014). 
El empresario dijo que Guerrero necesitaba un comisionado especial 
del gobierno federal, como había sucedido en Michoacán. El goberna-
dor Aguirre afirmó que no era necesario. En ese ambiente, la upoeg 
ampliaba su presencia y operación a otros poblados (Agustín Esteban, 



234

¿Sin un solo disparo?

2014). En otra parte del estado, en Linda Vista, municipio de San Mi-
guel Totolapan, una veintena de personas, entre niños, mujeres y hom-
bres, fueron masacrados por un grupo armado. Leopoldo Soberanis, 
presidente de la Alianza de Derechos Humanos de Guerrero, declaró 
que dos semanas antes le había informado al gobierno estatal acerca 
de la amenaza de los grupos delictivos para impedir la organización 
comunitaria. Calificó al gobierno de irresponsable (Reforma, 2014a). 
La reacción de los gobiernos estatal y federal fue anunciar, a través del 
gobernador Aguirre y del comisionado nacional de seguridad, Manuel 
Mondragón, que a partir de marzo de 2014 la policía del municipio de 
Chilpancingo sería sustituida por trescientos agentes de la Policía Fe-
deral y quinientos de la estatal (Muédano y Covarrubias, 2014). Y en el 
resto del estado, el vocero del gobierno, José Villanueva, declaró: “Las 
investigaciones están abiertas para todos los presidentes municipa-
les de los ayuntamientos de Guerrero para saber quiénes están invo-
lucrados con el crimen organizado, esa investigación es permanente” 
(Baptista, 2014). Dados los malos resultados, no parecía que la afirma-
ción tuviera sustento, a menos que las presuntas investigaciones hu-
bieran concluido que todos los alcaldes eran impolutos.

Como se había anunciado, en marzo de 2014 los agentes de la pf 
y estatal llegaron a Chilpancingo a ocuparse de la seguridad (Agus-
tín Esteban, 2014a). Mostraron vehículos blindados y artillados. Se 
informó que en lo inmediato no tenían contemplado ir a los ocho po-
blados donde había presencia de la upoeg. En esos días, en la crac 
había problemas. Una comisión especial de esa organización señaló 
un presunto fraude por 760 mil pesos en la compra de armas, vehícu-
los, cartuchos y uniformes a una persona que decía ser teniente del 
ejército y guardaespaldas del presidente Enrique Peña. Entre los im-
plicados en el asunto, miembros de la crac, fueron mencionados los 
coordinadores de la Casa de Justicia de San Luis Acatlán: Eliseo Villar, 
Adelaida Hernández, Tiburcio Regino y Beatriz Domínguez. La comi-
sión indicó que los coordinadores sabían que lo comprado era robado 
y pedía que fueran removidos de sus cargos. Villar dijo que era inocen-
te, tener comprobantes de pago, haber sido engañado y ser objeto de 
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una campaña de desprestigio por parte de la comisión de consejeros 
(Pigeonutt, 2014). Según la versión del abogado de los comunitarios 
presos, Hegel Mariano, el gobernador Aguirre trataba de fragmentar, 
cooptar y desaparecer a las policías comunitarias. Afirmó que una de 
las primeras acciones para dividir a la crac fue otorgarle recursos, un 
millón de pesos al mes, al grupo dirigido por Villar. En 2013 había sur-
gido otro grupo al interior de la crac que tomó el control de la Casa de 
Justicia El Paraíso, en Ayutla, y en el cual destacaron Nestora Salgado, 
Arturo Campos y Gonzalo Molina. Salgado fue detenida en agosto de 
2013 y luego trasladada a un penal en Nayarit. En noviembre fueron 
encarcelados Molina y Campos (Guerrero, 2014b). En abril de 2014, la 
pgr confirmó la detención del alcalde de Cuetzala del Progreso, Fe-
liciano Álvarez (prd), en Iguala, por presuntos vínculos con grupos 
delictivos, desde su campaña para la alcaldía, y estar relacionado con 
varios secuestros en diferentes municipios del estado, como Teloloa-
pan, Técpan y Arcelia (Notimex, 2014b). Fabián Lagunas, ex comisario 
de Tianquizolco, afirmó que en ese poblado fueron secuestradas once 
personas, él incluido, entre el 12 y el 14 de marzo de 2013, y que por li-
berarlas se pedía entre medio millón y dos millones de pesos. Los se-
cuestros de esas personas sucedieron después de que pobladores de 
varias comunidades habían anunciado su incorporación a la upoeg, 
y varios de los secuestrados habían participado en la asamblea cons-
titutiva de esa organización y protestado contra Álvarez en Iguala. A 
los que liberaron les advirtieron: “el que se siga oponiendo a las políti-
cas de Feliciano, ya sabe lo que le puede pasar” (Ocampo Arista, 2014). 
En el juzgado donde se le dictó auto de formal prisión a Álvarez, con 
sede en Iguala, se dio a conocer que el alcalde y el grupo delictivo con 
el que operaba llevaron a cabo en 2012, en una sola acción, el secues-
tro de 17 personas en Apipilulco, municipio de Cocula. El mismo mes 
de abril, la Comisión Nacional de Seguridad anunció que la pf había 
detenido a Antonio Reina, un presunto líder de la organización delic-
tiva llamada “los Rojos” (lr). Se le presentó como “jefe de plaza” en el 
municipio de Tixtla, Guerrero (La Jornada Zacatecas, 2014).
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Debido a un paro de policías municipales en Acapulco, el gobier-
no de Guerrero mostró su desconfianza y pidió la intervención de 
militares de la Sedena, agentes de la pf y estatales para revisar y res-
guardar el armamento de los paristas (Trujillo, 2014). En el munici-
pio de Arcelia, tres civiles armados murieron en un enfrentamiento 
con militares (Reforma, 2014b). En Xaltianguis, desde agosto de 2013 
un centenar de mujeres, víctimas de los grupos delictivos, se unieron 
para conformar un cuerpo de seguridad dentro de la estructura de la 
upoeg. Ante la posibilidad de que las autodefensas fueran desarma-
das por el gobierno, señalaron que éste les tenía más miedo a las au-
todefensas que a los traficantes (Espino, 2014). Los violentos atacaban 
por todos lados y a todos. En Ajuchitlán del Progreso, el líder del pri 
en ese municipio, Carlos Salanueva, fue secuestrado; se pagó una par-
te del rescate y fue asesinado (Milenio, 2014b). En Chilapa, en tres días 
de enfrentamientos entre grupos delictivos y contra policías se conta-
bilizaron catorce muertos y nueve heridos. El alcalde, Francisco Gar-
cía (pri), aconsejó a la población no salir de noche (Reforma, 2014c). 
El problema era que había balaceras incluso a pleno día. En la Univer-
sidad Autónoma de Guerrero (uag), un grupo armado ingresó al edi-
ficio de la rectoría y privó de la libertad por unas horas al director de 
Adquisiciones, Abraham Garay. El grupo delictivo exigió una canti-
dad de dinero, que debía ser pagada cada mes (Pigeonutt, 2014a). En 
Chilpancingo, el director del Centro de Rehabilitación Social (Cere-
so) de esa ciudad, Luis Lancert, y una mujer policía que lo acompaña-
ba en su vehículo fueron asesinado (Milenio, 2014c). En ese contexto, 
el gobernador Aguirre anunció que se publicaría una convocatoria 
para conformar un cuerpo de seguridad de mil elementos: trescien-
tos para Chilpancingo y setecientos para Acapulco, que tendrían su-
puestamente una formación similar a la división de Gendarmería de 
la Policía Federal (Aguilar, 2014). Nada dijo sobre la seguridad en las 
otras partes del estado.
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Ayotzinapa

El 26 de septiembre de 2014, un grupo de estudiantes de la Escuela  
Normal Rural Raúl Isidro Burgos (Ayotzinapa) se trasladó a Iguala en 
varios camiones robados. Según la versión del titular de la pgr, Je-
sús Murillo, basado en las declaraciones del detenido Sidronio Casa-
rrubias, líder del grupo delictivo llamado “Guerreros Unidos” (gu), el 
alcalde de esa localidad, José Abarca (prd), dio órdenes a la policía mu-
nicipal de actuar contra los estudiantes, pues suponía que querían sa-
botear el informe de actividades de su esposa, María Pineda, directora 
del dif. Hubo balazos y seis muertos, y 43 estudiantes fueron encar-
celados en Iguala. De allí se los llevó la policía municipal de Cocula, la 
cual los entregó al grupo gu, una escisión de la organización que lide-
raron en esa región los hermanos Beltrán, y ya no se supo más de ellos. 
La esposa del alcalde era hermana de uno de los líderes del grupo gu, 
Alberto Pineda. El grupo gu estaba coludido con los alcaldes y las po-
licías de Iguala y Cocula. Para la pgr, la principal operadora de la red 
delictiva en Iguala era la esposa del alcalde, y solicitó órdenes de apre-
hensión contra ellos y el secretario de Seguridad Pública de esa ciu-
dad, quienes estaban prófugos (Animal Político, 2014b; Bajo Reserva, 
2014). El periodista Jorge Fernández afirmó que el alcalde Abarca ha-
bía sido “uno de los mayores contribuyentes a la campaña del goberna-
dor Aguirre” (Fernández Menéndez, 2014a). El líder nacional del prd, 
Jesús Zambrano, declaró que le había sugerido al alcalde Abarca que 
solicitara licencia, lo cual hizo, y que si las autoridades demostraban 
su responsabilidad debía ir a la cárcel. Defendió al gobernador Aguirre 
y dijo que en ningún momento había dejado de asumir su responsa-
bilidad (González, 2014). Otros dirigentes del prd aseguraban que no 
eran protectores de ningún gobierno; señalaron que había una crisis 
de inseguridad en muchas partes del país y que la política de seguri-
dad del gobierno federal había sido insuficiente para parar la “oleada 
de violencia criminal” (López, 2014). La suegra del alcalde Abarca, Ma-
ría Villa, señaló que la campaña política del gobernador Aguirre ha-
bía sido financiada por Arturo Beltrán, relacionado con el primo del 



238

¿Sin un solo disparo?

gobernador, Víctor Aguirre, quien según autoridades federales era lí-
der del grupo delictivo llamado “Cártel Independiente de Acapulco” 
(Cida), aliado a su vez con el grupo gu (García Soto, citado en sinem-
bargo.mx, 2014). Resultaba por lo menos curioso que la dirigencia na-
cional del prd no hubiera tenido información previa, o por lo menos 
sospechas, de esos presuntos vínculos de sus candidatos que ganaron  
en las elecciones posiciones de gobierno en Guerrero.

El director de la Agencia de Investigación Criminal (aic), Tomás 
Zerón, anunció en octubre la detención de 14 policías municipales de 
Cocula, quienes confesaron su participación en la desaparición de los 
estudiantes (El Universal, 2014b). El gobernador Aguirre dijo que si su 
salida servía, él no tendría inconveniente, que no había participado 
en la designación de Abarca como candidato del prd, que él mismo 
le había solicitado al delegado de la pgr en Guerrero que investigara 
al alcalde antes de la desaparición de los estudiantes, pero que desco-
nocía si el funcionario se lo había comunicado a sus superiores: “Pe-
dimos que se le investigara, sabíamos que había vínculos oscuros ya 
sea en cuanto a la fortuna que había construido y también había se-
ñalamiento por el delito de homicidio” (El Universal, 2014c). Agregó 
que también le había pedido al procurador que detuviera a Abarca 
por lo sucedido en Iguala, pero éste le señaló que primero había que 
desaforarlo. En la Cámara de Diputados, Lilia Aguilar, diputada del 
pt, dijo que promovería un juicio político contra Aguirre ante la Co-
misión Especial para el caso Iguala por la “evidente ingobernabilidad” 
en Guerrero (El Universal, 2014d). El grupo parlamentario del Partido 
Acción Nacional (pan) en el Senado anunció que presentaría una so-
licitud para la desaparición de poderes en Guerrero y pidió la renun-
cia del titular de la pgr, Jesús Murillo (Morales y Arvizu, 2014). Como 
parte de las investigaciones, la pf y la Secretaría de Marina (Semar) 
detuvieron al alcalde de Cocula, César Peñaloza (pri), a su secretario 
de seguridad pública, Salvador Bravo, y a varios policías municipa-
les (Gómora, 2014). Los dos primeros declararon ante la Subprocu-
raduría Especializada en Investigación de Delincuencia Organizada 
(seido) como testigos. El alcalde Peñaloza afirmó que nunca tuvo co-
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nocimiento de las actividades ilícitas de sus policías y que tampoco 
había habido denuncias contra ellos. “Yo soy el principal consterna-
do y preocupado”, dijo (Reforma, 2014d). En los años siguientes, el al-
calde sería detenido varias veces por presuntos vínculos con grupos 
de la delincuencia organizada, particularmente gu.

Cuando el titular de la pgr, Jesús Murillo, anunció el 17 de octubre 
de 2014 la detención de Sidronio Casarrubias, presunto líder del gru-
po delictivo gu, señaló también que en la lista había 36 policías, de 
los cuales 22 eran de Iguala y 14 de Cocula, y 27 miembros del grupo 
delictivo gu (El Universal, 2014e). Casarrubias, según Murillo, declaró 
que fue informado sobre la agresión a los estudiantes, que no dio la or-
den, pero tampoco se opuso (Alzaga, 2014). Murillo también dijo que 
llamaría a declarar al sacerdote Alejandro Solalinde, quien había afir-
mado que en pláticas con testigos directos uno de ellos —cuyo nom-
bre no quiso revelar porque su vida estaba en peligro, argumentó— le 
contó que los estudiantes estando heridos “fueron quemados”. Dijo 
desconocer el lugar de los homicidios porque la información estaba 
“fragmentada”. El sacerdote agregó: “Si los estudiantes de la Normal 
de Ayotzinapa estuvieran vivos, [¿]ustedes creen que dejarían pasar 
y crecer todo este problema, sabiendo la reacción nacional e interna-
cional que tenemos[?]. Esa es la mejor prueba de que ellos no viven” (efe, 
2014c) (las cursivas son mías). Retó al gobierno federal, y en particular 
al titular de la pgr, a que le demostrara que mentía. Y fue más allá en 
su visión del asunto al afirmar de manera tajante: “Aquí hay una des-
aparición forzada por agentes del Estado, no lo pueden negar, estos 
43 y los que resulten, los desapareció el Estado mexicano” (García[a], 
2014). Por alguna razón que no explicó, no mencionó al grupo delic-
tivo gu ni su participación en los homicidios que estaba seguro se 
habían cometido. Centró su acusación en agentes estatales, sin espe-
cificar que habían participado en la detención y posterior desaparición 
—con la información disponible en ese momento— el grupo delicti-
vo gu y policías de Iguala y Cocula, dependientes de autoridades mu-
nicipales del prd y pri, respectivamente, y en una entidad federativa 
gobernada por un miembro del prd. ¿De qué Estado estaba hablando?
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A principios de junio de 2013, miembros del Frente de Unidad Po-
pular (fup), del Frente de Organizaciones Democráticas del Estado de 
Guerrero (fodeg) y estudiantes de la Normal de Ayotzinapa se ma-
nifestaron frente a la alcaldía, realizaron pintas y destruyeron ven-
tanas. Responsabilizaron al alcalde de la privación de la libertad del 
líder del fup, Arturo Hernández, y otros siete miembros de la organi-
zación. Según las declaraciones ante el Ministerio Público de Guerre-
ro del chofer de Hernández, Nicolás Mendoza, rendidas el 25 de junio 
de 2013, el alcalde Abarca había sido el asesino material de Hernán-
dez a finales de mayo de ese mismo año. Agregó que había ordenado 
la muerte de otros dos y la tortura de más miembros del fup. Tam-
bién, que poco antes del homicidio, en las oficinas del ayuntamiento 
y ante varios testigos, el alcalde había amenazado a Hernández. Éste 
había señalado al alcalde como el responsable del asesinato de Justi-
no Carvajal, síndico administrador de Iguala, realizado el 8 de marzo 
de 2013. La esposa de Abarca también lo había amenazado (Becerra-
Acosta M., 2014). Esos antecedentes daban cuenta de los conflictos 
que tenía el alcalde con algunos grupos sociales y sus prácticas atri-
buidas para neutralizarlos.

Aguirre, Abarca y el prd

Sobre el gobernador Aguirre y la reacción de la dirigencia del prd a la 
desaparición de los estudiantes, el senador Alejandro Encinas (prd) 
escribió:

el partido debe asumir que en Guerrero hay ingobernabilidad (…); que el  
gobernador ya no es interlocutor con amplios sectores de la sociedad 
guerrerense, que el gobierno federal y las fuerzas armadas han ocupa-
do el territorio del estado, al igual que en los estados limítrofes, y que el 
gobernador Ángel Aguirre debe separarse de inmediato del cargo para 
contribuir a crear un ambiente de distensión política que facilite las in-
vestigaciones y el deslinde de responsabilidades, manteniendo como 
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prioridad la presentación con vida de los muchachos desaparecidos (En-
cinas Rodríguez, 2014).

En el mismo texto, Encinas citó la versión de organizaciones civiles y 
los obispos Raúl Vera y Alfonso Leija, quienes calificaron lo sucedi-
do con los estudiantes como “terrorismo de Estado”, y no descartaban 
que culpar a policías y delincuentes de los hechos fuera una “pantalla” 
para “tender un velo sobre la masacre perpetrada por el ejército mexi-
cano en Tlatlaya”. Señaló que las declaraciones del sacerdote Solalinde 
sobre el destino de los estudiantes tenían “tintes dantescos”. Vidul-
fo Rosales, abogado del Centro de Derechos Humanos de la Montaña 
Tlachinollan dijo desconocer de dónde había salido la información de 
Solalinde (Excélsior, 2014a). El sacerdote fue a declarar ante la seido y 
antes de ingresar al edificio de la institución informó que presentaría 
por escrito cuatro testimonios, entre los cuales estaba el de una per-
sona relacionada con la policía municipal de Iguala, quien señaló que 
los 43 estudiantes habían sido quemados con diésel y enterrados en 
fosas clandestinas cerca de Iguala (Vicenteño, 2014a). Con base en las 
declaraciones de Sidronio Casarrubias, el procurador Murillo informó: 
“Este líder del grupo delictivo Guerreros Unidos, señaló a la señora Ma-
ría de los Ángeles Pineda Villa, esposa del exalcalde de Iguala, como 
la principal operadora de actividades delictivas desde la presidencia 
municipal, desde luego, en complicidad con su esposo, José Luis Abar-
ca y el secretario de Seguridad, Felipe Flores Velázquez” (Vicenteño, 
2014b). Y dio más detalles sobre los vínculos entre el alcalde y gu: “El 
grupo delictivo (…) recibía del presidente municipal de dos a tres mi-
llones de pesos de manera regular, mensual, bimensual, semanal, de 
los cuales, cuando menos 600 mil, según declaran los propios ope-
radores financieros, eran destinados al control de la policía local”. El 
25 de octubre de 2014, los diputados del Congreso de Guerrero auto-
rizaron de manera unánime la licencia solicitada por el gobernador 
Aguirre para dejar su cargo (Notimex, 2014c). Como gobernador in-
terino fue nombrado Rogelio Ortega, ex secretario general de la Uni-
versidad Autónoma de Guerrero (uag). Y ante los saqueos de tiendas 
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en Acapulco, Chilpancingo e Iguala, declaró: “no se criminalizará la 
protesta, pero sí tenemos que aplicar la ley, porque si no entramos en 
una situación de anarquía e ingobernabilidad” (Excélsior, 2014b). El 
secretario de Gobernación, Miguel Osorio, afirmó que le había pedi-
do al gobernador Aguirre que redoblara la vigilancia de Abarca para 
que no se escapara... y se escapó (Excélsior, 2014c). Y en el prd se mos-
traban las luchas entre los grupos que lo conformaban: la senadora 
por ese partido, Dolores Padierna, acusó al ex dirigente del prd, Jesús 
Zambrano, de haber ayudado a Abarca a escapar. Zambrano respon-
dió: “Es absolutamente falso que yo haya ayudado a fugarse a Abarca 
como lo dice estúpidamente y tan irresponsablemente Dolores Padier-
na, miente con una enorme facilidad sin tener pruebas a su alcance” 
(Excélsior, 2014c). Zambrano dijo que había sido una irresponsabili-
dad del gobierno estatal (prd) dejar que Abarca escapara. La agresión 
contra los estudiantes y su desaparición forzada multiplicó los paros, 
las protestas, las exigencias de justicia y de recuperarlos vivos de di-
versos grupos sociales en el país, con repercusiones en el extranjero, 
por ejemplo, del gobierno de Estados Unidos, y el involucramiento de 
la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (cidh) a petición 
del propio gobierno de México (Hernández, 2014).

A principios de noviembre de 2014, el gobierno mexicano anunció 
la detención en la delegación Iztapalapa de la capital del país del ex al-
calde Abarca —quien había pedido licencia para retirarse de su cargo 
el 29 de septiembre de 2014— y su esposa en un operativo realizado 
por la Policía Federal. Tenían una orden de aprehensión como pre-
suntos responsables de homicidio, lesiones y delincuencia organizada 
(Vicenteño, 2014c). Sobre el gobernador interino de Guerrero, Rogelio 
Ortega, había una denuncia en la pgr de marzo de 2009, presentada 
por el Consejo Ciudadano para la Seguridad Pública y la Justicia Penal 
(ccspjp), en la cual se indicaban sus vínculos con las Fuerzas Armadas 
Revolucionarias de Colombia (farc), basada en datos de correos obte-
nidos de la computadora recuperada de un líder de esa organización, 
alias “Raúl Reyes”, muerto en el bombardeo del gobierno colombiano 
al campamento donde se encontraba en Ecuador en marzo de 2008. 
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Ortega había pedido en marzo de 2002 a los representantes de las  
farc en México, “Olga Marín” y “Carlos Calarcá”, un préstamo de cua-
renta mil dólares que serían utilizados para su campaña por la rectoría 
de la uag, con el ofrecimiento de “pagar el doble y algo de solidaridad 
en efectivo”, según uno de los correos (Consejo Ciudadano para la Se-
guridad Pública y la Justicia Penal, 2014). En la trayectoria política de 
Ortega estaba el haber formado parte de la dirigencia nacional de la 
Asociación Cívica Nacional Revolucionaria (acnr), haber sido uno de 
los fundadores del prd en Guerrero y presidente estatal del Partido 
México Posible. Para el Consejo Ciudadano para la Seguridad Pública 
y la Justicia Penal, Ortega era un “secuestrador y terrorista” vincula-
do con las farc (Raphael, 2014). Sobre las relaciones entre políticos 
y grupos delictivos como gu y lr, con presencia y disputas en Gue-
rrero y Morelos, según la información basada en “reportes y fichas de 
inteligencia preparados por autoridades federales y estatales”, fueron 
señalados varios casos, entre los cuales estaba el del alcalde de Ama-
cuzac, Noé Reynoso (pri), que habría permitido que el grupo gu tu-
viera allí uno de sus centros de operación; Jiutepec, con gobierno de 
la alcaldesa Silvia Salazar (prd), donde al verse cercado se suicidó otro 
líder de gu, Benjamín Mondragón; y los casos del diputado local por 
el pt y ex presidente municipal de Amacuzac de 2009 a 2012, Alfon-
so Miranda, y la diputada federal del pri Rosalina Mazari, tío y pri-
ma, respectivamente, del líder de lr, Santiago Mazari. El periodista 
Héctor de Mauleón escribió que Miranda se había integrado al pt por 
recomendación de Andrés López (De Mauleón, 2014a). Y según otro 
periodista, Carlos Loret, Noemí Berumen, detenida por encubrimien-
to en el caso de Abarca y su esposa, pues estaban escondidos en una 
casa de su propiedad, era también la “proveedora de infraestructura 
para mítines de Andrés Manuel López Obrador” (Loret de Mola, 2014).

Murillo: “Iguala no es el Estado mexicano”

Un mes después de la desaparición de los estudiantes, el sacerdote 
Solalinde se presentó en la Escuela Normal Rural Raúl Isidro Burgos 
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con la intención de oficiar una misa, pero no fue bien recibido por pa-
dres, madres y compañeros de los estudiantes, quienes le reclamaron 
por decir “puras barbaridades”, su “protagonismo y falta de tacto”. Lo 
acompañaron hasta la salida del plantel luego de “un diálogo muy 
fuerte” con ellos a puerta cerrada (Michel, 2014). Le dijeron que ellos 
tenían sus propios voceros y liderazgos. Lo cuestionaron por no ha-
berlos consultado primero antes de hacer sus declaraciones. Cambió 
su lenguaje, ya no habló de muertos, sino de desaparecidos.

El 7 de noviembre de 2014, el titular de la pgr, Jesús Murillo, dio 
una conferencia de prensa para informar sobre los avances, no con-
clusiones, aclaró, de las investigaciones acerca de los estudiantes des-
aparecidos. Previamente se había reunido con los padres de estos: “fue 
una reunión dolorosa, tranquila, muy respetuosa y, para mí, muy tris-
te. Verdaderamente triste”. Señaló que habían detenido a Sidronio Ca-
sarrubias, “líder del grupo criminal que corrompió y se apoderó de las 
policías municipales de Iguala y Cocula”, al ex alcalde de Iguala y su 
esposa, y a otras tres personas “miembros de la organización criminal 
‘Guerreros Unidos’”: Patricio Reyes, Jonathan Osorio y Agustín García, 
quienes “al rendir su declaración confesaron haber recibido y ejecuta-
do al grupo de personas que les entregaron los policías municipales de 
Iguala y Cocula”. Habló del esfuerzo de diez mil personas que estaban 
trabajando para encontrar pistas y localizar a los estudiantes. Afirmó 
que las confesiones y los testimonios apuntaban “muy lamentable-
mente al homicidio de un amplio número de personas en la zona de 
Cocula”. Y que el ex alcalde Abarca, cuyo código era “a-5”, había dado 
la orden para “contener” a los estudiantes. Narró que la policía muni-
cipal de Iguala había retenido con violencia a los estudiantes, los había 
trasladado a la oficina central de esa institución y de allí los policías 
municipales de Cocula se los habían llevado en patrullas hacia un lu-
gar llamado Loma de Coyote, donde los entregaron a “miembros del 
grupo criminal Guerreros Unidos”. Uno de los detenidos estimó que 
eran unas cuarenta personas entregadas por los policías. Gildardo Ló-
pez le informó a Casarrubias lo que pasaba en Iguala y éste “avaló las 
acciones para, entre comillas, defender su territorio”. Condujeron a 
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los estudiantes al basurero de Cocula en un vehículo de carga, algu-
nos “llegaron o sin vida o inconscientes”, otros fueron interrogados. 
Las personas detenidas señalaron que “en ese lugar privaron de la vida 
a los sobrevivientes y posteriormente los arrojaron a la parte baja del 
basurero, donde quemaron los cuerpos”. Luego trituraron los huesos 
calcinados, los metieron en bolsas de basura y las arrojaron al río San 
Juan. Al examinarlas, peritos mexicanos y argentinos afirmaron que 
contenían restos humanos: “los equipos periciales coincidieron que el  
mejor lugar para practicar [los] estudios [mitocondriales] sería la 
Universidad de Innsbruck en Austria”. El procurador señaló que con 
la información disponible hasta ese momento no se tenía evidencia 
“de que los estudiantes de Ayotzinapa formaran parte o auxiliaran a 
grupo criminal alguno”. También, que mientras no se tuviera la plena 
identificación de los restos humanos se seguiría “considerando como 
desaparecidos a los estudiantes de Ayotzinapa para efectos de la inves-
tigación”. Murillo calificó la investigación como una de las “más gran-
des de que se tenga memoria”. Y terminó la conferencia con la frase: 
“esto que no se debió dar, no se puede repetir” (Olea, 2014).

A la pregunta de la periodista María Gómez (Eje Central) acerca de 
si la pgr ya había citado a declarar a elementos del ejército y la Policía 
Federal que por “acción u omisión” pudieran haber participado en los 
sucesos de Iguala, Murillo respondió: “Yo nada más le quiero hacer una 
pregunta, ¿qué hubiera pasado si el ejército hubiera salido en ese mo-
mento?, ¿a quién hubiera apoyado?, obviamente a la autoridad cons-
tituida, hubiera sido un problema mucho mayor, qué bueno que no  
salió. Y la Policía Federal tenía un destacamento muy pequeño que 
estaba, fundamentalmente, en donde está la caseta de cobro”. Otro 
periodista, Antonio de Marcelo (La Prensa), le preguntó si la declara-
ción del sacerdote Solalinde había servido. Murillo contestó: “emitió 
una declaración en una hoja, en donde me decía que él sabía que ha-
bía un número de estudiantes que habían sido asesinados (…) pero no 
hay absolutamente nada más, ningún dato, ninguna otra cuestión y 
cuando pregunté las fuentes para investigarlas, prácticamente se me 
dio entender que era un asunto que no podía revelarse, y puedo enten-
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derlo por la profesión del padre”. Por su parte, Leticia Pineda (France-
Press) le dijo que había “muchas voces” que hablaban de un “crimen 
de Estado”. El procurador afirmó: “es un caso típico de desaparición 
forzada y luego si hay muertos es un homicidio, usar las palabras así 
nada más es un poco peligroso, un crimen de Estado es una cosa mu-
cho mayor, Iguala no es el Estado mexicano”. En efecto, no era el todo, 
pero sí una parte, como otras regiones del país, complicada, insegu-
ra, donde había situaciones de connivencia entre grupos delictivos 
y poder político, según las propias autoridades federales, que no ha-
bían surgido de manera espontánea. Omar Sebastián (Crónica) le pre-
guntó a Murillo si los familiares de las víctimas le habían comentado 
algo acerca de las acciones que realizarían, a lo cual contestó: “Quie-
ro decirle que no puedo decir absolutamente nada de los familiares 
que pueda producirme molestia o irritación, porque yo en su lugar no 
sé qué haría”. Al parecer, los padres no creían en la versión de las au-
toridades federales, pues el procurador comentó: “Estuve platicando 
largamente con ellos, le repito, una reunión triste, pero respetuosa. 
Es obvio, es natural, yo, puede ser que reaccionaría también con una 
enorme incredulidad”. La conferencia sería recordada, entre otras co-
sas, por una frase pronunciada por el procurador volteando hacia su 
izquierda y un poco alejado del micrófono, dirigida quizás al mode-
rador, después de su exposición y de haber contestado varias pregun-
tas de los periodistas: “ya me cansé”. Las críticas de diversos grupos 
sociales se reprodujeron en los medios y redes sociales con gran rapi-
dez, al igual que el escepticismo por la versión del gobierno federal. 
Días después, el procurador explicó la razón de su frase: dijo que lle-
vaba un mes durmiendo sólo cuatro horas y que el día de la conferen-
cia de prensa tenía cuarenta horas sin dormir. Y que cuando estuviera 
cansado volvería a repetir la frase por la cual fue duramente criticado 
(Animal Político, 2014c).
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prd, pri y organizaciones delictivas

Al ser interrogados, ni el ex alcalde Abarca ni su esposa dijeron qué 
había pasado con los estudiantes. Abarca fue enviado a la prisión del 
Altiplano. En ese momento, la pgr señaló que investigaba para loca-
lizar y detener a Ángel Casarrubias, hermano de Sidronio, y otras dos 
personas cuyos apodos eran “el Pato” y “el Gil”, del grupo gu y vincu-
lados con la desaparición de los estudiantes (Castillo García, 2014). 
Abarca era un personaje cotizado; lo quería el pri como su posible 
candidato a la alcaldía en 2012, anunciado por Héctor Vicario, coor-
dinador de los diputados de ese partido en el Congreso de Guerrero 
y de quien se decía que era cercano al ex gobernador Rubén Figueroa 
(Raphael, 2014a). Y también lo quería el prd, partido por el cual se de-
cidió y ganó la elección, no sin antes causar fricciones dentro de sus 
filas, expresadas por Justino Carvajal, quien también quería ser can-
didato. El asesinato de éste le fue atribuido a Abarca. En el prd, luego 
de la detención de Abarca, continuaban los enfrentamientos entre co-
rrientes políticas de ese partido. Jesús Zambrano, ex dirigente nacional 
del prd, señaló que el senador Miguel Barbosa era coordinador nacio-
nal de la corriente Nueva Izquierda (ni) cuando Abarca fue postulado. 
Barbosa contestó que él no había participado en la designación, que 
había sido la corriente Patria Digna, la cual se había escindido de ni 
en 2010 y era encabezada por Carlos Sotelo, y agregó que también se 
había adherido a esa corriente Lázaro Mazón, secretario de Salud en 
el gobierno de Aguirre, quien “llevó a ser candidato a José Luis Abar-
ca” (Guerrero, 2014c; sinembargo.mx, 2014a). Por su parte, Jesús Orte-
ga, dirigente de ni declaró: “Asumimos la responsabilidad política de 
que Abarca fuese postulado a la candidatura de Iguala (…). Nuestro 
partido tiene que hacerse responsable políticamente, pero no puede 
ser responsabilizado de actos ilícitos de alguien en particular”. Otro 
dirigente del prd, Carlos Navarrete, afirmó que el prd no escondió 
ni protegió al matrimonio Abarca, y que había sido “totalmente cir-
cunstancial” que se hubieran ocultado en la delegación Iztapalapa, 
gobernada por el prd. Antes de la desaparición de los estudiantes, el 
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gobierno federal (Cisen, marina, ejército, pgr y Policía Federal) y el 
de Guerrero (procuraduría) ya tenían un documento cuyo título era 
“Objetivos de atención especial. Guerrero”, y una parte de su conte-
nido fue dada a conocer por el periodista Carlos Loret. Allí se seña-
laban los vínculos de siete presidentes municipales del prd y cuatro 
del pri con diversos grupos delictivos, y de dos diputados locales. Los 
grupos delictivos mencionados eran “Guerreros Unidos” (gu: Iguala, 
Chilpancingo, Apaxtla de Castrejón y Taxco); “la Familia Michoacana” 
(fm: Teloloapan y Cuetzala del Progreso); “los Caballeros Templarios” 
(ct: Coyuca de Catalán y La Unión de Isidoro Montes de Oca); “los Ro-
jos” (lr: Chilapa de Álvarez, Tlacotepec, Leonardo Bravo, y al diputa-
do Olaguer Hernández, del Partido Verde Ecologista de México); “los 
Ardillos” (la: diputado Bernardo Ortega), y los Granados-Beltrán (gb: 
Zihuatanejo) (Loret de Mola, 2014a). Otro periodista, Juan Becerra, ba-
sado quizás en el mismo informe de inteligencia, señaló a ocho alcal-
des del prd (dos con lr, dos con “la Familia Michoacana”, dos con gu 
y dos con “los Caballeros Templarios”) y cuatro del pri (dos con lr, 
uno con gu y otro con Granados-Beltrán) (Milenio, 2014d). También 
con información del gobierno federal hasta octubre de 2014, fue se-
ñalado que en 62 de los 81 municipios de Guerrero había presencia 
de organizaciones delictivas. La distribución por municipios era la si-
guiente: Beltrán en 26, gu en nueve, “Familia Michoacana” en nue-
ve, “Templarios” en dos, jng en uno, y en los otros 15 estaban lr, la, 
los Granados, la “Barredora” y los “Tequileros” (Michel, 2014a). A ese 
panorama desolador de colapso institucional y cambios en la corre-
lación de fuerzas entre el campo político y el delictivo, reflejado en el 
incremento de homicidios, desapariciones y secuestros, se agregaba 
la presencia de otros grupos fuera de la ley locales y tres movimientos 
guerrilleros: Ejército Popular Revolucionario (epr), Ejército Revolucio-
nario del Pueblo Insurgente (erpi) y Fuerzas Armadas Revoluciona-
rias-Liberación del Pueblo (far-lp). El alcalde de Chilapa de Álvarez 
(pri), Francisco García, negó tener vínculos con lr (Quadratín, 2014). 
Lo anterior mostraba una situación muy grave y explosiva que prefi-
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guraba escenarios de mayor inseguridad —Ayotzinapa fue sólo un 
ejemplo extremo— que no fueron atendidos.

La versión de la pgr cuestionada:  
la disputa por la versión legítima

Entre las acciones de los estudiantes, compañeros de los desapare-
cidos, estuvo la toma de varios autobuses de pasajeros y la retención 
de estos, y de unos treinta choferes durante semanas en las instala-
ciones de la Normal Rural de Ayotzinapa. Uno de ellos señaló que los 
estudiantes los trataban mal, les gritaban, los intimidaban y los obli-
gaban a estar disponibles para transportarlos a donde ellos decidían. 
Las compañías de autobuses responsabilizaban a los choferes de los 
vehículos; los estudiantes les decían que no estaban “secuestrados” 
y las autoridades no hacían nada para solucionar ese problema (ap, 
2014b). En otro escenario, el gobernador Ortega anunciaba la llega-
da a Guerrero del apoyo solicitado al gobierno federal: mil trescien-
tos elementos de la Gendarmería, división de la Policía Federal, para 
disminuir la violencia (Pigeonutt, 2014b). En la capital del país, el co-
misionado nacional de Seguridad, Monte Rubido, declaró, en un acto 
presidido por el titular de la Segob, que a los padres de los normalis-
tas desaparecidos y a su representación legal se les había informado 
de lo que el gobierno federal había realizado en 270 lugares inspec-
cionados en Guerrero, relacionados con la búsqueda de los estudian-
tes. Reveló también que tenían nueve órdenes de aprehensión contra 
otros miembros de gu que habían sido identificados (Mosso, 2014b). 
En Oklahoma, Estados Unidos, fueron arrestados dos presuntos miem-
bros de gu, Pablo Vega y su cuñado Alejandro Figueroa. Al primero se 
le identificó como presunto líder de un grupo de gu en Chicago. Se les 
acusaba de traficar heroína y cocaína desde México en autobuses de 
pasajeros con destino a Chicago (Reuters, 2014). El secretario de Mari-
na, Vidal Soberón, declaró que le daba tristeza que en el caso de los es-
tudiantes desaparecidos hubiera personas o grupos que lucraran con 
el dolor de los padres, que dijeran mentiras y trataran de manipular 
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la información, y a los padres. Señaló que marinos habían encontrado 
parte de las bolsas arrojadas al río Cocula (en las que se suponía había 
restos calcinados de los estudiantes desaparecidos) y habían colabo-
rado con la pgr, encargada de la cadena de custodia (Gómora, 2014a).

Y el coordinador del Programa Universitario de Derechos Huma-
nos de la Universidad Nacional Autónoma de México (unam), Luis 
de la Barreda, escribió: 

No salgo de mi asombro. En las marchas que se han multiplicado a partir 
de los espantosos crímenes de Iguala, las quejas y las condenas —inclu-
so el reclamo de que renuncie— se dirigen contra el presidente Enrique 
Peña Nieto, a pesar de que él no envió a los estudiantes desaparecidos 
y/o asesinados a la boca del lobo —lo hicieron los líderes estudiantiles 
de la Normal de Ayotzinapa—, no mandó detenerlos ni ordenó hacerles 
daño alguno, y de que el procurador Jesús Murillo Karam ha resuelto en 
lo esencial el caso y ha hecho detener a más de 70 involucrados (…). El 
prd reclama que se presente con vida a los desaparecidos. Curiosa pos-
tura. En primer lugar, fue una policía al mando de un alcalde perredista 
la que puso a los normalistas en manos de los asesinos. ¿Amnesia o ci-
nismo? En segundo lugar, la posibilidad de presentar vivos a los desapa-
recidos no depende de la voluntad del presidente ni del procurador sino 
de que no se les haya asesinado, y de acuerdo con las confesiones de va-
rios pistoleros se les asesinó y se incineraron los restos la noche misma 
en que se les detuvo. [De la Barreda preguntó]: ¿Se sigue considerando 
que el presidente es el gran tlatoani, omnipotente y, por tanto, responsa-
ble de todos los bienes y todos los males? (De la Barreda Solórzano, 2014).

Al parecer, para quienes encabezaban las protestas y sus seguidores 
la respuesta era afirmativa. En las protestas y los reclamos, lo suce-
dido en el nivel local se estaba volviendo contra el gobierno federal.

Los padres de los estudiantes desaparecidos fueron a la sede del Se-
nado en la capital del país y calificaron de insensibles, corruptos, men-
tirosos e hipócritas a los senadores que acudieron (Omar Fayad y Aarón 
Pozos, del pri; Javier Corral y José Rosas, del pan; Miguel Barbosa, Luis 
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Sánchez, Dolores Padierna y Angélica de la Peña, del prd; Layda Sanso-
res, de mc, y Manuel Bartlett, del pt) y los hicieron corresponsables de 
lo sucedido. Les reclamaron que en más de dos meses ni siquiera hu-
bieran recibido una llamada y que ninguna dependencia se les había 
acercado. El abogado de los padres, Vidulfo Rosales, leyó las peticio-
nes: desaparición de poderes en Guerrero y cancelación de las elec- 
ciones de 2015 en esa entidad. También demandaron que la pgr abrie-
ra otras líneas de investigación. El vocero Felipe de la Cruz exigió la 
aprobación de la Ley de Desaparición Forzada, y castigar a los culpa-
bles de la “masacre, porque fue un crimen de Estado” (Nieto, García 
y Arvizu, 2014). El titular de la Semar, Vidal Soberón, reiteró lo dicho 
por la pgr acerca de la responsabilidad de la delincuencia organiza-
da y la colusión de la policía de Iguala en la desaparición de los estu-
diantes. Además, señaló que sí existían condiciones apropiadas para 
realizar las elecciones en Guerrero en 2015 (Jiménez, 2014a). El presi-
dente de la Confederación de Cámaras Nacionales de Comercio (Con-
canaco), Enrique Solana, manifestó su desacuerdo con los bloqueos y 
las movilizaciones porque afectaban la actividad económica. Y afir-
mó: “Todos sabemos que se han cobijado bajo la desgracia de estos 43 
muchachos, grupos guerrilleros” (Saldaña, 2014). Agregó que el asun-
to se cerraría cuando el gobierno federal cumpliera con la ley. Al ex 
alcalde Abarca y su esposa se les aseguraron sus cuentas bancarias y 
contratos financieros, medida solicitada por el Ministerio Público Fe-
deral (mpf) a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores (cnbv), por 
considerar que esos recursos eran de procedencia ilícita y estaban re-
lacionados con la delincuencia organizada (Castillo García, 2014a).

Según un artículo de la revista Proceso, firmado por Anabel Her-
nández y Steve Fisher, la pf y el ejército habían participado en el ata-
que contra los estudiantes normalistas de Ayotzinapa. La primera 
“activa y directamente”. En su declaración a la fiscalía, el estudiante 
Luis Pérez dijo que agentes de la pf “dispararon en contra de mis com-
pañeros, hiriendo a varios de estos, y resultó muerto uno de ellos”. Y 
el operador de radio de la policía de Iguala afirmó que todos los repor-
tes del c4 (Centro de Control, Comando, Comunicaciones y Cómpu- 
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to) se enviaban también a la pf, al ejército y a otras dependencias fe-
derales de seguridad (Hernández y Fisher, 2014). En otro reportaje, 
de Esteban Illades, fue mencionado un capitán de apellido Crespo, 
del 27 Batallón de Infantería, quien junto con otros militares llegó al 
hospital Cristina, respondiendo a una llamada hecha por uno de los 
médicos, donde unos 25 estudiantes habían llevado a un compañero 
herido. Allí, los militares:

los pusieron contra la pared y los revisaron. Les levantaron las camisetas, 
les catearon los pantalones. Anotaron sus datos y tomaron fotografías. 
Según los estudiantes, los amenazaron con entregarlos a la policía muni-
cipal por estar allanando propiedad privada. Uno se refirió directamente 
a ellos como “Ayotzinapos”, de acuerdo a los testimonios, y les dijo: “así 
como tienen huevos para hacer su desmadre, ahora tengan para enfren-
tarlo”. Al final los dejaron ir y prometieron llamar a una ambulancia, cosa 
que nunca hicieron (Illades, 2015).

Gildardo López le dijo a Casarrubias que lr, enemigos de gu, los ata-
caban y dio la orden de detenerlos: “Gil contestó que se encargaría de 
que no quedara nada de ellos”. El 26 de diciembre de 2014, familiares 
de los estudiantes desaparecidos, normalistas y miembros de la Coor-
dinadora Estatal de Trabajadores de la Educación de Guerrero (ceteg) 
se manifestaron frente a las instalaciones del 27 Batallón de Infante-
ría en Iguala. Golpearon las puertas del edificio y gente con el rostro 
cubierto lanzó petardos al interior (Trujillo, 2014a). Tres días después, 
derribaron la puerta con un camión y se internaron en las instalacio-
nes, lanzaron piedras y botellas de cerveza. Fueron repelidos por un 
grupo antimotines de la policía militar. El 12 de enero de 2015 que-
maron un vehículo frente a la entrada del 50 Batallón de Infantería 
de la 35 Zona Militar en Chilpancingo. Ese mismo día habían forzado 
la entrada de las instalaciones del 27 Batallón de Infantería en Iguala 
con un camión de una empresa refresquera y otro de una cervecera 
(Galeana, 2015). Agredieron a personal militar con diversos objetos y 
once de ellos resultaron lesionados (Excélsior tv, 2015). El vocero de 
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los normalistas dijo que dos de los padres y diez estudiantes fueron 
lesionados (Aguilar, 2015). Desde mediados de diciembre de 2014 ha-
bían empezado a circular con mayor fuerza varias versiones acerca de 
la presunta participación, y no sólo omisión, de los militares: que los 
estudiantes estaban vivos y retenidos en alguna instalación militar, 
o que los soldados los habían incinerado y entregado los restos a la 
pgr para que ésta construyera la historia del basurero de Cocula (Bel-
trán del Río, 2015).

A mediados de enero de 2015 fue detenido en Jiutepec, Morelos, 
Felipe Rodríguez, otro implicado en la desaparición de los estudian-
tes, quien según otros testimonios roció de combustible los cuerpos y 
ordenó triturar los huesos calcinados (Barajas, 2015b; Milenio, 2015f). 
Declaró que él y otros cuatro habían matado a balazos alrededor de 
15 normalistas y que unos 25 ya habían muerto por asfixia. Dijo que 
sabía que eran estudiantes, no delincuentes, y no mencionó partici-
pación alguna de militares (Alzaga, 2015a). Fue recluido en el penal 
del Altiplano (Mosso, 2015a). Continuaban prófugos otros dos indi-
viduos importantes para esclarecer lo sucedido con los estudiantes: 
Gildardo López y Felipe Flores, ex secretario de Seguridad Pública de 
Iguala (Mosso, 2015b). Mientras las autoridades federales anunciaban 
nuevas capturas, la de Rodríguez era la 98, los padres, estudiantes y 
otros grupos insistían en la participación de los militares y en ingre-
sar a sus cuarteles. El titular de la Segob, Osorio, negó que hubiera 
pruebas que vincularan a los militares con la desaparición de los estu-
diantes, y dijo que había grupos que buscaban polarizar (El Universal, 
2015h). La pgr anunció que a petición de los familiares para entrar a 
los cuarteles, luego de haberse reunido con Osorio, el comisionado de 
la Policía Federal, Enrique Galindo, y el director de la Agencia de In-
vestigación Criminal (aic), Tomás Zerón, “se les recordó que estos mis-
mos están abiertos a todos los ciudadanos y que el ingreso se tendrá 
que hacer de manera ordenada y con respeto a nuestras instituciones” 
(García[c], 2015). En una columna periodística se dijo que los milita-
res estaban alarmados por esa posibilidad, ya que un documento del 
Centro de Investigación y Seguridad Nacional (Cisen) mostraba una 
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lista de 18 líderes que habían participado en las protestas que tenían 
presuntos nexos con la guerrilla o los traficantes de drogas (Loret de 
Mola, 2015c). Y había otros problemas. Zerón informó que hasta oc-
tubre de 2014 había 13 municipios de Guerrero donde la situación era 
alarmante y en los cuales “el gobierno federal, a través del ejército tuvo 
que tomar el control porque no teníamos confianza en las autorida-
des municipales de seguridad. Es alarmante la situación que prevale-
cía, primero, por los salarios; segundo, porque estaban cooptadas por 
el crimen organizado de una manera tal que el crimen decidía quién 
iba a ser el jefe, el crimen decía qué operativos se iban a realizar (…) 
en el camino el que mandaba era el crimen organizado” (Muédano y 
Nieto, 2015). Se trataba de los municipios de Arcelia, Iguala, Apaxtla, 
Buenavista de Cuéllar, Coyuca de Catalán, General Canuto Neri, Ixca-
teopan de Cuauhtémoc, Pilcaya, Pungarabato, San Miguel Totolapan, 
Taxco de Alarcón, Teloloapan y Tlapehuala.

Felipe de la Cruz, vocero de los padres de los estudiantes, dijo que no  
creían en la versión de Felipe Rodríguez: “No creemos en nada que sal-
ga de la pgr, porque para nosotros todo está montado”. Que era “un 
teatro, algo preparado para que la sociedad y nosotros creamos que es 
cierto lo que nos dicen” (Bravo, 2015). Para el Equipo Argentino de An-
tropología Forense (eaaf) no había “evidencias suficientes”, “certidum- 
bre científica”, que confirmaran lo que decía la pgr con base en las de-
claraciones de los detenidos, aunque uno de los restos ya había sido 
identificado en Insbruck como perteneciente a uno de los estudian-
tes desaparecidos. El director en México de Amnistía Internacional 
señaló por su parte que tenían testimonios de que no se había cum-
plido el debido proceso en algunas averiguaciones y detenciones (ap, 
2015b). Calificó la versión de la pgr de “endeble” y “apresurada”. Vi-
dulfo Rosales, abogado de los padres, dijo que la de Rodríguez era la 
misma declaración y que las autoridades federales pretendían darle 
“carpetazo” al caso. Afirmó que había “muchos indicios” que involu-
craban al ejército, al ex gobernador Aguirre y al ex procurador, Iña-
ki Blanco, y pidió que se les investigara (ap, 2015c). El historiador y 
escritor Héctor Aguilar anotó en su columna periodística: “El caso lo 
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mantendrá abierto una opinión pública recelosa, acostumbrada a que 
todo termine en enigmas. Pero la investigación está hecha, los culpa-
bles consignados y la verdad, la dura verdad de Iguala, está al alcance 
de quien la quiera conocer” (Aguilar Camín, 2015). Lo cierto era que 
hasta ese momento, acerca de la versión del gobierno federal, había 
varias posturas que no cambiarían mucho en los meses y años poste-
riores: convencidos, escépticos, desconfiados, esperanzados, críticos 
de buena fe, opositores a ultranza y oportunistas. Había claramente 
una disputa por la versión legítima de lo sucedido con los estudian-
tes y la repartición de responsabilidades.

Cuatro meses después de la desaparición de los estudiantes, el pro-
curador Murillo presentó información sobre los avances de las investi-
gaciones. Dijo que no había dudas de que los estudiantes habían sido 
privados de la libertad, de la vida, incinerados y sus restos arrojados al 
río San Juan: “Esta es la verdad histórica de los hechos, basada en las 
pruebas aportadas por la ciencia, como se muestra en el expediente, 
y que ha permitido ejercitar acción penal contra los 99 involucrados 
que han sido detenidos hasta hoy. Permitiendo el actuar del Ministe-
rio Público de la federación, que ha solicitado la imposición de las pe-
nas más altas que la legislación contempla” (Castillo García, 2015a). 
En la conferencia de prensa, a la pregunta de que si con ese informe 
se cerraba el caso, Murillo respondió: “La investigación se tiene que 
cerrar porque hay que castigar a los culpables; cerrar una investiga-
ción tal vez no es la palabra adecuada mientras no tenga yo detenidos 
a todos los culpables”. Por su parte, Tomás Zerón, director de la aic, 
señaló que con base en lo investigado hasta entonces “se consolida 
el móvil, consistente en que los estudiantes fueron señalados por los 
delincuentes de formar parte del grupo antagónico de la delincuen-
cia organizada en la región; ésa fue razón por la que los privaron de 
la libertad, en un primer momento, y finalmente de la vida” (Castillo 
García, 2015a). Y agregó, acerca de la desaparición de los estudiantes, 
que no había evidencia alguna de la participación del ejército. Los fa-
miliares de los estudiantes rechazaron las conclusiones de la pgr por 
falta de evidencias científicas y omisiones, dijeron, y anunciaron que 
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acudirían al Comité contra la Desaparición Forzada de la onu (Siste-
ma Integral de Información en Derechos Humanos, 2015). José Vivan-
co, director de la división de las Américas de Human Rights Watch 
(hrw), declaró que la versión de la pgr no era una “verdad históri-
ca”, sino “oficial”. Desconfió de las palabras y conclusiones de Muri-
llo: “porque sabemos que en México se arrancan confesiones sobre la 
base de apremios, tortura, irregularidades, presiones (…) hoy día nos 
ofrecen un relato que genera mucho escepticismo y muchas dudas 
fundadas no sólo en México sino también fuera de México” (El Univer-
sal, 2015i). Luis González, presidente de la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos (cndh), señaló: “las autoridades no podrán dar 
por concluido este expediente hasta que todos los responsables sean 
juzgados y se aclare el destino de los estudiantes desaparecidos” (Al-
cántara y Jiménez, 2015). El procurador Murillo afirmó que no había 
terminado la averiguación, que seguía abierta (El Universal, 2015j). El 
presidente Peña, al referirse a los sucesos contra los estudiantes de 
Ayotzinapa, dijo: “este momento de la historia de México, de pena y 
de tragedia y de dolor no puede dejarnos atrapados, no podemos que-
darnos ahí” (Reséndiz, 2015).

El rechazo a los partidos y gobernantes

En un mitin en el zócalo de la capital del país, los ánimos estaban exal-
tados luego de cuatro meses de investigaciones y respuestas oficiales 
que no satisfacían las demandas de los padres de los normalistas des-
aparecidos y de los grupos sociales que los apoyaban. En ese contex-
to, el vocero de los padres de los estudiantes desaparecidos, Felipe de 
la Cruz, dijo: “No a las elecciones, porque ningún partido es la solu-
ción al problema de México y votar es votar por el crimen organizado 
y por los mismos políticos desvergonzados, rateros y asesinos”. Y Vi-
dulfo Rosales, abogado de los padres, agregó: “A todos los mexicanos 
que no están organizados pero que estamos conscientes, que luchan 
hombro con hombro en esta causa, los esperamos en Guerrero para 
discutir y forjar la unidad nacional de todos los mexicanos en una 
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agenda común que nos permita de una vez por todas transformar el 
país y luchar contra las instituciones corruptas que para nada sirven 
ni ayudan a este pueblo” (Belmont, 2015). Parecían estar convenci-
dos de que no había absolutamente nada recuperable en los partidos, 
en las reglas electorales, en los profesionales de la política, y que és-
tos y el “crimen organizado” eran la misma cosa. Era una sobresim-
plificación de la compleja situación en Guerrero y en el país. En esa 
visión, Guerrero sería entonces el epicentro de la posibilidad de un 
cambio profundo en el país, donde gobernaría el “pueblo”: “es el úni-
co que puede sacar adelante al mismo pueblo”, sentenció De la Cruz. 
En Guerrero se había pasado al desplazamiento de facto de las auto-
ridades electas en treinta municipios por diversas organizaciones so-
ciales desde hacía cuatro meses, entre las cuales estaban la upoeg y 
la ceteg, así como normalistas, ejidatarios y otros más, que confor-
maban el llamado Movimiento Popular Guerrerense (mpg). En Tlapa, 
la ceteg había empezado incluso a recaudar sus propios impuestos. 
Mauro Rosales, de la upoeg en la Costa Chica, señaló: “Vamos a go-
bernar de abajo a arriba. Estamos rebasando al municipio y vamos a 
gestionar recursos directamente con el estado y el gobierno federal. 
Ya no nos van a robar los presidentes municipales” (Michel, 2015). Se 
estaban promoviendo “consejos municipales populares”, con base 
en los usos y costumbres de las comunidades, donde las autoridades 
eran electas en asambleas a mano alzada. El recién nombrado carde-
nal Alberto Suárez declaró en Roma que había algo de manipulación 
política y que había gente que se aprovechaba del dolor de los padres 
“para querer provocar una insurrección”, que no se lograba nada con 
desconocer y descalificar a las autoridades. Criticó la doble vida de al-
gunos católicos que al tener puestos de poder abusaban “para robar y 
a veces matar” (Savio, 2015).

Había sin duda razones para la desconfianza en las autoridades de 
distintos niveles de parte de los habitantes de Guerrero. Varias perso-
nas que ocupaban puestos importantes en las instituciones de segu-
ridad pública y formaban parte del gobierno de Aguirre no pasaron 
los exámenes de control de confianza realizados por la Procuradu-
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ría General de la República (pgr), la Comisión Nacional de Seguridad 
(cns) y el gobierno de Guerrero. Había ex fiscales, ex procuradores, 
ex subprocuradores, ex titulares de la Policía Investigadora Ministe-
rial (pim). Aguirre decía que los que no estaban bien eran los exáme-
nes, que no eran confiables (Meza y Gallegos, 2015). Además, había 
tensiones entre policías comunitarias y fuerzas federales. Por ejem-
plo, a principios de febrero de 2015 fueron detenidos por militares 
cerca del pueblo de Petaquillas dos miembros del Frente Unido por la 
Seguridad y el Desarrollo del Estado de Guerrero (fusdeg). Portaban 
dos escopetas calibre .12, que les fueron decomisadas, y los llevaron 
a la delegación de la pgr en Chilpancingo. La reacción de la gente del 
fusdeg fue reunir a los habitantes de Petaquillas y bloquear la carre-
tera federal. Avanzaron hasta donde estaban los militares; un man-
do de estos intentó dialogar, pero no hubo acuerdo; lo cercaron y le 
dijeron que lo dejarían ir cuando sus compañeros fueran liberados. 
Los militares avanzaron y replegaron a los manifestantes. El fusdeg 
concentró entonces a pobladores de Ocotito, Mohoneras y Cajeles y 
cerraron otro tramo de la carretera hacia Acapulco. Allí, rodearon a 
policías federales antimotines y retuvieron a su comandante (Milenio, 
2015g). La presión dio resultados, los policías comunitarios detenidos 
fueron liberados, el comandante también, y terminaron los bloqueos. 
Noticias como la anunciada días antes por el procurador Murillo, que 
vinculaba directamente a la esposa de Abarca con el grupo delictivo 
gu, parecían pasar a segundo plano dada la diversidad de conflictos 
en el estado: “hicimos una investigación que llegó hasta penales de 
los Estados Unidos, donde logramos obtener testimonios que la ligan 
directa y claramente con el manejo de la banda de Guerreros Unidos” 
(Robles de la Rosa, 2015).

En febrero de 2015, agentes de la policía federal detuvieron a Car-
los Aguirre, un hermano del ex gobernador de Guerrero (había renun-
ciado el 26 de octubre de 2014), y otros funcionarios que trabajaron 
en su gobierno, entre ellos varios miembros de la familia Hughes; por 
ejemplo, Víctor Hughes, quien fue subsecretario de Administración 
de la Secretaría de Finanzas y Administración, acusados por desvío de 
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recursos públicos y operaciones con recursos de procedencia ilícita 
(Muédano, 2015b; El Universal, 2015k). Lo anterior era la respuesta de 
la pgr a una solicitud hecha por la Unidad de Inteligencia Financiera 
(uif) de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (shcp) en la que 
se solicitaba incluso una acción penal contra el propio ex gobernador, 
que no procedió. Se trataba de un caso de desvío de dinero público ha-
cia las empresas Comercializadora 2003 y Constructora Trabesa, las 
cuales se vieron beneficiadas con contratos de obra pública en Gue-
rrero, ya con Aguirre como gobernador, y cuyo financiamiento pro-
venía del estado y la federación por una suma de más de mil millones 
de pesos. A los detenidos se les habían transferido varios millones de 
pesos desde esas empresas. La uif decía en su denuncia que el propio 
ex gobernador Aguirre había sido beneficiado desde que era candida-
to electo a la gubernatura (Castillo García, 2015b). Ante esa situación,  
Carlos Navarrete, presidente nacional del prd, deslindó al partido de 
los presuntos delitos del ex gobernador y rechazó que fueran imputa-
bles al partido que lo postuló, que éste no encubría a nadie (García[b], 
2015).

Organizaciones delictivas y política

Además de los casos de los estudiantes desaparecidos, las acusacio-
nes de corrupción contra el ex gobernador Aguirre y un grupo de sus 
colaboradores, y los vínculos de éstos y el ex alcalde de Iguala con el 
prd, miembros de este partido también fueron víctimas de la violen-
cia letal presuntamente de uno de los grupos delictivos, lr, pues en un 
mensaje firmado con ese nombre el grupo se adjudicó la eliminación 
de Aída Nava, precandidata del prd a la alcaldía de Ahuacuotzingo, 
de la corriente Nueva Izquierda. Fue secuestrada por personas arma-
das en la carretera de Chilapa a ese lugar, asesinada y decapitada, se-
gún confirmó la Fiscalía General del Estado de Guerrero (Pigeonutt, 
2015 y 2015a; Excélsior, 2015b). El mensaje decía: “Esto le va a pasar 
a todos los putos políticos que no se quieran alinear y putos chapuli-
nes Atte Puro Rojo zns” (Guerrero, 2015). En junio de 2014, Francisco 
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Quiñónez, ex alcalde de Ahuacuotzingo (prd) y esposo de Aída, había 
sido balaceado en la misma carretera donde secuestraron a su espo-
sa, y murió en un hospital de Chilpancingo. Y en 2012, el hijo de am-
bos, Francisco, fue secuestrado y ya no se supo de él (Trujillo, 2014b).

En Guerrero tenían presencia diversos grupos delictivos que se 
disputaban varios negocios ilícitos, entre los cuales estaba el de la 
goma de opio para producir heroína, y algunos habían expandido 
su influencia a otros estados. Uno de ellos se hacía llamar “cártel In-
dependiente de Acapulco” (ia). Era una escisión, como otras, de la 
organización dirigida por los hermanos Beltrán, con influencia en 
Guerrero y otros estados, la cual, a su vez, se había separado en 2008 
de la coalición de traficantes sinaloenses cuyas cabezas más conocidas 
o publicitadas eran Joaquín Guzmán e Ismael Zambada. Se adjudicó 
la fundación de esa organización a Édgar Valdez, después de la muer-
te en diciembre de 2009 de Arturo Beltrán, su antiguo jefe. En marzo 
de 2015, el gobierno federal anunció la detención en Yucatán del pre-
sunto líder de la organización delictiva ia, Víctor Aguirre, quien ha-
bía sido policía federal de caminos (Reforma, 2015f). El “mero mero”, 
afirmó Osorio, titular de la Segob. Se decía que era primo del ex go-
bernador de Guerrero (Castillo, Martínez y Boffil, 2015). El goberna-
dor interino, Ortega, lo calificó como “delincuentazo de tristemente 
célebre apellido” (Agustín Esteban, 2015). El comisionado nacional 
de Seguridad, Monte Rubido, afirmó que el detenido era el principal 
responsable de la violencia en Acapulco, de secuestros, asesinatos y 
exhibición de cuerpos colgados en puentes del puerto (Santos, 2015). 
Luego de la detención de Aguirre fueron colocadas mantas en Aca-
pulco con mensajes y amenazas contra el grupo ia, firmadas por “El 
8” y “Puros mochomeros”, y de apoyo a quienes combatieran a secues-
tradores, extorsionadores, a quienes cobraban cuotas, “a la bola de la-
cras de Víctor Aguirre”. Advertían que quienes apoyaran a esa gente 
se iban a morir (Reforma, 2015g).

En febrero de 2015 fueron colocadas varias mantas con mensajes 
en diferentes municipios del estado de Morelos en las cuales Santiago 
Mazari, identificado por las autoridades como líder del grupo delic-
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tivo lr, señalaba que no tenía nada que ver con el asunto de los es-
tudiantes normalistas desaparecidos (Crónica, 2015). Negó que fuera 
“Rojo”, dijo estar dispuesto a platicar con los padres y culpó al “gobier-
no” de las injusticias en Guerrero y Morelos. Los padres respondie-
ron un mes después. Cerca de Iguala, en una tienda sobre la carretera  
México-Acapulco, colocaron en hojas el mensaje a Mazari: “Le pedi-
mos de favor ayúdenos a dar con el paradero de nuestros hijos porque 
este mal gobierno no ha sido serio con nosotros, al contrario nos ha 
lastimado con sus mentiras. Nosotros somos gente pobre y han piso-
teado nuestra dignidad (…). Háganos saber de alguna manera cómo 
puede ayudarnos. Estamos dispuestos a encontrarnos con usted si 
así lo desea” (Flores Contreras, 2015). En la trayectoria de Mazari fue 
señalado que había sido entrenado en Sonora por Gonzalo Inzunza, 
gente de los hermanos Beltrán, y que había llegado a Morelos donde 
era protegido por su tío, Alfonso Miranda, ex alcalde de Amacuzac y 
diputado local del pt (Excélsior, 2015c). Los padres de los estudiantes 
fueron respaldados en su postura por la ceteg y el Movimiento Po-
pular Guerrerense (mpg) (Agustín Esteban, 2015a). El gobernador Or-
tega declaró al respecto: “yo qué puedo hacer, respetar esta petición 
que hacen los padres” (Trujillo, 2015). Hasta Washington llegaron al-
gunos padres de los estudiantes para pedirle al gobierno de Estados 
Unidos no proporcionar más armas ni equipo a las fuerzas de seguri-
dad mexicanas, pues según su portavoz el gobierno mexicano estaba 
“coludido con la delincuencia organizada” (afp, 2015b).

Sobre la situación en Guerrero, poco antes de las elecciones del 7 
de junio, el gobernador Ortega señaló que había grupos delictivos que 
se habían “apoderado prácticamente de los territorios de cultivo y co-
secha de goma de opio”, lugares donde se sospechaban vínculos en-
tre autoridades y esos grupos. Se trataba de 14 municipios de la Costa 
Grande, Costa Chica y Montaña Alta. Ortega mostró su desinforma-
ción, por decir lo menos, cuando afirmó: “Guerrero es el primer pro-
ductor de goma de opio en el mundo” (Muñoz, 2015). Nadie le dijo que 
era Afganistán. En 2014, ese país produjo 85% del opio en el mundo 
y 77% de la producción mundial de heroína (Oficina de las Naciones 
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Unidas contra la Droga y el Delito, 2015: 112). Una revisión de los in-
formes mundiales de drogas de la onu habría bastado para no hacer 
declaraciones sin fundamento.

En el ámbito político había señalamientos de algunos líderes que 
pretendían dar una imagen de normalidad o de relativa tranquilidad 
en Guerrero para llevar a cabo las elecciones y criticaban las acciones 
de grupos radicales. Según Carlos Navarrete, presidente nacional del 
prd, en declaraciones desde la Ciudad de México, la “sociedad gue-
rrerense” estaba a favor de un proceso electoral pacífico, y consideró 
que acciones realizadas por la ceteg, como la quema de propaganda 
y la irrupción en las oficinas del pan y del gobierno, implicaban un 
repudio mayor a ese tipo de movimientos (La Jornada, 2015). Pero ha-
bía otros agentes sociales en Guerrero, una parte de esa sociedad, que 
utilizaban las armas para intimidar y matar. Luis Walton, candidato 
a la gubernatura por el partido Movimiento Ciudadano (mc), y gente 
que lo acompañaba fueron encañonados por una veintena de hom-
bres armados en la salida a Tlapa, en el municipio de Chilapa (Trujillo, 
2015a). El incidente no tuvo un desenlace fatal. Navarrete declaró al 
respecto que la mayor parte del territorio en Guerrero estaba en paz: 
“no hay que extrapolar situaciones, no hay que magnificar situacio-
nes” (Pigeonutt, 2015b). Menos de una semana después de esas de-
claraciones, fue asesinado Ulises Quiroz, candidato del pri-pvem a 
la alcaldía de Chilapa, cuando realizaba un acto político en Atzacoalo-
ya (Aristegui Noticias, 2015d). Ante eso, el gobernador Ortega solicitó 
a la federación ampliar el operativo de seguridad. Calificó a Chilapa 
como “zona de alta conflictividad” (Juárez, 2015). En cuanto al caso 
del ex alcalde Abarca, el prd continuaba su estrategia de transferirle 
la responsabilidad al gobierno federal, cuyos órganos de inteligencia 
fallaron, según Jesús Zambrano, al no proporcionarle información que 
confirmara los vínculos de Abarca y esposa con la delincuencia orga-
nizada (Muñoz, 2015a). Seguramente el prd escogía ingenuamente 
candidatos al azar y sin conocer trayectorias ni relaciones ni posibles 
conflictos de interés.
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El municipio de Chilapa era considerado un lugar de disputas en-
tre los grupos delictivos conocidos como “los Rojos” (lr) y “los Ardi-
llos” (la), pero también importante para los partidos políticos por el 
número de electores. Con la excepción del pri y el prd, ningún otro 
partido había hecho campaña en algunas comunidades de Chilapa, y 
eso sólo en los lugares donde se presumía que los grupos delictivos no 
tenían “control” (Guerrero, 2015a). En la cabecera municipal, durante 
casi una semana, entre el 9 y el 14 de mayo de 2015, grupos armados, 
alrededor de trescientas personas, presuntos comunitarios, secues-
traron y desaparecieron por lo menos a 15 individuos, de entre 15 y 31 
años, dedicados a diversas actividades, como estudiantes, tapiceros, 
vendedores de fruta, comerciantes de ganado, taxistas, carniceros, 
etc., sin que las autoridades locales y federales intervinieran (Mi-
chel, 2015a). Los armados llevaban una lista y decían que buscaban a  
gente vinculada con lr. Cuando iniciaron su incursión en la ciudad 
anunciaron que ya no habría secuestros, extorsiones ni muertes de 
inocentes. Miembros del grupo armado reconocieron haber sustraí-
do a algunos habitantes, pero dijeron desconocer su paradero. El al-
calde de Chilapa, Francisco González (pri), mencionó que había entre 
12 y 16 personas desaparecidas, en edades de 14 a 25 años. Pidió ayu-
da al presidente Peña y al gobernador Ortega, pues consideraba que 
la situación era grave. Según declaraciones del coordinador del gru-
po de familiares de los desaparecidos, se trataba de una acción de la 
delincuencia organizada, porque portaban armas de grueso calibre y 
no se identificaron como comunitarios. Señaló que extraoficialmen-
te había unos treinta desaparecidos. El alcalde habló de por lo menos 
doscientos en su mandato (Milenio, 2015h). Informó que entre la gente 
armada había campesinos conocidos y personas con el rostro cubierto 
y armas poderosas. Anunció el apoyo del gobierno federal, el cual en-
vió al comisionado de la pf, Enrique Galindo. Pero no le parecían sufi-
cientes para proporcionar seguridad los que había: cien agentes de la 
policía estatal, sesenta de la Gendarmería y sesenta del ejército (Mile-
nio, 2015i). La fiscalía de Guerrero investigaba sólo la desaparición de 
15 (Milenio, 2015j). En opinión del sacerdote Javier Casarrubias, rector 
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de la catedral de Chilapa, la población local no quería a ninguno de los 
grupos delictivos (Badillo, 2015). Los familiares de los desaparecidos, 
en una reunión con el gobernador en Chilapa, le reclamaron que no 
hubiera estado allí desde el primer día de la irrupción de los grupos 
armados y le dieron un plazo de dos días para presentar resultados y 
a los desaparecidos, con vida. También, que fuera investigada la omi-
sión de la Gendarmería al permitir que los grupos armados se llevaran 
a sus familiares (Flores Martínez, 2015). La inseguridad en el munici-
pio había provocado que 140 de 666 escuelas no hubieran reiniciado 
actividades, lo cual afectaba a unos 15 mil estudiantes. Salvador Mar-
tínez, titular de la Secretaría de Educación de Guerrero, informó que 
solicitaría la presencia del ejército y la marina para garantizar la se-
guridad de los estudiantes (Cervantes, 2015a).

¿Cuáles eran los grupos armados que tomaron Chilapa durante va-
rios días? Si la disputa era entre lr y la y había versiones que decían 
que Chilapa era bastión de los primeros e incluso que el alcalde tenía 
vínculos con ellos, lo cual negaba, y el grupo armado que incursio-
nó en Chilapa decía que buscaba a gente de ese grupo, entonces todo 
apuntaba a que los perpetradores del asalto a la ciudad y responsables 
de las desapariciones habían sido la. El profesor José Díaz, vocero de 
los familiares de los desaparecidos, declaró: “Aquí tenemos otro Ayot- 
zinapa y creo que tenemos otro Abarca en el Congreso y en la Casa 
Guerrero” (Flores Contreras, 2015a). Por lo sucedido, responsabilizó 
al gobernador interino Ortega y al presidente del Congreso de Gue-
rrero, diputado Bernardo Ortega (prd), hermano de los líderes de la.

En las elecciones de junio de 2015, resultó electo gobernador de 
Guerrero el candidato del pri, Héctor Astudillo. El presidente nacio-
nal del prd, Carlos Navarrete, y la candidata perdedora de ese par-
tido, Beatriz Mojica, se inconformaron y señalaron que esa victoria 
estaba “contaminada por la participación de grupos delincuenciales 
y de instancias gubernamentales” (Muñoz y Chávez, 2015). César Ca-
macho, presidente nacional del pri, contestó que eran afirmaciones 
“irresponsables y temerarias”. Navarrete afirmó que antes de las elec-
ciones ninguno de sus candidatos informó de lo que les había pasado.  
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Después, señalaron que habían sido retenidos en sus domicilios por 
grupos delictivos y amenazados para que no hicieran campaña. Sin 
mencionar nombres, lugares ni grupos delictivos, declaró que dos 
presidentes municipales electos de su partido habían sido amenaza-
dos por delincuentes para que les cedieran el control del municipio, 
o no podrían tomar posesión. El otro caso era el de la candidata Mo-
jica, a quien habían tenido que sacar de emergencia de su casa, dijo, 
dos días después de las elecciones, pues enfrente de ésta se había ob-
servado un vehículo con gente armada. El día anterior, 8 de junio, to-
dos los candidatos en el país habían dejado de tener la protección de 
agentes federales. A eso se sumaba el homicidio de un dirigente del 
prd en Iguala. Para Navarrete, lo sucedido a los candidatos de su par-
tido era un mensaje que en sus palabras equivalía a decir: “La elección 
ya terminó, ganó el pri y no se vale impugnar. No se les vaya a ocurrir 
presentar recursos contra la elección, porque aténganse a las conse-
cuencias” (Excélsior, 2015d). Señaló que el prd presentaría una de-
nuncia ante la pgr y el Tribunal Electoral (Zavala, 2015). Se adelantó 
a las críticas sobre la responsabilidad de su partido y los vínculos de 
sus candidatos electos con grupos delictivos en un caso emblemático 
no resuelto: “yo recordé los acontecimientos de Iguala del año pasa-
do (…). Entonces dije: Aunque corramos riesgo, tenemos que denun-
ciar esto enérgicamente”. Y concluyó: “en Guerreo no se puede dejar 
que la delincuencia tome decisiones políticas electorales; ponga, qui-
te, inhiba, ayude, amenace, [tenga el] control de municipios”. Más allá 
de la veracidad o no de sus declaraciones, lo que se vivía en Guerrero 
desde hacía años era la frecuencia de menciones y acusaciones, algu-
nas en proceso, otras probadas y algunas no, de diversos grupos so-
ciales sobre los vínculos entre grupos delictivos y la clase política de 
diferentes partidos y alianzas en posiciones de gobierno.

Ayotzinapa: observaciones y propuestas de la cndh

Un dato publicado por el periodista Ezequiel Flores, corresponsal en 
Guerrero del semanario Proceso, con base en una solicitud de infor-
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mación a la Sedena, acerca de la identidad de uno de los estudiantes 
normalistas desaparecidos, causó revuelo: era militar en activo (Flo-
res Contreras, 2015b). Los familiares de los estudiantes negaron tal po-
sibilidad. Desde su perspectiva, la información revelada confirmaba 
que el ejército había desaparecido a sus hijos, que había infiltrados y 
tenía conocimiento de las movilizaciones de los normalistas. Solici-
taron a la pgr la apertura de una línea de investigación sobre el ejér-
cito (Proceso, 2015b). Los familiares de uno de los desaparecidos, Julio 
López, dijeron que se había dado de baja del ejército un año antes de 
ingresar a la Normal de Ayotzinapa. El periodista, Jorge Carrasco, del 
mismo semanario, escribió al respecto: “La Sedena dio una respuesta 
que provocó. Los familiares y estudiantes se vieron obligados a reac-
cionar, dejando ver que conocían ese antecedente. La verdad de lo ocu-
rrido en Ayotzinapa pasa también por ellos” (Carrasco Araizaga, 2015).

En julio de 2015, la cndh presentó un documento con recomen-
daciones a diversas instituciones, como la pgr, la Fiscalía General del 
Estado de Guerrero (fgeg) y la Secretaría Ejecutiva del Consejo Esta-
tal de Seguridad Pública del Estado de Guerrero (secespeg), y a los 
ayuntamientos municipales de Iguala y Cocula, con base en los resul-
tados de lo que se tenía investigado hasta ese momento sobre el lla-
mado “caso Iguala”. La cndh señaló que desde el 27 de septiembre de 
2014 había iniciado de oficio un expediente de queja para investigar 
presuntas violaciones a los derechos humanos y ejercer su facultad 
de atracción de los expedientes que comenzó la entonces Comisión de 
Defensa de los Derechos Humanos del Estado de Guerrero. Y que en 
diciembre de 2014 había creado la Oficina Especial para el Caso Igua-
la. El texto partía de una consideración general:

La colusión de, al menos, autoridades políticas y policiales del munici-
pio de Iguala y policiales de Cocula, Guerrero, con la delincuencia orga-
nizada dedicada al tráfico ilícito de drogas y al secuestro, propició que los 
días 26 y 27 de septiembre de 2014, se desarrollara en esas demarcaciones 
una serie de hechos que se tradujeron en la violación grave a derechos hu-
manos que tuvieron como resultado la privación de la vida de seis perso-
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nas, la lesión de otras 33 y la desaparición de 43 estudiantes de la Escuela 
Normal Rural “Raúl Isidro Burgos” de Ayotzinapa (Comisión Nacional 
de los Derechos Humanos, Oficina Especial para el Caso Iguala, 2015: 3).

Para la cndh se trataba de un caso de desaparición forzada. La insti-
tución señaló insuficiencias en la investigación ministerial, omisio-
nes de la autoridad municipal con implicaciones en las condiciones 
de seguridad en Iguala y situaciones que impedían la debida atención 
médica y psicológica, y el acompañamiento a las víctimas. Entre las 
26 observaciones y propuestas a la pgr, y aquí sólo se anotan algunas, 
estaban la integración de las fichas de identificación que incluyeran 
datos odontológicos, tipo de sangre, huellas digitales, cicatrices, ta-
tuajes, etc. La continuación de la búsqueda, la investigación a fondo 
de todas las versiones sobre la ubicación de los estudiantes. Una de-
cía que se encontraban en municipios de la sierra de Guerrero; otra 
que en Apango había aparecido uno con vida, y una más señalaba que 
estaban autosecuestrados. La cndh también anotó la necesidad de 
obtener la georreferenciación y los datos de las líneas de dos teléfo-
nos celulares de los desaparecidos desde los cuales se habían enviado 
mensajes el 26 y 27 de septiembre de 2014. La de investigar lo que al-
gunos padres habían preguntado, como las razones por las cuales los 
estudiantes, especialmente los de primer grado, habían sido llevados 
a Iguala, quién lo había hecho, y si habían intervenido o no autorida-
des de la normal. Cumplir con las órdenes de detención pendientes. 
Solicitar la colaboración de instancias internacionales, ya que algu-
nos inculpados podrían estar en otros países. Integrar declaraciones 
y ampliar las de algunos agentes policiales estatales, ministeriales, 
federales y militares ubicados en Iguala y Cocula, sobre lo que hicie-
ron en sus instituciones cuando sucedieron los hechos del 26 y 27 de 
septiembre. Solicitar a la Sedena información sobre la pertenencia 
actual o pasada a la institución de algunos de los estudiantes desapa-
recidos. Obtener las declaraciones de los buzos de la Semar para co-
nocer los detalles de sus hallazgos, el manejo y la preservación de lo 
encontrado en el río San Juan. Solicitar información a instituciones, 
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como el Servicio Meteorológico Nacional, la Administración Nacional  
de Aeronáutica y el Espacio de Estados Unidos (nasa), los institutos de  
Astronomía y Ciencias de la Atmósfera de la unam, sobre las condi-
ciones ambientales y climatológicas en la zona de Iguala, y especial-
mente en el basurero de Cocula, entre el 25 y el 28 de septiembre de 
2014, con el fin de saber si existieron las condiciones propicias para la 
incineración de la cantidad de cuerpos que se suponía se había reali-
zado en ese lugar. Se recomendaba ampliar las investigaciones sobre 
la colusión de otras corporaciones de seguridad pública municipal 
con las organizaciones delictivas gu y lr. Investigar la “estructura or-
ganizacional y el modus operandi” de esos grupos, identificar a sus 
líderes, sus empresas, operadores financieros, sicarios, vigilantes, y 
proveedores de armamento. La cndh enfatizaba que había que inves-
tigar los vínculos de esas organizaciones delictivas con la “estructura 
institucional” de los municipios de Iguala y Cocula. Y que se amplia-
ran las investigaciones por el delito de operaciones con recursos de 
procedencia ilícita a toda la estructura institucional de seguridad pú-
blica involucrada, no sólo a los altos funcionarios, y a los miembros 
de las organizaciones delictivas mencionadas.

A la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas (ceav), la cndh le 
sugirió reforzar la asistencia a las víctimas y continuar la cooperación 
con el Grupo Interdisciplinario de Expertos Independientes (giei) de 
la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (cidh), de la Or-
ganización de los Estados Americanos (oea), en el trabajo de acerca-
miento con los familiares de los estudiantes. Realizar un estudio de 
impacto psicosocial en tres niveles: colectivo, familiar e individual. 
Que su trabajo de atención a víctimas se desarrollara en el marco de 
un Plan Integral de Reparación del Daño (pird) y que estuviera en co-
rrespondencia con lo establecido en el Programa de Atención Integral 
a Víctimas 2014-2018 (paiv), publicado en el Diario Oficial de la Fede-
ración el 16 de julio de 2015. En cuanto a las estrategias y acciones de 
la puesta en práctica del pird, se tendrían que evitar “aplicaciones es-
tandarizadas”, tendrían que ser flexibles y corresponder a las “necesi-
dades, circunstancias y ritmos de las víctimas y familiares”. La cndh 
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sugirió poner un énfasis especial en la reparación colectiva con el fin 
de revertir, dijo, “el deterioro del tejido social y la desesperanza para 
afrontar el futuro”. Jaime Rochín, titular de la ceav, estimó en unas 
trescientas personas las que podrían ser consideradas víctimas por lo 
sucedido en Iguala. Incluía a los normalistas, sus familias y otras víc-
timas. Hizo un llamado a los familiares para que ejercieran su dere-
cho y aceptaran el proceso de reparación del daño; dijo que entendía 
su desconfianza, que no se trataba de cooptarlos, que no implicaba 
“sujeción a las autoridades”, sino que era una obligación de la insti-
tución, del Estado (Garduño, 2015).

A la Fiscalía General del Estado de Guerrero, la cndh le pedía cla-
rificar si las huellas de desollamiento que presentaba el cuerpo aban-
donado del estudiante normalista Julio Mondragón se debían a una 
“acción intencional” o a la fauna de la zona. Y reforzar los elementos 
probatorios de varios procesos penales contra 22 policías municipa-
les de Iguala, acusados de ser los probables responsables de haber co-
metido los delitos de homicidio calificado de seis personas y tentativa 
de homicidio.

Al ayuntamiento de Iguala le señalaba que era necesario restaurar 
la estructura de la seguridad pública municipal en coordinación con 
los gobiernos estatal y federal, acorde con el esquema de la Ley Ge-
neral del Sistema Nacional de Seguridad Pública. Instaba a todas las 
instituciones incluidas en las recomendaciones a complementar los 
informes enviados a la cndh, de acuerdo con las solicitudes que ésta 
les había hecho. La cndh dejó constancia de que para la institución 
el “caso Iguala” no había concluido.

Paz y armonía

Los casos de violencia en Guerrero continuaban como si fueran algo 
normal, imparable e irreversible. En Chilpancingo, en pleno centro, 
unos cincuenta vehículos fueron destruidos o dañados y nueve per-
sonas resultaron heridas. Según Juan Mendoza, líder de la Coordina-
dora Estatal de Transportistas Independientes de Guerrero (cetig), 
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acompañado por dirigentes de la ceteg en conferencia de prensa, los 
responsables habían sido miembros de la delincuencia organizada y 
taxistas de la Confederación de Organizaciones y Sitios de Transpor-
tista del Estado de Guerrero (costeg), esta última relacionada con el 
pri y dirigida por Inocente Mojica, vinculado a su vez con Jaime Sal-
gado. A los choferes de éste los asociaban con la delincuencia orga-
nizada. Según la ceteg, el responsable del ataque era el gobernador 
electo, Héctor Astudillo (Ocampo Arista, 2015). Pocos días después 
fue asesinado David Urquizo, comandante de la policía ministerial. 
Hubo persecución policial en colonias de Chilpancingo de la gente 
que había disparado. El resultado fue más muertos, heridos y deteni-
dos (Quadratín, 2015e). El mes anterior, Salvador Alanís, a la cabeza 
de un grupo de autodefensas del llamado Frente Unido por la Segu-
ridad y el Desarrollo del Estado de Guerrero (fusdeg), con su gente 
armada proveniente de El Ocotito y Tierra Colorada, se enfrentó en Xo-
lapa, municipio de Acapulco, a otra facción de la misma agrupación 
liderada por Ignacio Policarpio. Hubo al menos 13 muertos, entre los 
cuales estaban Policarpio y nueve de sus hombres, y unos diez heri-
dos (Flores Contreras, 2015c). La Fiscalía informó que el grupo de Po-
licarpio se había separado del fusdeg y que eso habría resultado en 
el enfrentamiento por el control del corredor Acapulco-Chilpancin-
go (Grecko, 2015). Según el gobernador interino, Ortega, la violencia 
en Guerrero había disminuido. Dijo que entregaría a su sucesor un 
estado en “paz y armonía” (Espino, 2015). Promesa sin sustento en 
la realidad cotidiana de Guerrero. En 2014, Acapulco fue considera-
da la tercera ciudad más violenta en el mundo, con un promedio de 
104.16 homicidios por cada cien mil habitantes. En 2015 la situación 
no había mejorado. En un video subido a la plataforma YouTube, el 
alcalde electo de San Miguel Totolapan, Juan Mendoza (prd), brinda-
ba con miembros de un grupo armado, presuntamente de la organi-
zación delictiva gu, uno de ellos conocido con el apodo “el Tequilero”, 
y les decía que jamás les iba a fallar (Pigeonutt, 2015c). Otro afirmó 
que gracias a ellos había ganado la elección. En conversación con el 
líder del prd en Guerrero, Celestino Guzmán, Mendoza aseguró que 
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al salir de su casa el 12 de julio fue retenido por sujetos armados, lo 
obligaron a tomar bebidas alcohólicas, a mostrarles su apoyo, y que 
por temor no había informado antes lo que le había pasado (Proceso, 
2015c). En agosto, fue asesinado Miguel Jiménez, líder de la upoeg en 
Xaltianguis, cuando conducía un taxi (Excélsior, 2015e). Un año antes, 
la Policía Comunitaria de la upoeg se había dividido. Jiménez lidera-
ba un grupo y Plácido Macedo otro. De este último surgió el fusdeg. 
Jiménez había acusado al grupo de Macedo de tener vínculos con tra-
ficantes (Quesada, 2015). Jiménez había participado de manera acti-
va en la búsqueda de los estudiantes desaparecidos. En el centro de 
Chilpancingo fueron colocadas mantas con letreros de advertencia a 
los delincuentes, que de ser capturados serían linchados en público. 
Los vecinos decidieron armarse con palos y señalaron que ninguna 
autoridad había hecho algo para detener a los delincuentes que asal-
taban y robaban en esa zona (Guerrero, 2015b). Lo anterior era sólo 
una parte mínima del idílico estado de “paz y armonía” que el gober-
nador interino pensaba entregarle a su sucesor.

El giei y sus recomendaciones

En septiembre de 2015, a seis meses de haber comenzado su misión, 
el Grupo Interdisciplinario de Expertos Independientes (giei) presen-
tó un informe de sus primeras investigaciones y conclusiones sobre 
los estudiantes normalistas de Ayotzinapa desaparecidos. Mostró in-
suficiencias, contradicciones, versiones no fundadas en evidencia y 
omisiones en las investigaciones de la pgr. Señaló que con base en 
las declaraciones de personas que decían ser miembros de gu había 
cuatro versiones diferentes sobre el destino de los estudiantes, de ahí 
la solicitud del giei de realizar un “peritaje específico” para poner a 
prueba las versiones sobre el basurero de Cocula. Agregó: “ninguna 
de ellas explica las razones para llevar a cabo este hecho atroz que no 
tiene antecedentes en el modus operandi de Guerreros Unidos, ni se 
relaciona con las evidencias que se han encontrado en otros casos 
como fosas de personas desaparecidas que fueron asesinadas” (Gru-
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po Interdisciplinario de Expertos Independientes, 2015: 127-144). El 
giei contradijo la hipótesis de la pgr sobre el basurero de Cocula, ba-
sándose sólo en un peritaje independiente solicitado al doctor José 
Torero, de la Universidad de Queensland, experto en investigaciones 
sobre incendios. La “versión oficial” de la pgr, como la nombraba el 
giei, también estaba fundada en un peritaje de incendios que Tore-
ro criticó y desacreditó porque no había sido hecho “de acuerdo a las 
reglas internacionales ampliamente aceptadas por la comunidad fo-
rense en fuego” (Grupo Interdisciplinario de Expertos Independien-
tes, 2015: 421). Acerca del dictamen de incendios de la pgr dijo: “no 
tiene los objetivos, la profundidad y el rigor necesarios para una in-
vestigación de esta naturaleza”. De las conclusiones: “son en su ma-
yoría erradas y en muchos casos no emergen de la evidencia material 
y de su posible interpretación”. Y de los peritos de la pgr, autores del 
dictamen, concluyó: “no tienen los conocimientos ni la experiencia 
necesaria para abordar un caso de la complejidad de los eventos del 
27 de septiembre del 2014”. Según las conclusiones del giei: “la que-
ma de 43 cuerpos en dicho lugar, en el tiempo de 15-16h señalado en 
los testimonios no pudo haber sucedido” (Grupo Interdisciplinario de 
Expertos Independientes, 2015a: 3). En palabras de Torero: “No exis-
te ninguna evidencia que apoye la hipótesis generada, en función a 
testimonios, que 43 cuerpos fueron cremados en el basurero munici-
pal de Cocula” (Grupo Interdisciplinario de Expertos Independientes, 
2015: 420). De esa conclusión se podría pensar que quienes dieron su 
testimonio a la pgr y coincidieron en dar esa versión, con diferencias, 
mintieron deliberadamente o bajo presión, que Torero no podría ha-
berse equivocado, y por lo tanto el giei no puso en duda su dictamen.

Una de las recomendaciones a la pgr era: “Investigar como línea 
prioritaria del desencadenamiento de la agresión contra los norma-
listas el móvil del traslado de estupefacientes. Para tal efecto se deben 
realizar cruces [de] información con autoridades judiciales y guberna-
mentales a nivel internacional, así como identificar de manera precisa 
el autobús Estrella Roja”, el llamado “quinto autobús” (Grupo Interdis-
ciplinario de Expertos Independientes, 2015: 344). Ese autobús había 
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sido mencionado por los estudiantes en sus declaraciones, pero no 
había sido incluido en el informe de la pgr (Grupo Interdisciplinario 
de Expertos Independientes, 2015: 25, 38, 188, 189, 196, 323-324). Esa 
línea se derivaba también de un caso de la Fiscalía del Distrito Norte 
del Estado de Illinois de diciembre de 2014 contra Pablo Vega, consi-
derado líder de la organización delictiva gu en Chicago, y otras perso-
nas que traficaban heroína y cocaína de México a Illinois al mayoreo, 
y que escondían en autobuses de pasajeros que iban de México a Chi-
cago. Para el giei, el autobús Estrella Roja podría ser “un elemento 
central del caso”, pues podría haber llevado drogas ilícitas o dinero. 
Señaló sobre esa hipótesis: “hasta el momento es la más consisten-
te con la violencia desatada contra los normalistas, y posteriormente 
contra el equipo de futbol de los Avispones y otras personas, confun-
didas con ellos”. Anotó que la explicación de la confusión de los es-
tudiantes “con un grupo del narco [sic] o la delincuencia organizada” 
no era consistente, pues las autoridades estaban al tanto de los movi-
mientos de los estudiantes y estos no estaban armados (Grupo Inter-
disciplinario de Expertos Independientes, 2015: 325-326 y nota 454). 
Que nadie los protegió y que sólo fueron apoyados por maestros de la 
ceteg, otros estudiantes normalistas y amigos, que también fueron 
víctimas de otro ataque. El giei señaló que le había solicitado a la pgr 
informes de inteligencia sobre los grupos delictivos gu y lr, pero que 
lo proporcionado no tenía la profundidad ni la utilidad deseada para 
la investigación (Grupo Interdisciplinario de Expertos Independien-
tes, 2015: 192). En el tema de derecho a la verdad, el giei recomendó 
que los archivos militares fueran accesibles para la sociedad mexica-
na (Grupo Interdisciplinario de Expertos Independientes, 2015: 351). 
En el proceso de búsqueda: “se debe permitir el ingreso a cualquier 
entidad pública, incluyendo las instalaciones militares y policiales”. 
En el de reformas a las fuerzas de seguridad:

Desmilitarizar las estrategias de seguridad en el país. Para tal efecto se debe 
implementar un plan de retiro de las fuerzas militares de las operaciones de 
seguridad pública, implementando los mecanismos necesarios para que cuer-
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pos policiales profesionales, civiles y democráticos, de carrera y especializados, 
asuman esta función. Por tal motivo, se deben impulsar las reformas consti-
tucionales a que haya lugar con el propósito que éstas estén dedicadas exclu-
sivamente a operaciones de seguridad externa (Grupo Interdisciplinario de 
Expertos Independientes, 2015: 358) (El énfasis es propio).

El caso de los estudiantes normalistas desaparecidos estaba lejos de 
haber sido solucionado de manera satisfactoria para familiares, víc-
timas, autoridades y sociedad en general. Esta última recomenda-
ción del giei, como otras, no se puso en práctica en la administración 
Peña, y en la siguiente (2018-2024), con un gobierno que se presenta-
ba a sí mismo como de “izquierda” y que había criticado duramente y 
de manera sistemática el papel de los militares, se haría exactamen-
te lo mismo y se le daría carácter constitucional a la participación de 
los militares en asuntos de seguridad pública.

El titular de la aic, Tomás Zerón, sostuvo la versión y el dictamen 
pericial de la pgr. Señaló que en este último habían colaborado exper- 
tos de la unam, de los institutos de Biología y Geología, y expertos en 
incendios del Instituto Mexicano del Petróleo. Dijo que los peritajes  
de la pgr eran “contundentes”, que los dictámenes de la pgr eran 
“100% veraces” (El Universal, 2015l). Que no se abriría una nueva in-
vestigación. Aceptó que pudiera haber fallas en la investigación, pero 
que alrededor de doscientas personas entre peritos y ministeriales no 
podían estar equivocadas. Se mostró dispuesto para debatir y con-
formar “un nuevo grupo colegiado” con expertos del giei y de la pgr 
para realizar un nuevo peritaje. Alejandro Encinas, senador que re-
nunció al prd en enero de 2015 (Vergara, 2015), escribió, con base en 
su lectura del informe del giei: “cobra vigencia la tesis de que se tra-
tó de un crimen de Estado, del narco-Estado [sic]” (Encinas, 2015). No 
aclaró qué entendía por esto último y lo etiquetó con un prefijo má-
gico, tal vez suponiendo que cualquier lector de su texto sabía lo que 
significaba. ¿Se refería acaso a una especie de maquinación urdida 
por el Estado mexicano en su conjunto y de manera coordinada? ¿O 
a que habían participado en la desaparición agentes estatales y por lo 
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tanto el asunto apuntaba al “Estado” en abstracto, a algo monolítico? 
¿A un “Estado” dominado por traficantes de narcóticos? ¿A una enti-
dad federativa, parte del Estado, donde el poder político y el de trafi-
cantes de narcóticos estaban en colusión? ¿A un gobierno municipal, 
como parte del Estado, y vinculado concretamente a un partido políti-
co (prd) —al que él había renunciado—, en contubernio con un grupo 
de la delincuencia organizada (gu), que entre sus actividades incluía 
el tráfico de una sustancia narcótica, como la heroína? El senador En-
cinas preguntaba sobre las relaciones de Abarca para lograr su candi-
datura y quiénes lo habían promovido para una diputación federal y 
a su esposa para dirigir el prd en Guerrero. También sobre  las inves-
tigaciones de la “penetración de grupos delictivos en los partidos po-
líticos” en posiciones de gobierno en municipios, especialmente de 
Tierra Caliente, “y el eventual financiamiento a campañas políticas o 
a dirigentes partidarios”. El texto apuntaba a las responsabilidades de 
los gobiernos federal, estatal, municipal y de la dirigencia del prd, con 
la cual tenía diferencias.

Respecto al informe del giei, y particularmente a lo afirmado por 
Torero, personas de la pgr que estuvieron presentes en la inspección 
independiente señalaron que Torero sólo había estado veinte minutos 
en el sitio diez meses después de lo ocurrido y no había tomado mues-
tras. Calificaron su trabajo como falto de rigor científico, con cálcu-
los hechos desde la teoría, “subjetivo y especulativo” (Milenio, 2015k). 
Lo documentado por la pgr estaba basado en 640 peritajes, dijeron. 
Además, se informó que los expertos de la pgr tenían 18 años de expe-
riencia en investigación de fuegos y el reconocimiento de varias insti-
tuciones, como la atf, el fbi, la Policía Nacional de España y la Policía 
Científica de Francia. El perito de Estados Unidos, John DeHaan, “es-
pecializado en incendios en escenas de crimen”, quien trabajó con el 
Departamento de Justicia de California, citado varias veces por Tore-
ro en su informe para refutar un trabajo publicado por él y otro cole-
ga en 2012, respondió así en correos enviados a Esteban Illades y a la 
traducción de una parte de lo escrito por Torero:
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Como he publicado (basándome en mis estudios de la cremación de cuer-
pos en el curso de investigación forense de muerte por fuego), puedo ob-
tener casi en su totalidad las condiciones de un crematorio comercial 
(temperatura, flujo de calor y destrucción) en condiciones improvisadas 
tales como basureros, barriles, e incluso vehículos, y conseguir que un 
cuerpo quede como hueso calcinado en tres o cuatro horas (…) 43 cuer-
pos quemándose al mismo tiempo generarían un fuego sustancial, pero 
es un error común pensar que un fuego muy grande (un crematorio) es 
necesario para destruir un cuerpo (…). El profesor Torero (al menos en la 
traducción) ha malinterpretado nuestros resultados. No se necesitan 6-7 
horas adicionales para reducir un cuerpo adulto a fragmentos de hueso 
y tejido calcinado para que ocurra una cremación legal, esto se puede lo-
grar en un total de 6-7 horas (Illades, 2015a).

En entrevista, Torero declaró: “Desgraciadamente yo no sé qué infor-
mación se le ha dado al doctor DeHaan (…) no sé realmente qué in-
formación está leyendo, qué parte de mi informe se le ha entregado” 
(Milenio, 2015l). Señaló que lo que estaba buscando era una observa-
ción general que le permitiera descartar un incendio como el que los 
testimonios decían había ocurrido en el basurero de Cocula.

Sobre la tesis del quinto autobús, que el giei dijo que podría ha-
ber transportado heroína o dinero, y que eso habría detonado la vio-
lencia contra los estudiantes, el ex ombudsman de la capital del país, 
Luis de la Barreda, anotó “una seria fisura: ninguno de los estudian-
tes que tomaron y se trasladaban en ese vehículo figura en la lista de 
desaparecidos, es decir ninguno de ellos fue asesinado ni está entre 
los de paradero ignoto” (De la Barreda Solórzano, 2015).

En septiembre de 2015 fue detenido en Taxco por la pf un perso-
naje considerado clave para esclarecer lo sucedido con los estudian- 
tes normalistas. Se trataba de Gildardo López, quien envió un men-
saje el día de los ataques a Sidronio Casarrubias, identificado como 
líder de gu, señalando que los estudiantes eran integrantes del gru-
po delictivo lr (Muédano, 2015c; El Universal, 2015m). Fue nombrado 
por otras personas que declararon ser miembros de gu como el autor 
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material de la desaparición de los estudiantes. La orden la había dado 
Casarrubias. Vidulfo Rosales, representante legal de los padres de los 
estudiantes declaró: “la información que nosotros tenemos y lo que 
sabemos es que [el Gil] sí forma parte de ‘Guerreros Unidos’. Es una 
pieza clave y por supuesto que tiene información privilegiada que pue-
de ayudar” (Milenio, 2015m). Renato Sales, comisionado nacional de 
Seguridad, dijo que en los once meses como prófugo López había te-
nido protección de “estructuras policiacas corruptas” (Milenio, 2015n; 
López-Dóriga Digital, 2015). Y en cuanto a la posible participación de 
militares del 27 Batallón de Infantería, el titular de la Sedena, general 
Cienfuegos, rechazó que hubieran tenido algo que ver con la desapa-
rición de los estudiantes, que el giei pudiera interrogarlos porque el 
ejército sólo respondía ante las autoridades ministeriales mexicanas 
y que el giei no tenía jurisdicción en México (Alcántara, 2015a). Que 
no podía permitir que a los soldados se les tratara como criminales. 
Señaló que a “alguien” se le había ocurrido involucrar a los militares. 
Aceptó que el nombre de uno de los estudiantes desaparecidos coin-
cidía con el de un militar en activo (Julio López) que tenía dos o tres 
meses de haber ingresado a la Normal. Dijo que no había razones para 
aceptar que los padres ingresaran a los cuarteles, como lo habían plan-
teado (La Jornada, 2015a; Saldierna y Méndez, 2015). El padre de Julio 
López afirmó que su hijo se había lastimado la cadera y eso le había 
impedido continuar en la milicia. Hizo un señalamiento fuerte sobre 
el destino del dinero de las colectas que presuntamente era para los 
familiares de los estudiantes: “Unos padres se reparten dinero y otros 
no reciben lo que deberían (…) hay padres a los que les interesa más 
el dinero que sus hijos” (Sierra, 2015). En una reunión con legislado-
res, de acuerdo con la versión de la diputada Cristina Gaytán (prd), el 
general Cienfuegos les informó que los militares no habían actuado 
porque quienes estaban a cargo de la seguridad en Iguala les habían 
dicho que no pasaba nada y que no necesitaban su ayuda. El titular 
de la Sedena agregó que la seguridad pública estaba a cargo de la po-
licía, y que en ningún batallón había hornos crematorios. Por su par-
te, el giei insistía en entrevistar a los militares (Díaz Briseño, 2015).
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Fuerzas federales y proliferación  
de organizaciones delictivas

Ante la situación de violencia, el gobierno federal reaccionó como en 
otras ocasiones. Envió a Acapulco a trescientos miembros de la divi-
sión de Gendarmería de la pf para que realizaran patrullajes en co-
lonias conflictivas en las noches de los fines de semana e instalaran 
puntos de revisión aleatorios de vehículos (Trujillo, 2015b). Pero los 
miembros de grupos, como la Asociación Civil Acapulco y la Coalición 
de Asociaciones de Comerciantes y Prestadores de Servicios del Cen-
tro, no veían resultados de las acciones de las fuerzas federales y se 
los exigieron. Sólo en el puerto de Acapulco se tenían registrados más 
de setecientos homicidios en el transcurso de 2015 (Juárez, 2015a). En 
octubre de 2014, el titular de la Segob declaró que en Guerrero esta-
ban desplegados diez mil elementos de las fuerzas federales, de Se-
dena, Semar y pf (López, 2015). Por su parte, el gobierno municipal 
del puerto solicitó la colaboración del Consejo Interreligioso de Gue-
rrero, con el cual firmó un acuerdo llamado “Reconstrucción del te-
jido social e integración familiar”. Según el arzobispo Carlos Garfias, 
se trataba de hacer una campaña por “el perdón y la reconciliación” 
(Juárez, 2015b). En esa reunión estuvo el sacerdote y sociólogo colom-
biano Leonel Narváez, presidente de la Fundación para la Reconcilia-
ción, la cual impartiría talleres de capacitación para formar líderes que 
coadyuvaran a lograr los objetivos del acuerdo. Narváez habló de su 
experiencia con la guerrilla en Colombia y dijo que después de varias 
décadas de conflicto armado lo único que servía era sentarse a nego-
ciar: “Y renegociar con los criminales, aunque eso suena absurdo, y 
buscar las formas para que negociar con los criminales se vuelva ley 
de la República y de la nación” (Juárez, 2015c; Fundación para la Re-
conciliación, 2020). Las guerrillas tienen objetivos políticos y sus lu-
chas apuntan al control del Estado; en el caso mexicano se trataba de 
varias organizaciones delictivas sin un proyecto político similar co-
nocido, pero con nexos y una correlación de fuerzas variable con el 
campo político según los niveles de gobierno y las regiones del país.
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Una nota del periodista Rubén Mosso, basada en “información de 
órganos de inteligencia” (Mosso, 2015c), señaló la presencia de varias 
organizaciones delictivas en Guerrero, sus lugares de influencia y li-
derazgos; tres de ellas en 75 de los 81 municipios de la entidad: lr en 
37, gu en 30 y la en 8. Había otras más, como “la Barredora” (lb), “los 
Granados” (lg) y el grupo ia. Todas ellas se habrían separado de la or-
ganización que lideraba Arturo Beltrán a la muerte de éste. A esas se 
agregaban los “Caballeros Templarios” (ct) y jng. La organización lr, 
vinculada presuntamente con grupos “subversivos”, estaba enfren-
tada con gu, la y ct. Bernardo Ortega, ex presidente municipal de 
Quechultenango de 2002 a 2005 por el prd, diputado local y coordi-
nador del grupo de ese partido en el Congreso de Guerrero, era her-
mano de los líderes del grupo la, Celso y Antonio. Y el padre de ellos, 
Celso, asesinado en 2011, fue el fundador del grupo. El de gu fue Cleo-
tilde Rentería, detenido en 2012, y luego tomaron el control en 2014 
los hermanos Mario y Sidronio Casarrubias. En abril de 2014, Mario 
fue aprehendido. A finales de octubre de 2015, miembros del ejérci-
to y la pf detuvieron en Cuernavaca a Eric Ramírez, alcalde de Cocu-
la (prd), a Eloy Flores, asesor parlamentario del prd en la Cámara de 
Diputados, y a otras personas (La Jornada, 2015b). Estaban reunidos 
con Adán Casarrubias, otro de los hermanos, dirigente de gu (Milenio, 
2015ñ). Sidronio era el líder de gu cuando desaparecieron a los estu-
diantes normalistas, presuntamente por haberlos confundido con lr.

Las acciones violentas, los homicidios, podían ocurrir en cualquier 
parte de Guerrero y contra cualquier persona. En Cuajinicuilapa, una 
decena de habitantes murieron cuando se desató una balacera en un 
palenque (Reforma, 2015h). Los empresarios de la Coparmex hicieron 
un llamado a las autoridades de los tres niveles de gobierno para que 
se “aplicaran”, porque no veían avances en la seguridad. El titular de la 
Segob señaló que la situación en Guerrero era consecuencia de la falta 
de acción de los ex gobernadores Aguirre y Ortega, quienes “no for-
maron instituciones, no formaron nuevos policías, no los capacitaron, 
no había controles de confianza” (Juárez, 2015d). El gobernador Héc-
tor Astudillo declaró que la violencia reciente que había tenido lugar 
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en Chilapa y Polixtepec se debía a grupos de la delincuencia organiza-
da relacionados con el cultivo de amapola. Los pistoleros, se hablaba 
de unos cuarenta, que habían asesinado y secuestrado en Polixtepec 
eran presuntamente miembros de un grupo llamado “los Villalobos” 
(lv) (sinembargo.mx, 2015). Días antes, en ese mismo lugar, el ejérci-
to había desarmado a unos civiles. Cuando transportaban las armas 
a Chilpancingo, pobladores lo impidieron. Los militares se retiraron. 
El gobernador dijo que insistiría en la participación de la marina, en 
el apoyo de las fuerzas federales a las estatales (Excélsior, 2015f). En el 
municipio de Pungarabato, el alcalde Ambrosio Soto (prd) denunció 
que el grupo ct le exigía tres millones de pesos mensuales. Se negó, 
y los delincuentes cerraron dos de sus negocios. La secretaria general 
del prd, Beatriz Mojica, informó que la pgr había confirmado darle 
protección al alcalde (Cervantes, 2015; Proceso, 2015d). A principios 
de diciembre de 2015, la solicitud del gobernador Astudillo fue aten-
dida por la federación. Elementos de la Sedena regresarían a la sierra 
de Filo Mayor con el objetivo de controlar la situación de violencia en 
esa región (Agustín Esteban, 2015b). En días posteriores, el gobernador 
solicitó más ayuda a la federación, luego del homicidio de Luis Lara, 
director de Recursos Humanos del ayuntamiento de Acapulco, y de su 
chofer (Cervantes Gómez, 2015). El titular de la Segob, Osorio, informó 
que se instalaría un cuartel militar en el municipio de Chilapa y que 
habría más presencia de fuerzas federales en otros municipios, como 
Zitlala y Teloloapan (Milenio, 2016e). Según el fiscal general de Gue-
rrero, Xavier Olea, en el estado había unas cincuenta organizaciones 
delictivas que se peleaban por controlar diversas regiones. Habló de 
“atomización” de esos grupos (Milenio, 2016f). Muchas o pocas, gran-
des, medianas o chicas, las organizaciones delictivas y sus prácticas 
seguían siendo letales. El resultado era el mismo, o peor, para las po-
blaciones afectadas. El mayor despliegue de fuerzas federales no pa-
recía tener efectos disuasivos en los grupos delictivos que generaban 
la violencia.

Por el caso de los estudiantes desaparecidos, las autoridades fe-
derales anunciaron la detención de tres personas vinculadas con el 
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caso, para sumar 113, y 132 consignados (Muédano, 2016). El titular 
de la Segob declaró que se le devolvería “la tranquilidad, la estabili-
dad y la paz” a Guerrero (Morales y Arvizu, 2016). No dijo cuándo. En 
Chilapa fueron detenidos Yovani Parra, presuntamente el segundo 
al mando de lr, y otros cuatro individuos de su grupo de seguridad 
(García[c], 2016). Y en Técpan de Galeana fue detenido Onésimo Cas-
tillo, otro presunto líder de la misma organización (Excélsior, 2016b).  
La pgr anunció que Chilapa era el principal centro de operaciones de la  
organización delictiva, cuyas actividades eran el secuestro, “el cobro 
de piso” y el tráfico de drogas (García[c], 2016). Para el gobernador As-
tudillo, el aumento de la violencia en Guerrero estaba relacionado con 
el incremento del consumo de heroína en Estados Unidos. Acerca de 
Guerrero como productor de amapola y heroína, declaró resignado y 
sin proporcionar una esperanza a los gobernados: “no es asunto que 
se vaya resolver en tres meses o en cien días” (Briseño, 2016). El fiscal 
de Guerrero, al referirse a tres cadáveres encontrados en Coyuca de 
Catalán, relacionó ese hecho con los nueve asesinatos que se habían 
dado días antes en el poblado El Cundancito, del mismo municipio, 
donde, según afirmó, tuvo lugar una reunión de tres organizaciones 
delictivas: ct, jng y “el cártel de la Sierra” (sic), para llegar a acuerdos, 
pero “seguramente, al calor de los mezcales, mataron a gente impor-
tante de los tres cárteles [sic]” (Briseño, 2016). El gobernador Astudi-
llo planteó la posibilidad del cultivo de amapola para fines médicos  
en Guerrero como algo que podría disminuir la violencia. Señaló que en  
las administraciones anteriores no había gobierno ni orden (Milenio, 
2016g). En la de él tampoco.

Una manta colocada en Acapulco acusaba a unos empresarios y al 
gobernador de apoyar con dinero y armas a la esposa de Héctor Bel-
trán, quien había sido detenido en 2014, y a otro individuo. A estos 
últimos los culpaban de reclutar gente de otros estados “para aterro-
rizar el puerto de Acapulco”, de secuestros y homicidios, y de contar 
con el apoyo de la pf (Reforma, 2016d). Autoridades ministeriales se-
ñalaron que había dos grupos delictivos, escisiones de la organización 
Beltrán (b), que se disputaban la supremacía en Acapulco. Hubo agre-
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siones de gente armada contra la pf en Acapulco, en los hoteles don-
de se hospedaban los agentes. El gobernador señaló que esos hechos 
eran una respuesta a la detención de Freddy del Valle en Los Cabos, 
Baja California, presunto líder de la organización b en Acapulco (Proce-
so, 2016; Trujillo, 2016; Riva Palacio, 2016; Briseño, 2016a). Diputados 
del pan y el prd criticaron la falta de coordinación de las autoridades 
y las fallas de la nueva estrategia de seguridad que habían anuncia-
do (Salazar y Herrera, 2016). Organizaciones empresariales, como la 
Confederación de Cámaras Industriales y Empresariales de Guerrero 
(Concamingro) y la Cámara Nacional de la Industria de Transforma-
ción (Canacintra), coincidieron en que hubo fallas de coordinación 
(Juárez, 2016). El fiscal de Guerrero dijo que no habría cambio de es-
trategia y afirmó que las redes sociales habían “magnificado” (sic) lo 
sucedido (El Universal, 2016a).

Regular el cultivo de amapola

En otros municipios, como Técpan de Galeana y Atoyac de Álvarez, 
más de doscientas personas bloquearon la carretera federal Acapulco-
Zihuatanejo para exigir el retiro del ejército de esos lugares (Trujillo, 
2016a). Otro bloqueo, que duró más de diez horas, tuvo lugar en am-
bos sentidos de la autopista México-Acapulco, en el norte de Chilpan-
cingo. En esa ocasión fueron miembros del Consejo de Autotransporte 
de la Región Centro y de la Unión de Pueblos de la Sierra. El desalojo 
estuvo a cargo de la pf. Hubo 73 detenidos y cuatro agentes de la pf 
heridos de bala. La Secretaría de Seguridad Pública de Guerrero re-
portó el decomiso de “tres fusiles ak-47, un r-15 con aditamento para 
lanzagranadas, una escopeta calibre .12, mil cartuchos, dos granadas 
y un kilo de cocaína” (Milenio, 2016h). El gobernador Astudillo decla-
ró estar convencido de que en el bloqueo había participado la “delin- 
cuencia organizada”, la cual había obligado a los transportistas a rea-
lizar esas acciones. El líder de estos, Servando Salgado, informó el go-
bernador, envió una grabación con las peticiones, entre las cuales “que 
el gobernador interviniera a efecto de que cancelara, ante la Secreta-
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ría de la Defensa Nacional, la fumigación de plantíos de mariguana y 
amapola” (Milenio, 2016h). Como reacción a la detención de 73 perso-
nas que habían participado en el bloqueo, habitantes de Filo de Caba-
llos, en el municipio de Leonardo Bravo, mantuvieron como rehenes 
a 12 agentes de la policía estatal. Dijeron que los liberarían a cambio 
de los 73 retenidos en las instalaciones de la pgr.

Poco después de la declaración del gobernador Astudillo sobre la 
posibilidad de cultivar amapola para fines médicos en Guerrero, el di-
putado Ricardo Mejía (mc), hizo un llamado al gobernador para que 
junto con el Congreso local presentara una iniciativa al respecto. Dijo 
que la regulación afectaría el ingreso de los grupos delictivos. Men-
cionó seis municipios importantes en el cultivo de amapola: Chil-
pancingo, San Miguel Totolapan, Acatepec, Leonardo Bravo, Coyuca 
de Catalán y Heliodoro Castillo (Navarrete Romero, 2016). La inicia-
tiva de decreto sobre la regulación de la amapola, presentada el 17 de 
marzo de 2016 por los diputados de la lxi Legislatura de la fracción 
parlamentaria de mc, Ricardo Mejía, Magdalena Camacho y Silvano 
Blanco, fue turnada a las comisiones unidas de Salud y Justicia del 
Congreso de Guerrero. Se trataba de adicionar y reformar “diversas 
disposiciones de la Ley General de Salud, del Código Federal Penal y 
del Código Federal de Procedimientos Penales”. El objetivo, expues-
to por el diputado Mejía, era “modificar la normatividad vigente a fin 
de consolidar el cultivo de amapola con fines científicos y medicina-
les” (Congreso del Estado de Guerrero, 2016). Sólo de esa planta y para 
esos fines. Las prohibiciones para las demás “substancias y vegetales” 
incluidas en el artículo 237 de la Ley General de Salud, por ejemplo, la 
marihuana, seguirían vigentes. La secretaria general del prd, Beatriz 
Mojica, se manifestó también a favor de que el gobernador presenta-
ra una iniciativa, de que sus declaraciones no fueran “un distractor”, 
“una cortina de humo” (Navarrete Romero, 2016a). En igual sentido 
sobre la regulación de la amapola con fines médicos se manifestó el 
senador Roberto Gil (pan). Declaró: “se necesita quitar la amapola de 
las prohibiciones absolutas de la Ley General de Salud” (Arvizu, 2016). 
El 24 de noviembre de 2016, el Congreso de Guerrero llegó a un acuer-
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do para exhortar a la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión 
a legislar sobre el cultivo de amapola con fines medicinales (Congre-
so del Estado de Guerrero, 2016a). Y el 17 de agosto de 2018, la lxi Le-
gislatura del Congreso de Guerrero envió una “Iniciativa con Proyecto 
Decreto” a la Cámara de Senadores para adicionar y reformar las le-
yes y códigos relacionados con la amapola, planteados originalmen-
te por los diputados de mc (Congreso del Estado de Guerrero, 2018).

El primer estudio de monitoreo sobre cultivos de amapola en Mé-
xico (julio de 2014 a junio de 2015) fue realizado por la Oficina de las 
Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (unodc, por sus siglas 
en inglés) y el gobierno mexicano (Sedena, Semar, pgr/aic-Cenapi), 
y publicado en junio de 2016. La metodología fue desarrollada pre-
viamente en una fase piloto del segundo semestre de 2012 al primer  
semestre de 2014. Antes de ese estudio, las estimaciones sobre hec-
táreas cultivadas de amapola en el país que eran publicadas en los 
informes mundiales de drogas de la onu eran proporcionadas por 
el gobierno de Estados Unidos. Una nota a pie de página de dichos 
informes señalaba siempre que el gobierno mexicano no reconocía 
esas estimaciones porque su homólogo estadounidense no le había 
dado a conocer la metodología para calcular las hectáreas cultiva-
das de amapola. La metodología del estudio unodc-Méx (proyecto 
mexk54) se basó en imágenes satelitales y fotografías aéreas toma-
das en áreas de cien kilómetros cuadrados, de muestras de 368 seg-
mentos de “tres periodos potenciales de ‘siembra-cosecha’: 1) de julio 
a octubre de 2014; 2) de noviembre de 2014 a febrero de 2015; y 3) de 
marzo a junio de 2015”. Los resultados se sintetizaron en tres tipos de 
valores: “alto”, 28 100 hectáreas; “medio más preciso”, 24 800 hectá-
reas, y “bajo”, 21 500 hectáreas, con un intervalo de confianza de 95% 
(Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito/Gobierno 
de la República, 2016: 1-2). En el mismo periodo, el gobierno de Méxi-
co informó que había destruido 24 729 hectáreas. Si esas cifras eran 
correctas, habría destruido prácticamente todas las hectáreas del va-
lor medio si no hubiera habido resiembra posterior a la captura de 
las imágenes. Los cultivos de amapola detectados fueron localizados 
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principalmente en los estados de Sinaloa, Chihuahua, Durango, Na-
yarit, Jalisco, Michoacán, Guerrero, Oaxaca y Chiapas. El informe se-
ñaló que eso no significaba que en otros estados no hubiera cultivos 
no detectados, debido a la “baja densidad de muestras elegidas” en 
esos lugares (Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el De-
lito/Gobierno de la República, 2016: 20). Y aclaró: “La definición de la 
muestra fue tomada a nivel nacional, no a nivel estatal, entonces no 
se pueden sacar conclusiones para cada estado”. El estudio pretendía 
también estimar los cultivos de marihuana, pero dada la diversidad 
de lugares donde podría ser plantada, como huertos, invernaderos, 
zonas urbanas, pequeñas parcelas, etc., era problemático presentar 
en el mismo informe “un resultado estadístico de superficie sembra-
da para la marihuana que sea técnicamente confiable” (Oficina de las 
Naciones Unidas contra la Droga y el Delito/Gobierno de la Repúbli-
ca, 2016: 21). El Informe Mundial de Drogas 2016 de la onu señaló 
que Afganistán ocupaba en 2015 el primer lugar en cultivos de ama-
pola, con 183 mil hectáreas, aproximadamente dos terceras partes de 
la producción mundial; Myanmar tenía el segundo, con 55 500 hectá-
reas (20%); México era el tercero, con 9%, y la República Democráti-
ca Popular Lao estaba en el cuarto lugar, con 2%. En América Latina, 
Colombia y Guatemala también eran productores, pero en menor pro-
porción. En el mundo había en ese momento unos cincuenta países 
que producían opio de manera ilícita. El informe estimó el número 
de consumidores de opiáceos (opio, morfina y heroína) en el mundo 
(2014) en 17 millones de personas, 0.4% de la población global de 15 
a 64 años (United Nations Office on Drugs and Crime , 2016: 26-27).

En Guerrero se cultivaba amapola, pero no era el único estado ni 
el más antiguo en hacerlo, ni el más cercano al principal mercado de 
la heroína, Estados Unidos. A los problemas históricos de pobreza, 
marginación, caciquismo y atraso en servicios básicos de salud y edu-
cación, entre otros, se les agregó el surgimiento años atrás de organi-
zaciones delictivas dedicadas al tráfico de drogas y a la comisión de 
otros delitos; asimismo, las escisiones y los enfrentamientos violentos, 
y también la creación de grupos de autodefensa, algunos de los cua-
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les operaban legítimamente como tales, y otros se enfrentaban entre 
sí, con las fuerzas de seguridad, o tenían vínculos con organizaciones 
delictivas. El despliegue masivo de las fuerzas federales en el estado y 
las acciones de las policías locales no habían logrado disminuir, des-
activar de manera permanente, ni solucionar los diversos conflictos 
violentos para dar seguridad a los habitantes. Había muchos ejem-
plos. En mayo de 2016, unos trescientos hombres armados de la or-
ganización Pueblos Unidos incursionaron en el municipio de Zitlala, 
presuntamente para buscar a la esposa de uno de ellos, desaparecida 
(Agustín Esteban, 2016). El gobernador dijo que no era algo común y 
señaló que hubo un despliegue de militares y policías federales para 
impedirles el paso por la cabecera municipal. En zonas de cultivo de 
amapola, como Petlacala, en el municipio de San Miguel Totolapan, 
algunos campesinos señalaron que no tenían otras opciones y que pre-
ferían sembrar esa planta que robar. En ese tiempo, calculaban que el 
kilo de goma de opio se vendía en 15 mil pesos si era de buena calidad. 
Dijeron que invertían como la mitad del año en preparar el proceso de 
cultivo y cosecha, que ganaban un poco más que con otras actividades 
pero que había riesgos; por ejemplo, las fumigaciones o destrucción 
de los cultivos por las autoridades, con la consecuente pérdida de la 
inversión, y también las condiciones que a veces imponían los grupos 
delictivos con amenazas para bajar el precio del producto (Belmont, 
2016). La inseguridad y las disputas entre grupos delictivos los lleva-
ron en 2014 a armarse y conformar su propia “policía comunitaria”. 
No era el único lugar donde había sucedido algo similar.

La disputa armada por el control de Guerrero

En septiembre de 2016 fueron encontrados los cuerpos torturados, 
maniatados y sin vida, en el basurero de Tixtla, de José Parra, director 
de Obras Públicas de Chilapa, su chofer y su escolta. Parra era primo 
del alcalde de Chilapa, Jesús Parra (pri) (Cervantes Gómez y Pigeonutt, 
2016). Esa ciudad era, según la fiscalía de Guerrero, lugar de disputa 
entre dos organizaciones delictivas: lr y la. En el municipio había ha-
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bido, desde 2014 hasta agosto de 2018, por lo menos 25 homicidios y 
desapariciones de funcionarios y políticos de pri, prd y Morena, entre 
los cuales estaba Ulises Quiroz, candidato del pri a la alcaldía, en mayo 
de 2015; Miguel Andraca, director de Gobernación, en mayo de 2016; 
Francisco Tecuchillo, ex alcalde de Zitlala (prd), en octubre de 2017, 
degollado, un homicidio atribuido a “los Jefes” (lj); el mismo mes y 
año, también Ranferi Hernández, ex presidente estatal del prd y pre-
sunto aspirante a una diputación local por Morena, calcinado; Dulce  
Rebaja (pri) y Antonia Jaimes (prd), aspirantes a diputadas locales por 
el distrito 25, ambas asesinadas en febrero de 2018 (Cervantes, 2018; 
Ocampo Arista, 2017; Flores Contreras, 2017).

La violencia en distintas partes de Guerrero y la economía de las 
drogas afectaban a diversos grupos sociales. Las respuestas de las au-
toridades eran siempre previsibles: delincuentes comunes o delin- 
cuencia organizada; a veces mencionaban los nombres de las orga-
nizaciones delictivas. En Chilpancingo, por ejemplo, las extorsiones, 
los robos, la quema de tiendas y los homicidios habían provocado el 
cierre de negocios, o la autoprotección armada de empresarios y tra-
bajadores (Pigeonutt, 2016). Algunos empresarios habían salido del 
estado. Las actividades que se habían visto beneficiadas con esa situa-
ción eran las funerarias, las empresas de seguridad y los servicios de 
los sacerdotes. Se mencionaban principalmente tres organizaciones 
delictivas que operaban en la capital: lr, la y “de la Sierra” (ls). Los 
empresarios de la Confederación Patronal de la República Mexicana 
(Coparmex) y la Cámara de Comercio (Canaco) se quejaron de no re-
cibir respuesta a las propuestas que habían hecho al ejército, la pf y 
la policía estatal de crear una zonificación de la presencia de esas ins-
tituciones en diferentes partes de la ciudad para proporcionar segu-
ridad a los habitantes (Pigeonutt, 2016a y 2016b). En otra parte, en la 
sierra de Atoyac, los desastres naturales habían afectado seriamente 
la economía local, debido a la plaga que atacó los cultivos de café. Un 
ex regidor del prd señaló que había tres maneras de sobrellevar la cri-
sis del café en esa zona: la goma de opio, las remesas de los familiares 
que enviaban desde Estados Unidos y los subsidios del gobierno (Es-
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pino, 2016). Y en Ajuchitlán del Progreso, a raíz del surgimiento de un 
grupo de autodefensas, debido a secuestros y homicidios, el goberna-
dor Astudillo declaró que era comprensible y que no había rechazo, 
que los problemas surgían cuando dejaban de defender a la pobla-
ción y en su lugar defendían “intereses que ellos entienden y tienen 
muy claros” (Pigeonutt, 2016c). En ese momento, agregó, el gobierno 
tenía que intervenir. Se colocaron puestos de revisión, donde partici-
paban los militares en la carretera hacia Tierra Caliente. Por secues-
tros en Ajuchitlán, se lanzó un operativo con doscientos elementos, 
entre militares, policías estatales y ministeriales de Guerrero, y de la 
Procuraduría General de Justicia de Michoacán, para tratar de captu-
rar al presunto líder delictivo de nombre Raybel de Almonte, a quien 
se acusaba de secuestros masivos en Guerrero y el cual estaba herido, 
según el fiscal Xavier Olea (Milenio, 2016i). Poco después fueron libe-
radas cinco personas que habían sido secuestradas por el grupo delic-
tivo llamado “los Tequileros” (lt), escisión de la “Familia Michoacana” 
(fm) y liderados por Almonte, una vez que sus familiares habían pa-
gado el rescate (Excélsior, 2016c; Reforma, 2016e). Estos se quejaron de 
la inacción de las autoridades estatales y federales, a pesar de que se 
había anunciado el arribo de quinientos a mil policías federales que 
se desplegarían en varios municipios de Guerrero, entre los cuales es-
taba Ajuchitlán (Guerrero, 2016). Hartos de las acciones de la organi-
zación delictiva, pobladores de San Miguel Totolapan y Ajuchitlán del 
Progreso se organizaron y se armaron para enfrentarla. Los de San Mi-
guel secuestraron a una veintena de personas, que asociaron con lt, 
incluida la madre de Almonte, y luego fueron liberadas (El País, 2016; 
Animal Político, 2016). El gobierno de Guerrero conformó un grupo de 
negociación para intercambiar la liberación de la madre de Almonte 
por la del empresario secuestrado Isauro de Paz. La esposa de éste le 
advirtió a Almonte en un video que de no liberarlo aplicaría la ley del 
talión. Según el vocero del Grupo de Coordinación Guerrero, Rober-
to Álvarez, las fuerzas federales y estatales ya tenían “cercado” a Al-
monte (Trujillo, 2016b).
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La detención de presuntos líderes delictivos en Acapulco de la or-
ganización “Sinaloa”, como Rufino Carrillo, pariente del ex alcalde de 
Tlacoachistlahuaca, Osvaldo Salmerón (pri), y del edil del mismo lu-
gar, Eloy Salmerón (pan), no representaba suficiente seguridad para 
la vida cotidiana de alumnos, maestros y personal administrativo de 
once escuelas preparatorias del puerto, que cerraron sus planteles de-
bido a amenazas de matar a alumnos y maestros plasmadas en notas 
firmadas presuntamente por un grupo rival de los detenidos, la orga-
nización delictiva jng (Mosso, 2016). En el contexto de la violencia 
en Acapulco y el estado, la amenaza era verosímil; lo mejor era tomar 
precauciones y no había manera para las autoridades escolares de sa-
ber si era una broma de mal gusto o si quien firmaba era realmente 
gente de esa organización o de otra. Ninguna autoridad les había ga-
rantizado la seguridad, dijo el líder sindical Alfredo Ramírez. Agre-
gó que en la región de Tierra Caliente la situación también era crítica 
(Guerrero, 2016a).

Secuestros, homicidios, ataques armados contra fuerzas de segu-
ridad, bloqueos de vías de comunicación, y otra larga serie de delitos, 
era lo común en Guerrero. El ex regidor de Tixtla y promotor de las 
autodefensas en Guerrero, Luis Encarnación (prd), fue secuestrado 
y luego encontrado sin vida, junto con otras dos personas (Reforma, 
2016f; Flores Contreras, 2016). Estaban atados de pies y manos, con 
huellas de tortura e impactos de bala (Reporte Índigo, 2016). Los taxis-
tas también corrían riesgos. Eran objeto de extorsiones, secuestros y 
homicidios. Según Apolinar Segueda, líder de la Unión de Taxistas De-
mocráticos (utd), varios de sus compañeros habían sido asesinados en 
ciudades como Chilpancingo, Taxco, Iguala y Tlapa (Guerrero, 2016b). 
En otra parte de Guerrero, en el municipio de La Unión de Isidoro 
Montes de Oca, en la Costa Grande, civiles armados atacaron desde su 
auto a una patrulla de la pf e hirieron a dos agentes (Reforma, 2017b). 
En el municipio de Buenavista de Cuéllar, agentes de la fiscalía en-
contraron dos cuerpos sin vida. Las autoridades pensaban que uno de 
ellos podría ser el del ex director de Seguridad Pública de ese munici-
pio, quien había sido secuestrado días antes (Notimex, 2017a). Y como 
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en otras ocasiones, la carretera federal México-Acapulco fue cerrada 
durante ocho horas por policías comunitarios de Petaquillas (Milenio, 
2017e). Pedían la salida de las fuerzas federales de los lugares donde 
ellos operaban, pues decían que no les permitían hacer su trabajo. En 
ese lugar ya había habido conflictos anteriormente, cuando, a finales 
de 2016, la upoeg expulsó del lugar al fusdeg por quejas de los ha-
bitantes de abusos contra ellos. Luego, la policía comunitaria de Peta- 
quillas le pidió a la upoeg que se retirara. Días después del levanta-
miento del bloqueo se reunieron autoridades estatales y federales 
con los comunitarios para acordar el retiro de las fuerzas federales. A  
la Policía Comunitaria se le vinculaba con la organización delictiva 
“los Ardillos” (la) (Flores Contreras, 2017a).

Nada de lo que anunciaban las autoridades federales y estatales 
parecía incidir de manera positiva en la situación de inseguridad en 
Guerrero. Se informó, una vez más, la realización de un operativo con-
junto del ejército y la policía estatal en el corredor que atravesaba los 
municipios de Chilpancingo, Tixtla, Zitlala, Zumpango y Chilapa (La 
Vieja Guardia, 2017). A este último municipio fueron enviados qui-
nientos militares y cien policías (Reforma, 2017c). Allí también había 
habido muertos calcinados en un taxi, además de una mujer emba-
razada. Se hablaba de la disputa continua y sangrienta entre las orga-
nizaciones la y lr y se decía que lr se hacían llamar “los Jefes”. Los 
hechos violentos más recientes en ese momento se le atribuían a un 
grupo conocido como “Gente Nueva” (gn). No se especificó si era el 
mismo grupo vinculado con la organización de Joaquín Guzmán. Las 
autoridades federales parecían recuperar credibilidad y eficacia al 
anunciar la detención en Técpan de varias personas, entre ellas Rubén 
Granados, presentado como dirigente importante de la organización 
delictiva conocida como “los Granados” (lg) (Guerrero, 2017). Una 
semana después, un juez federal ordenó la liberación de todos (Gue-
rrero, 2017a). La zona turística de Ixtapa-Zihuatanejo también había 
sido afectada por la violencia y las extorsiones (De Dios Palma, 2017). 
Y en Acapulco, en plena costera y en un lugar concurrido, un grupo 
armado asesinó a una persona e hirió a siete (De Dios Palma, 2017a).
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Los delincuentes atacaban en todas partes y expandían sus ne-
gocios. En Chilpancingo, varios carniceros de un mercado fueron 
asesinados. Otros perdieron sus puestos al pagar el rescate por su se-
cuestro. Los delincuentes querían imponer el control de la venta de 
carne de puerco, la cual compraban a un cierto precio en el rastro y la 
revendían a los carniceros con un buen margen de ganancia. Quien 
se negaba podía perder la vida (El Universal, 2017e). En el campo po-
lítico, Demetrio Saldívar, secretario general del prd en Guerrero, fue 
asesinado en una colonia de Chilpancingo (De Dios Palma, 2017b). El 
mismo destino tuvo Roger Arellano, ex diputado local y ex alcalde de 
Acapetlahuaya por el prd. El ex diputado federal y ex alcalde de Zi-
rándaro por el prd, Catalino Duarte, estaba secuestrado (Flores Con-
treras, 2017b). Del pri, fue asesinado Modesto Carranza, suplente del 
diputado Saúl Beltrán. Duarte señaló a este último como compadre 
de Almonte (sinembargo.mx, 2017). A Duarte se le vinculaba familiar-
mente con quienes dirigían presuntamente la organización delictiva 
gu. Alejandra Barrales, presidenta nacional del prd, dijo que solici-
taría el apoyo de las autoridades federales. Sobre Guerrero afirmó: 
“Es la confirmación de un estado fallido”. Se le olvidó que era la mis-
ma crítica que le hicieron en su momento al ex gobernador Aguirre, 
también del prd. Y Beatriz Mojica, secretaria general del mismo par-
tido, criticó a las autoridades estatales, las cuales “en cada crisis que 
enfrentan intentan justificar sus malos resultados echando culpas al 
pasado” (Notimex, 2017b). En realidad, esa era la práctica de todos los 
partidos cuando llegaban a posiciones de gobierno. No aceptaban su 
propia responsabilidad. Y en el campo de la salud, en varios munici-
pios, como Ajuchitlán del Progreso, Tlachapa, Arcelia, Tlapehuala y 
San Miguel Totolapan, varias clínicas habían cerrado por presuntas 
amenazas de la delincuencia (Guerrero, 2017b).

Los enfrentamientos también se daban entre policías comuni-
tarias. Por ejemplo, en El Ocotito, cerca de Chilpancingo, hubo dos 
muertos y tres heridos en un encuentro a balazos entre el fusdeg y 
la upoeg (Aguilar, 2017). En el poblado de La Gavia, municipio de San 
Miguel Totolapan, se enfrentaron dos grupos delictivos, la fm y lt, con 
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un resultado de cinco muertos (Guerrero, 2017c). Luego fueron incen-
diados varios autos y hubo bloqueos en San Miguel Totolapan, Arcelia, 
Tlapehuala, Tlachapa y Acapetlahuaya. Las fuerzas federales y esta-
tales tomaron el control de la cabecera municipal de San Miguel. El 
gobernador Astudillo dijo que el líder de la fm en esa región era John- 
ny Oloscuaga y el de lt Raybel de Almonte. Y señaló que los delin-
cuentes disparaban desde los cerros a los helicópteros de las fuerzas 
de seguridad. Siete reporteros que habían ido a cubrir la información 
sobre los bloqueos fueron asaltados por un centenar de hombres ar-
mados en el municipio de Acapetlahuaya, en medio de dos retenes 
militares. Les robaron cámaras, celulares, computadoras, dinero y 
una camioneta en la que se transportaban (Reforma, 2017d; El Univer-
sal, 2017f). Para los periodistas afectados y los colegas que los apoya-
ron para condenar la agresión en la plaza cívica de Chilpancingo, ese 
hecho era una muestra de la “convivencia entre las fuerzas del orden 
y esos grupos del crimen organizado” (De Dios Palma, 2017c). Los pe-
riodistas trabajaban para distintos medios, como La Jornada, Imagen 
Televisión, la agencia Quadratín, W Radio, Vice News e HispanoPost. 
El gobernador responsabilizó a la fm del asalto a los periodistas. En 
una entrevista, a la pregunta de si los cultivos de amapola eran la so-
lución para Guerrero, el gobernador respondió: “Sembradío para ruta 
medicinal igual que la mariguana”. Sobre la seguridad, dijo que era 
un problema nacional y no una “enfermedad” sólo de él (Del Collado, 
2017). Se le preguntó si Andrés López (quien sería electo presidente 
de la República en 2018) demostraría que los sucesos de Ayotzinapa 
habían sido un crimen de Estado y contestó: “Lo que debe demostrar 
es que no se anduvo abrazando con Abarca”. Dijo que era necesario y 
urgente que se aprobara la Ley de Seguridad Interior que se discutía 
en ese tiempo y estaba de acuerdo en darle más facultades al ejército 
y a favor del mando único de las policías.

Los grupos de autodefensa en Guerrero surgían en proporción di-
recta a las situaciones y percepciones de inseguridad y de ineficacia 
de los operativos de las fuerzas federales y estatales contra las orga-
nizaciones delictivas. En los municipios de Tepecoacuilco y Eduardo 
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Neri, habitantes de diez poblados se unieron para conformar la poli-
cía comunitaria. Fue presentada por el comisario municipal de Mez-
cala. Se señaló que las empresas mineras les dieron su apoyo (Forbes 
México, 2017). Los comunitarios dijeron que instalarían retenes para 
vigilar el paso vehicular por ese corredor. Afirmaron que los grupos 
delictivos les quitaban 10% del pago anual que les hacían las mineras 
por la explotación de sus tierras (El País, 2017). Mezcala era el punto 
intermedio entre Chilpancingo e Iguala, y acceso a las minas de oro 
explotadas por empresas canadienses. El lugar fue escenario de dis-
putas entre gu y lr (Milenio, 2017f; Guerrero, 2017d). Media Luna, una 
de las empresas canadienses que operaba cerca de Cocula desde 2016, 
invirtió ochocientos millones de dólares.

En Chilpancingo había más homicidios brutales con escenifica-
ciones macabras. Restos humanos en bolsas fueron encontrados en 
pleno centro de la capital con un mensaje firmado por “los Jefes” (lj) 
contra el grupo ls y el líder de la upoeg, Bruno Valerio (Flores Con-
treras, 2017c). Otros restos fueron tirados en la autopista del Sol. En 
el municipio de Heliodoro Castillo, donde los grupos delictivos ls y la 
fm se disputaban el control del mercado de las drogas, siete personas 
murieron en un enfrentamiento armado. En la carretera Chilpancin-
go-Chilapa, por donde se transportaba la goma de opio en vehículos 
de transporte público, entre otros medios, varios choferes fueron ase-
sinados por grupos delictivos (Guerrero y Martínez, 2017; Ocampo 
Arista, 2017a). Se mencionaba que en Chilapa lr y la se disputaban 
ese mercado. Los delincuentes también cometían homicidios, des- 
aparecían personas, reclutaban por la fuerza a jóvenes y provocaban 
el desplazamiento forzado de comunidades enteras. Y en el munici-
pio de Juan R. Escudero, dos miembros del fusdeg fueron embosca-
dos y resultaron muertos. Para octubre de 2017 se estimaba que más 
de 60% de la población de Guerrero vivía en lugares con presencia de 
grupos armados con distintas denominaciones (Espino, 2017). Ni los 
operativos federales y estatales o las llamadas autodefensas habían 
hecho una diferencia en la situación de violencia e inseguridad del 
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estado. Del grupo que vigilaba en Mezcala había sospechas de víncu-
los con el grupo delictivo ls.

Para los grupos delictivos, cualquier persona extraña podía ser sos-
pechosa de trabajar para sus adversarios y ser objeto de atrocidades 
con total impunidad. Cinco artesanos de Veracruz que se habían tras-
ladado a Chilapa para vender sus muebles de madera fueron encon-
trados desmembrados. La fiscalía estatal señaló como responsables al 
grupo la (Briseño y Ocampo, 2018). En otros casos, sólo se daba cuen-
ta del hecho delictivo, como el homicidio en Zihuatanejo de Miguel 
Solorio, ex regidor de la alcaldía de José Azueta (Reforma, 2017e). En al-
gunos más, había señalamientos de colusión entre policías comunita-
rias y grupos de traficantes, sin mencionar a ninguno en especial. Era 
el caso, según el vocero de seguridad del estado, Roberto Álvarez, de la 
crac-pc. A miembros de esa agrupación se les responsabilizaba de la 
muerte de varias personas en la comunidad de La Concepción, cerca 
de Acapulco (Briseño, 2018). Al llegar las fuerzas federales y estatales 
para desarmarlos hubo resistencia de comunitarios y miembros del 
Consejo de Ejidos y Comunidades Opositores a la Presa La Parota (ce-
cop); hubo un enfrentamiento y tres comunitarios murieron. Luego 
se habló de dos enfrentamientos con un total de once fallecidos, de los 
cuales cinco eran comunitarios. Hubo 38 detenidos. Familiares de los 
detenidos y de los fallecidos acusaron de prepotentes a las autorida-
des, de haber golpeado a personas al entrar en sus domicilios en busca 
de armas. Rogelio Téliz, abogado de seis de los detenidos, enviados al 
penal de Las Cruces, señaló que todos ellos habían sido torturados, que 
no había pruebas de las acusaciones, que había allanamientos de los 
domicilios de comunitarios y miembros del cecop, y que responsabili-
zaba al gobierno estatal de otros enfrentamientos y muertos (Briseño, 
2018a). Había también señalamientos contra agentes policiales mu-
nicipales por la desaparición de al menos veinte personas, sus víncu- 
los con grupos delictivos y sus omisiones al presenciar privaciones de 
la libertad fueron hechos por la agrupación Familiares de Desapareci-
dos y Asesinados de Chilpancingo (Guerrero, 2018).
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“Reconciliación y amor al prójimo”

Los asesinos acechaban en cualquier lugar. En la carretera federal Tax- 
co-Iguala atacaron a balazos a las personas que viajaban en un vehícu-
lo. Dos de los fallecidos eran sacerdotes: Germaín Muñiz e Iván Añor-
ve (Guerrero y Robles, 2018). En una foto aparecía Muñiz con un rifle 
y personas armadas de un grupo delictivo con presencia en Mezca-
la y Carrizalillo. El vocero de la diócesis Chilpancingo-Chilapa negó 
que Muñiz hubiera tenido alguna vez vínculos con la delincuencia or-
ganizada (Galeana, 2018). El fiscal Olea señaló que al cura lo habían 
confundido con un miembro del grupo delictivo de la foto, y que los 
atacantes pertenecían a un grupo rival del Estado de México (Aguilar, 
2018). Por otra parte, Salvador Rangel, obispo de esa diócesis, decla-
ró que las amenazas contra sacerdotes sucedían porque había algu-
nos que cometían la “imprudencia de criticar” a los traficantes. Dijo 
que él había dialogado con un grupo delictivo que había sentencia-
do a muerte a un sacerdote. Logró salvarlo a cambio de que lo movie-
ran de lugar. Desde entonces, agregó, “he seguido dialogando” (Rojas, 
2018). Sobre los campesinos cultivadores de plantas ilegalizadas sugi-
rió que si no tenían otras oportunidades se les permitiera por lo me-
nos mantenerse del cultivo de la amapola. En otra ocasión, el obispo 
comentó que en semana santa se había reunido con un grupo delic-
tivo, no mencionó el nombre, que les había cortado la luz y el agua a 
los habitantes de Pueblo Viejo, municipio de Heliodoro Castillo. Los 
convenció de reinstalar los servicios. Pidió que ya no hubiera más ho-
micidios de candidatos y le prometieron que los iban a evitar. Dijo que 
los traficantes pedían que el voto fuera “libre, razonado y secreto, nada 
más” (Milenio, 2018a). El obispo había llegado a Pueblo Viejo en heli-
cóptero, en un vuelo pagado por sus habitantes, según afirmó. Una de 
las declaraciones del obispo era el haber señalado su conocimiento de 
vínculos de presidentes municipales y diputados con traficantes. El 
vocero del grupo Coordinación Guerrero, Roberto Álvarez, dijo no es-
tar de acuerdo con la postura del obispo de dialogar con delincuentes 
(Guerrero y Maya, 2018). No pensaba que los traficantes cumplirían 
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su palabra de no asesinar candidatos. El delegado estatal del partido 
mc, Adrián Wences, pidió a la Segob que amonestara al obispo. Otros 
tenían opiniones diferentes, como el rector de la uag, quien dijo que 
se reuniría con líderes delictivos si el gobierno se lo pedía. Del lado 
del pri, Manuel Añorve, candidato a senador, y Bety Alarcón, candi-
data a una diputación federal, dijeron respetar la decisión del religio-
so (De Dios Palma, 2018). De lo dicho por el obispo, parecía que había 
maneras de apaciguar, al menos durante cierto tiempo, a los homici-
das, quienes también se mostraban, según sus afirmaciones, curio-
samente como ejemplo de civilidad electoral. Wences recordó que en 
Guerrero había muchos grupos delictivos y el obispo se había reuni-
do sólo con uno de ellos.

Andrés López, candidato a la Presidencia por Morena, dijo estar 
de acuerdo con la intervención de las iglesias para buscar la paz, y 
que no le reprochaba esa reunión al obispo Rangel. Se le preguntó si 
él buscaría el diálogo con líderes traficantes y contestó que lo haría 
“con todos los mexicanos”. Declaró buscar la paz, no la guerra; estar 
en desacuerdo con la política del uso de la fuerza contra la inseguri-
dad y la violencia. Y agregó: “vamos a conseguir la paz mediante la 
atención a las causas que originaron la inseguridad y la violencia, con 
reconciliación y amor al prójimo” (Reforma, 2018d). No especificó cuá-
les serían esas causas, y su visión estaba más cercana a la religión, a la 
de un líder pastoral, que a la de un político que aspiraba a la Presiden-
cia de un país laico con múltiples problemas de inseguridad, genera-
dos en gran medida por organizaciones delictivas sanguinarias que 
no habían dado muestras de remordimiento ni amor al prójimo, y a 
las que el Estado había fallado en aplicarles la ley. Lo que se necesita-
ba eran, por lo menos, dos cosas: la construcción de un sólido Estado 
democrático de derecho y la aplicación de la ley. Los líderes religiosos 
podían seguir aspirando a la conversión espiritual de las ovejas des-
carriadas y perdonar todos sus pecados, y mediar, allí donde no había 
aparentemente otras opciones, para tratar de solucionar problemas 
inmediatos en las comunidades rehenes y víctimas de las organiza-
ciones delictivas. A los políticos en posiciones de gobierno y a los as-
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pirantes a la Presidencia les correspondían otras funciones: crear las 
condiciones para darle seguridad a la población y aplicar la ley a los 
transgresores, no mediar entre los victimarios y las víctimas a cam-
bio de concesiones a los primeros con la esperanza de cambiar de ma-
nera permanente su comportamiento depredador, en un entorno de 
mercados ilícitos atractivos y de competencia feroz por los mismos.

La política como actividad de alto riesgo

Aspirar a un puesto de elección popular era de alto riesgo en Guerrero, 
como lo demostraba la lista de once asesinados desde el comienzo del 
proceso electoral. Algunos candidatos salieron ilesos de ataques ar-
mados. Fue el caso de Mario Chávez, aspirante a la alcaldía de Eduar-
do Neri por el partido Nueva Alianza (na). Ya había sido alcalde del 
municipio de Heliodoro Castillo. En abril de 2018 fue atacado a bala-
zos en la cabecera municipal de Zumpango y en agosto de 2017 en el 
centro de Chilpancingo. El otro caso fue el de Edel Chona, candidato 
a diputado federal en el distrito ocho por pri-pvem-na, cuando sa-
lía de Acapulco en un vehículo (De Dios Palma, 2018a). El gobierno 
estatal elaboró y proporcionó un mapa de riesgos a los candidatos a 
puestos de elección popular. De los 81 municipios, 18 eran conside-
rados de alto riesgo, 17 de riesgo medio y 46 de menor riesgo (Espino, 
2018). Había también un cuadro hasta abril de 2018 donde aparecía 
una lista de 17 organizaciones delictivas y las regiones donde tenían 
presencia: Costa Grande, Tierra Caliente, Norte, Montaña, Costa Chi-
ca y Centro. En todas las regiones había varios grupos operando: sie-
te en el Centro (“los Rojos, “los Ardillos”, “los Jefes”, “Cártel del Sur”, 
“cida”, “Jalisco Nueva Generación” y “la Barredora”), cuatro en el Nor-
te (“la Familia Michoacana”, “Gente Nueva”, “los Rojos” y “Guerreros 
Unidos”), tres en la Costa Grande (“los Granados”, “los Viagra” y “los 
Caballeros Templarios”), tres en Tierra Caliente (“los Caballeros Tem-
plarios”, “la Familia Michoacana” y “los Tequileros”), tres en la Costa 
Chica (“los Carrillo”, “los Marín”, y “los Añorve”) y dos en la Monta-
ña (“los Rojos” y “los Ardillos”). lr tenían presencia en tres regiones; 
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la, ct y fm en dos. Los demás sólo en una. Donde operaban esas or-
ganizaciones delictivas había habido secuestros, homicidios y des-
plazamientos forzados (Flores Contreras, 2018). En ese escenario, de 
modificación de la correlación de fuerzas entre el campo político y el 
delictivo, no parecían ser opciones factibles para Guerrero la del obis-
po Rangel ni la del candidato Andrés López, y menos para el país. O 
había Estado y se aplicaba la ley a los transgresores o los delincuen-
tes se convertirían a través de la violencia, el terror y sus armas en un 
poder autoritario dominante.

En Arcelia, el grupo delictivo predominante —la fm, según el go-
bierno de Guerrero— llamó a los pobladores a saquear un negocio que 
se había negado a pagar la extorsión de que era objeto. La gente acudió 
y vació la tienda, cuyas puertas fueron forzadas por un grupo armado. 
Las fuerzas de seguridad federales y estatales sólo observaron (Flores 
Contreras, 2018a; Reforma, 2018e). Por la inseguridad y las amenazas 
de la delincuencia, la compañía Coca-Cola cerró sus instalaciones en 
Arcelia en 2015, y en Ciudad Altamirano en marzo de 2018 (Milenio, 
2018b; Pallares, 2018). Y más políticos, policías y militares se suma-
ban a las estadísticas de homicidios. Isidro Casarrubias, director ope-
rativo de la Secretaría de Seguridad Pública de Chilapa, y un agente 
fueron asesinados (De Dios Palma, 2018b). En Coyuca de Catalán, tres 
militares fueron atacados y fallecieron (Lastiri, 2018). Y el alcalde con 
licencia de ese municipio, Abel Montúfar, candidato a diputado local 
en el distrito 17 por el pri, fue localizado sin vida en el municipio de 
Pungarabato. Era hermano del delegado de la Segob, del de la Profeco 
y del director general del Instituto de la Policía Auxiliar de Guerrero. 
El gobierno estatal señaló a los ct como los autores del homicidio (De 
Dios Palma, 2018c). A pesar de las críticas de algunos, otros candida-
tos confiaban en la mediación del obispo Rangel y le pidieron, dijo, 
que hablara con los traficantes para que los dejaran realizar sus cam-
pañas. El obispo declaró estar a favor de un Estado de derecho “donde 
no haya impunidad y las armas no maten a la democracia” (Guerrero, 
2018a). Sobre las mesas de seguridad organizadas por el gobierno es-
tatal, el obispo sugirió que participaran “voces discordantes”, no sólo 
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las que iban para aplaudir. El trabajo del obispo tenía límites; no al-
canzaba para que los diversos delincuentes respetaran la seguridad 
de otras personas. En Alpoyeca, en la región de la Montaña, un capa-
citador del Instituto Nacional Electoral (ine) fue asesinado (Guerre-
ro, 2018b). Y en Chilapa, el reportero Luis Nava, del periódico El Sur, 
fue golpeado y robado (Excélsior, 2018a). El obispo era más popular y 
respetado, incluso por algunos delincuentes, que los políticos que as-
piraban a puestos de elección, pero no era milagroso.

Las noticias no cambiaban mucho en Guerrero. Rodrigo Salado, can- 
didato a regidor en San Marcos por el pri-pvem, fue asesinado en Plan 
de los Amates (Excélsior, 2018b). En Ciudad Altamirano cerró la planta de  
la empresa Pepsico, como antes lo había hecho la Coca-Cola, por la in-
seguridad (Galeana, 2018a). Y en la zona amapolera de la Montaña, 
la caída del precio de la goma de opio afectó los ingresos de los cam-
pesinos, debido al incremento en la demanda de fentanilo, una dro-
ga sintética mucho más potente que la heroína, más barata, de mayor 
rendimiento y fácil de conseguir en China por los traficantes mexica-
nos, según la dea. Testimonios de productores señalaron que en 2017 
el gramo de goma de opio se cotizaba entre 15 y 25 pesos, o 28 en años 
anteriores, y en 2018 en cuatro o cinco pesos (Tourliere, 2018). Depen-
dían en gran medida de la economía de la goma de opio y se queja-
ron de que las autoridades sólo destruían los sembradíos de amapola, 
pero no les daban alternativas. Un habitante de Filo de Caballos señaló 
que la mayoría de la gente de ese poblado se dedicaba a la siembra de 
amapola (Del Pozo, 2018). Su hija, Yuritzia López, médica de profesión, 
candidata a diputada local por el distrito 19 (municipios de Leonar-
do Bravo, Heliodoro Castillo y Eduardo Neri), de la coalición Por Gue-
rrero al Frente (prd-pan-mc), se pronunció a favor de la legalización 
del cultivo de la amapola con fines medicinales. También dijo estar de  
acuerdo con el planteamiento de amnistía propuesto por el candidato 
presidencial de Morena, Andrés López (Ocampo Arista, 2018).
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Monitoreo de cultivos de amapola

En noviembre de 2018, la Oficina de las Naciones Unidas contra la Dro-
ga y el Delito y el gobierno mexicano publicaron los resultados del se-
gundo monitoreo de cultivos de amapola 2015-2016 y 2016-2017. Hubo 
ajustes a los datos del primer estudio (de julio 2014 a junio 2015) y los 
valores quedaron así: nivel “bajo”, 21 800 hectáreas; nivel “medio”, 
26 100 hectáreas, y nivel “alto”, 30 400 hectáreas. Los estados de alta 
incidencia: Guerrero, Chihuahua, Durango y Sinaloa. Mediana inci-
dencia: Sonora, Nayarit, Jalisco, Michoacán y Oaxaca. El resto de los 
estados de la República Mexicana fue considerado de baja inciden-
cia. Entre 2014 y 2017, la mayor cantidad de hectáreas destruidas de 
cultivos de amapola se localizó en cinco estados, anotados en orden 
decreciente: Guerrero, Chihuahua, Durango, Sinaloa y Nayarit. Sólo 
en 2016 fueron destruidas en Durango un poco más que en Guerrero. 
El estudio señaló que los lugares con mayores probabilidades de te-
ner cultivos ilícitos eran aquellos donde había población marginada, 
vegetación densa, terrenos con alta pendiente y una historia de des-
trucción. Había excepciones, agregó, que tenían algunas de las carac-
terísticas anteriores, pero no todas, como el norte de la Sierra Madre 
Oriental y Chiapas (Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y 
el Delito/Gobierno de la República, 2018: 78, 83, 84, 98). No se espe-
cificó si las operaciones de destrucción tenían que ver con la mayor 
cantidad de cultivos estimada en cada estado, o con un mayor inte-
rés de las autoridades mexicanas en concentrar las acciones en cier-
tos estados de manera prioritaria. Históricamente, desde las primeras 
campañas de destrucción de cultivos de amapola en los años treinta, 
en Sonora, el ejército ha sido la institución líder en esas actividades, 
y lo sigue siendo junto con la fuerza aérea. Estadísticas de la Sedena, 
a partir de 1995 y hasta 2010, muestran cifras mayores de destrucción 
de hectáreas de marihuana que de amapola. A partir de 2011 y hasta 
las cifras preliminares de junio de 2017, la relación se invierte de ma-
nera drástica. Por ejemplo, en 2015 fueron destruidas 5 921.3 hectá-
reas de marihuana, y 26 248.8 hectáreas de amapola. ¿Se cultivaron 
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más hectáreas de amapola o la destrucción de marihuana disminuyó 
en importancia para dedicarle esfuerzos y recursos de parte del go-
bierno federal? Probablemente influyó en las estrategias del gobierno 
mexicano la tendencia a legalizar el circuito económico de la mari-
huana en algunos estados de Estados Unidos a partir de 2012. En los 
cultivadores de marihuana no se sabe hasta qué punto influyó lo an-
terior, pues no existen encuestas para conocer sus razones, ni estima-
ciones de hectáreas sembradas en el país (Gobierno de México, 2017).

Violencia homicida. El caso Iguala no está cerrado

En cuanto a los homicidios en Guerrero entre 2012 y 2018, la mayor 
parte se concentró en los municipios de Acapulco, Chilpancingo, Igua-
la, Chilapa, Coyuca de Benítez, Atoyac de Álvarez y Zihuatenejo. La 
tasa de homicidios por cada cien mil habitantes en ese mismo estado 
entre 2009 y las cifras preliminares del 2018 tuvo un valor mínimo de 
45 en 2010 y un máximo de 76 en 2012. En comparación con otros es-
tados, Chihuahua tuvo una tasa máxima de 185 en 2010 y una míni-
ma de 43 en 2015. Sinaloa, una máxima 86 en 2010 y una mínima 36 
en 2015. Durango, una máxima de 67 en 2010 y una mínima de 10 en 
2018. Nayarit, una máxima de 53 en 2011 y una mínima de 12 en 2015 
y 2016. En el país, en el mismo periodo, 17 fue la mínima en 2014 y 
2015 y 29 fue la máxima en 2018. A nivel nacional, la mayor parte de 
los homicidios fue por arma de fuego, y en todas las causas las vícti-
mas fueron principalmente hombres (Instituto Nacional de Estadís-
tica y Geografía, 2019a).

El caso de los estudiantes normalistas víctimas de desaparición 
forzada no concluyó al final de la administración Peña. La investiga-
ción siguió abierta. Al igual que en muchos otros de innumerables he-
chos delictivos en Guerrero y en el resto del país. En agosto de 2018, 
la cndh publicó un documento con los tres reportes preliminares so-
bre las investigaciones del “caso Iguala”. Mostró indicios de la parti-
cipación de la policía municipal de Huitzuco y de dos agentes de la 
pf, además de la policía municipal de Iguala, en la desaparición de un 
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grupo de estudiantes que viajaban en el autobús 1531 de la compañía 
Estrella de Oro, en colusión con miembros de la delincuencia organi-
zada. Se basó en las declaraciones de un testigo, quien “dijo haber es-
cuchado, visto, percibido a través de sus sentidos y experimentado” 
lo que narró. Dos patrullas de la policía de Iguala dispararon contra el 
autobús, el cual se detuvo debajo de un lugar conocido como Puente 
del Chipote. Luego, policías de Iguala encapuchados tiraron piedras 
y gases lacrimógenos por las ventanas quebradas del autobús; los es-
tudiantes salieron, fueron agredidos y esposados. Se estimaba que 
en ese autobús viajaban entre quince y veinte estudiantes. Después 
llegaron tres patrullas de Huitzuco y dos de la pf. Un agente de esta 
corporación preguntó a los policías de Iguala qué sucedía con los jó-
venes, y uno de ellos contestó: “Allá atrás chingaron a un compañe-
ro. Se los van a llevar a Huitzuco. Allá que el patrón decida qué va a 
hacer con ellos”. El agente federal respondió: “Ah, ok, ok. Está bien”. 
De confirmarse las investigaciones ministeriales sobre los agentes 
federales, dijo la cndh, esto supondría que conocían las actividades 
delictivas de las policías de Iguala y Huitzuco, y también quién era el 
llamado “patrón”, con lo cual habría elementos para considerar que 
habían contribuido a la “consecución del hecho delictivo”. La cndh 
citó en su informe un dato proporcionado por las investigaciones del 
giei acerca de la lista de estudiantes que viajaban en el autobús men-
cionado anteriormente. Uno de ellos era Alexander Mora, cuyos res-
tos fueron identificados por los estudios realizados en la Universidad 
de Innsbruck. Una de las 17 observaciones y propuestas de la cndh a 
la pgr era precisamente continuar y profundizar esa línea de inves-
tigación sobre la participación de la policía de Huitzuco y la pf en la 
desaparición de los estudiantes. Otra fue la de ampliar la declaración 
ministerial del militar que acudió al Puente del Chipote y presenció 
parte de lo que allí sucedió. También, investigar la identidad de la per-
sona conocida como el “patrón”, y las finanzas y el patrimonio de los 
agentes de la pf y los policías de Huitzuco que participaron en los he-
chos. El presidente de la cndh, Luis González, concluyó la presenta-
ción del documento con estas palabras: “la verdad en Iguala es una y 
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no puede construirse o negociarse. Sólo llegaremos a la misma me-
diante investigaciones responsables, pertinentes e imparciales, sus-
tentadas en elementos objetivos de convicción” (Comisión Nacional 
de los Derechos Humanos, 2018: 63, 65-70, 72-73, 76-79, 83).
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Sin un análisis crítico de los niveles de lenguaje utilizados para ha-
blar de fenómenos complejos, como los relativos a la seguridad, las 
organizaciones delictivas y los agentes sociales del campo delictivo, 
no es posible construir de manera más apropiada en el terreno simbó-
lico categorías y esquemas de percepción con capacidad explicativa. 
Es un trabajo difícil, colectivo y de larga duración que implica ruptu-
ras epistemológicas, autocrítica y abandono de etiquetas adictivas y 
obsesivas que reproducen un discurso circular autocomplaciente que 
se ignora como tal.

Repetir ad nauseam el prefijo, sufijo, sustantivo y adjetivo “narco” 
para todo lo que tenga que ver con el circuito económico de las sustan-
cias psicoactivas ilegalizadas —sin tomar en cuenta sus propiedades y 
su clasificación farmacológica— y sus agentes sociales, o “cártel” para 
cualquier organización delictiva dedicada al negocio de las drogas, in-
dependientemente de sus características particulares, como la diver-
sidad de actividades delictivas, el número estimado de miembros, la 
estructura, la división del trabajo, y el peso relativo en el campo de-
lictivo y el mercado de las drogas ilegalizadas, es despojar de sentido 
a las palabras y los conceptos y convertirlos en etiquetas mágicas que 
con el sólo hecho de pronunciarlas y escribirlas revelarían el signifi-
cado profundo y el conocimiento apropiado de fenómenos diversos 
y multicausales. Esa ilusión de comprensión se basa en el desconoci-
miento de la socio-génesis de las palabras, las etiquetas, los concep-
tos y su ámbito de validación. Si las palabras y los conceptos se usan 
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de manera indiscriminada para englobar lo distinto y particular de-
jan de ser útiles para avanzar en el conocimiento.

Estados Unidos ha logrado imponer en muchos campos su visión 
del mundo, las categorías y los esquemas de percepción sobre diver-
sos fenómenos. Desde principios del siglo xx estableció de manera 
arbitraria en la Harrison Narcotics Tax Act de 1914 la subsunción de 
diferentes sustancias psicoactivas como “narcóticas”. Legisladores 
de otros países, como México, repitieron el mismo error conceptual, 
ignoraron la distinción y clasificación farmacológica basada en la in-
vestigación científica de las distintas sustancias psicoactivas, y co-
dificaron en leyes esa aberración. Esa imposición de sentido no ha 
contribuido a mejorar el conocimiento, aunque ese no sea el fin de las 
leyes, sino de la ciencia, pero sí ha tenido impacto en la reproducción 
y legitimación de un discurso centrado en un multiplicador lingüísti-
co utilizado a la manera del fetichismo. No será el único componente 
de ese discurso; en el proceso histórico de su construcción se agrega-
rán otros elementos también importantes, retomados de disciplinas 
como la economía, tales como el concepto de “cártel”, pero despoja-
do de su significado preciso en esa disciplina y aplicado, también de 
manera arbitraria y fetichista, a una innumerable cantidad de orga-
nizaciones delictivas cualitativamente distintas. En ambos casos, la 
distorsión del significado original ha dado lugar a un discurso vacío, 
difícil de abandonar sin resistencias a las rupturas epistemológicas.

Las categorías de la legislación anglosajona, cuya traducción lite-
ral al español serían “crimen”, “crimen organizado” y “narcóticos”, se 
han reproducido en los textos oficiales en inglés de las convenciones 
sobre drogas de la Organización de las Naciones Unidas (onu). En los 
textos oficiales en español de las legislaciones y convenciones, las ca-
tegorías empleadas son “delito”, “delincuencia organizada” y “estupe-
facientes”. Y en el lenguaje cotidiano de la gente común, los medios 
de comunicación, los políticos y no pocos académicos, dichas cate-
gorías diferenciadas en ambas lenguas y con significados no necesa-
riamente equivalentes se utilizan de manera indistinta, pero con una 
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tendencia a privilegiar las de la legislación anglosajona. Hay imita-
ción, pero no explicación.

En las legislaciones de México y Estados Unidos no existe la pala-
bra “cártel” como categoría jurídica, ni “narcotráfico”. Sin embargo, es 
común que funcionarios de ambos países y de otros utilicen frecuen-
temente la primera palabra para referirse a organizaciones delictivas 
de traficantes de drogas, sobre todo de México, y los mexicanos la se-
gunda —en inglés es más común hablar de “tráfico de drogas” (drug 
trafficking)— para designar una de las fases del circuito económico de 
todas las sustancias psicoactivas ilegalizadas, clasificadas de manera 
errónea y arbitraria como “narcóticas” y codificadas e impuestas en 
el Código Penal Federal como si tuvieran un referente jurídico claro 
y un sustento científico. No es el caso. Son simples etiquetas sin ma-
yor valor epistemológico.

En este texto se ha empleado la categoría jurídica delincuencia or-
ganizada. Es sin duda problemática, pues no existe un concepto so-
bre ella que haya logrado un consenso en la academia. Es la que tiene 
efectos legales en el contexto mexicano, contrariamente a la etiqueta 
de “cártel”. Una primera distinción metodológica muy general y de mane-
ra provisional, evidentemente no única y sujeta a revisión constante dado 
que ninguna organización delictiva está perfecta y claramente restringida 
a esas funciones, sería clasificarlas en por lo menos dos grandes grupos: a) 
prioritariamente traficantes de drogas, y b) otras de “tipo mafioso-parami-
litar”, dedicadas a una mayor variedad de delitos, además del tráfico 
de drogas, con aspiraciones y prácticas más claras de control territo-
rial y a veces de control armado efectivo, que realizan agresiones ar-
madas más frecuentes y le disputan el monopolio de la violencia a las 
fuerzas de seguridad del Estado, que establecen prácticas extorsivas 
sobre la población bajo su influencia, que cuentan con una base so-
cial de apoyo y reproducción o la construyen al presentarse y osten-
tarse como “protectoras” de las comunidades donde operan, y que 
ejercen influencia creciente en el campo político, sobre todo en el ni-
vel municipal, pero con altas probabilidades de expansión a otros ni-
veles de gobierno. La información con la que cuentan las autoridades 
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del gobierno mexicano, y una posible colaboración con la academia, 
que implicaría una voluntad raras veces presente de transparentar esa 
información, podría generar estudios más profundos sobre el cam-
po delictivo; se podrían elaborar mejores clasificaciones y contribuir 
a la propuesta de políticas de seguridad con mayores probabilidades 
de eficacia y no sujetas a ocurrencias políticas y discursos partidistas 
grandilocuentes y vacíos.

En Colombia, lugar de origen de organizaciones delictivas que em-
pezaron a ser designadas como “cárteles” por autoridades de Estados 
Unidos en la época del predominio de los liderazgos de Pablo Esco-
bar en Medellín y los hermanos Rodríguez en Cali, una vez muertos 
o capturados los principales dirigentes de las respectivas coaliciones 
delictivas y disminuidas en sus capacidades por las acciones estata-
les, pugnas internas y escisiones, hubo una reconfiguración del cam-
po delictivo y se conformaron otras coaliciones, compuestas por una 
mezcla compleja de traficantes, paramilitares y guerrilleros. Adopta-
ron diversos nombres y fueron clasificadas oficialmente en el gobier-
no de Álvaro Uribe, en un primer momento, como “bandas criminales” 
(Bacrim). Posteriormente, se abandonó esa clasificación para dar lu-
gar a otra generada por el Ministerio de Defensa, el cual estableció una 
distinción entre los “grupos armados organizados” (gao) y los “gru-
pos delictivos organizados” (gdo).

En términos generales, las organizaciones delictivas designadas 
oficialmente con esos nombres no realizaban actividades muy dis-
tintas a las llamadas anteriormente “cárteles”, y seguían teniendo un 
peso importante en la producción y tráfico de cocaína para el mercado 
internacional. Al establecer designaciones oficiales y darles conteni-
do, independientemente de lo apropiado o no, el gobierno colombia-
no redujo en gran medida el uso frecuente y mediático de “cártel”, sin 
sustento jurídico en la legislación colombiana, por nuevas formas de 
nombrarlas que el propio gobierno de Estados Unidos ha adoptado 
para referirse a las organizaciones delictivas colombianas. La etique-
ta de “cártel” se les estampó con éxito mediático a las organizaciones 
delictivas de tráfico de drogas mexicanas, aunque sus características 
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no tengan correspondencia con el sentido del concepto de “cártel” en 
economía.

En la ciudad de México ha habido discusiones ociosas, inútiles, en-
tre autoridades, partidos políticos y medios de comunicación sobre la 
presencia o no de “cárteles” en la capital del país. Hay una obsesión 
por utilizar o negar la etiqueta para las organizaciones transgreso-
ras de la ley que operan en la ciudad, a falta de clasificaciones más 
precisas. Ha habido y hay sin duda presencia y actividades de di-
versos grupos de la delincuencia organizada y común en la capital 
del país, como lo muestra la cantidad de detenciones de miembros 
o presuntos miembros de organizaciones delictivas transnaciona-
les y de atentados y homicidios. Por ejemplo, entre muchos otros, 
el atentado cometido por los hermanos Arellano contra Amado Ca-
rrillo en un restaurante en 1993, la detención de un hijo de Amado 
Carrillo en 2009, la de un hijo (2009) y un hermano de Ismael Zam-
bada (2008) y la de Dámaso López (2017), quien fuera miembro im-
portante de la organización Guzmán-Zambada y luego enemigo en 
busca del liderazgo. La discusión no debería ser sobre la etiqueta, 
que no tiene sustento como se entiende el concepto en la economía 
ni jurídico, sino acerca de las características particulares y de las di-
ferencias entre las organizaciones delictivas, de sus vínculos con los 
campos político, empresarial y social, que hacen posible su repro-
ducción y fortaleza. Ponerles una etiqueta como fetiche no significa 
saber qué son, cómo están compuestas, cómo desarticular esas inter- 
relaciones ni aplicarles la ley con eficacia a quienes la transgreden.

Desde que era gobernador del Estado de México, Enrique Peña 
mostró apoyo a las acciones del gobierno de Calderón y a la interven-
ción de las fuerzas armadas para combatir a la delincuencia organi-
zada, pero agregó que su papel no podía ser permanente en esa tarea. 
Y como en los gobiernos anteriores, desde Ernesto Zedillo, tampoco 
puso una fecha probable para su retiro en caso de ser electo presiden-
te. También tenía una opinión favorable acerca de lo realizado por el 
presidente Uribe en Colombia contra las organizaciones delictivas. 
No estaba de acuerdo con la legalización de las drogas, pues para él 
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era abandonar la tarea del Estado de combatir a la delincuencia orga-
nizada. Negó varias veces que si resultaba electo como presidente su 
gobierno realizaría “pactos” con la delincuencia organizada.

Los problemas de seguridad a los que se enfrentó el gobierno del 
presidente Enrique Peña no fueron distintos a los del gobierno de Cal-
derón. Y, en términos generales, tampoco las estrategias para conte-
nerlos y tratar de resolverlos, y con peores resultados. Lo diferente fue 
la generación de un discurso que retomó las críticas a la política de 
seguridad del gobierno de Calderón; las integró, presentó y difundió 
como lo central de su propia política idealizada. También las transfor-
maciones institucionales, que volvieron a concentrar las atribuciones 
en asuntos de seguridad en la Secretaría de Gobernación (Segob). En 
términos operativos, la Sedena, la Semar y la Policía Federal siguie-
ron teniendo la responsabilidad principal.

El discurso oficial de la administración Peña redujo las referencias a 
la violencia y se concentró más en el pacto político, en varias reformas, 
como la educativa, energética, financiera y de telecomunicaciones. A 
pesar de resultados peores que en la administración Calderón en tér-
minos de homicidios dolosos y otros delitos, y reforzamiento y proli-
feración de organizaciones delictivas, los críticos acérrimos de Peña  
no insistieron en calificar de manera sistemática su política de segu-
ridad como “la guerra y los muertos de Peña”, como sí lo hicieron con 
la de Calderón. Se concentraron en la crítica a las reformas estructura-
les, la corrupción en su administración, y en que la desaparición forza-
da de los estudiantes normalistas de Ayotzinapa había sido culpa del 
“Estado”. Esos mismos críticos acérrimos han optado por un silencio 
sepulcral ante la concentración de poder en el presidente sucesor de 
Peña, sus intentos frecuentes de subordinar los poderes Legislativo y 
Judicial al Ejecutivo —al estilo de los tiempos de hegemonía del pri—,  
el papel central de los militares en asuntos de seguridad pública, en 
la realización de obras del gobierno federal y la administración de las 
mismas, y los resultados aún peores en los primeros tres años de la 
administración López no sólo en términos de seguridad, sino en eco-
nomía, salud, y educación, además del desmantelamiento sistemá-
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tico de los contrapesos al poder presidencial. Esos antiguos críticos 
han concentrado sus energías en potenciar un nuevo discurso, más 
fantasioso que los discursos de administraciones anteriores y basado 
en el culto a la personalidad de un líder con autoimagen de impolu-
to y providencial, compartida por sus seguidores. Tienen una memo-
ria selectiva y no hablan de “la guerra y los muertos de López”, ni de 
la militarización de la seguridad pública, y tampoco del retiro de los 
militares de esas y otras funciones. Han perdido la memoria y optado 
por el cinismo y el regreso y apoyo al presidencialismo todopoderoso.

Las autoridades mexicanas no tienen un censo conocido por la 
sociedad ni una clasificación adecuada de las organizaciones delic-
tivas existentes en el país. Así lo reflejan las solicitudes de informa-
ción precisa acerca de las mismas en las cuales señalan sólo algunas 
que consideran prioritarias bajo el nombre genérico de “organizacio-
nes” y de grupos asociados etiquetados como “células”, palabra sin 
sustento jurídico y sin explicación alguna acerca del significado que 
le otorgan las autoridades. Las organizaciones son mencionadas con 
las etiquetas que las propias autoridades las han dado, con las que 
han inventado los medios de comunicación y las propias organiza-
ciones delictivas.

En Sinaloa, estado con una larga historia de presencia y desarrollo de 
organizaciones de traficantes de drogas, la designada como la más 
importante y poderosa en esa y otras entidades, además de la expan-
sión de sus negocios y redes en otros países de varios continentes,  
ha sido la liderada por Joaquín Guzmán e Ismael Zambada, según au-
toridades de México y Estados Unidos. La antigua coalición en la que 
destacaban también otros liderazgos, como el de los hermanos Bel-
trán y Carrillo, ha sufrido escisiones y reconfiguraciones de alianzas 
con resultados sangrientos dentro y fuera de Sinaloa. En cada una de 
las divisiones de la coalición, los liderazgos han estado determina-
dos principalmente por los lazos consanguíneos. Sólo la muerte de 
los familiares directos o el encarcelamiento, sobre todo fuera del país, 
han permitido el ascenso de líderes ajenos a la familia y sin trayecto-
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ria de generaciones en el tráfico de drogas, pero sí dentro de la orga-
nización. O la disputa por el liderazgo. Por ejemplo, Dámaso López  
en algún momento y durante un tiempo corto, luego de la extradición 
de Guzmán, e Isidro Meza una vez que los hermanos Beltrán fueron 
muertos o extraditados. Ninguna autoridad de México o de Estados 
Unidos ha hecho una estimación del número de miembros de cada 
una de las organizaciones delictivas existentes en el país. Destacan 
los liderazgos reales o presuntos.

La organización delictiva coliderada por la dupla Guzmán-Zam-
bada (gz) ha estado en la mira del gobierno de Estados Unidos des-
de hace varios años. Las autoridades de Estados Unidos han utilizado 
frecuentemente la etiqueta “cártel”, que no es una categoría jurídica 
en la legislación de ese país, para referirse a la organización delictiva 
transnacional con liderazgo bicéfalo. Para las acusaciones y juicios, 
el gobierno estadounidense se basa en la llamada Ley rico (Racke-
teer Influenced and Corrupt Organizations Act, en inglés; o Ley de 
Chantaje Civil, Influencia y Organizaciones Corruptas, en español), 
en la cual las categorías jurídicas son enterprise y racketeering activity. 
En los documentos de las acusaciones son mencionadas las rivalida-
des con otras organizaciones y los grupos delictivos subcontratados 
para ejercer diversas funciones, como transportar droga hacia Estados 
Unidos o ejercer violencia contra organizaciones de la competencia. 
Destacan nombres de policías y ex policías para operar diversas acti-
vidades y proporcionar protección a las organizaciones. También, los 
mecanismos de lavado de dinero y el destino de las ganancias, ya sea 
para reinvertir en el negocio de las drogas, comprar propiedades, ar-
mas, municiones, vehículos, etcétera.

De las organizaciones delictivas con liderazgos de origen sinaloen-
se, la gz, a pesar de ser considerada como la más poderosa y con mayor 
presencia en Estados Unidos y otros países de varios continentes, no 
pudo, en el periodo estudiado, evitar la competencia violenta de otras 
en el propio estado de Sinaloa. Tenía un lugar preponderante en el 
campo del tráfico de drogas en el país, pero no un control absoluto del 
territorio en su lugar de origen, en disputa con sus antiguos socios, lo 



313

Conclusiones

cual implicó enfrentamientos violentos, homicidios, desapariciones, y 
desplazamiento forzado de poblaciones enteras. Si no podía ejercer ese 
control en Sinaloa ni tener el monopolio de la violencia, habría sido 
muy difícil que lo lograra en países como Colombia, con grupos gue-
rrilleros, paramilitares y traficantes, donde algunos medios especu-
laron sobre el presunto interés de la organización gz por “apropiarse” 
del negocio de la cocaína. O en España, donde autoridades de ese país 
suponían que Guzmán tenía intenciones de utilizar su territorio para  
expandirse hacia el este de Europa. La información pública disponi-
ble no permitía suponer escenarios como los que se mencionaban 
en Colombia y España. En ninguno de los dos casos la influencia de  
la organización gz y sus negocios habrían sido posibles sin alianzas con 
organizaciones delictivas locales y redes de protección. Eran relacio-
nes de negocios e influencia, pero no control. Si bien la organización 
gz tenía una competencia violenta en Sinaloa, las organizaciones que  
peleaban en su contra en ese estado no tenían capacidad para com-
petir en su relación con las organizaciones colombianas de tráfico de 
cocaína, ni con su mayor peso relativo en los mercados de Estados 
Unidos y otros países. En Colombia, aparte de la organización gz se 
mencionaba también de manera genérica a los “Zetas” y su influen-
cia, sin distinguir las diferentes organizaciones que en su nombre in-
cluían la palabra “Zetas”.

La captura de Joaquín Guzmán, gracias al trabajo de inteligencia e 
intercambio de información con agencias internacionales, según re-
conoció el gobierno mexicano, su encarcelamiento y extradición, im-
plicó luchas por el liderazgo con algunos aspirantes fuera del núcleo 
familiar, como Dámaso López y su hijo, pero finalmente el hermano de 
Guzmán, sus hijos y Zambada continuaron a la cabeza de la organiza-
ción. Para el gobierno de Estados Unidos, la organización gz continuó 
siendo una de las cinco organizaciones delictivas transnacionales de 
varios países de más alta prioridad. La otra mexicana en la lista era la 
llamada Jalisco Nueva Generación. Las otras tres eran de El Salvador, 
Colombia y Líbano. La dinámica de los negocios ilícitos y la violencia 
homicida no se modificó con la captura de Guzmán. En Sinaloa, lo que 
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destacaba era la violencia omnipresente, la proliferación de armas de 
grueso calibre, la falta de justicia y la impunidad. Hubo ataques de di-
versas organizaciones contra militares, policías, miembros de la clase 
política y periodistas. Lo menos documentado, sólo sugerido en algu-
nas notas periodísticas, o basado en acusaciones directas inscritas en 
mantas colocadas en lugares públicos, atribuidas a grupos delictivos, 
eran las relaciones de protección policial, militar y política.

De las organizaciones Carrillo y Beltrán no quedó ningún familiar 
directo conocido en los liderazgos. La lucha fratricida entre sinaloen-
ses resultó en la continuidad del predominio de la organización Guz-
mán-Zambada, por lo menos hasta ese momento.

El caso de Michoacán fue distinto al de Sinaloa. El gobierno federal 
puso en práctica una estrategia no muy diferente a la del gobierno de 
Calderón, en términos de participación masiva de las fuerzas federa-
les, principalmente militares. La diferencia estuvo en la creación del 
puesto de comisionado especial para la seguridad nombrado por el ti-
tular de la Segob y que podía ser removido por él. En la práctica, sus 
atribuciones fueron mayores a las del gobernador. Las acciones fede-
rales contra la organización delictiva de tipo mafioso-paramilitar lla-
mada “Caballeros Templarios” se apoyaron en algunos grupos que se 
presentaron como “autodefensas”, entre los cuales había una mezcla 
de diversos intereses no ajenos a otros grupos de la delincuencia or-
ganizada enemigos de los “Templarios”, como el denominado Jalisco 
Nueva Generación, liderado por Nemesio Oseguera, originario de Mi-
choacán. A esta organización se le atribuyó el abastecimiento de armas  
modernas de alto poder y equipamiento para el grupo de “autodefen-
sas” de su preferencia. Hubo dificultades para unificar los intereses 
de los distintos grupos de “autodefensas”. Las diferencias se tradu-
jeron en enfrentamientos violentos, con resultados letales para los 
bandos en pugna y acusaciones mutuas de estar vinculados con or-
ganizaciones delictivas.

En Michoacán, el gobernador interino Jesús Reyna (Partido Revolu- 
cionario Institucional, pri) fue detenido en abril de 2014 por la Procu-
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raduría General de la República (pgr), un año después de haber sido 
nombrado, acusado de proteger a los “Templarios”. En ningún otro 
estado sucedió algo similar, lo cual no significa que no pudiera haber 
vínculos parecidos en otras entidades entre el campo político, al más 
alto nivel local, y el delictivo. En Michoacán había diversidad políti-
ca en los gobiernos municipales, y según Hipólito Mora, líder de un 
grupo de “autodefensas”, varios presidentes municipales, que no iden-
tificó, estaban involucrados con la delincuencia organizada. Lo que 
mostraba el caso del gobernador interino, la violencia contra miem-
bros de la clase política y las acusaciones de colusión entre grupos 
delictivos y políticos de diferentes partidos en posiciones de gobier-
no, eran los tipos de relación entre éstos: subordinación de los grupos 
delictivos al poder político, alianzas entre ellos para beneficio mutuo 
o subordinación de los representantes políticos en posiciones de go-
bierno al poder delictivo. Tipos de relación cambiantes en función de 
la correlación de fuerzas entre grupos delictivos y el poder político en 
el nivel local, estatal y federal.

Las intervenciones del gobierno federal y las alianzas que esta-
bleció con algunos grupos de civiles armados para contrarrestar la 
influencia de los “Templarios” fueron un factor importante en la re-
configuración del campo delictivo en Michoacán y sus vínculos con 
el campo político. No hubo solución definitiva, sólo reacomodos. Los 
“Templarios” perdieron influencia, pero en varias partes del territorio 
michoacano diversas organizaciones delictivas continuaron operan-
do, peleando entre ellas, contra las fuerzas de seguridad, y tratando 
de ampliar su zona de influencia y diversificar sus rentas mediante el 
uso de la violencia armada.

Para la Comisión Nacional de los Derechos Humanos (cndh), el Es-
tado tenía que recobrar las funciones de seguridad y no consideraba 
que las denominadas “autodefensas” fueran la solución. Hizo un lla-
mado a no tolerar la creación y el funcionamiento de grupos de civiles 
armados, a investigar las denuncias de las víctimas de los delincuen-
tes, los vínculos de funcionarios con ellos, la desaparición de perso-
nas, el origen de las armas y el financiamiento de las autodefensas, y 



316

¿Sin un solo disparo?

las relaciones entre algunas de éstas y los grupos delictivos. A finales 
de la administración Peña, las capturas, el encarcelamiento o la muer-
te de líderes delictivos en Michoacán, el cambio de partido en el go-
bierno estatal (del pri al prd) y la continuidad de la intervención de 
las fuerzas de seguridad federales no modificaron de manera sustan-
tiva la situación de inseguridad y violencia en el estado.

En Guerrero, la aspiración del Estado al monopolio legítimo de la coac-
ción física era, como en otras partes del país, una quimera. El propio 
gobernador Ángel Aguirre (Partido de la Revolución Democrática, 
prd) dijo que las policías municipales no eran confiables. En los años 
noventa, cuando fue gobernador interino por el pri, fueron reconoci-
das oficialmente y armadas las denominadas policías comunitarias. 
Hubo tensiones y conflictos previsibles entre éstas, las policías mu-
nicipales, las ministeriales y las fuerzas de seguridad federales, dada 
la contienda por la distribución y legitimidad de las competencias 
de cada una en los años que coincidió como gobernador con la ad-
ministración Peña. Todos desconfiaban de todos y se acusaban mu-
tuamente. Hubo también acusaciones de vínculos entre presidentes 
municipales y grupos delictivos, y presuntas investigaciones sobre el 
tema de las cuales nadie conoció los resultados.

El suceso que causó más impacto en Guerrero, ocupó más espacio 
en los medios de comunicación y tuvo serias implicaciones para la ad-
ministración Peña fue la desaparición forzada en septiembre de 2014 
de varias decenas de estudiantes de la Escuela Normal Rural Raúl Isi-
dro Burgos, de Ayotzinapa. Estuvieron involucradas autoridades mu-
nicipales del prd (Iguala) y el pri (Cocula), sus respectivas policías y 
la organización delictiva llamada “Guerreros Unidos” (gu), una de 
las escisiones de la organización de los hermanos Beltrán. El gober-
nador Aguirre solicitó licencia para retirarse del cargo. Según la sue-
gra del alcalde José Abarca de Iguala, la campaña política de Aguirre 
había sido financiada por Arturo Beltrán, relacionado con un primo 
del gobernador, Víctor Aguirre, a quien las autoridades federales se-
ñalaban como líder de la organización delictiva conocida como “In-
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dependiente de Acapulco”, aliada a su vez con gu. Hubo detenciones 
y se encarceló al alcalde de Iguala, a su esposa, María Pineda, quien 
era hermana de uno de los líderes de gu, Alberto Pineda, policías de 
Iguala y Cocula, y miembros de gu.

Las investigaciones de la pgr y la versión oficial de los hechos de-
jaron muchas dudas y grupos insatisfechos que querían saber cuál ha-
bía sido la participación u omisión de la Policía Federal y el ejército. 
Las movilizaciones de los insatisfechos lograron revertir en la opinión 
pública la responsabilidad de los hechos y acusaron a las autoridades 
federales y al propio presidente Peña. En su versión, la desaparición 
de los estudiantes había sido un “crimen de Estado” y los militares ha-
bían tenido un papel central.

Información del gobierno federal hasta octubre de 2014 señaló 
vínculos de siete presidentes municipales del prd, cuatro del pri y 
dos diputados locales con seis organizaciones delictivas que tenían 
influencia en varias partes del estado. También, que en 62 de los 81 
municipios de Guerrero había presencia de diez organizaciones delic-
tivas identificadas: Beltrán en 26, gu en nueve, “Familia Michoacana” 
en nueve, “Templarios” en dos, jng en uno, y en los otros 15 estaban 
lr, “los Ardillos”, “los Granados”, “la Barredora” y “los Tequileros”. 
A ese escenario caótico se agregaba la presencia de otros grupos fue-
ra de la ley locales y tres movimientos guerrilleros: Ejército Popular 
Revolucionario (epr), Ejército Revolucionario del Pueblo Insurgen-
te (erpi) y Fuerzas Armadas Revolucionarias-Liberación del Pueblo 
(far-lp). Esa situación en sí misma ameritaba una política de segu-
ridad bien definida, coordinada y de larga duración entre los tres ni-
veles de gobierno para desarticular las redes de complicidad entre los 
agentes sociales de los campos político y delictivo. Pero las energías 
del gobierno federal se concentraron en el tema que los padres de los 
estudiantes desaparecidos, y sus abogados y los grupos sociales y po-
líticos que los apoyaron lograron posicionar como el más relevante 
en términos políticos.

Las investigaciones y el informe del Grupo Interdisciplinario de Ex-
pertos Independientes (giei) señalaron lo que a su juicio habían sido 
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insuficiencias, contradicciones, versiones no fundadas en evidencia 
y omisiones en las investigaciones de la pgr. Una de las líneas de in-
vestigación recomendadas por el giei a la pgr era el tráfico de drogas, 
heroína y cocaína, de Guerrero hacia Chicago, transportada en auto-
buses de pasajeros, como posible móvil de la agresión a los estudian-
tes. El giei rechazó la tesis según la cual los estudiantes habrían sido 
confundidos con un grupo de la delincuencia organizada. En Estados 
Unidos había investigaciones contra un presunto líder de gu y otras 
personas encargadas del tráfico de drogas para esa organización en 
Chicago. Otra recomendación del giei al gobierno mexicano fue reti-
rar a las fuerzas armadas de las operaciones de seguridad pública. La 
administración Peña no hizo caso de la recomendación. El gobierno 
siguiente, de Andrés López, crítico acérrimo como opositor político 
y candidato presidencial a la participación de las fuerzas armadas en 
la seguridad pública, hizo lo contrario a lo recomendado por el giei: 
les dio más atribuciones a las fuerzas armadas y elevó a rango consti-
tucional su participación en la seguridad pública.

Las autoridades federales y estatales reaccionaban frecuentemen-
te con operativos conjuntos de militares y policías estatales, pero muy 
poco de lo que anunciaban y hacían parecía incidir de manera positiva 
en la situación de inseguridad en Guerrero. Los delincuentes ataca-
ban en todas partes y expandían sus negocios. Homicidios, secuestros, 
ataques armados contra fuerzas de seguridad, enfrentamientos entre 
policías comunitarias, bloqueos de vías de comunicación y otra larga 
serie de delitos siguió siendo lo común en Guerrero. Ni los operativos 
federales y estatales o las llamadas autodefensas habían hecho una 
diferencia en la situación de violencia e inseguridad en el estado. En 
2018 ya no eran diez, sino 17 las organizaciones delictivas identificadas 
por las autoridades operando en todas las regiones del estado de Gue-
rrero. Allí donde tenían presencia e influencia esas organizaciones 
delictivas había habido secuestros, homicidios y desplazamientos for-
zados. El gobierno estatal elaboró y proporcionó un mapa de riesgos 
a los candidatos a puestos de elección popular. De los 81 municipios, 
18 eran considerados de alto riesgo, 17 de riesgo medio y 46 de menor 
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riesgo. El reto era imponer la autoridad del Estado y aplicarles la ley 
a los transgresores, o los delincuentes se convertirían, a través de la  
violencia, el terror y sus armas, en un poder autoritario dominante.

Los tres casos analizados muestran diferencias importantes en el 
número, las características y el peso relativo de las organizacio-
nes delictivas en el campo delictivo dentro y fuera del país. De to-
das las mencionadas en este texto, la organización gz aparece en 
una posición predominante, centrada principalmente en el tráfi-
co de drogas. En Sinaloa, el número de organizaciones delictivas 
identificadas oficialmente fue menor que en Michoacán y Guerre-
ro, y estaban más relacionadas con el tráfico de drogas como ne-
gocio principal. Sus vínculos documentados con el campo político 
en diferentes niveles fueron menos frecuentes que en los otros dos 
estados, lo cual no significa que no hayan existido, sino que fue-
ron menos visibles y evidentes, no se investigaron con la aten-
ción debida o no fueron judicializados y se quedaron en el nivel 
de rumor y sospecha. Las acciones violentas se realizaron entre  
organizaciones delictivas rivales por negocios, influencia y control te-
rritorial, contra un juez, policías, militares, candidatos de partidos y 
parientes de éstos. También hubo desaparecidos, desplazados y ma-
sacres, hechos atroces atribuidos a las organizaciones delictivas. En 
Sinaloa no se presentó el surgimiento de autodefensas ni de policías 
comunitarias. La disputa por el monopolio de la violencia, la influen-
cia y predominio territorial se dio entre pocas organizaciones delicti-
vas y contra las fuerzas de seguridad del Estado mexicano.

En Michoacán, los “Templarios” ocupaban un lugar central en el cam-
po delictivo local y sus negocios abarcaban no sólo el tráfico de drogas, 
sino el secuestro, la extorsión y otros delitos. Era una organización de 
tipo mafioso-paramilitar, como la “Familia Michoacana”, de la cual se 
escindió, y los “Zetas”. Desde antes de la administración Peña había 
una clara disputa con el Estado mexicano por el monopolio de la vio-
lencia, el control territorial y la influencia política. No era una orga-
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nización con liderazgo de consanguíneos, como el que predominaba 
en las de Sinaloa. Las atrocidades de los “Templarios” provocaron re-
acciones de resistencia y organización armada en varias comunida-
des de Michoacán, con objetivos no siempre claros ni necesariamente 
desvinculados por completo de los intereses de otras organizaciones 
delictivas rivales de los “Templarios”. Esto se vería más claro en las 
alianzas que realizó el gobierno federal con algunos grupos de civiles 
armados para combatirlos, el debilitamiento de estos y las disputas 
entre algunos grupos de civiles armados por el control territorial, el 
monopolio de la violencia, la influencia política y el manejo de los ne-
gocios ilícitos al alcance de los más y mejores armados, organizados y 
aliados con organizaciones delictivas al acecho de nuevas oportuni-
dades. La dinámica de la correlación de fuerzas entre organizaciones 
delictivas y poder político en Michoacán provocó homicidios, amena-
zas y detenciones de alcaldes, ex alcaldes y candidatos de diferentes 
partidos, y también el encarcelamiento de Jesús Reyna, gobernador 
interino por el pri.

La coalición de traficantes sinaloenses liderada por Guzmán y Zam-
bada dejó huella en Guerrero, donde la organización de los hermanos 
Beltrán tenía una presencia dominante. Su rompimiento con la coali-
ción y la muerte y detención de las cabezas visibles más importantes 
originó luchas entre diversas facciones que la integraban y el surgi-
miento de otros grupos que entraron a la competencia por el dominio 
del mercado de las drogas y otros negocios ilícitos. Sin llegar a tener 
la fuerza y presencia territorial de los “Templarios” en Michoacán, va-
rios grupos delictivos de Guerrero también mostraron características 
de tipo mafioso-paramilitar y tendencias a ejercer un control territo-
rial para extraer rentas permanentes de la población bajo su dominio. 
Encontraron resistencias de varias policías comunitarias, aunque a 
algunas de estas se les vinculaba también con grupos delictivos. Al 
igual que en Michoacán, en Guerrero hubo homicidios y desaparicio-
nes de políticos de diferentes partidos y vínculos de estos con varias 
organizaciones delictivas. El mapa del estado mostraba una especie 
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de “balcanización”, donde diversos grupos armados, legales e ilega-
les, se disputaban el predominio en el territorio en el que operaban.

Al gobierno del presidente Peña le gustaba decir, cuando sucedía, 
que la detención de algún líder delictivo importante se había realiza-
do “sin disparar un solo tiro”, o su variante, “sin un solo disparo”. Y que  
su estrategia de seguridad era diferente a la del gobierno anterior, 
que había trabajo de inteligencia, cooperación y coordinación entre 
los tres niveles de gobierno. Hubo detenciones importantes y extra-
dición o muerte de los que llamaron “objetivos prioritarios”, pero esas 
acciones no se reflejaron en mejores niveles de seguridad, disminu-
ción del poderío de las principales organizaciones delictivas, de sus 
negocios ilícitos, ni en las tasas de homicidios dolosos. Más allá de los 
operativos policiales y militares contra las organizaciones delictivas, 
como en el gobierno de Felipe Calderón, no hubo investigaciones ni 
estrategias para desarticular las redes de complicidad y protección en-
tre las organizaciones delictivas y el poder político y económico y la 
base social. El resultado fue un balance peor que el del gobierno que 
criticaron. Tal vez no se dispararon tiros en algunas ocasiones por las 
fuerzas federales, pero en otras sí, y en mayor cantidad y letalidad que 
lo que admitieron. Esa sería la herencia para el presidente siguiente y 
su gobierno, que no encontró mejor “estrategia” que la rima “abrazos, 
no balazos”, a la manera de un predicador, y no como presidente de 
un Estado laico que al tomar posesión de su cargo hizo la protesta de 
“guardar y hacer guardar la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y las leyes que de ella emanen” (artículo 87). Además, 
se ha apoyado mucho más que los anteriores en las fuerzas armadas 
que tanto criticó como candidato. Pero esa es otra historia para el si-
guiente libro.
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